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Presentación

La Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, actualmente 
considerada una de las cincuenta principales del mundo (la única de todas ellas 
gratuita, laica y sin examen de ingreso, abierta en igualdad de condiciones para 
argentinos y extranjeros), muy probablemente deba su honrosa posición a una 
feliz sucesión de decanatos que han sabido (arte nada sencillo) continuarse en 
lo esencial, cada uno con sus características propias. Esa estabilidad no derivó 
en conservadorismo, sino que se volvió campo fecundo para que florecieran 
una docencia y una investigación de lo jurídico osadas, cultivadoras de la críti-
ca y la apertura disciplinaria.

Esa casa en ascenso, transformada en la Facultad de Derecho más procu-
rada en el mundo entero para hacer el Doctorado, con miles de aspirantes lle-
gando desde decenas de países, necesitaba un medio propio de expresión bi-
bliográfica que encarnase su pacífica revolución pedagógica y heurística. Vino 
a proporcionarlo la brillante profesora Dra. Mary Beloff, al frente de su equipo 
(en el que hoy destaca el joven Dr. Jonathan Brodsky), generando un extraordi-
nario Departamento de Publicaciones que exhibe una producción notable, tan-
to por la calidad como por la cantidad. Toda admiración es poca para ese motor 
de obras académicas, que ha dotado a la Facultad de una verdadera editorial 
propia, cosa rarísima en el universo jurídico.

A su vez, el Departamento de Ciencias Sociales de la Facultad, que reúne 
a los docentes de las materias económicas, sociológicas, históricas y metodo-
lógicas involucradas en la carrera, no podía ni debía permanecer ausente de 
ese fecundo movimiento editor. Se trata, en efecto, de una unidad académica 
cuya comunidad se caracteriza por una insigne dedicación a la investigación y 
un mayor promedio de dedicación plena a la vida universitaria. Por ello se ha 
concretado esta serie, que ya ha dado a luz un importante número de libros, y 
que parece haber nacido para quedarse.

Es el espíritu de estos libros (perdónese lo romántico de esa expresión) el de 
convocar a la investigación científica profunda y libre, al pensamiento acadé-
mico abierto y subversivo, a la creatividad valiente que tanto nutre a nuestras 
disciplinas cuando generosamente se derrama, cual aguacero de verano, sobre 
sus almácigos. El objetivo de esta serie (es decir, de sus autores y coordinadores, 
y de esta gestión del departamento) es crear herramientas pedagógicas para los 
estudiantes y un repositorio privilegiado para la consulta de los especialistas. 

Al mismo tiempo, en fin, la idea es ofrecer a los investigadores y académicos 
de nuestra facultad, y muy especialmente a los del Departamento de Ciencias 
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Sociales, otra posibilidad, y esta con el amado sello de la casa que nos congrega, 
de acceder a la publicación de sus obras.

Es, pues, con insondable satisfacción que presentamos este importante 
libro conjunto, surgido de la encomiable labor organizativa, incentivadora y 
compiladora de tres nobles maestros, los profesores Dres. Felipe Fucito, Enri-
que Zuleta Puceiro y Andrea Laura Gastron, que han sabido convocar y reu-
nir con solvencia envidiable una pléyade de óptimos artículos de investigación 
emanados de docentes del departamento.

Mis humildes felicitaciones a compiladores y autores, y el profundo recono-
cimiento a quienes, desde el Departamento de Publicaciones, hacen posibles 
estos milagros de maná académico. ¡Viva la Universidad de Buenos Aires!

Ricardo Rabinovich-Berkman
Director del Departamento de Ciencias Sociales

Buenos Aires, mayo de 2019



Aclaración necesaria: dado que, en muchos casos, los/as autores de los ca-
pítulos que componen esta obra colectiva decidieron explícitamente utilizar 
un lenguaje inclusivo y no sexista, y no existiendo aun criterios lexicográficos 
uniformes en este punto (lo cual constituye, por cierto, un dato por demás in-
teresante a la hora de analizar el actual contexto sociológico), los compiladores 
de la presente consideramos respetar el estilo que cada uno de ellos/as empleó, 
jerarquizando en este sentido la libertad de pensamiento y la libertad de cá-
tedra como valores pilares de la Universidad de Buenos Aires, en cuyo seno la 
misma se publica. 





Introducción

El libro que aquí presentamos está compuesto por un total de trece tra-
bajos, pertenecientes a quince autores e investigadores del campo científico 
social de nuestro medio; este es el primer dato que surge apenas se recorre 
el índice, y no es un dato menor, ya que, detrás de sí, el mismo habla tanto de 
la procedencia temática y metodológica que los distintos capítulos abordan 
como de sus respectivos autores y autoras. Es que un análisis más pormenori-
zado de sus nombres nos permite entrever aquí una variedad nada desdeñable 
de generaciones de pertenencia, de miradas y perspectivas conceptuales, de 
formaciones y lecturas, de pertenencias institucionales, de discipulados, afi-
nidades y críticas.

La segunda información a destacar es consecuencia directa de la primera: 
si tal es la variedad autoral de los trabajos presentados, no lo es menos la canti-
dad y calidad de las temáticas abordadas. Así, desfilan en estas páginas tópicos 
que recorren las políticas sociales, las profesiones jurídicas y el ámbito de for-
mación de los abogados, los medios de comunicación, los estudios de género, el 
derecho de familia, los derechos humanos, el acceso a la justicia, en fin… acaso 
el tiempo pueda erigirse como un eje analítico común, puesto que al cuidado 
de nuestros y nuestras colegas no escapan ni los orígenes de la rama de conoci-
miento que nos es propia, ni el futuro que se vislumbra detrás de las cuestiones 
ambientales o de la sociedad digital.

Dicho sea de paso, estas dos circunstancias no son fruto de la casualidad: la 
convocatoria fue expresamente abierta, tanto en relación con sus destinatarios 
específicos, los cuales incluyen desde profesores consagrados hasta muy jóve-
nes colegas, como en la libertad temática a escoger.

Como consecuencia, el orden en que los trabajos se sitúan en el libro sigue 
un criterio estrictamente alfabético (según el apellido de sus autores); del mis-
mo modo, la estructura de cada trabajo quedó a criterio exclusivo de su autor. 
En el mundo académico actual, tal vez demasiado proclive a sistematizaciones, 
pautas, plazos, índices e indexaciones, quienes compilamos la obra considera-
mos que esta condición podría haber contribuido a asegurar una creatividad 
sin la cual la tarea de investigar carece de todo sentido.

Nuestra revisión se centró, pues, en el intento para eliminar posibles erro-
res de tipeo o semejantes, y en la unificación de las referencias bibliográficas 
para lograr un estilo de citas común a todos los trabajos.



6		  Temas socio-jurídicos fundamentales

Ahora sí, y a manera de bienvenida a estas páginas, deseamos ferviente-
mente a los destinatarios y destinatarias del volumen que ahora se presenta 
una fructífera experiencia de lectura, y acaso la inspiración para nuevas aper-
turas al mundo sociológico-jurídico.

Los compiladores



Midiendo el progreso de las 
sociedades. Alternativas al producto 

bruto per cápita como indicador de los 
resultados de las políticas económicas 

y sociales

Por Pablo Ava (1)

(Universidad de Buenos Aires)

I. Introducción

El producto bruto como medición del progreso y prosperidad de la gente 
se encuentra cuestionado. La sola medición del ingreso, y luego la división por 
la población para obtener el ingreso per cápita, nos lleva a la falacia estadística 
de: si hay dos personas y una come dos pollos, para el GDP per cápita, cada uno 
comió un pollo.

Durante la década de los 90 y bajo el Consenso de Washington se comen-
zaron a rever las formas de medir otras dimensiones de la sociedad: La pobreza 
(con múltiples metodologías), la desigualdad (con el Índice de Gini), la felici-
dad, el acceso a servicios, la confianza del consumidor, la calidad de los servi-
cios (por ejemplo, en educación), etcétera.

Entre otros índices se comenzaron a publicar los que son objeto de este 
trabajo, el capital social, la cohesión social y la confianza del consumidor, los 
dos primeros con versiones que renovaban clásicas definiciones sociológicas 
como las de Durkheim. En un gran esfuerzo para fijar objetivos también se 
desarrolló por parte del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, el 
IDH (Índice de Desarrollo Humano). Este último es un indicador sintético de 
los logros medios obtenidos en las siguientes dimensiones: tener una vida larga 
y saludable, adquirir conocimientos y disfrutar de un nivel de vida digno. Este 
fue construido como la media aritmética de los índices normalizados de cada 
una de las tres dimensiones (2). Es decir, basado exclusivamente en otros índices 

 (1)  Profesor Universidad de Buenos Aires Facultad de Derecho y Facultad de Ciencias Sociales. 
Politologo, Abogado y Master on Law & Economics. Consejero del Consejo Argentino para las Rela-
ciones Internacionales y del DOC-Dialogue of Civilizations (Berlin).

 (2)  El IDH surge como una iniciativa del economista pakistaní Mahbub ul Haq para clasificar los 
países a partir de otras variables que no fueran las usadas tradicionalmente en economía (PIB, balan-
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de naturaleza objetiva, sin considerar la opinión, sentimiento o percepción 
de los individuos. Otros índices, como el índice del analista  Robert Prescott-
Allen basado en el bienestar de una nación, miden no solo el nivel adquisitivo 
de los habitantes, como lo hace el PIB, o las capacidades humanas como hace 
el  IDH  elaborados anualmente por la  ONU, sino que suman a esto la huella 
que produce en la ecología el mantener este estilo de vida, también con indi-
cadores objetivos. El Índice de Progreso Social (en inglés, Social Progress Index, 
SPI) mide la extensión en la que los países satisfacen las necesidades sociales y 
medioambientales de sus ciudadanos. El desempeño relativo de los países se 
mide con cincuenta y cuatro indicadores reunidos en tres dimensiones princi-
pales: necesidades humanas básicas, bienestar fundamental y oportunidades 
de progreso. El índice está publicado por la organización Progreso Social Impe-
rativo, y está basado en los conceptos de Amartya Sen, Douglass North y Jose-
ph Stiglitz. El SPI mide el bienestar de una sociedad observando los resultados 
sociales y medioambientales directamente, de forma separada de los factores 
económicos. Los factores sociales y medioambientales incluyen bienestar (in-
cluyendo salud, refugio y salubridad), igualdad, inclusión, sostenibilidad, segu-
ridad y libertades personales. 

Finalmente, otro índice es el del Planeta Feliz:  un índice alternativo de 
desarrollo, bienestar humano y ambiental. Su primera publicación fue en el 
año 2006 y desde entonces se lo hace periódicamente cada tres años por New 
Economics Foundation (NEF). El índice está diseñado para medir el desarrollo 
de los países con base en la  expectativa de vida y la percepción subjetiva de 
felicidad, pero luego el índice se complementa estudiando el PIB y el IDH de los 
países, para tomar en cuenta la sostenibilidad, solvencia económica y el estado 
económico en el que se encuentra cada país. 

Las diferencias con los índices que vamos a analizar en este documento es 
que los mencionados en último lugar, toman datos de otros índices de carácter 
“objetivo”, es decir, de estadísticas sobre hechos ( facts) concretos, en particular, 
estadísticas económicas y sociales; en cambio, los índices alternativos a eva-
luar presentan una estructura más “subjetiva” basada en sensaciones, percep-
ciones y opiniones. Es decir, que requieren un relevamiento ad hoc, y no es la 
resultante de una fórmula de otros índices ponderados. Sobre este punto ana-
lizaremos cómo se construyen y las fortalezas y debilidades de los índices de 
capital social, de cohesión social y el de confianza del consumidor.

za comercial, consumo energético, desempleo, etc.), en educación (índice de alfabetización, número 
de matriculados según nivel educacional, etc.), en salud (tasa de natalidad, esperanza de vida, etc.) o 
en otras áreas (gasto militar). La dimensión de la salud se evalúa según la esperanza de vida al nacer, 
y la de la educación se mide por los años promedio de escolaridad de los adultos de 25 años o más y 
por los años esperados de escolaridad de los niños en edad escolar. La dimensión del nivel de vida se 
mide conforme al INB per cápita.
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II. Capital social

En el primer caso, el índice de capital social, en su primera versión, se re-
monta a un libro publicado en 1916 en los Estados Unidos, donde se evaluó 
cómo los vecinos podrían trabajar juntos para supervisar las escuelas. La au-
tora, Lyda Hanifan, se refirió al capital social como “‘aquellos tangibles’ acti-
vos [que] cuentan para la mayoría en la vida cotidiana de las personas: a saber 
buena voluntad, compañerismo, simpatía y relación social entre los individuos 
y familias que conforman una unidad social” (3).

En los últimos años, el término entró en la imaginación popular con la pu-
blicación en el año 2000 del best seller de Robert Putnam, Bowling Alone: El co-
lapso y el renacimiento de la comunidad estadounidense (2000). Putman argu-
mentó que mientras los estadounidenses se habían vuelto más ricos, su sentido 
de comunidad se había marchitado. Las ciudades y los suburbios tradicionales 
han dado paso a “Edge cities” y “exurbs”: lugares vastos y anónimos donde la 
gente duerme y trabaja, y hace poco más. A medida que la gente gasta más y más 
tiempo en la oficina, ir al trabajo y ver televisión solo, hay menos tiempo para 
unirse a grupos comunitarios y organizaciones voluntarias y socializar con ve-
cinos, amigos e incluso familiares.

Para demostrar este declive, Putnam miró la forma en que los estadouni-
denses juegan al bowling de diez pines, un deporte muy popular. Descubrió que 
ya no compiten entre sí en las ligas locales como antes; en cambio, van a jugar al 
bowling solos. Putnam argumentó que el declive de las redes comunitarias que 
una vez llevó a los estadounidenses a jugar al bowling juntos, representa una 
pérdida del capital social.

En una versión más moderna, el capital social es definido por la OCDE como 
“redes que junto con normas, valores y entendimientos compartidos, facilitan 
la cooperación dentro o entre grupos”. En esta definición, podemos pensar en 
las redes como enlaces del mundo real entre grupos o individuos. Los ejem-
plos abundan, las redes de amigos, redes familiares, redes de excolegas, etc. El 
problema es que nuestras normas, valores y entendimientos compartidos son 
menos concretos que nuestras redes sociales. Los sociólogos a veces hablan de 
normas como reglas implícitas y en gran parte incuestionadas. Normas y enten-
dimientos pueden no ser evidentes hasta que se rompen. Si los adultos atacan 
a un niño, por ejemplo, violan las normas que protegen a los niños de daños. 
Los valores pueden estar más abiertos a la pregunta; de hecho, las sociedades a 
menudo debaten si sus valores están cambiando. Y, sin embargo, valores como 
el respeto, por ejemplo, se mantienen. La seguridad de las personas es una pieza 
clave en todas las redes sociales o grupos. En conjunto, estas redes y entendi-
mientos engendran confianza y así permiten que las personas trabajen juntas. 
Por este motivo, el capital social no se puede medir en detalle, pero sí se puede 
inferir de sus determinantes o manifestaciones. Los factores determinantes son 
factores que tienen un impacto en las interacciones sociales y, por lo tanto, per-

 (3)  https://www.oecd.org/insights/37966934.pdf.
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miten al capital social crecer. Las manifestaciones son los resultados de capital 
social, por ejemplo, las tasas de criminalidad más bajas, la participación social, 
etc. Cuando se mide el capital social se lo hace mediante el uso de indicadores 
o “proxies” que están teóricamente ligados a él. Estas metodologías se han ido 
perfeccionando.

Las estrategias de medición del capital social fueron desde el uso simple de 
un indicador (por ejemplo, la confianza) hasta el uso de grupos complicados 
de índices. La mayoría de los investigadores están de acuerdo con que, debido 
a la naturaleza multidimensional del capital social, se debe utilizar una amplia 
gama de indicadores. Lo que es seguro es que la medición debe estar vinculada 
a los fundamentos teóricos del concepto.

Un buen punto de partida es con los diferentes tipos de capital social:

Perspectiva de la red unión: los lazos sociales entre individuos de un mismo 
grupo social o con otros que son principalmente como ellos. 

Bridging (puentes): lazos sociales que unen a las personas con los demás a 
través de una hendidura que normalmente divide la sociedad (como la raza o 
la clase o la religión). 

Vinculación-vínculo social: (a menudo un vínculo social puente) a los que 
tienen el poder que ofrece una capacidad para acceder a los recursos, ideas e 
información de las instituciones formales más allá de la comunidad. 

La siguiente tabla muestra ejemplos de diferentes tipos de lazos y dimen-
siones a analizar (4).

 (4)  https://www.socialcapitalresearch.com/measure-social-capital/.
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La mayoría de los investigadores tienden a resumir los componentes de ca-
pital social en cuatro grandes categorías:

- Redes, relaciones y conexiones.

- Confianza.

- Compromiso cívico y actividades voluntarias (inclusión de la cooperación, 
la participación política, la participación social, la pertenencia de asociación, el 
trabajo voluntario de la comunidad, etc.).

- Normas cívicas, normas y valores compartidos.

La OCDE concluye que existe convergencia en torno a una serie de dimen-
siones clave:

- Participación política.

- Participación de la comunidad.

- Redes informales/sociabilidad.

- Confianza, normas y sanciones.

El punto importante aquí es que el instrumento de medición debe estar es-
trechamente relacionado con la comprensión teórica del capital social. En fin, 
la medición del capital social depende del nivel de análisis (individual, grupal 
y organizacional, comunitario y nacional), y también en los intereses de los in-
vestigadores, si están interesados en la fuente, formas o consecuencias de capi-
tal social. Las políticas públicas en sus diferentes niveles pueden ser objeto de 
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este tipo de análisis, pero es en particular en los niveles locales o comunitarios 
donde tienen mayor importancia.

Las medidas a nivel nacional pueden ser de poca importancia a nivel de la 
organización para tomar el nivel de análisis. Por ejemplo, podemos medir la 
pertenencia a asociaciones como un indicador de la participación ciudadana 
que se piensa que es una dimensión del capital social, pero que también puede 
ser un resultado del capital social. Esto puede ser resuelto en parte por el enfo-
que del análisis.

El tipo de medición depende de la escala de interés. Generalmente hay tres 
niveles diferentes:

- Macro - comunitario o nacional.

- Meso - grupos u organizaciones.

- Micro - persona.

Ejemplos de los primeros son Encuesta Social General y el índice de Ciuda-
danía Nacional de Salud en los EE.UU. Las variables utilizadas en los índices 
han sido principalmente de la dimensión estructural y han incluido confianza 
(general e institucional), fuertes lazos, vínculos débiles, lazos intracomunidad, 
etc., miembro de la asociación y participación de la comunidad, y las activida-
des voluntarias (por ejemplo, voluntariado comunitario, la participación cívi-
ca, la participación social y política, etc.). Las medidas usadas para describir el 
capital social relacional se han centrado en las relaciones sociales, la cohesión 
social y las interacciones sociales. Las medidas utilizadas para el capital social 
cognitivo han hecho hincapié en las normas civiles, la reciprocidad, la confian-
za, el apoyo social, los vínculos afectivos y los objetivos colectivos.

Ejemplos de índices de nivel macro que se utilizan para medir el capital 
social son: la Encuesta Mundial de Valores (WVS) (Incluye las Encuesta Euro-
pea de Valores); TInglehart (1997) (5), Índice de Capital Social Instrumento de 
Putnam (Putnam, 2000); Encuesta Social General (GSS) Centro Nacional de In-
vestigación de Opinión de la Universidad de Chicago (Bienal Encuesta); Capital 
Global Social Encuesta Narayan y Cassidy (2001); Nueva Gales del Sur Estudio 
Onyx y Bullen (2000) El Barómetro del capital social Sudarsky (1999); Índice de 
Cívica Nacional de Salud en los EE.UU. Comisión Nacional de Renovación Cívi-
ca (1996); Aspectos de Capital Social Harpham (2003); Universidad de Minneso-
ta Escala Scheffert, Horntvedt y Chazdon (2009); Herramienta de evaluación 
del capital social del Banco Mundial (HESC) Grootaert y Van Bastelaer (2002); 
Herramienta de Evaluación de Capital Social Adaptado (A-SCAT); Harpham, 
Grant y Thomas (2002) Cuestionario Integrado Banco Mundial para la medi-
ción del capital social (SC-IQ); Grootaert, Narayan, Jones y Woolcock (2004); 
Capital Social Herramienta de medición (SCMT) Kitchen, Williams y Simone 

 (5)  http://www.worldvaluessurvey.org.
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(2012); Relación Social Índice de Wilson (2006); El Reino Unido de la Capital 
Social marco de medición de Harper y Kelly (2003) (6).

Es muy importante para la investigación de capital social, a nivel de grupo, 
tener en cuenta el contexto. Debido a la estructura jerárquica de la mayoría de 
los grupos u organizaciones, el papel de liderazgo ejecutivo en la creación de 
“cultura” debe ser tenido en cuenta. Esta cultura es la dimensión cognitiva del 
capital social.

Las dimensiones estructurales incluyen:

- Las características estructurales de red (por ejemplo, enlaces de la red, la 
centralidad de la red, la densidad de la red, la diversidad de la red, tamaño de 
la red, frecuencia de la red, la redundancia de la red, la red institucional, etc.).

- Los vínculos de la red (lazos fuertes, lazos débiles, funcionarios de gobier-
no, los lazos de unión, los lazos de puente, los lazos de unión, agujeros estruc-
turales, etc.).

- Los miembros de la asociación y los enlaces institucionales.

- La confianza.

Las dimensiones relacionales incluyen:

- las relaciones sociales y las relaciones con conocidos cercanos (por ejem-
plo, los miembros de la familia y compañeros de trabajo), y

- diversos grupos de interés externos (por ejemplo, los ejecutivos de otros 
negocios, consejeros, líderes políticos, funcionarios burocráticos del gobierno, 
y líderes de la comunidad).

- La confianza interpersonal.

- La confianza.

Cuando el capital social cognoscitivo se ha investigado es, sobre todo, acti-
tud e incluyen, basadas en valores:

- Las normas compartidas, valores y obligaciones.

- La reciprocidad.

- Los objetivos y misión compartidos.

- Las actitudes y creencias.

Una herramienta de medición del capital social genérico puede preguntar 
acerca de la relación con los proveedores, pero esto no va a ser relevante para 
todas las organizaciones. La naturaleza del grupo, sus actividades y su objetivo 

 (6)  https://www.oecd.org/insights/37966934.pdf, s.f.
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será determinar los aspectos del capital social que son importantes y, por lo 
tanto, qué datos son relevantes.

2.1. Medidas a nivel individual

A nivel individual, el capital social se mide generalmente con encuestas uti-
lizando indicadores que aprovechan las conexiones sociales, redes sociales y 
apoyo social.

La dimensión estructural incluye:

- El grado de confianza.

- La estructura de la red y la posición (por ejemplo, centralidad de la red, ta-
maño de la red, la densidad de la red, centralidad de intermediación, red homo-
geneidad/heterogeneidad, la restricción de la red, agujeros estructurales, etc.).

- El número de pertenencia a la red.

- La pertenencia a la asociación y la participación social.

- Las conexiones y relaciones sociales (por ejemplo, los lazos de unión, los 
lazos de puente, los lazos de unión, la conectividad, etc.).

- La cantidad o volumen de recursos sociales.

La dimensión relacional incluye:

- Las interacciones sociales.

- Las relaciones sociales.

- Las redes sociales.

- El apoyo social.

- La cohesión social.

- El asociativismo.

El capital social cognitivo incluye:

- Generación de confianza interpersonal.

- Objetivos compartidos.

- Cultura compartida.

- Reciprocidad.

- Sentimientos de seguridad.
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- Vistas del multiculturalismo para medir la tolerancia del individuo de la 
diversidad.

La medición del capital social es menos problemática a nivel individual 
dado una mayor especificidad de los indicadores, que se derivan de la investi-
gación de redes sociales.

2.2. Las conclusiones acerca de la medición del capital social

Dada la falta de métodos acordados para las mediciones, los investigadores 
tienden a identificar los elementos o factores importantes que se adapten a su 
contexto de investigación y desarrollar su propio instrumento.

Esto es muy eficaz en la mayoría de los casos, siempre y cuando el investiga-
dor tenga suficiente conocimiento para desarrollar un instrumento informado 
por la teoría y la capacidad de ser crítico con la posibilidad del instrumento 
para hacer suposiciones acerca de la conexión entre los proxies que están sien-
do investigados y los elementos de capital social. 

Hay ahora numerosas y diferentes herramientas de medición disponibles 
que pueden ser utilizadas o modificadas para adaptarse al contexto de inte-
rés. Se debe tener cuidado para asegurar que el instrumento esté rigurosamen-
te ligado a la comprensión teórica relevante del capital social. Esta variedad 
compite con la posibilidad de la comparabilidad o la evaluación en series esta-
dísticas de larga duración.

2.3. Herramienta de evaluación del capital social del Banco Mundial 
(HESC)

Grootaert y Van Bastelaer (2002)

Guía del usuario para el análisis del impacto social y en la pobreza
Los instrumentos y los métodos presentados en el apéndice incluyen los siguientes.
I. Identificación de los interesados

– Análisis de los interesados
II. Evaluación de las Instituciones

– Análisis institucional
III. Análisis de los impactos –Instrumentos sociales

– Análisis del impacto social
– Evaluación de beneficiarios
– Evaluación participativa de la pobreza
– Instrumento de evaluación del capital social
– Análisis de la demanda: Evaluación del consumidor

IV. Análisis de los impactos –Instrumentos económicas
1. Instrumentos del análisis del impacto directo

– Análisis de incidencias de beneficios (promedio y marginal)
– Análisis de incidencias de impuestos
– Mapa de la pobreza

2. Modelos de comportamiento
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– Análisis ex post de comportamiento marginal de incidencias de gastos públi-
cos y de programas
sociales
– Evaluación ex ante de comportamiento marginal de reformas de políticas
– Métodos de evaluación ex post de impactos para programas asignados
– Análisis de la demanda: Cálculo de las funciones de demanda
– Análisis de la oferta
– Modelos de hogar

3. Modelos de equilibrio parcial
– Análisis del equilibrio parcial: Modelos multimercados
– Análisis del equilibrio parcial: Cálculo de forma reducida

4. Modelos de equilibrio general
– Matrices de responsabilidad social
– Modelos de equilibrio general computable (EGC)

5. Instrumentos que vincular la distribución microeconómica o de comporta-
miento con las estructuras macroeconómicas o modelos

– PovStat
– SimSIP Poverty
– 123 DERP
– Simulador macroeconómico de análisis de la pobreza (SMAP)
– Modelo integrado macroeconómico para el análisis de la pobreza (MIMAP)
– Modelo EGC aumentado con enfoque en el hogar representativo

V. Evaluación de riesgos
– Evaluación del riesgo social
– Análisis del escenario

VI. Seguimiento y evaluación
– Encuesta de seguimiento de gastos públicos (ESGP)
– Encuesta cuantitativa de la entrega de servicios (ECES)
– Ficha boletín de ciudadanos
– Tarjeta de puntos comunitarios
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III. Cohesión social

Existen en la literatura muchas definiciones de cohesión social debido no 
solo a las diversas vertientes que el concepto comprende (política, económica, 
social y territorial), sino también a las dimensiones que incluye: a) una relacio-
nada con la lucha contra la pobreza y la distribución del ingreso, y b) la vincu-
lada a la desigualdad y exclusión social referidas, por ejemplo, a género, grupos 
indígenas, jóvenes. Por otra parte, el concepto tiene una relación directa con la 
buena gobernanza, democracia y calidad de las instituciones.

La cohesión social se vincula fuertemente con otros conceptos, como el de 
inclusión social – “proceso que asegura que aquéllos en riesgo de pobreza y ex-
clusión social, tengan las oportunidades y recursos necesarios para participar 
completamente en la vida económica, social y cultural disfrutando un nivel de 
vida y bienestar que se considere normal en la sociedad en la que ellos viven” 
(PNUD, 2008) – y el de capital social – “patrimonio simbólico de la sociedad 
en términos de la capacidad de manejo de normas, redes y lazos sociales de 
confianza, que permiten reforzar la acción colectiva y sentar bases de recipro-
cidad en el trato, que se extiende progresivamente al conjunto de la sociedad” 
(CEPAL, 2007). 

Sin embargo, la cohesión social subraya las relaciones existentes entre los 
mecanismos de inclusión y exclusión social, y las percepciones y reacciones de 
los ciudadanos en relación con los ellos (CEPAL Y EUROsociAL, 2007). Una co-
munidad socialmente cohesionada (cualquiera que sea su escala: local, regio-
nal, nacional) supone una situación global en la que los ciudadanos comparten 
un sentido de pertenencia e inclusión, participan activamente en los asuntos 
públicos, reconocen y toleran las diferencias, y gozan de una equidad relati-
va en el acceso a los bienes y servicios públicos en cuanto a la distribución del 
ingreso y la riqueza. La cohesión suma al concepto de la inclusión el de perte-
nencia a una comunidad, y la cohesión, a diferencia de la inclusión, se refiere a 
esta comunidad.

Hay un amplio consenso en los policy makers que las estrategias y acciones 
de desarrollo territorial en los ámbitos locales deberán ser orientadas hacia el 
fortalecimiento de la cohesión social. En coordinación con los gobiernos subna-
cionales y los propios actores sociales, beneficiarios de este modelo, se deberá:

a) impulsar la consolidación y ampliación de la protección social, que con-
tribuyan a reducir la inseguridad alimentaria, 

b) empoderando a la mujer y potenciando la capacidad de los pobres rura-
les y de los más vulnerables para invertir en su futuro y en la utilización soste-
nible de los recursos.

c) reducir las desigualdades de acceso a los recursos productivos y los ser-
vicios sociales (desigualdades de género); acceso a los servicios públicos y a la 
justicia.
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d) aplicar programas y políticas que fomenten la creación de oportunidades 
de empleo agrícola y no agrícola decente para los hombres, las mujeres y los 
jóvenes; a empleo decentes, 

e) implementar mecanismos públicos solidarios, sobre todo para los secto-
res más excluidos de la sociedad; 

f) reforzar las instituciones rurales, las organizaciones locales de produc-
tores y comunidades, y la utilización y gestión sostenible de los recursos natu-
rales. 

De manera que existe una perspectiva territorial de la cohesión social que 
permite intervenir con mayor claridad en la dialéctica de crecimiento y de 
bienestar, aportando una visión sistémica que incorpora al espacio y establece 
como unidades de cohesión a los territorios. Estos, desde lo local hasta lo na-
cional, son actores determinantes de la gobernabilidad en la gestión pública y 
de la gobernanza general de la sociedad. Por eso es tan importante su recono-
cimiento. La cohesión territorial significa o expresa la capacidad de un sistema 
territorial para garantizar las oportunidades para que cada unidad territorial 
contenida alcance los umbrales de desarrollo expresados por su propio proyec-
to territorial, al tiempo que permita que el proyecto integrador del nivel supe-
rior albergue estas diferencias (EUROSociAL, 2014).

El concepto de cohesión social está vinculado íntimamente con el de in-
tegración social, pero no es un sinónimo de esta. Para la integración, el tema 
central son los mecanismos para mantener los vínculos sociales o reparar 
aquellos que han sido cortados o son precarios, en consecuencia, su propósito 
es destacar las normas o las instituciones que pueden permitir la vinculación 
de los individuos con la sociedad, o los mecanismos sistémicos que permiten 
desarrollar acciones colectivas y que articulan al conjunto de la sociedad (Sch-
napper, 2007). “En cambio, el concepto de Cohesión Social se refiere a la natu-
raleza (en nuestros días hablaríamos de características) de los vínculos sociales 
que permiten a los individuos experimentar un sentido de pertenencia social 
(en diversas escalas), confiar en los demás (confianza horizontal), reconocer 
la legitimidad de la sociedad y confiar en sus instituciones. La Cohesión Social 
habla entonces de los distintos principios que permite la integración social, en 
términos metafóricos podría decirse que la cohesión adjetiva a la integración 
social (Alpert, 1986: 217). La noción de Cohesión Social apunta a construir una 
tipología, que en Durkheim sólo tenía dos posibilidades: solidaridad mecánica 
(o cohesión basada en la semejanza) y solidaridad orgánica (o cohesión basada 
en la interdependencia funcional). El tema central en ambos casos era deter-
minar cuál era el principio o la lógica de integración social, es decir, el factor que 
articula a los mecanismos para lograrla. En la obra de Durkheim, la Cohesión 
Social se refería al tipo los vínculos que unían a los hombres y permitían la for-
mación de agregados sociales”.

En la solidaridad mecánica, la vinculación entre los individuos y la socie-
dad es trazada como directa, todos adquieren los mismos hábitos, las mismas 
actitudes, creencias y valores. En el de la orgánica, el vínculo es descrito como 



		 Midiendo el progreso de las sociedades …	 19

indirecto, pues los individuos solo están ligados a la sociedad a través de insti-
tuciones específicas, diferenciadas, especializadas y rigurosamente coordina-
das entre sí, aquí la integración es garantizada por el sistema social.

En la cohesión social universalista la reducción de la desigualdad a través 
de derechos sociales fortalece la cohesión social y enfatiza el rol de las institu-
ciones y los sistemas estatales que permiten extender la democracia al nivel de 
la economía, subrayando el derecho al trabajo; también recalca la existencia de 
derechos sociales universales y la posibilidad abierta para los más pobres de 
ascender en la escala social. En este caso, la cohesión social busca la equidad 
social a través de formas de solidaridad verticales e instituciones fuertemente 
redistributivas. 

La cohesión social liberal entendida como asistencia social y mercanti-
lización de la pobreza hace que en los regímenes liberales la cohesión social 
privilegie el papel de los derechos civiles y políticos, pero sobre todo el rol del 
mercado como ámbito neutro donde distintas comunidades pueden jugar con 
las mismas reglas. En este tipo de regímenes el papel asignado al Estado es re-
sidual: asistir solo a quienes son incapaces de lograr su propia seguridad. Se 
trata de una forma de cohesión que buscaría la inclusión de los más pobres en 
el mercado, a través de la reasignación controlada de recursos (no la redistribu-
ción de riquezas o ingresos, por vías fiscales o institucionales) para dotarlos de 
activos mínimos (capital humano, infraestructura social, ingresos monetarios 
mínimos, etc.) para que sean capaces de aprovechar las oportunidades genera-
das por el mercado. 

La cohesión social conservadora promueve la segmentación social y dere-
chos desiguales: en los regímenes conservadores, la cohesión social se piensa a 
través del empleo y la familia, como factores para acceder a formas institucio-
nales o redes de protección social. En este caso, como en el de los regímenes 
social demócratas, el trabajo es un aspecto crucial, pero aquí no es visto como 
un derecho, sino como un espacio donde se desarrollan formas de solidaridad 
y reciprocidad horizontal.

Existen distintas metodologías sobre cohesión social y sobre cohesión 
comunitaria. La Unión Europea (UE), la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización para la Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE) y el Consejo Nacional para la Evaluación de la política de 
Desarrollo Social (CONEVAL) han optado por el concepto de cohesión social. 
Las definiciones de cohesión social varían de institución a institución y de un 
periodo a otro. No obstante, es posible identificar que la unidad, la igualdad, 
la pertenencia y el capital social constituyen el mínimo común denominador 
entre las metodologías de cohesión social. 

Usado por primera vez en Europa, el concepto de cohesión social es clave 
en el proceso de construcción de la Unión Europea (UE). Las políticas europeas 
de cohesión social constituyen, de hecho, un referente a nivel mundial, y han 
sido concebidas en el marco de un proceso de integración que da prioridad a las 
regiones menos favorecidas, como mecanismo para lograr la convergencia de 
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rentas e incrementar la competitividad y el empleo en todos los estados miem-
bros de la UE.

La UE y los países miembros comparten responsabilidades en materia de 
empleo, asuntos sociales e inclusión, correspondiéndole a la Comisión Euro-
pea el papel de: a) coordinar y supervisar la política de cada país; b) impulsar 
el intercambio de buenas prácticas en materia de empleo, pensiones, pobreza y 
exclusión social, y c) elaborar leyes y supervisar su aplicación en campos tales 
como derechos del trabajador y coordinación de sistemas de seguridad social (7).

La comprensión de la cohesión social en EUROsociAL tiene que ver 
con el  bienestar basado en la igualdad de oportunidades, con el  sentido de 
pertenencia y con la solidaridad. Se trata de un concepto elusivo y multidimen-
sional, pero al mismo tiempo inteligente, comprensivo y abarcador, y un símbo-
lo de sociedades aglutinadas en torno a un proyecto común. 

El grado de cohesión social es consecuencia de condicionantes históricos y 
geográficos, pero también es influido por las políticas públicas: las que trabajan 
para mejorar el acceso a los derechos y servicios sin discriminación, para redu-
cir las distancias entre individuos, grupos y territorios, para conceder igualdad 
de oportunidades y para proteger a las poblaciones vulnerables.

La construcción de la cohesión social también depende, y a su vez condicio-
na, el marco institucional en el que opera; de ahí la importancia de contar con 
instituciones fuertes, de calidad, legítimas, que respondan a estos retos ante 
la ciudadanía, que, en consecuencia, se siente arte y parte de ese proyecto co-
mún (8).

En América Latina y el Caribe no se cuenta con una estrategia de integra-
ción regional ni con los recursos para aplicar políticas de cohesión semejantes a 
las que existen en la Unión Europea. La instalación de los temas de cohesión es 
reciente, por lo que la construcción de tal concepto adquiere una importancia 
crucial. Al respecto, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL/SEGIB, 2007) ha elaborado un concepto de cohesión social, en el que se 
subrayan las “relaciones entre los mecanismos de inclusión y exclusión social 
y las percepciones de los ciudadanos con respecto a dichos mecanismos”, y ha 
establecido un marco de referencia, que considera los siguientes componentes: 
a) las distancias o brechas; b) los mecanismos institucionales; y c) el sentido de 
pertenencia (9).

A continuación, se incluye un cuadro que resume la visión desde América 
Latina sobre las dimensiones de la cohesión social.

 (7)  http://www.fao.org/in-action/territorios-inteligentes/componentes/cohesion-social/contexto-
general/es/.

 (8)  http://www.eurosocial.eu/es/pagina/cohesion-social.

 (9)  http://www.otu.opp.gub.uy/sites/default/files/docsBiblioteca/Indicadores%20de%20Cohe-
sion%20Social.pdf.
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IV. Índice de confianza del consumidor

La confianza del consumidor es un indicador económico que mide el grado 
de optimismo que los consumidores sienten sobre el estado general de la eco-
nomía y sobre su situación financiera personal. Qué tan seguras se sienten las 
personas sobre la estabilidad de sus ingresos determina sus actividades de con-
sumo y, por lo tanto, sirve como uno de los indicadores clave en la forma general 
de la economía. En esencia, si la confianza del consumidor es mayor, los con-
sumidores están haciendo más compras, impulsando la expansión económica. 
Por otra parte, si la confianza es menor, los consumidores tienden a ahorrar 
más y gastar menos, lo que provoca contracciones en la economía. Una tenden-
cia de varios meses, que resulta en una disminución en la confianza del consu-
midor continuada, sugiere que en el estado actual de la economía la mayoría 
de los consumidores tienen una visión negativa sobre la capacidad para encon-
trar y conservar buenos empleos. La capacidad de predecir grandes cambios 
en la confianza del consumidor permite a las empresas medir la disposición de 
los consumidores para realizar nuevos gastos. Como resultado, las empresas 
pueden ajustar sus operaciones y el gobierno puede preparar sus políticas fis-
cales. Si la confianza está cayendo y se espera que los consumidores reduzcan 
su gasto, la mayoría de los productores tenderán a reducir sus volúmenes de 
producción.
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4.1. Índice de confianza del consumidor

El  índice de confianza del consumidor  (ICC), en su origen, es una publi-
cación mensual reproducida por The Conference Board, un grupo empresarial 
sin fines de lucro, desde 1967. El ICC fue diseñado para evaluar la confianza 
en general, la salud financiera relativa y el poder adquisitivo del consumidor 
promedio de los Estados Unidos.  The Conference Board  emite mensualmente 
tres boletines principales: el índice de confianza del consumidor, el índice de la 
situación actual y el índice de las expectativas.

4.2. Metodología del ICC

El ICC se basa en los datos de una encuesta mensual a 5000 hogares de los 
Estados Unidos. Los datos se calculan para los Estados Unidos en su conjunto y 
para cada una de las nueve regiones de empadronamiento del país. La encuesta 
consta de cinco preguntas sobre los siguientes temas:

1. Las condiciones actuales de su negocio.

2. Las condiciones de su negocio para los próximos seis meses.

3. Las condiciones actuales de su empleo.

4. Las condiciones de su empleo para los próximos seis meses.

5. Los ingresos familiares totales para los próximos seis meses.

Después, todas las encuestas se recogen y las respuestas positivas a cada 
pregunta se dividen por la suma total de las respuestas positivas y negativas. El 
valor relativo resultante se utiliza como un valor índice y se compara con cada 
valor mensual correspondiente al año 1985. Ese año fue elegido como año de 
referencia, ya que no era ni un máximo ni mínimo en el ciclo económico. Los 
valores del índice de las cinco preguntas se promedian en conjunto para pro-
ducir el ICC. El promedio de los valores de las preguntas 1 y 3 forman el índice 
de la situación actual, y el promedio de las preguntas 2, 4 y 5 forman el índice 
de las expectativas. ​

4.3. Índice del sentimiento del consumidor de la Universidad de 
Míchigan

El índice del sentimiento del consumidor (MCSI) es una publicación men-
sual reproducida por la Universidad de Míchigan. El MCSI está diseñado para 
medir las actitudes del consumidor hacia el clima empresarial en general, el es-
tado de las finanzas personales y el gasto de los consumidores. La Universidad 
de Míchigan comunica tres boletines relacionados cada mes: índice del sen-
timiento del consumidor (ICS o MCSI), índice de las condiciones económicas 
actuales (ICC), y el índice de las expectativas del Consumidor (ICE). 
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4.4. Metodología de la MCSI

El índice del sentimiento del consumidor (ICS) se basa en la encuesta tele-
fónica mensual de los datos domésticos de los Estados Unidos. El índice es la 
suma total de cinco preguntas sobre los siguientes temas:

1. Situación financiera personal, ahora y hace un año.

2. La situación económica personal dentro de un año.

3. La condición financiera general de su empresa para los próximos doce 
meses.

4. En general, la situación financiera de su empresa para los próximos cinco 
años.

5. La actitud actual hacia la compra de artículos de primera necesidad para 
el hogar.

4.5. Índice de confianza del consumidor Universidad Di Tella (Argen-
tina)

La encuesta del ICC de la Universidad DI Tella incluye seis preguntas sobre 
la situación económica personal y de la economía en general. Siguiendo la me-
todología usada por la Universidad de Michigan en los EE.UU. y por organismos 
oficiales en la Comunidad Económica Europea, en la encuesta se incluyeron las 
siguientes preguntas:

Situación económica personal

1) ¿Cómo es su situación económica personal en relación a un año atrás: ¡di-
ría que mejoró, se mantiene igual o empeoró?

2) ¿Y qué cree que ocurrirá con su situación económica personal dentro de un 
año: cree que mejorará, se mantendrá igual o empeorará?

Situación macroeconómica

3) ¿Cómo cree que será la situación económica del país dentro de un año: 
mejor, igual o peor que la actual?

4) ¿Y cómo cree que será la situación económica del país dentro de tres años: 
mejor, igual o peor que la actual?

Compras de bienes durables e inmuebles

5) ¿Cree que este es un buen momento para realizar compras, como, por ejem-
plo, electrodomésticos? 
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Opciones: Si, No, Ns/Nc.

6) ¿Y cree que es un buen momento para realizar compras más importantes 
como autos, o para cambiar de casa?

Opciones: Si, No, Ns/Nc.

Construcción del índice:

Para cada pregunta se consideró una respuesta “positiva” a las opciones 
mejor/si, según la pregunta, y se consideraron respuestas “negativas” las opcio-
nes peor/no. El índice correspondiente a cada una de las preguntas se basa en 
las proporciones de respuestas “positivas” (p) y “negativas” (n) sobre el total de 
encuestados. Según la fórmula abajo señalada, podemos observar que si todos 
los encuestados respondieran positivamente a una pregunta, el índice tomaría 
un valor 100, mientras que en el caso opuesto tomaría el valor 0.

El índice (parcial) relacionado a cada pregunta se calcula entonces como 
Índice parcial CIF = 50 * {p - n + 1} Donde: 

p= proporción de respuestas positivas sobre total de encuestados.

n= proporción de respuestas negativas sobre total de encuestados.

Una vez calculado el Índice parcial CIF, se promedian los dos índices de 
cada grupo (situación personal, macroeconómica y compra de durables e in-
muebles), para luego promediar los últimos y hallar el ICCCIF del mes.

V. Conclusiones

La necesidad de establecer indicadores confiables es fundamental para el 
desarrollo y evaluación de las políticas económicas y sociales.

Los indicadores analizados avanzan sobre aspectos cualitativos que le dan 
un grado de mayor sensibilidad a los cambios o impactos de las políticas sobre 
la sociedad o sobre algún grupo social en particular.

Por esto creemos que son indicadores más representativos que el GDP per 
cápita. Abarca una mayor cantidad de dimensiones, estas dimensiones son más 
sensibles y presentan la posibilidad de detectar la subjetividad en la percepción 
de los cambios, ya sean positivos o negativos.

Dejar de lado la subjetividad podía ser una aspiración de las ciencias so-
ciales durante el siglo XIX en la búsqueda de su autonomía epistemológica y 
el reconocimiento como una ciencia. Hoy están saldadas ambas discusiones, 
por lo que se puede avanzar con indicadores o variables de índole subjetiva que 
pueden ser medidas de forma científica.

En el caso del capital social, con sus tres dimensiones, cognitiva, institu-
cional y relacional, permite medir la densidad de las redes en una sociedad, 
un grado de consenso que se alcanza con el bienestar compartido que permite 
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acumular y distribuir normas, valores y riqueza social. Por lo tanto, si este ca-
pital social es positivo (bridgind social capital), podemos evaluar el grado de 
desarrollo social y la interacción que esta permite como un proxi al grado de 
bienestar de esa sociedad, no solo evaluando la dimensión individual como 
hace el GDP per cápita, sino del conjunto de esa sociedad y de sus individuos.

La cohesión social, como instrumento de medición introduce otros con-
ceptos menos subjetivos y los combina en la obtención del índice. Es decir, que 
es la resultante de la generación de otros indicadores en materia de educación, 
salud, vivienda, brechas sociales, brecha digital, etc. Estos indicadores son de 
naturaleza objetiva, y se combinan con los de evaluación institucional y las per-
cepciones subjetivas sobre el futuro y los valores. Este índice está más extendi-
do que el de capital social, y ha sido usado de diversas maneras en la evalua-
ción de políticas sociales, principalmente por la Unión Europea y la Cepal en 
América Latina. Su fortaleza es la capacidad de síntesis de diversos indicadores 
disponibles de manera individual, pero que no permiten un diagnóstico holís-
tico de la comunidad. Su debilidad es la falta de consenso sobre cuáles son los 
indicadores que deberían ser incluidos en las diversas mediciones que se han 
hecho y a cuyos resultados se les asigna el nombre de índice de cohesión social.

Finalmente, el índice de confianza del consumidor se destaca por su natu-
raleza económica (en esto puede suplir al GDP per cápita de mejor manera) y su 
simpleza. En sus diferentes versiones es un cuestionario corto, no más de seis 
preguntas, que de forma subjetiva buscan conocer el “estado de ánimo econó-
mico” de los ciudadanos y, de esta forma, reflejar mejor la situación económica 
individual. Sin embargo, sus valoraciones son enteramente subjetivas (provie-
nen de las respuestas de los individuos) y unidimensionales, solo abarcan el as-
pecto de expectativas de consumo, lo cual, si bien lo restringe, le permite tener 
una capacidad predictiva que no tienen los otros índices. Es decir, es el único 
que mira al futuro y puede dar respuestas sobre el mismo.

Hay que seguir trabajando de forma complementar con los tres conceptos y 
poder llegar a consensos inclusivos sobre los instrumentos metodológicos que 
permitan con una sola medición obtener de forma inmediata los tres índices. Es 
una labor para metodólogos y policy makers de manera de hacer cada vez más 
eficiente la inversión social.
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Tendencias recientes en la profesión 
jurídica latinoamericana: Expansión y 

Segmentación

Por María Inés Bergoglio (1)

I. Introducción

El artículo revisa las modificaciones que experimenta actualmente la pro-
fesión jurídica en América Latina. Se analizan diversos procesos contempo-
ráneos que estimulan cambios en la organización social del trabajo jurídico, 
como la continua expansión numérica de la profesión y la tendencia a la orga-
nización empresarial, que implica la salarización de los abogados. Se describen 
las nuevas formas de activismo político, así como la creciente influencia de los 
modelos culturales anglosajones. Se observa cómo el avance de los procesos 
de integración regional ha estimulado la expansión de firmas de abogados la-
tinoamericanas. Se considera el continuo avance de las tecnologías digitales, 
que no se limita hoy solo al procesamiento de textos o a la agilización de las 
comunicaciones, sino que impregna el núcleo del trabajo profesional. 

Utilizando investigaciones realizadas en diferentes países de la región –prin-
cipalmente Brasil, México, Colombia, Perú y Argentina– se describen algunas 
consecuencias de estos cambios. Se discute el modo en que estos procesos afec-
tan a la profesión en conjunto, tomando en cuenta especialmente su influencia 
sobre los procesos de segmentación y fragmentación profesional.

Aunque la noción de profesión jurídica parece referirse a un término enten-
dido por todos, vale la pena aclarar que en la discusión siguiente no identifica-
remos como abogados a quienes poseen un título universitario en derecho, sino 
a quienes se ocupan del ejercicio liberal de la profesión (2). En el primer apartado 

 (1)  Doctora en Ciencia Política (Universidad Católica de Córdoba), Especialista en Sociología Po-
lítica (Centro de Estudios Constitucionales de Madrid), Profesora titular de sociología jurídica (Facul-
tad de Derecho, Universidad Nacional de Córdoba). Investigadora categoría I (Programa Nacional de 
incentivos) y Ex-presidente de la Sociedad Argentina de Sociología Jurídica -SASJU-.

 (2)  Este mismo criterio es seguido por Fucito (2000), quien abarca en su análisis solo a quienes 
ejercen la profesión de manera independiente y se encuentran matriculados en un Colegio de Abo-
gados. En cambio, Silva García (2001), incluye en su estudio sobre la profesión jurídica tanto a abo-
gados como a jueces. 
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se especifica el concepto de profesión utilizado, mientras que los siguientes se 

destinan a analizar los diversos procesos de cambios mencionados.

1.1. La noción de profesión jurídica

Las miradas clásicas sobre la profesión jurídica colocaban el foco sobre la 
posición de los abogados en la estructura social, así como en su relación con el 
Estado. La discusión incluía temas como los esfuerzos por constituir un mono-
polio en el mercado de servicios legales, una cuestión destacada por Weber, así 
como la forma en que el tipo de clientes o las relaciones con el estado modelan 
la estructura de la profesión en sí misma, tal como aparece en los análisis que 
siguen la perspectiva marxista o en los realizados por Parsons. Desarrolladas 
para entender la situación de la profesión jurídica en el contexto de las socie-
dades centrales, estas teorías se ocupan más de los rasgos estructurales de este 
colectivo, que de los procesos de cambio que lo atraviesan.

Utilizando diversas conceptualizaciones, los teóricos contemporáneos 
procuran un análisis más dinámico, poniendo a la luz los procesos que con-
figuran las entidades sociales –ya sea que se las designe como estructuras, 
como lo hace Giddens, o como campos en la perspectiva de Bourdieu–, una 
estrategia apropiada para contextos de rápido cambio social como el actual. 
Desde una perspectiva influida tanto por Simmel como por Giddens, Sida Liu 
(2013), ha desarrollado un enfoque de este tipo para la profesión jurídica. El 
foco conceptual de Liu no está puesto en el papel que la profesión cumple en 
la estructura social, sino más bien en analizar los procesos que estructuran a 
la profesión misma. Su perspectiva acentúa el hecho de que continuamente 
estamos reconstruyendo las estructuras sociales, incluso, aunque no nos pro-
pongamos hacerlo. 

En su mirada, los procesos claves a través de los cuales se estructura la pro-
fesión legal son los siguientes: a) luchas por el diagnóstico, a través de los cuales 
se constituye el conocimiento profesional específico, b) trabajo sobre los lími-
tes de la profesión, que delimitan la jurisdicción profesional; c) movilidad de 
profesionales a través de áreas geográficas y jerarquías de prestigio, y d) inter-
cambios con el Estado.

Las luchas por el diagnóstico son los procesos a través de los cuales se con-
figura el conocimiento técnico. En el campo de las profesiones impera una lógi-
ca de tres pasos, que implica la secuencia diagnóstico-inferencia-tratamiento, 
muy visible, por ejemplo, en la tarea de los médicos. El trabajo de los abogados 
sigue las mismas etapas, aunque muchas veces solo requiera operaciones de 
lenguaje. El diagnóstico relaciona el problema del cliente con el sistema de co-
nocimientos profesionales, y permite inferir el tipo de estrategia a seguir: ne-
gociación, mediación o litigación, por ejemplo. Estas cuestiones diagnósticas 
no se limitan a la interacción con el cliente a nivel individual o al proceso de 
litigación, durante el cual se presentan al juez diferentes interpretaciones de 
una misma situación. También ocurren a un nivel más amplio, como cuando 
se registran conflictos entre distintos actores legales durante la producción de 
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las leyes o en el momento de su implementación, lo que Bourdieu llama las dis-
putas por la definición del orden deseado. Tales disputas ocurren a diferentes 
niveles y son desafiadas en diferentes foros. 

La profesión, tal como la conocemos hoy, es asimismo el resultado de los 
esfuerzos de sus miembros por definir los límites de su actividad respecto de 
otros actores sociales. Los conflictos entre contadores y abogados en torno a 
campos muy rentables como el asesoramiento en materia de impuestos –muy 
visible a nivel global en la competencia entre firmas contables y jurídicas–, son 
un ejemplo claro de este trabajo por la definición de los límites del campo pro-
fesional. Si se observa el proceso de inserción de las firmas de abogados extran-
jeras en América Latina, se verá que esta lucha por la definición de la jurisdic-
ción profesional y la extensión de su monopolio ha seguido diferentes caminos. 
Mientras que algunas naciones como Venezuela y México acogieron fácilmente 
a los abogados extranjeros, en otros casos, como el de Brasil, la resistencia ha 
sido muy marcada (Gómez y Pérez Perdomo, 2018). 

Liu otorga mucha importancia al análisis de la movilidad, geográfica o so-
cial, entre los procesos que influyen en la estructuración de la profesión legal. 
En este marco, es posible observar cómo las culturas jurídicas tradicionales 
como el common law o la tradición civilista se han configurado siguiendo la 
expansión colonial de las naciones de origen. Contemporáneamente, procesos 
como la movilidad de las mujeres abogadas en las jerarquías profesionales y la 
creciente influencia de la cultura jurídica del common law son centrales para 
comprender las formas que asume hoy la profesión. 

El cuarto proceso que contribuye a definir la profesión es su intercambio 
con el Estado, que puede asumir dinámicas muy diferentes, como interven-
ción, regulación, mediación o disciplinamiento. Liu subraya, como Parsons, 
que el rol de los abogados incluye una dimensión política, de tal modo que 
no podemos comprender la situación de la profesión sin abordar también este 
aspecto.

Como se ve, un análisis de la profesión jurídica, entendida como un proceso 
social, requiere igualmente observar cómo se reconfigura la relación entre los 
elementos claves en la vida profesional: el conocimiento técnico, el campo de 
acción profesional –identificado como jurisdicción en la sociología de las profe-
siones–, la movilidad social y geográfica, y la relación con el Estado y la política.

1.2. La expansión de la profesión

La información estadística disponible se refiere a los graduados en derecho 
en general, con independencia de que ejerza o no la profesión. Salvo en Brasil, 
en América Latina la obtención del título universitario es suficiente para ejercer 
la profesión. 

En la mayoría de los países de los que se dispone de datos, el número de 
abogados no ha dejado de crecer desde hace más de 40 años (Kritzer, 2013). La 
tendencia al crecimiento de graduados es más fuerte en América Latina que en 
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Europa y los Estados Unidos (Galanter, 2011). Esta tendencia es particularmente 
fuerte en América Latina, gracias a la democratización de la educación univer-
sitaria experimentada por la región (3). 

Consecuentemente, ha aumentado el número de graduados en derecho en 
la mayoría de los países latinoamericanos, a un ritmo muy superior al del cre-
cimiento general de la población. En algunos casos, este proceso ha sido par-
ticularmente intenso: así, en los últimos cincuenta años la proporción de los 
abogados por cada 100.000 habitantes se multiplicó por 10 en Brasil y México y 
por ocho en Venezuela. Esta disponibilidad de juristas graduados resulta mu-
chas veces superior a la corriente en países desarrollados. Así, actualmente el 
número de abogados por habitante en la Argentina, Brasil y Venezuela supera 
al que se registra en los Estados Unidos. 

Cuadro 1. Número de abogados por 100.000 habitantes

1960 2000 2010 – 2015

Argentina (1) 86 368 502 (2013)

Brasil(2) 42 150 410 (2010)

Colombia(3)  --- 254 354 (2010)

México (4) 24 208 267 (2016)

Venezuela(5) 57 282 443 (2012)

Estados Unidos(6) 158 362 406 (2015)

Fuentes: 1) Para 1960, Oteiza (1969) y Censo Nacional 2001 (www.indec.gov.ar). 
La cifra más reciente ha sido tomada de JUFEJUS (2015); 2) Para 1960, Pérez Per-
domo, (2010), para 2000 y 2010, FGV y OAB (2014); 3) Para 2000, Pérez Perdomo 
(2010), para 2010, IV Informe para la Conferencia Iberoamericana de Ministros 
de Justicia, (2013); 4) Para 1960 y 2000, Pérez Perdomo (2010). Los datos 2016 
son de INEGI (2016); 5) Gómez y Pérez Perdomo, (2017); 6) American Bar Asso-
ciation, National Lawyer Population Survey, Historical Trend in Total National 
Lawyer Population 1878-2018, accessible en:
https://www.americanbar.org/content/dam/aba/administrative/market_re-
search/Total_National_Lawyer_Population_1878-2018.authcheckdam.pdf.

Cabe preguntarse si la proporción de abogados continuará creciendo en 
los próximos años. Las diferentes razones argumentadas para explicar esta ex-
pansión sugieren que así ocurrirá efectivamente. Friedman (2018) vincula el 
crecimiento del número de abogados en el mundo con el florecimiento de la 

 (3)  Según datos oficiales, la proporción de jóvenes que concurren a la universidad se duplicó en 
la región entre 1998 y 2010 (OREAL-UNESCO, 2013), atenuando el carácter socialmente restringido 
que tenía tradicionalmente la educación superior. Pese al crecimiento de oportunidades educativas, 
subsisten graves desigualdades según ingresos, ya que los jóvenes provenientes de los hogares de 
menores recursos tienen mayores dificultades para concluir los estudios. Mientras la conclusión de 
estudios terciarios en el grupo de edad entre 25 y 29 llegaba al 0,7% del quintil de más bajos ingresos 
en los países de América Latina, en el quintil más rico era de 18,3% (OREAL-UNESCO, 2013, p. 137).
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cultura legal moderna, una tendencia conectada con la urbanización y la mo-
dernización social. Estos procesos implican que los controles sociales tradicio-
nales, basados en la costumbre, van perdiendo importancia, mientras que la 
presencia del derecho como mecanismo de control social se vuelve general. 

En América Latina se han tomado en cuenta otros factores. Estudios sobre 
Brasil conectan ese crecimiento a los cambios económicos asociados a la globa-
lización (Cunha et al., 2018). En México, se ha subrayado que la multiplicación 
normativa vinculada al proceso de democratización y la creación del NAFTA 
han profundizado la necesidad de abogados (Meneses Reyes y Caballero, 2018). 
En la Argentina se ha subrayado la importancia igualmente del impacto de la 
política de educación superior, que facilita el acceso a los estudios superiores 
(Lista, 2005).

La expansión numérica de la profesión tiene como consecuencia una cre-
ciente heterogeneidad de su composición, tanto en términos de género, como 
de origen geográfico o étnico. Si bien los cambios pueden considerarse modes-
tos desde la perspectiva de la equidad educativa, resulta claro que los tradicio-
nales perfiles de la profesión jurídica, como un grupo blanco, dominantemente 
masculino, de fuerte anclaje en las élites, se han ido modificado. Hoy encontra-
mos en ella abogados y abogadas provenientes de diversos sectores sociales (4). 

IV. La tendencia a la organización empresarial y la 
salarización de los abogados

En las últimas décadas, la abundancia de abogados ha incentivado la com-
petencia entre ellos, estimulando variadas estrategias para ubicarse profesio-
nalmente, como la creciente especialización y la tendencia a asociarse con 
otros profesionales. Los abogados ejercen en grupos más grandes, dentro de los 
cuales se acentúa la división del trabajo (Bergoglio, 2010a).

La profundización de la división del trabajo implica una tendencia a la or-
ganización empresarial de las oficinas de los abogados, alentada igualmente 
por el cambio tecnológico. Las herramientas informáticas disponibles en ac-
tividades, como procesamiento de textos, comunicaciones con los clientes y 
búsqueda de información técnica, impactaron sobre la organización del traba-
jo jurídico y estimularon este estilo empresarial de organización, muy visible 
en las grandes empresas jurídicas, organizadas según el modelo anglosajón. 
Cuando los estudios jurídicos se vuelven empresas, se desencadena un proceso 
de salarización de los abogados: el clásico profesional independiente deja de ser 
la mayoría, y las relaciones entre abogados se estructuran sobre nuevas bases. 

El proceso ha seguido ritmos diferentes en las diversas naciones latinoa-
mericanas. En la Argentina, la proporción de abogados que trabajan en forma 

 (4)  Para descripciones de esta mayor diversidad de la profesión en algunos países de la región, 
puede verse, para la Argentina, Bergoglio (2010.a); Brasil, Bonelli y Hartmann (2016), México, Fix-
Fierro (2006). 
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independiente pasó del 51% en 1995, a un 33% en 2003 (Bergoglio, 2007). En 
México, según cifras oficiales, en 2004 el 45% de los abogados ejercía en forma 
independiente (INEGI 2004). Doce años más tarde, esa cifra se había reducido 
al 32%, mientras que el 59% de estos profesionales revistaban como trabajado-
res asalariados (INEGI 2016).

La tendencia a la organización empresarial ha sido igualmente estimulada 
por los procesos de internacionalización de la economía, contexto en el que los 
actores económicos más significativos desempeñan sus actividades producti-
vas en relación con más de un orden jurídico. En la década de los 90, el auge de 
las políticas neoliberales estimuló la apertura de las economías latinoamerica-
nas y las inversiones extranjeras directas crecieron significativamente. La de-
manda de asistencia jurídica especializada así creada abrió interesantes opor-
tunidades profesionales y algunos bufetes comenzaron a adaptar sus servicios 
para atraer a las compañías extranjeras. Inspirándose en el modelo de las law 
firms anglosajonas, expandieron sus planteles de abogados, y pasaron a ofrecer 
servicios en más de un idioma (5). Tal como hacían sus clientes, muchas veces el 
mecanismo de crecimiento elegido fue la fusión con otros despachos de aboga-
dos de negocios (6). 

Las grandes firmas de abogados instalan una forma de ejercicio profesional 
completamente diferente. Sus clientes son empresas que requieren servicios 
muy especializados. En el interior de estos grandes despachos, la división del 
trabajo se profundiza, y los abogados se especializan en temas cada vez más 
específicos, como joint ventures, fusiones y adquisiciones, derecho de la propie-
dad intelectual o de los medios de comunicación. 

Investigaciones recientes han puesto a la luz que el proceso de salarización 
ha sido impulsado igualmente por la creciente incorporación de los abogados 
como asesores en grandes empresas de diferentes ramas de la producción (in-
house counsel). En Brasil, Oliveira y Ramos (2015) estudiaron la presencia de 
los abogados en los departamentos jurídicos de 1032 empresas, la mitad de los 
cuales tenían hasta cinco abogados. Encontraron igualmente algunos equipos 
jurídicos muy grandes: por ejemplo, el departamento legal del Banco Itaú esta-
ba constituido por 420 profesionales.

Estos cambios en las tareas de los abogados afectan igualmente las rela-
ciones entre ellos. La informalidad organizacional de los bufetes tradiciona-
les, cuyos miembros estaban vinculados por lazos personales, retrocede. En 
las grandes empresas jurídicas aumenta la jerarquía en las relaciones entre 
abogados socios, asociados y empleados, que se expresa en las brechas en los 

 (5)  Para una descripción del proceso en la Argentina, Brasil y México, ver Bergoglio (2010.a). Un 
análisis contemporáneo que cubre la situación de las firmas de negocios en diversos países latinoa-
mericanos puede verse en Gómez y Pérez Perdomo (2018).

 (6)  Por ejemplo, la firma argentina Marval y O’Farrell incorporó por esta vía otros siete despachos 
corporativos, comenzando en 1991. Hoy es la empresa jurídica más grande del país, con 314 profe-
sionales (Bergoglio, 2017). 
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ingresos entre estas categorías de profesionales. La organización de los bufetes 
se burocratiza. 

En todo el mundo, la crisis desatada a partir de la caída de Lehman Brothers 
hizo crujir el negocio financiero, afectando la marcha de las firmas de aboga-
dos. La literatura de investigación ha informado que, en los países centrales, 
los efectos de la crisis son observables entre las empresas que demandan ser-
vicios jurídicos, que, progresivamente, abandonan la práctica de confiar todos 
sus asuntos a una sola firma y pasan a seleccionar diferentes prestadores para 
distintos servicios, obligando a los estudios a competir entre sí para asegurar-
se el cliente. La incentivación de la competencia entre los abogados que esta 
práctica supone se registra en diferentes segmentos del ejercicio profesional, 
incluyendo a quienes trabajan en forma independiente (Henderson y Zahorsky, 
2011; Flood, 2013). 

En la región, también las empresas buscan recortar sus costos jurídicos. En 
los listados de Latin Lawyer es posible observar que las grandes corporaciones 
trabajan al mismo tiempo con diversas firmas de abogados, ya que se ha gene-
ralizado el hábito de pedir dos o tres presupuestos antes de iniciar un proyecto, 
haciendo competir entre ellos a los grandes estudios (Bergoglio, 2018). Los es-
tudios boutique –firmas de menor tamaño, con alta especialización en un tema 
específico– son los principales beneficiados por esta situación. 

La búsqueda de reducción de costos típica de los tiempos de crisis, presente 
en muchos países, desemboca así en una caída de los honorarios profesionales, 
especialmente en las firmas de negocios. Así ocurre en la Argentina (Bergoglio, 
2018), Chile (de la Maza Gazmuri, Mery Nieto y Vargas Viancos, 2018), y Brasil 
(Conti Craveiro y Gómez, 2018). 

La expansión numérica de la profesión, la creciente competitividad y la caí-
da de los honorarios profesionales desembocan en una creciente precarización 
del trabajo jurídico, proceso que asume rasgos notables en algunos países de la 
región. Así, en Brasil, los estrictos controles de la Orden dos Advogados impli-
can que solo el 13% de los candidatos aprueba el examen de admisión al colegio 
profesional, generando un grupo creciente de gente titulada y sin trabajo. Hoy 
se está intentando reconocerlos como paralegales (Conti Craveiro y Gomez, 
2018). 

En Perú, algunos abogados ofrecen sus servicios en la calle, en los alrede-
dores de los tribunales o de grandes oficinas estatales. La Asociación de Abo-
gados Ambulantes, creada en los 90, tiene hoy varios miles de miembros. De 
hecho, algunos de ellos trabajan actualmente en mini oficinas (Gonzales Man-
tilla, 2018).

V. Nuevas formas de activismo político

En América Latina, el compromiso de los abogados con causas políticas, 
iniciado en la etapa de la construcción de los Estados nacionales (Pérez Per-
domo, 2006), ha experimentado cambios significativos en las últimas décadas. 
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Recuperada la democracia, las reformas constitucionales emprendidas en la 
mayoría de los países de la región en el último tercio del siglo XX ampliaron 
las cartas de derechos básicos, abriendo nuevos espacios de acción para el uso 
estratégico del litigio. En el debate jurídico latinoamericano, la relación entre 
derecho y cambio social se planteó en nuevos términos, y las reflexiones y pro-
puestas en favor de un uso alternativo del derecho aparecieron en diferentes 
países de la región (7). 

Los profesionales comprometidos con los cambios sociales han recurrido 
cada vez más a los tribunales para avanzar con demandas sociales y políticas 
de diversa índole (8). De este modo, diversos conflictos sociales se plantean de 
modo creciente en el lenguaje de los derechos. El aumento del número de gru-
pos que actúan sobre bases identitarias (cuestiones de género, de identidad se-
xual) lleva a una creciente fragmentación de la política y produce demandas 
más difíciles de absorber a través del sistema partidario. Este contexto ha favo-
recido el uso de los litigios estratégicos y la judicialización de demandas políti-
cas y sociales (Sieder, Schjolden y Angell, 2005, Smulovitz, 2008).

Son múltiples los terrenos donde los abogados latinoamericanos han des-
plegado sus esfuerzos hacia el cambio social, destacándose en los últimos años 
su tarea en pro de los derechos sexuales y reproductivos, su intervención en los 
reclamos de campesinos e indígenas por la tierra, o en defensa de los jóvenes de 
estratos marginales que reclaman contra el abuso policial, así como su papel 
en los conflictos ambientales. La tarea de estos abogados populares latinoame-
ricanos, fuertemente conectados con los movimientos sociales, no está exenta 
de dificultades. Además de la necesidad de obtener apoyo financiero para sus 
actividades, investigaciones cualitativas han destacado las tensiones que ex-
perimentan al tratar de compatibilizar su uso alternativo del derecho con la 
formación recibida en las facultades de Derecho, donde las concepciones jurí-
dicas generalmente destacan la neutralidad y apoliticidad del Derecho (Lista y 
Begala, 2012).

Su trabajo se ha visto igualmente influido por las tendencias a la internacio-
nalización, que no solo ha globalizado los mercados, sino también la acción de 
las organizaciones no gubernamentales. En nuestra región, el financiamiento 
proveniente de estas fuentes –tanto norteamericanas como europeas– ha sido 
significativo para impulsar esta forma de ejercicio profesional (Meili, 2009, 
Smulovitz, 2008). 

La tarea que desarrollan estos abogados populares articulando en lenguaje 
jurídico las demandas de grupos sociales postergados contribuye, sin dudas, a 

 (7)  En la comparación que realiza Puga (2012) sobre las reformas constitucionales de la Argenti-
na y Colombia, puede verse una detallada presentación del contexto político en que ocurrieron estos 
cambios, así como de los debates jurídicos latinoamericanos sobre la relación entre derecho y cam-
bio social, y su influencia en el desarrollo del litigio de interés público. 

 (8)  Meili (2009), quien realizó un estudio comparativo sobre el desempeño de estos profesionales 
en la Argentina, Brasil y Chile en 1998 y 2008, informa que el número de abogados que trabajan desde 
esta perspectiva se ha incrementado en el período. 
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poner de manifiesto el compromiso de la profesión con los ideales de una justi-
cia igual para todos. No obstante, la acogida parcial que esas demandas suelen 
tener en los tribunales puede ocasionar consecuencias no deseadas. Varios de 
los abogados activistas entrevistados por Meili (2009) expresaron sus temores 
de que sus prácticas ahonden más el escepticismo de los estratos populares 
frente al estado de Derecho. 

Se ha señalado, igualmente, los riesgos de una práctica de judicialización 
de conflictos que “promueve la exclusión de los actores sociales del conflicto, 
al excluir su versión del mismo y de sí mismos. De manera tal que el pretendido 
tránsito institucionalizado hacia la inclusión social, suele derivar en oscuros 
pasadizos judiciales, sin salidas alentadoras para los agentes afectados” (Puga, 
2012, p. 20).

Aun si las respuestas judiciales obtenidas a través de los litigios de interés 
público no están a la altura de lo esperado, esta forma de ejercicio profesional se 
ha consolidado en los últimos años, extendiéndose incluso más allá del campo 
interesado en promover transformaciones sociales. Así, en la Argentina, duran-
te las recientes luchas por el reconocimiento del matrimonio entre personas del 
mismo sexo, la estrategia judicial ha sido utilizada tanto por quienes estaban 
a favor de la ley de matrimonio igualitario como por quienes se oponían a ella 
(Campana, 2011). Lo mismo ha venido ocurriendo en las movilizaciones en tor-
no al aborto, donde los grupos que lo apoyan y los que se oponen a él han recu-
rrido al litigio para obtener respaldo judicial a sus propuestas (Peñas Defago y 
Morán Faundes, 2014).

VI. La influencia de la cultura legal del common law

El análisis de las nuevas formas de organización social del trabajo jurídico 
en la región pone en evidencia la mayor influencia de los modelos derivados de 
la cultura jurídica anglosajona, tendencia que no sorprende en el contexto de 
procesos de globalización asimétricos, en el que el rol de los países centrales, 
y en particular de los Estados Unidos, se ha acentuado. Tal influjo se percibe 
igualmente en los procesos de reforma judicial, estimulados por la acción de los 
organismos como el Banco Mundial o el BID (Santos, 2009), que han implicado 
la incorporación del modelo penal acusatorio, de inspiración norteamericana 
en diecisiete países de la región. 

Esta influencia se registra asimismo en el campo del ejercicio privado de 
la profesión, donde la adopción voluntaria del modelo de las law firms ha sido 
usada como una estrategia para atraer como clientes a las empresas trasnacio-
nales interesadas en invertir en la región, aprovechando el proceso de apertura 
económica y privatizaciones (Bergoglio, 2010.a). Este estilo organizacional es 
percibido como un modelo, y medianos y pequeños despachos tienden a imitar 
su forma de trabajo. La tendencia a la organización empresarial de la tarea jurí-
dica se ha visto igualmente facilitada, por lo que Engelmann (2011) ha llamado 
la creciente legitimación de una “cultura jurídica de mercado”. 
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Analizando el caso brasileño, el autor ha mostrado que los procesos de in-
ternacionalización económica han estado acompañados a nivel jurídico por la 
circulación internacional de la elite jurídica (que de modo creciente elige los 
países anglosajones para profundizar su educación), así como por una crecien-
te difusión en el espacio académico del ideario law & economics, expresada en 
la creación local de posgrados orientados a la formación en derecho de los ne-
gocios. Estas tendencias, así como la expansión de cámaras de mediación y ar-
bitraje, muestran la estrecha afinidad de esta cosmovisión jurídica de mercado 
con los modelos de raíz anglosajona exportados al espacio regional por institu-
ciones transnacionales como el Banco Mundial.

En otros países latinoamericanos se observan procesos similares. El aná-
lisis comparativo del discurso profesional de las grandes firmas jurídicas de 
la Argentina, Brasil y México revela la creciente influencia de la cultura legal 
del common law en ellas, en agudo contraste con los criterios expresados en 
los códigos de ética profesional, inspirados en modelos continentales europeos 
(Bergoglio, 2010.a).

La influencia de los modelos anglosajones se percibe igualmente en el 
creciente papel jugado por los abogados activistas, quienes están conectados 
con los movimientos sociales y ONGs locales, pero que reciben también apoyo 
externo, como parte del movimiento internacional de derechos humanos. El 
soporte financiero para sus actividades, provenientes de centros como la Fun-
dación Ford o Mac Arthur, refuerza esa influencia (Cummings y Trubek, 2009).

Resulta más sencillo entender estas tendencias si se reflexiona sobre los 
cambios en la educación de posgrado de la elite jurídica. Como lo han mostra-
do Dézalay y Garth (2006), analizando el caso de México, los Estados Unidos se 
han convertido en una fuente especial de atracción para los jóvenes abogados, 
tanto entre los interesados en el campo empresarial como entre los que luchan 
en favor de los derechos humanos. A su regreso al país, quienes han invertido 
en estrategias internacionales logran posiciones destacadas en la elite jurídica. 
Así, la formación jurídica en el mundo anglosajón ha adquirido una importan-
cia que no tenía en el pasado, cuando Salamanca, París o Coimbra eran las uni-
versidades preferidas entre quienes aspiraban a estudiar en el extranjero. 

VII. La expansión de las firmas jurídicas 
latinoamericanas

La tendencia a la organización empresarial del trabajo jurídico, visible ya 
en los primeros años de este siglo (Bergoglio, 2010.a), se ha profundizado re-
cientemente. Como puede verse en el cuadro adjunto, en 2015 el número de 
firmas con más de cincuenta abogados supera ampliamente las existentes en 
1999 en varios países. El caso más notorio es el de Brasil, que en quince años ha 
multiplicado por cinco el número de grandes firmas. También en Chile, Colom-
bia y Perú la presencia de los estudios jurídicos con más de cincuenta abogados 
se ha expandido notablemente en este siglo. Solo la Argentina, cuya inserción 
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económica internacional se ha debilitado durante los gobiernos kirchneristas, 
ha visto reducir el número de firmas (9).

Cuadro 2. Firmas de más de 50 abogados en América Latina, 1999-2015

País 1999 2009 2015

Argentina 9 13 12

Brasil 8 26 43

Chile 1 5 9

Colombia 0 4 5

México 3 12 12

Perú 1 5 12

Venezuela 1 1 2

Fuente: Gómez y Pérez Perdomo (2018)

Vale la pena observar que el crecimiento de las grandes firmas de abogados 
latinoamericanos ha estado impulsado igualmente en la última década por el 
avance del proceso de integración regional. Grandes empresas latinoamerica-
nas, provenientes de campos como industrias básicas, manufactura de alimen-
tos y bebidas, o de servicios como telecomunicaciones y transporte aéreo, han 
aumentado sus inversiones dentro de la región. Los grupos más activos en esta 
expansión provienen de la Argentina, Brasil, Chile y México y, más reciente-
mente, de Colombia. Un estudio de CEPAL (2014) indica que el flujo anual de 
inversiones extranjeras directas de estas empresas translatinas en el espacio 
regional se ha triplicado entre 2004 y 2013. 

Obviamente, las grandes firmas jurídicas de la región se han interesado en 
acompañar esta expansión de sus clientes. La comunidad lingüística, y la exis-
tencia de repertorios digitalizados de legislación y jurisprudencia, que agilizan 
el trabajo de consulta de antecedentes, han facilitado esa tarea.

Los caminos elegidos por las firmas jurídicas para la expansión de sus servi-
cios en el área latinoamericana han sido variados. Dada la necesidad de contar 
con matrícula local para el ejercicio profesional, los acuerdos de corresponsalía 
han sido la variante más común. En esta área es posible observar experiencias 
exitosas como las del Grupo Bomchil, que inició sus actividades en 1963 y hoy 
vincula firmas jurídicas independientes en diecisiete países de la región. 

En algunos países, las diferencias nacionales en los ingresos medios de los 
abogados han estimulado esta expansión regional. En la Argentina, donde la 
abundancia de profesionales ha provocado una baja general en los honorarios, 
la opción de prestar servicios de consultoría jurídica en la región ha resultado 
especialmente atractiva. Así, aprovechando las buenas relaciones con Vene-

 (9)  Para un análisis detallado de la situación de las grandes firmas argentinas en este período, ver 
Bergoglio (2018).
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zuela durante el período kirchnerista, una firma local asesoró al gobierno de 
Caracas en los litigios frente al CIADI (Bergoglio, 2018).

Pero la experiencia más llamativa en este campo ha sido la fusión entre el 
estudio chileno Philippi, Yrarrázaval y Pulido, la firma colombiana Prietoca-
rrizosa y las peruanas Ferrero y Ugarte. En esta asociación, que empezó a fun-
cionar en 2015, participa igualmente la española Uría Menéndez, con lo que 
configura la primera gran firma jurídica iberoamericana, con más de doscien-
tos abogados en sus oficinas de Santiago, Lima y Bogotá. La nueva firma cuenta 
además con el apoyo de las oficinas internacionales de la firma española en 
ciudades como Bruselas, Beijing o Nueva York (Lamprea, 2018). 

En estas experiencias resulta visible cómo el modelo anglosajón de la law 
firm, caracterizado por su tendencia expansiva, ha sido adoptado en la región.

VIII. El impacto de la revolución digital y la 
conectividad en el mundo jurídico

Los avances de la tecnología digital en el campo del procesamiento de tex-
tos han venido transformando diferentes aspectos de profesión jurídica. Desde 
la década de los 90, el elevado costo de los equipos de computación promovió la 
asociación entre los abogados, que comenzaron a ejercen en grupos más gran-
des, compartiendo el equipo informático y el acceso a los repositorios digitales 
(Bergoglio, 2010.a). 

La disponibilidad de procesadores de textos y de software para la admi-
nistración de causas hicieron también posible litigar casos de bajo monto. Las 
firmas más grandes comenzaron a ofrecer a bancos y entidades financieras el 
tratamiento en serie de sus casos de recupero de créditos, un servicio profesio-
nal altamente rentable que se extendió igualmente a despachos de mediano 
tamaño. La litigación en serie se extendió asimismo más allá del ámbito em-
presarial, al reclamo de derechos sociales y políticos, como ocurrió en los casos 
de los amparos de jubilados y del corralito en la Argentina (Smulovitz, 2008). 

La incorporación de esta tecnología a la práctica de los abogados ha tenido 
múltiples consecuencias. En primer lugar, puede observarse que ha ampliado 
el rango de asuntos atendidos por los abogados, aumentando la carga de traba-
jo de los tribunales. También ha influido sobre las prácticas cotidianas de estos 
profesionales, impulsando la rutinización de sus tareas, así como la desperso-
nalización de las relaciones con sus clientes.

La influencia de la tecnología digital ha ido modelando igualmente la orga-
nización temporal de las actividades sociales, acostumbrándonos a la simulta-
neidad y a la inmediatez. La búsqueda de respuestas rápidas, típica del ámbito 
privado, impacta también sobre el trabajo profesional, tradicionalmente regido 
por los largos tiempos de la actividad del Estado. Estos cambios implican igual-
mente una intensificación del ritmo de trabajo de los abogados hasta niveles 
difíciles de imaginar tiempo atrás (Bergoglio, 2010.b).
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En los últimos años, la capacidad de procesamiento de la tecnología infor-
mática ha crecido exponencialmente, tanto debido a los avances en hardware 
como a los nuevos desarrollos de software, impactando fuertemente en la profe-
sión jurídica. Mc Ginnis y Pearce (2014) brindan un ejemplo claro: la capacidad 
de procesamiento de un teléfono celular de hoy es mil veces mayor, y un millón 
de veces más barata que toda la capacidad de cómputo del Massachusetts Insti-
tute of Technology en 1965. Junto con los desarrollos en inteligencia artificial y 
en machine learning, esta expansión está transformando diferentes tareas pro-
pias de los abogados, como la búsqueda de información jurídica, la generación 
de documentos y la predicción del resultado de los casos.

a) La búsqueda de legislación y jurisprudencia se está realizando desde hace 
tiempo a través de medios informáticos, utilizando palabras clave. Los prime-
ros ensayos se realizaron en la década de los 60, y dieron como fruto la em-
presa Lexis Nexis, presentada al público en 1974. Actualmente, los servicios de 
búsqueda de jurisprudencia se han expandido y cubierto prácticamente todo el 
globo. La aplicación de la inteligencia artificial ha mejorado la precisión de los 
resultados, utilizando recursos como la búsqueda por campos semánticos, o la 
codificación predictiva, que permiten identificar los niveles de relevancia de la 
información encontrada para el problema que se analiza. 

Se han desarrollado también aplicaciones de búsqueda de consejo jurídico. 
A nivel global, la plataforma Posttigo, que también funciona en español, permi-
te dirigir consultas iniciales gratuitas a un abogado. La aplicación direcciona 
las preguntas de los usuarios a abogados del país y región elegidos. 

En América Latina están apareciendo plataformas orientadas a cuestio-
nes jurídicas (10). Así, existen iniciativas para facilitar el contacto inicial con el 
cliente, ofreciendo una primera consulta online, gratuita (como la argentina 
Abogados 24 horas) o a costos muy reducidos (la brasileña Consulta e Soporte 
Jurídico). Otros servicios de búsqueda están orientados a comparar los honora-
rios de diferentes abogados para el mismo tipo de caso, como lo hace la chilena 
Nexo abogados, lo que subraya la progresiva mercantilización de los servicios 
jurídicos. 

b) Aunque el uso de formularios tiene una larga historia, hoy el empleo de la 
inteligencia artificial está revolucionando la generación de documentos jurídi-
cos, ayudando a adaptar los modelos a las situaciones particulares. Actualmen-
te, en los Estados Unidos un cliente de Legal Zoom o de Rocket Lawyer puede 
cargar información sobre sus bienes y el modo en que desea disponer de ellos, 
para generar un borrador de testamento con muy bajo costo. 

 (10)  Una búsqueda por Internet no exhaustiva muestra que están presentes en la Argentina 
(https://abogadosde.com.ar/ y http://www.abogados24horas.com.ar/); Brasil (https://www.consul-
taesuportejuridicoonline.com), Chile (http://www.nexoabogados.cl/ y http://www.derecho-chile.cl/). 
También en Colombia (http://www.funlam.edu.co/virtualjuridico/), México (http://bufetejuridico.
org/abogados-online-para-mexico/), Perú (http://ciberjuris.upsjb.edu.pe) y Venezuela (http://www.
abogados-venezuela.com.ve).
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Legal Zoom es la empresa que inició estas aplicaciones. Creada en el año 
2001, sus esfuerzos se dirigieron a sectores que no podían pagar los servicios de 
un abogado. A medida que ha ido perfeccionando sus instrumentos y su alcan-
ce, sus servicios se volvieron más complejos, apuntando a otro tipo de clientes, 
lo que generó la oposición de los colegios profesionales. En 2011, ha atendido 
medio millón de clientes, con un ingreso de 156 millones de dólares (Barton, 
2013). 

En América Latina, Derecho-Chile es una de las pocas experiencias que, 
siguiendo el ejemplo de Legal Zoom, dan el paso hacia la oferta de autoservicio 
jurídico, proveyendo modelos gratuitos de documentos legales como contratos, 
documentación laboral o testamentos.

c) El desarrollo de la inteligencia artificial ha permitido avanzar sobre otras 
tareas profesionales significativas. Habitualmente, los abogados estiman las 
perspectivas de litigar un caso cuando aconsejan a sus clientes, ya sea en el sen-
tido de iniciar un juicio, arreglar, o continuar con la demanda. Sus predicciones 
de los casos tienen carácter intuitivo y están basadas en su propia experiencia. 

Actualmente, la expansión del poder computacional permite reunir y orga-
nizar grandes cantidades de datos para aplicarlos en la predicción del resultado 
de los casos. Las técnicas básicas, conocidas desde hace tiempo, se emplean 
desde mediados del siglo XX en la predicción de resultados electorales. Hoy se 
las aplica sobre grandes cantidades de información jurídicamente relevante, 
para facilitar la toma de decisiones.

En los Estados Unidos, la empresa Lex Machina (11), una subsidiaria de Lexis 
Nexis, diseñó una aplicación para analizar cómo se han resuelto en el pasado 
cierto tipo de casos, cuánto tiempo toman las diferentes etapas del proceso, e 
incluso cómo ha decidido el juez de la causa en situaciones semejantes en el 
pasado. Desarrollada inicialmente para litigios sobre propiedad intelectual, se 
ha extendido a diferentes áreas del derecho de los negocios. Aplicaciones simi-
lares, orientadas a facilitar información a los litigantes, existen en otros países 
del common law, como Canadá, Reino Unido o India. 

En España se ha desarrollado una herramienta predictiva basada en Big 
Data y lenguaje natural, Legal Data (12). La aplicación permite conocer en cues-
tión de segundos el histórico de victorias y derrotas en función de un tema o un 
juzgado, así como saber el tiempo medio que tardará en resolverse cada tipo de 
litigio o cuáles han sido los veredictos de los magistrados en distintas materias 
a lo largo del tiempo. Esto facilita información estadística a los letrados y ayuda 
en la toma de decisiones. Sus creadores indican que la herramienta está dise-
ñada para funcionar en España, aunque cuenta con una tecnología escalable 

 (11)  https://lexmachina.com/what-we-do/whats-unique/. Otras aplicaciones de carácter predic-
tivo desarrolladas para el sistema jurídico norteamericano son Judge Analytics, de Ravel Law, Judicial 
Profiles, de ALM, y Litigation Analysis, de Bloomberg Law.

 (12)  http://legal-innovation.com/legal-data-inteligencia-artificial-y-big-data-juridico/.
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a diferentes sistemas de derecho, como Europa e Iberoamérica, adaptando las 
fuentes sobre las que se trabaja.

También se han desarrollado herramientas similares fuera del campo del 
derecho de los negocios. Utilizando inteligencia artificial y machine learning, 
un grupo de investigadores universitarios ingleses y estadounidenses desarro-
lló un algoritmo que permite identificar patrones en los casos resueltos por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, logrando anticipar las decisiones ju-
diciales con un 80% de precisión (Aletras et al., 2016). 

En la Argentina se ha desarrollado una aplicación basada en el lenguaje na-
tural, destinada a facilitar la tarea de los funcionarios judiciales. Un equipo del 
Ministerio Público Fiscal de la Ciudad de Buenos Aires desarrolló el sistema 
Prometea, que busca predecir la solución de expedientes jurídicos simples; el 
objetivo es agilizar procesos burocráticos y liberar tiempo para el análisis de 
los casos complejos. En la Fiscalía, el procedimiento parte de un expediente a 
dictaminar, que no ha sido analizado por ninguna persona. Se carga el número 
de expediente y el sistema busca la carátula en las bases de datos del Poder Ju-
dicial, y posteriormente consulta las sentencias de primera y segunda instancia 
sobre casos similares. Analiza más de 1400 dictámenes (emitidos durante 2016 
y 2017), realiza algunas preguntas al operador para completar datos y emite la 
predicción (13).

El sistema se probó con ciento sesenta y un expedientes de temáticas con-
sideradas factibles de tratar con este desarrollo. Entre ellas, cuestiones proce-
sales, de caducidad, empleo público y derecho a la vivienda, en la que mostró 
una eficacia de 98%. La meta de estos procedimientos no es reemplazar a los 
funcionarios judiciales, sino agilizar el tratamiento de los casos de rutina, de 
modo que los fiscales puedan concentrarse en los casos más complejos.

Actualmente, el mismo sistema se está aplicando en forma experimental 
en la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En este organismo se lo está 
ensayando para tres procedimientos: para la resolución del fondo de asistencia 
legal a las víctimas, para realizar notificaciones a los países que forman parte 
de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y como herramienta de 
búsqueda para rastrear precedentes. Según los funcionarios de este organismo, 
Prometea hace en dos minutos lo que a la Corte le llevaba tres días, además de 
traducir los documentos a los cuatro idiomas oficiales de la Corte: inglés, espa-
ñol, francés y portugués, según sea necesario. 

Como puede verse, las nuevas herramientas digitales se aplican a dife-
rentes tareas jurídicas, por lo que cabe esperar variedad de efectos. En primer 
lugar, cabe observar que el desarrollo de plataformas de búsqueda de consejo 
jurídico, que permiten comparar los honorarios de distintos profesionales, de-

 (13)  “Prometea: una inteligencia artificial para ayudar a la Justicia porteña”, La Nación, 24 de no-
viembre de 2017. Accesible en https://www.lanacion.com.ar/2084991-prometea-una-inteligencia-ar-
tificial-para-ayudar-a-la-justicia-portena.
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bilita el vínculo abogado-cliente, haciendo pesar más los aspectos puramente 
económicos en la elección del profesional actuante. 

También el uso de modelos de documentos legales accesibles vía Internet 
aumenta la distancia entre el abogado y el cliente, acentuando la impersonali-
dad de su vínculo. Estos desarrollos pueden afectar especialmente a los aboga-
dos que realizan tareas rutinarias, pues reducen sus oportunidades de trabajo. 
Del mismo modo, pueden reducir la necesidad de profesionales jóvenes en las 
firmas jurídicas.

Por otra parte, el desarrollo de aplicaciones que aplican inteligencia arti-
ficial avanza sobre el monopolio de los abogados sobre las tareas jurídicas, en 
tanto aparecen otros competidores en este campo, como las plataformas de 
servicio virtual, en las que profesionales de la estadística y la informática jue-
gan un rol clave. ¿Pueden los colegios de abogados impedir la reducción del 
monopolio de los abogados? El análisis de la experiencia norteamericana en 
este campo, donde estas iniciativas llevan más de una década, puede darnos 
algunas indicaciones al respecto. 

Allí, el crecimiento de las plataformas jurídicas virtuales ha sido resistido 
por las asociaciones profesionales que consideran que el abaratamiento del 
servicio jurídico y el autoservicio reducen el campo de trabajo profesional de 
los abogados. Legal Zoom ha debido enfrentar varios conflictos judiciales por 
ejercicio ilegal de la profesión con las asociaciones profesionales y ha saldado 
muchas de estas disputas incorporando abogados locales a sus servicios. En 
algunos estados, la cuestión se ha dirimido a nivel legislativo, donde la tarea de 
la plataforma fue considerada más favorablemente, pues acerca el mundo jurí-
dico a los ciudadanos comunes. Barton (2013) marca la tensión entre caída de 
los honorarios profesionales y mayor accesibilidad de la justicia que presentan 
estas plataformas de servicio jurídico online. 

Los efectos de los nuevos desarrollos tecnológicos sobre la accesibilidad de 
la justicia pueden ser diversos. En América Latina, algunas de las nuevas pla-
taformas están orientadas a ampliar el acceso, mediante la reducción de costos 
de honorarios profesionales o el servicio jurídico pro-bono, como ocurre en el 
Consultorio Jurídico Virtual de la Universidad San Juan Bautista en Perú, o el 
ofrecido en Colombia por la Fundación Luis Amigó. Del mismo modo, se ha 
señalado que la agilización de los trámites judiciales lograda en el Ministerio 
Público Fiscal de Buenos Aires a través de Prometea mejora la relación de los 
ciudadanos con el Estado y amplia los derechos de acceso (Corvalán, 2017). Al 
mismo tiempo, el uso de plataformas privadas para la predicción del resultado 
de los casos –como el ofrecido en México por Tirant Analitics (14)– puede agravar 
las brechas económicas entre los litigantes, ya que permite mejorar las estrate-
gias de litigación a través del rápido análisis de antecedentes.

 (14)  Para ver la descripción de este servicio, consultar: http://www.tirantonline.com.mx/estati-
cas/guiausuario/GUIA_ANALYTICS_MEX.pdf.
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IX. Desigualdad creciente y fragmentación de la 
profesión

Es posible preguntarse acerca de las consecuencias más generales de los 
procesos de cambio hasta aquí reseñados sobre la profesión en su conjunto. 
Como se ha señalado previamente, la expansión del número de graduados en 
derecho en la región ha estado acompañada de una creciente diversificación 
de sus miembros, en términos de género, origen social o geográfico. La multi-
plicación de escuelas de derecho ha estado asociada igualmente a una mayor 
diversidad de formas de ejercicio profesional.

Las formas de asociación de los abogados presentan igualmente amplia 
variedad, desde quienes ejercen individualmente hasta las firmas de los más 
variados tamaños, siendo la mayor probablemente la brasileña Pinheiro Neto, 
con más de trescientos abogados. También son muy diversas las formas de in-
serción laboral de los abogados, desde quienes ejercen independientemente la 
profesión según el modelo tradicional, hasta quienes revistan como socios o 
asociados en las firmas jurídicas, o como consejeros jurídicos en empresas de 
diversos campos de la producción o en organizaciones no gubernamentales.

Trabajando en contextos tan diversos, no sorprende que las prácticas de los 
abogados se han vuelto muy variadas. Mientras que en el pasado la enorme ma-
yoría de los profesionales encontraba en la litigación un espacio de confluen-
cia, hoy es significativo el número de profesionales que concentran el foco de 
su actividad en otras áreas, tales como el asesoramiento preventivo, el uso de 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos, o el apoyo en la estructu-
ración de negocios (15). Esta variedad de prácticas ha tenido significativo impacto 
sobre las remuneraciones que los abogados perciben como consecuencia de su 
trabajo, y se han acentuado las desigualdades económicas en el interior de la 
profesión. 

Este proceso no es exclusivo de la profesión jurídica, obviamente. En Amé-
rica Latina, el saldo de las reformas económicas de corte neoliberal y la interna-
cionalización de la economía ha sido la acentuación de las tendencias regresi-
vas en la distribución del ingreso entre 1992 y 2002 (16). Aunque en el nuevo siglo 
los cambios económicos han promovido una mayor equidad en la distribución 
del ingreso, la región continúa siendo una de las más desiguales del mundo, 
junto a las economías africanas al sur del Sahara (CEDLAS-UNLP 2014).

Como los abogados tienden a seguir la suerte de sus clientes, se han acen-
tuado igualmente las desigualdades en el interior de la profesión jurídica. Por 
una parte, se encuentran los abogados que ejercen al estilo tradicional, con es-
casa especialización y de manera independiente, atendiendo las necesidades 

 (15)  Para una descripción de este proceso de fragmentación en el interior de un país, ver el exce-
lente análisis de la profesión en Brasil de Bonelli y Hartman (2016). 

 (16)  Salvo en Chile, la desigualdad del ingreso (medida por el coeficiente de Gini), aumentó du-
rante la década del 90 en la región en su conjunto, así como en cada país considerado individualmen-
te, hasta alcanzar el mismo nivel que tenía en 1970 (Portes y Hoffman, 2003, ps. 23-28). 
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jurídicas de personas comunes y recibiendo por ello bajos ingresos. En cambio, 
los grandes despachos de los abogados que asesoran a empresas en negocios 
internacionales reciben altas recompensas económicas. 

Aunque es difícil obtener datos generales sobre estos temas, podemos ob-
servar lo ocurrido en el caso de México. Según datos oficiales, en 2004 las gran-
des firmas de abogados mexicanas absorbían apenas el 12% de los profesiona-
les ocupados, pero percibían el 34% de la riqueza total generada por el sector 
jurídico. En este grupo de empresas, la remuneración promedio era casi diez 
veces superior a la que percibían quienes trabajan en los despachos pequeños: 
una ilustración bastante clara de la fuerza de las disparidades entre diferentes 
grupos de abogados (Bergoglio, 2007). 

Una década más tarde, y pese a la relativa mejora en la distribución del in-
greso reportada por CEDLAS, los datos del Censo económico muestran que la 
desigualdad de ingresos entre los abogados mexicanos no ha disminuido. Las 
grandes empresas jurídicas, que reúnen el 8,7% de los profesionales, perciben 
el 35% de los ingresos (17). De este modo, en el interior de la profesión jurídica, 
como en otros aspectos de la vida social, el carácter asimétrico de los procesos 
de globalización queda visible.

La fragmentación de las practicas se extiende igualmente a otras áreas de la 
profesión. Como han mostrado Marshall y Crocker Hale (2014), se registra asi-
mismo entre los abogados activistas, pues se ha acentuado el contraste entre la 
situación profesional de quienes sirven a sofisticados movimientos sociales in-
ternacionales y quienes atienden las necesidades de los ciudadanos comunes.

La creciente heterogeneidad resulta observable igualmente a nivel de los 
discursos públicos de la profesión. Mientras que en el área orientada a los nego-
cios se expande la cultura jurídica de raíz empresarial (Engelmann, 2011; Ber-
goglio, 2010.a), en otros grupos el uso del lenguaje de derechos en la traducción 
de demandas políticas y sociales se extiende, junto con el campo de ejercicio de 
los abogados de causa y la judicialización de la política (Smulovitz, 2008; Meili, 
2009). En este contexto, cabe preguntarse si las asociaciones profesionales po-
drán contrabalancear esas tendencias a la fragmentación, especialmente en la 
realización de una de sus tareas fundamentales, el monitoreo del cumplimien-
to de la ética profesional. 

Las investigaciones disponibles sobre este tema han mostrado la brecha 
entre los altos ideales plasmados en los códigos de ética y las prácticas profe-
sionales. En su estudio sobre los abogados de Lima, Pásara (2005) encontró que 
la promesa de éxito en el proceso –conducta tradicionalmente rechazada por 
los códigos de ética– es muy general: 64% de las personas con experiencia en 
juicios informaron haber recibido de su abogado seguridades en ese sentido al 
iniciar el proceso. Por su parte, los abogados y jueces entrevistados informaron 
que la presión por el éxito, por lograr una sentencia favorable, genera entre los 

 (17)  Datos del Censo Económico 2014, accesibles en: http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/
proyectos/ce/ce2014/.
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profesionales un clima de “todo vale”, cierta indiferencia moral por los medios 
utilizados para ello, que favorece la inconducta profesional. En la Argentina, 
Fucito ha analizado extensivamente esta cuestión, entrevistando a los jueces, 
observadores privilegiados de la conducta de los letrados, tanto por su contacto 
cotidiano como por su criterio técnico. Encontró que la mayoría de sus entre-
vistados opinaba que el nivel del cumplimiento de las normas éticas ha dis-
minuido últimamente dentro de la profesión (Fucito, 2000, 167-216). Como en 
otras áreas de la cultura jurídica latinoamericana, aquí también la brecha entre 
las aspiraciones recogidas en las normas y las prácticas cotidianas de los acto-
res resulta ser significativa. 

A medida que avanza la fragmentación de prácticas y discursos de los abo-
gados, el consenso respecto de los valores profesionales puede erosionarse, y la 
tarea que llevan a cabo las asociaciones profesionales, monitoreando el cum-
plimiento de las reglas éticas en la relación del abogado con su cliente y con los 
magistrados, se vuelve más compleja. Es posible preguntarse, entonces, cuál 
será el efecto de estas tendencias sobre la imagen pública de una profesión que 
depende centralmente de la confianza ciudadana para funcionar.
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El agua en el medio urbano: síntesis de 
estudios en sociología ambiental

Por Marta Biagi (1)

Los resultados de los estudios que aquí se presentan parcialmen-
te corresponden a un proyecto de investigación financiado por la 
Universidad de Buenos Aires (2), con un plan interdisciplinario a 
largo plazo sobre el agua desde los enfoques jurídico, ecológico y 
sociológico con la finalidad de aportar datos empíricos al debate 
sobre sostenibilidad y gobernanza para la gestión integrada de las 
cuencas hídricas.

I. Estudios sobre el agua desde la sociología ambiental. 
Estado del conocimiento

Los estudios sobre el agua desde la perspectiva de la sociología ambiental 
tienen hitos teóricos importantes y una variedad de investigaciones empíricas a 
escala local y comparativa en algunos casos, pero la incorporación sistemática 
del tema ambiental es algo reciente dentro de la sociología.

Unas de las primeras reflexiones sobre sociología ambiental fueron de Cat-
ton y Dunlap (1979), quienes a fines de la década de 1970 identificaron dos pa-
radigmas en la relación hombre-naturaleza, denominados Paradigma Antro-
pocéntrico y Nuevo Paradigma Ambiental o Ecocéntrico. 

La gran confianza en el futuro y en los beneficios del progreso tecnológico 
que marcaran el inicio del siglo XX tuvieron un punto de inflexión en dicha dé-
cada al aparecer la noción de “límites del crecimiento” (Meadows y Meadows, 
1972). El impacto del Informe Meadows dio lugar a numerosas críticas y apare-
ce una línea radical de base materialista-marxista cuyo postulado básico es la 
contraposición irremediable entre capital y ecología. La contribución teórica 
de esta línea de pensamiento ecomarxista se inscribe en el campo de la ecolo-
gía política principalmente, llegando a manifestarse críticamente sobre la no-

 (1)  Socióloga y doctora en Ciencia Política. Se desempeña como profesora e investigadora en la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (UBA). 

E-mail: martabiagi@derecho.uba.ar.

 (2)  Estas investigaciones estuvieron financiadas por la Universidad de Buenos Aires mediante 
acreditación desde el año 2000 de sucesivos proyectos UBACYT obtenidos como grupo consolidado 
dirigido por la Dra. Griselda Capaldo.
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ción de desarrollo sustentable (Guimaraes, 1991; Leff, 1998, 2000, 2002; citados 
por Aranda Sánchez, 2004:201).

Una segunda orientación teórica es la llamada “ecología profunda”. Naes 
(1973, 1984), citado por Aranda Sánchez, hace un cuestionamiento de la lógica 
capitalista y postula que la solución de los problemas ambientales reside en un 
cambio cultural por el cual el ser humano se sitúa en un plano de igualdad con 
el resto de las especies y la naturaleza dentro del ecosistema global (biocentris-
mo e igualitarismo ecológico).

Una tercera línea teórica es el ecofeminismo, que sostiene la intervención 
de las mujeres como clave hacia la transición a un mundo sustentable (King, 
1983, citado por Aranda Sánchez, 2004:203-204).

Una cuarta orientación –el ecodesarrollo– propone un modelo de desarro-
llo socioeconómico adaptado a diferentes contextos regionales, tanto desde el 
punto de vista ambiental como cultural; enfatiza un principio de solidaridad 
con las generaciones futuras y con el resto de los elementos de los ecosistemas 
(Riechmann, 1995; Aledo Tur y Domínguez Gómez, 2001).

Continuando estas líneas, aparece el concepto de desarrollo sostenible 
(Informe Bruntland, 1987; Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarro-
llo, 1992; citado en Aledo Tur y Domínguez Gómez, 2001:113-162) ampliamente 
difundido en los foros internacionales y que acompaña las orientaciones glo-
balistas que intentan compatibilizar desarrollo económico, disminución de la 
pobreza y conservación del medio ambiente. 

Pasamos ahora a presentar la línea asumida desde el inicio de este proyec-
to –la teoría de las representaciones sociales (Moscovici, 1975)– que ocupa un 
lugar de importancia en la psicología social y en la sociología, y está estrecha-
mente ligada a la noción de medio ambiente.

Un punto de partida que estimamos valioso es el estudio de las representa-
ciones sociales del agua (Moser; Raitu; De Vanssay, 2003) en una investigación 
internacional llevada a cabo en seis ciudades del mundo –Jakarta, Ouagadou-
gou, Brasilia, Madrid, Munich y Osaka–, con diferentes contextos biofísicos y 
socio-culturales. Se ha obtenido evidencia suficiente para afirmar que los fac-
tores que modulan la relación con el agua en las culturas urbanas dependen de 
su representación social.

Este abordaje –inédito en la Argentina hasta que comenzó a ejecutarse el 
UBACYT D-021– toma las ciudades de Gualeguaychú y Buenos Aires, y replica 
un análisis cualitativo hecho por De Vanssay et al. Desde 2005 se hace un se-
guimiento histórico del problema utilizando el método de R. Yin (1994). Se sitúa 
como asunto de interés sociológico y antropológico, y como un aporte empírico 
a quienes tienen que elaborar políticas públicas o implementar reformas en el 
espacio urbano (Biagi, 2010).

Por su lado, una revisión de investigaciones desde la psicología social am-
biental sobre la conducta proecológica y sus variables de incidencia muestra 
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que, tanto creencias, actitudes, como motivos, son visiones del mundo y se pre-
sentan como variables disposicionales respecto de las conductas favorables al 
cuidado del agua y el medio ambiente (Corral Verdugo, 2001).

Desde la sociología ambiental en su dimensión política cabe destacar el 
aporte de la socióloga Lyla Mehta (2000) al señalar que está demostrado que los 
debates globales sobre escasez, crisis y gestión del agua son generalmente retó-
rica abstracta divorciada de la realidad sociopolítica y que carecen de sustento 
empírico. Propone la necesidad de realizar más investigaciones críticas para 
salvar esa brecha entre retórica y realidad, y relacionar los niveles macro, medio 
y micro en relación con el agua y la política.

II. El estudio de la representación social del agua en 
dos comunidades urbanas ribereñas de la Argentina

Con los aportes mencionados anteriormente iniciamos la investigación (3) 
cuyo objetivo fue identificar y describir las representaciones sociales del agua 
en el medio urbano, en dos comunidades ribereñas de la Argentina, Guale-
guaychú y Buenos Aires (Biagi, 2006, 2010).

Algunos de los resultados del análisis de datos relevados en los estudios 
cuali-cuantitativos llevados a cabo en ambas ciudades nos permitieron distin-
guir las siguientes características que describen la representación social del 
agua en esos contextos:

1) Representación del agua ecocéntrica, en cuanto a ideas y creencias. Eso 
significa que se concibe el agua como un recurso limitado; que se identifican 
las actividades humanas como causa principal de los problemas con el agua 
(factor antrópico); que la naturaleza tiene un equilibrio frágil y que hay límites 
que el hombre no puede franquear sin alterarlo peligrosamente.

2) Representación del agua antropocéntrica, en cuanto actitudes frente al 
riesgo, su gravedad y soluciones posibles. Se concibe al hombre como superior 
a todo otro ser de la naturaleza y que la domina por el poder de la ciencia y la 
técnica.

 (3)  Se realizó una investigación cualitativa –según el método de caso de R. Yin–, en diciembre de 
2006 en la ciudad de Gualeguaychú y una segunda etapa en Buenos Aires, en julio de 2007, en el mar-
co del proyecto de investigación UBACyT D-018, “Sinergias ambientales entre las aguas continentales 
y las marítimas. De la prevención a la responsabilidad y de las normas consuetudinarias al derecho 
sustantivo (con especial referencia a Sudamérica y al Mercosur”. Los entrevistados fueron selecciona-
dos en ambas ciudades según un cierto perfil profesional/educativo, por el cual se identificaron tipos 
específicos de personas (médicos, docentes, profesionales del agua, ambientalistas, etc.). Una tercera 
fase de la investigación cualitativa se llevó a cabo en Gualeguaychú, en febrero de 2009, entrevistando 
a personas de la población en general, y en febrero de 2010 se realizó un estudio cuantitativo en Bue-
nos Aires con una muestra de 800 casos. Esta tercera fase se llevó a cabo en el marco del Proyecto de 
Investigación UBACyT D-021” “Sustentabilidad y gobernabilidad del agua en ecosistemas. Análisis 
de gestión en el Mercosur y Colombia”.
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3) Representación social del agua antropocéntrica en cuanto a acciones de 
preservación posibles y percepción del sistema normativo y del control social.

La conducta pro ecológica está condicionada principalmente por la toma 
de conciencia de que existe un problema ambiental, y estudios como los de 
Allen & Ferrand (1999); Myers (1986); Smith-Sebasto & Fortner (1994) han mos-
trado la correlación positiva entre el locus de control interno y las conductas 
proambientales (Corral Verdugo, 2001). Los individuos que participan activa-
mente en la protección del medio y poseen un fuerte sentido de responsabilidad 
manifiestan lo que en psicología se denomina “locus de control interno”. Las 
personas que se ven a sí mismas con el poder de controlar sus vidas asumen 
que los problemas del medio ambiente pueden ser enfrentados por ellas, por-
que en alguna medida su contribución afecta al entorno. Contrariamente a este 
concepto, los entrevistados argentinos responsabilizan a otras personas o a las 
circunstancias (el gobierno, las empresas, la industria, los otros) de los proble-
mas del agua. 

Se verificó en esta investigación lo que fuera anticipado en otros estudios: 
que si bien se produjo un cambio de paradigma ambiental desde la década de 
1970 ante muchas de las crisis que afectaron la relación del hombre con la na-
turaleza, sin embargo, la difusión de ideas y creencias del nuevo paradigma 
ambiental no se tradujo, en la misma medida, en la extensión y realización 
de acciones pro ecológicas como sería de esperar después casi medio siglo de 
adopción de los modelos mentales a favor del cuidado del medioambiente.

Entre los principales resultados, y coincidiendo con algunos hallazgos de 
investigaciones similares, comprobamos que no basta poseer ideas y conoci-
mientos pro ecológicos respecto del agua para esperar conductas activas en tal 
sentido (Biagi, 2013).

También hemos determinado que la dimensión normativa manifestada 
en las representaciones sociales del agua aparece fracturada en una aparente 
contradicción entre el énfasis que los entrevistados le otorgan al autocontrol 
para mantener conductas de cuidado ambiental junto con la preferencia por un 
control social externo. Parecería que los entrevistados desconfían de “los otros” 
y, por lo tanto, poseen una baja expectativa de conductas de preservación del 
agua sin la presión de un sistema de control sancionatorio.

El contexto en el que se manifiestan estas representaciones sociales del 
agua en la cultura urbana de la Argentina también está marcado por una eleva-
da desconfianza en las instituciones públicas y en las acciones comunes.

Las observaciones empíricas extraídas de los primeros estudios, en los cua-
les analizamos cualitativa y cuantitativamente al habitante urbano como una 
categoría general, nos llevaron a interrogarnos por algunos actores clave del 
proceso de gestión y políticas del agua. 

El siguiente proyecto fue encarado como una profundización de los princi-
pales hallazgos de la investigación anterior y se enfocó en sectores de decisión 
jurídico-político y de interés pro ambiental respecto del agua. 
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La problematización del tema se interesaba por identificar: ¿Cuáles son las 
representaciones sociales del agua de decisores de los sectores jurídico-político 
y ambientalista en las ciudades de Gualeguaychú y Buenos Aires? ¿Cómo con-
ciben la eficacia en la gobernanza del agua? ¿Cómo conciben la sostenibilidad 
urbana del agua?

No se esperaban grandes diferencias en la representación social del agua 
de los actores clave seleccionados respecto de lo hallado en la población en ge-
neral. Sin embargo, el foco de atención estuvo en detectar tres condiciones de 
la gobernanza y sostenibilidad en la gestión del agua: su percepción del riesgo, 
su perspectiva temporal respecto de la urgencia y gravedad de la situación y su 
creencia en el locus de control que le asignan a usuarios, sector público y sector 
privado. 

Se realizó, a tales efectos, una investigación como estudio de caso único 
(Yin, 1994) de diseño encapsulado con múltiples unidades de análisis, en las 
ciudades de Gualeguaychú y Buenos Aires. Uno de los instrumentos de releva-
miento de datos fue un cuestionario semiestructurado aplicado a una muestra 
de parlamentarios, miembros del Poder Judicial y miembros de ONGs ambien-
talistas. Se seleccionaron además algunos informantes clave de esos sectores 
para aplicarles una entrevista semiestructurada. 

A continuación, algunos de los hallazgos del trabajo que permitieron ana-
lizar las opiniones y creencias de los decisores como integrantes de un estilo de 
cultura política en la Argentina (Biagi, 2017).

Uno de los indicadores seleccionados para operacionalizar cultura política 
como una posible variable explicativa fue la creencia en la regulación del Esta-
do vs. el papel de las acciones individuales y la forma de ejercer el control social. 

Los decisores entrevistados claramente se manifestaron favorables a fo-
mentar las acciones particulares de los ciudadanos, pero no tanto por su efecto 
acumulativo sobre el consumo de agua, sino que resaltaron la importancia de 
la conducta ciudadana para: “exigir cambios al poder”, “controlar a los grandes 
consumidores”, “como garantes del sistema”, “porque no solo genera mejora-
miento en el consumo doméstico sino que da herramientas para controlar al 
estado y a las empresas que hacen un uso abusivo del recurso” (sic).

Es curioso este dato, porque este mismo resultado –la preferencia por las 
acciones individuales como vía de cambios– se halló en la población en gene-
ral (Biagi, 2011, 2013) pero por razones totalmente diferentes: por desconfianza 
hacia el sector público.

Otra dimensión de la cultura política buscaba identificar el papel del sis-
tema normativo y las creencias de los decisores sobre el poder coercitivo como 
factor de cambio en los ciudadanos. Muchos de los decisores sostuvieron que el 
control social externo garantizaría la falta de conciencia individual y aceptaban 
la idea de que debería –por ejemplo– multarse el consumo excesivo de agua. 
Mencionan en este punto a industrias, hoteles, empresas mineras, pasteras, 
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grandes consorcios, el Estado, emprendimientos inmobiliarios, tenedores de 
piscinas o lagos artificiales, empresas agrícolas.

Es interesante revisar las razones que aluden estos entrevistados. Algunos 
remiten a la “reticencia cultural al cumplimiento de la ley que caracteriza a la 
sociedad argentina”; “no existe concientización ni hay fuertes políticas de Esta-
do”; “porque las campañas de concientización fracasaron” (sic).

Del mismo modo, los que no creen en la necesidad de obligar al ciudada-
no, además de mencionar la importancia de generar mayor conciencia en las 
personas, señalan que “la obligatoriedad por sí sola puede llegar a generar una 
conducta tal vez efectiva, pero que no produce un compromiso con esa prácti-
ca” (sic).

Vale decir, que por razones algo diferentes, según sea el punto de vista del 
ciudadano o del decisor, predomina en la sociedad un estilo de cultura política 
anómica que demanda mayor presencia del Estado y su poder de fiscalización. 

Finalmente, también se relevaron datos sobre la visión de los decisores 
acerca de niveles de responsabilidad asignada a los agentes del sistema político. 
Como actores del sistema se indicaron los cuatro siguientes: ciudadanos, polí-
ticos, Poder Judicial y organizaciones ambientalistas. Y se indagaba la creencia 
del entrevistado en el papel que jugaba cada actor para favorecer o no la colo-
cación de la cuestión ambiental en la agenda política y su responsabilidad en 
ejercer un poder normativo con eficacia.

En primer lugar, los entrevistados son muy críticos con los partidos políti-
cos por la escasa importancia que les han dado a los temas hídricos, en el sen-
tido de que pocas veces se han ocupado de construir una agenda pública en 
temas del agua. Según los entrevistados, los grupos ambientalistas han sido los 
grandes impulsores para colocar el tema en la agenda política y consideraron 
que son precisamente esas agrupaciones quienes están en condiciones de ejer-
cer un poder efectivo en asuntos hídricos

Respecto del sistema judicial, las opiniones son críticas en el sentido de que, 
para la mayoría de los entrevistados, si bien las instituciones jurídicas podrían 
tener una fuerte incidencia en hacer cumplir deberes y derechos, no cumplen 
eficazmente su poder. Los otros actores del sistema podrían ejercer acciones de 
presión o apoyar la elaboración de nuevas leyes –afirman los entrevistados–, 
pero ante las evidentes faltas de control de los pertinentes organismos del Esta-
do, es la justicia quien debería ejercer eficazmente sus funciones.

Para finalizar, mencionamos una nueva dimensión que hemos empezado a 
explorar: la visión del riesgo y la perspectiva temporal de las personas en cues-
tiones medioambientales. Ambos factores tienen incidencia en el diagnóstico 
de la disponibilidad hídrica y en las consecuentes decisiones que se tomen. Se 
pueden clasificar tres tipos de diagnóstico: 1) el problema del agua es actual y 
urgente; 2) es un problema a futuro; 3) no existen problemas graves con el agua 
en la Argentina.
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Según los datos inicialmente relevados, la mayoría de los decisores entre-
vistados no pudo mencionar precisiones sobre la disponibilidad hídrica de la 
Argentina ni estimar si hubo variaciones históricas.

Y al ser consultados por la tendencia futura, la mayoría se inclina por seña-
lar la abundancia de agua en la Argentina, sin dejar de mencionar que los ries-
gos provienen de la mala gestión, ineficiencia, falta de legislación o de control.

La visión del riesgo en nuestro estudio sobre decisores fue medida en una 
escala (Zimbardo y Boyd, 1999) como extremadamente grave y bastante grave 
por la gran mayoría de los decisores entrevistados. De las razones por las que 
así evalúan el riesgo destacamos dos, la ausencia de decisiones políticas o las 
decisiones inapropiadas para un desarrollo sustentable:

“al gobernador le interesa hacer fracking en lugar de políticas para el cui-
dado del acuífero Guaraní (…) Manda a sus legisladores a aprobar leyes para 
Monsanto…”;

“la impunidad que genera la falta de institucionalidad en el cuidado del re-
curso”;

“las normas de protección no son fuertes y el interés empresarial en general 
miente sobre su protección”;

“la situación se agudiza cada vez más” (sic).

Según el modelo teórico del riesgo compuesto (Monsen y Urbig, 2009), se 
deben tomar en cuenta las múltiples fuentes posibles de eficacia y locus de con-
trol. Se parte del supuesto de que puede haber tres fuentes de riesgo: uno mis-
mo, los otros y el azar.

Entonces, dado el nivel de incertidumbre y fragilidad de datos disponibles 
con los que los decisores realizan su estimación de futuros riesgos ambientales, 
una cierta dispersión en las respuestas e imprecisiones en materia de visibili-
dad de la normativa, parecería difícil que pueda existir un control adecuado 
por quienes deberían tenerlo en materia decisoria de políticas públicas. Se ha-
llan en la situación que la teoría describe como de bajo control de los resultados 
y escasas expectativas de alcanzarlos.

Cuando analizamos la cuestión del riesgo en el estudio de opinión públi-
ca en habitantes de Buenos Aires (Biagi, 2011, 2013) nos preguntamos por qué 
no había surgido un movimiento social o una demanda ciudadana claramente 
manifiesta ante la contaminación del Río de la Plata y la inacción de la gestión 

política por tantas décadas.

Las nociones de distancia social y error de atribución causal podrían rela-
cionarse con ese tema y ayudarían a aclarar lo que las personas perciben como 
posibilidad de cambio. En opinión de las personas consultadas en la investiga-
ción cuantitativa, la contaminación es claramente un riesgo, pero se la percibe 



58		  Temas socio-jurídicos fundamentales

fuera de su alcance de modificación y ante la cual el propio actor no siente culpa 
alguna (son “los otros” quienes contaminan).

Como señala la teoría de los paradigmas ambientales (antropocentrismo 
y fatalismo ambiental), la percepción distorsionada del riesgo ambiental está 
afectada, entre otras variables, por la creencia en la involuntariedad del factor 
contaminante y se agrega –en el caso de los habitantes de Buenos Aires–, por la 
experiencia de múltiples fallas éticas, corrupción, arbitrariedad e injusticia por 
parte de quienes deben controlarla.

Estudios de sociología ambiental (Aledo Tur y Domínguez Gómez, 2001:10-
11) han señalado que la mayoría de los ciudadanos no son sensibles a los riesgos 
personales ni tampoco a los diferidos en el tiempo y en el espacio.

El aplazamiento de los peligros en el tiempo y espacio hace que la pre-
cepción del riesgo no sea real. Entre algunos de los factores que influyen en 
la percepción social del riesgo se cuenta la novedad, su complejidad, su nivel 
de conocimiento y la no participación voluntaria. Cuando el riesgo es nuevo, 
complejo, no se conoce bien o no se participa voluntariamente en su potencial 
aparición, la percepción del riesgo se distorsiona.

III. Conclusiones

Al llegar a esta etapa del estudio se han alcanzado algunas cuestiones de in-
terés para lo que fue uno de nuestros propósitos iniciales: conocer la represen-
tación social del agua en la cultura urbana situando el problema como asunto 
de interés académico y de interés práctico. 

Y recordamos el pensamiento de Bauman (Bauman y Bordoni, 2014) sobre 
la crisis actual del Estado, cuya causa es la pérdida de su papel de agencia, es 
decir, como actor, con la doble capacidad de hacer –o sea, de ejercer su poder– y 
su capacidad de decidir la dirección óptima, en tal sentido, de diseñar y ejecu-
tar políticas.

La retirada del Estado como agencia ha dejado indefensas a las comunida-
des locales que deben enfrentarse por sí mismas ante los actores internaciona-
les con una disparidad de fuerzas evidente.

En cuestiones de conflictos con relación al medio ambiente –derrames tóxi-
cos de empresas mineras multinacionales, por ejemplo, o las presiones por pri-
vatizar la distribución del agua potable en las ciudades–, presenciamos cómo 
este fenómeno de la glocalización de la cuestión ambiental ha dejado indefen-
sos a los ciudadanos quienes –en opinión de Bauman y Bordoni– han buscado 
el camino de la antipolítica institucionalizada ejerciendo sus derechos ciuda-
danos a través de los movimientos sociales o las organizaciones ambientalistas.

El multívoco –y sin embargo muy extendido término de gobernanza– se 
aplica para indicar más bien sus problemas expresados como crisis de ingober-
nabilidad democrática, sus causas y consecuencias.
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Señala Bordoni (Bauman y Bordoni, 2014) que la emergencia de la gober-
nanza como problema político es signo de una falsa democracia, por cuanto 
todo gira ante la imposibilidad de ejercer el control ciudadano sobre las deci-
siones políticas.

Si trasladamos esta problemática a las cuestiones complejas de uso y ges-
tión de los recursos de la naturaleza, podremos concluir en la necesidad de 
avanzar en el conocimiento de las sinergias ambientales y políticas para apoyar 
la toma de decisiones racionales y fundadas por parte de quienes tienen el ma-
yor poder de decisión en materia política. Y, además, nos preguntamos (Biagi y 
Ferro, 2011): ¿los ciudadanos están dispuestos a ejercer sus derechos y cumplir 
sus deberes en relación al medio ambiente? O también, ¿Qué expectativas tie-
nen los actores unos de otros? ¿Qué esperan los decisores de los ciudadanos? 
Y los ciudadanos, ¿qué expectativas tienen del poder de decisión de quienes 
están en la esfera política? ¿Qué valoran socialmente con relación al agua como 
elemento de la naturaleza y qué información poseen sobre ese recurso los ciu-
dadanos y los decisores? 

Proponemos avanzar en el conocimiento de estas dimensiones de la cul-
tura política de una sociedad dada, por cuanto son las bases interaccionales 
a niveles micro y medio las que estructuran el poder de cambio de la agencia 
estatal.
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La formación de los/as abogados/as y los 
derechos humanos desde una perspectiva 

relacional entre lo académico, lo 
jurídico y lo político

Por Carola Bianco (1) y María Gabriela Marano (2)

I. Introducción

El momento actual nos convoca a una reflexión renovada en nuestro proceso 
de investigación acerca de la formación de los/as abogados/as, en el marco de la im-
plementación de un nuevo plan de estudios en la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Sociales de la Universidad Nacional de La Plata (FCJyS-UNLP), luego de décadas de 
intentos de reformas. En este contexto, tomamos una preocupación particular que 
aparece como emergente: la enseñanza de los derechos humanos (DD.HH.) como 
nueva perspectiva y materia que se incorpora a la formación de los/as abogados/as 
(Bianco y Marano, 2018). Entendemos que el enfoque de DD.HH. en la formación 
universitaria es un área que muestra cierta vacancia. Si bien se ha extendido en las 
últimas décadas al estudio y las propuestas para otros niveles del sistema educati-
vo, así como la generación de instancias de posgrado, ocurre en menor medida con 
las carreras de grado en las universidades argentinas. 

Encarar la problemática de la inserción de los derechos humanos en la cu-
rrícula desde una perspectiva sociojurídica nos permite preguntamos sobre 
aspectos culturales que consideramos centrales a la hora de analizar la efecti-
vidad de estas normas de carácter fundamental. Nos referimos a las preguntas 
que esta disciplina aporta y que resultan indispensables para pensar el modo 
en que funciona el derecho; esto es, la problematización de las normas que ver-
daderamente rigen las prácticas de los actores sociales en la institución y de 
qué modo estas normas (costumbres, ética, religión, ideologías, entre otras) se 
combinan en la acción, con las normas jurídicas vigentes. Asimismo, con el ob-
jetivo de conformar un cruce de miradas, sumamos los aportes de la pedagogía 
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universitaria y la sociología del currículum, en este último caso develando las 
prácticas reales y concretas en que ocurren los procesos de formación y las pro-
puestas curriculares como prácticas sociales atravesadas por el poder. 

Con este encuadre, nos planteamos algunos interrogantes-guía de la inda-
gación: ¿Qué concepciones de derechos humanos se expresan en las propuestas 
de enseñanza y cuáles son los sentidos que les brinda el contexto institucional? 
¿Con qué obstáculos se encuentran los/as destinatarios/as de las normas para 
acceder a su ejercicio y de qué modo los/as abogados/as inciden en ellos? ¿Cuál 
es el rol de estudiantes y docentes desde una perspectiva crítica de derechos 
humanos? ¿Cuál es la metodología de enseñanza más idónea para remover los 
obstáculos propios de la cultura institucional? y ¿Qué papel/responsabilidad le 
cabe a la institución educativa en dichos procesos? 

El propósito de este trabajo consiste en analizar la configuración de los de-
rechos humanos en el proceso de formación de abogados/as a partir del nuevo 
plan de estudios y los debates que se constituyen alrededor de este objeto, para 
así pensar cómo interviene la enseñanza de los derechos humanos en la lucha 
por el derecho. Para ello, realizaremos una caracterización de la propuesta 
curricular relativa a estos derechos fundamentales como objeto de enseñan-
za en el nuevo plan de estudios. Por otro lado, entendemos que la puesta en 
marcha de una propuesta curricular expresa discusiones y pugnas alrededor 
de los significados de la formación de los/as abogados/as y del “tipo de dere-
cho” que debe enseñarse, tanto en su momento de elaboración (etapa de dise-
ño curricular) como en la implementación (etapa de desarrollo curricular). Por 
esto, tomaremos los discursos generados en el I y II Congresos de Enseñanza 
del Derecho, realizados en dicha Facultad en 2016 y 2018, en tanto expresan las 
primeras disquisiciones de los actores relevantes del campo, respecto de lo que 
son y deberían ser los derechos y su relación con el rol profesional de abogados/
as y profesores/as de derecho. 

Se trata de un momento iniciático, ya que –hasta la confección del nuevo 
plan de estudios– los DD.HH. no habían sido parte de los contenidos necesarios 
para ser abogados/as y, mucho menos, una perspectiva general para la forma-
ción. Se constituye, pues, en un contexto en el que se debe empezar a darle sen-
tido a dichos discursos, en tanto prácticas. Por lo demás, los actores cuyas voces 
hemos recogido, a través del análisis de sus propuestas de enseñanza, poseen 
un inestimable capital académico y jurídico, ya que vienen desplegando prác-
ticas docentes en torno a los derechos humanos y prácticas de intervención en 
situaciones de vulneración. En el análisis de estas, intentaremos dar inteligibi-
lidad a las visiones que expresan las propuestas (concepciones), a las relaciones 
que en esos textos se establecen como deseables entre diversos actores e insti-
tuciones (quiénes pueden decir el derecho) y en los modos que se caracteriza su 
enseñanza (prácticas pedagógicas). 

En este sentido, con la finalidad de caracterizar el contexto de debate más 
amplio acerca de la incorporación de la enseñanza de los derechos humanos 
en la formación de abogados/as, encontramos que de las veintiocho univer-
sidades estatales que dictan la carrera de abogacía en nuestro país, diecisiete 
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contienen la asignatura DD.HH. en su último plan de estudios (3) (en cuatro ca-
sos como materia denominada “Derechos Humanos y Garantías Constitucio-
nales”, en otro caso “Derechos Humanos y Ciudadanía” y en el resto “Derechos 
Humanos”) (4). La materia aparece ubicada con variedad de posiciones, entre 
el primer año y el último, sin poder caracterizarse por ello típicamente de ciclo 
general o de ciclo orientado o profesional. En dos casos constituye una orien-
tación (Trayecto DD.HH. y Ciudadanía en UNSL y la Orientación en DD.HH. 
propiamente dicha en UNCOMA). Por otro lado, solo en dos universidades se da 
una segunda materia (Derechos Humanos II en una orientación en la UNLP y el 
Seminario Ejecución de la pena y Derechos Humanos en UNPAZ).

II. Un poco de historia. Las preocupaciones en torno a la 
formación de abogados/as

El interés en investigar sobre la formación de los/as abogados/as en la UNLP 
desde una perspectiva sociojurídica (5) no es nuevo, y resulta clave indagar en dicha 
disciplina las líneas que se han trazado hasta aquí. En este punto, cabe recordar 
que fue desde la sociología jurídica donde se comenzó a visibilizar la necesidad 
de problematizar la formación profesional y la enseñanza del derecho, así como 
la de construir datos confiables. Entre los/as pioneros/as que en nuestro medio 
académico nacional realizaron insoslayables aportes, debemos mencionar al pro-
fesor Felipe Fucito, quien comenzó sus investigaciones acerca de abogados/as, jue-
ces/zas, profesores/as y estudiantes de derecho tanto en la UNLP como en la UBA 
apenas iniciada la década del 90. Le siguieron destacados/as profesores/as como 
Carlos Lista y Ana María Brígido (UNC), Olga Luisa Salanueva (UNLP y UNLPam), 
Manuela González (UNLP), Nancy Cardinaux (UBA y UNLP), Mario Gerlero (UBA 
y UNLP), entre otros/as. También cabe destacar que desde el año 2001 a la fecha, 
en los Congresos Nacionales de Sociología Jurídica se estableció una comisión de 
educación jurídica (6) que sirvió de espacio para discusiones y problematizaciones 
crecientes (González, Marano y otros/as, 2011). Asimismo, cabe mencionar la preo-
cupación creciente de la FCJyS de la UNLP en este sentido (7).

 (3)  Puede hipotetizarse que es una de las materias que se han incorporado en las reformas curri-
culares de los últimos años, sin perjuicio de que el acceso vía Internet no ha permitido corroborar los 
datos necesarios.

 (4)  Cabe destacar como propuesta innovadora, la “Licenciatura en Justicia y Derechos Humanos” 
de la Universidad Nacional de Lanús.

 (5)  “La Sociología del Derecho es la rama de la Sociología que trata de describir, explicar y pre-
decir el modo en que las personas interactúan tomando como referencia positiva o negativa un con-
junto de normas jurídicas. Este estudio involucra cómo crean, por qué aplican, derogan o eluden en 
su vida social esas normas, y cómo se relacionan en la conducta tales normas creadas, aplicadas, de-
rogadas o eludidas, con otros sistemas normativos que también guían la acción humana; tiene, por 
tanto, una dimensión histórica de análisis y otra funcional o sistémica respecto del ordenamiento ju-
rídico en la vida social” (Fucito, 1999).

 (6)  Ver página de la Sociedad Argentina de Sociología Jurídica (SASJU): www.sasju.org.ar, en don-
de se encuentran publicados todos los trabajos presentados.

 (7)  En el año 2018, la FCJyS-UNLP inauguró un Observatorio de Enseñanza del Derecho, cuyo 
director –José Orler (UBA-UNLP)– y codirectora –Olga Salanueva (UNLP y UNLPam)– también per-
tenecen a esta disciplina.
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Por nuestra parte, hemos participado en diversos proyectos de investiga-
ción interdisciplinarios (8) con el objetivo de contribuir al conocimiento de la 
cultura institucional. La preocupación inicial por la formación de abogados/
as, que se emprendió sistemáticamente a partir del año 2004, se concretó en un 
proyecto de investigación en el Programa de Incentivos para estudiar las prácti-
cas de enseñanza y evaluación y sus relaciones mutuas (9). En el marco de dicha 
línea de indagación, se produjeron resultados acerca de: las clases magistrales 
y la formación pedagógica de los/as docentes; las representaciones sociales de 
estos/as en torno a su rol y al de los/as estudiantes de derecho, las carreras do-
centes de la UBA y de la UNLP en perspectiva comparada; el análisis sociohis-
tórico de los proyectos de reforma del plan de la carrera de abogacía de la UNLP 
y de las áreas de posgrado e investigación en la institución; el lugar de la exten-
sión; el Movimiento de Uso Alternativo del Derecho y, finalmente, un estado 
del arte de la educación jurídica con la finalidad de reconstruir los discursos de 
manera histórica y sistémica. Lo producido en dichas investigaciones es parte 
del marco teórico-metodológico del que surgen nuestras preguntas actuales. 

En los inicios de este nuevo siglo, nos enfrentamos ante problemáticas es-
pecíficas en materia de derechos humanos, que permiten afirmar la absoluta 
vigencia y necesidad de profundización de los debates acerca de su enseñan-
za, también entendida como el ejercicio de un derecho humano. Por ello, nos 
interesa analizar aquí los procesos de formación de abogados/as en derechos 
humanos y el rol de las instituciones universitarias, así como entablar concep-
tual y metodológicamente los vínculos que en la práctica se establecen entre 
el campo académico y el campo jurídico, y su incidencia en el ejercicio de los 
derechos, la ciudadanía y el rol profesional.

 (8)  Nuestras primeras indagaciones enfatizaron el modo en que la formación de los/as abogados/
as y la cultura jurídica permitían u obstaculizaban la implementación de las reformas judiciales que 
eran fuertemente promocionadas en el contexto del año 1998 en la provincia de Buenos Aires. Asi-
mismo, en virtud de las interpelaciones generadas en el campo jurídico, luego de la reforma consti-
tucional del año 1994 y la incorporación de los derechos y procesos de carácter colectivo, analizamos 
las necesidades y los obstáculos que generaba un plan de estudios confeccionado en torno a unos 
procedimientos y unos derechos concebidos exclusivamente en términos liberales e individualistas. 
Proyectos: 11/J040: “Los tribunales de familia, las valoraciones y roles de los operadores jurídicos” 
(1/5/1998-31/4/2001).  Dra. Olga Luisa Salanueva. 11/J046: “La carrera judicial como presupuesto 
de la eficiencia del sistema jurisdiccional.” (1/5/1999-30/4/2001). Dr. Roberto O. Berizonce. 11/J054. 
«Implementación de las Reformas Procesales» (2001-2002). Director: Dr. Roberto O. Berizonce. 11/
J062. «La tutela judicial efectiva de los Derechos e Intereses Colectivos» (2003-2004). Director: Dr. 
Felipe Fucito. 11/J086. Más tarde, C. Bianco integró el Proyecto: “Políticas locales de participación 
ciudadana: estudio de casos en España y los Estados del Mercosur” (2006-2007). Director: Dr. M. 
Alejandro Médici.

 (9)  Las primeras indagaciones se centraron en una práctica nodal de la institución: se observa-
ron mesas de examen libre en la FCJyS de la UNLP con el objetivo de problematizar este método de 
evaluación; modelo hegemónico en el plan de estudios vigente desde el año 1957. Luego, siguieron 
los Proyectos: 11/J/076. “El proceso de enseñanza-aprendizaje y evaluación en la Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Sociales de la UNLP” (2005-2007). Directora: Dra. Manuela G. González. 11/J101. “Las 
nuevas configuraciones del campo de la formación del abogado en Argentina: instituciones, planes 
de estudios y prácticas profesionales” (2009-2010). Directora: Dra. Manuela González.
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III. Los DD.HH. desde una perspectiva crítica

En orden a lo que sostenemos, resulta necesario partir de la presentación 
del enfoque crítico –sus presupuestos e implicancias– desde el que desarrolla-
remos el capítulo. En primer lugar, es necesario explicitar la perspectiva desde 
la que se interpreta, porque tal como ha sido expresado por Pierre Bourdieu, 
el punto de vista crea el objeto o, dicho de otro modo, es la vista puesta a par-
tir de un punto (10). En el estudio de los DD.HH., Helio Gallardo (2010) destaca 
que la crítica es un análisis desde un posicionamiento teórico-ideológico que 
fundamentalmente parte de la distancia/desacuerdo entre la ideología de los 
derechos humanos que propugna la integralidad –universalidad e irrenuncia-
bilidad de estos derechos y lo que sucede a la gente y a los pueblos–. En ese 
sentido, la crítica apunta a poner en relación el papel que cumple esa ideología 
en la constitución de esa distancia (que desde perspectivas iusnaturalistas e 
iuspositivistas se enfatizan desde posiciones abstractas de los derechos).

En segundo lugar, la crítica es un discurso que comprende esas prácticas 
jurídicas como prácticas sociales; es decir, en un contexto sociohistórico, como 
parte de la producción e interacción de los sujetos sociales, bajo determinadas 
relaciones de poder. Una teoría crítica busca comprender tanto las situaciones 
de dominación como las bases sistémicas o estructurales que las producen. Por 
estas razones, deben ponerse en cuestión elementos sin los cuales no podremos 
comprender las discriminaciones que determinan el acceso diferencial de los 
actores a sus derechos. En el sentido indicado podemos mencionar: el imperio 
patriarcal, el etario, el étnico, así como ciertos modelos de desarrollo, en tan-
to principios a través de los cuales se expresa la dominación y el paternalismo 
jurídico. 

En tercer lugar, la crítica es un análisis socialmente posicionado que impi-
de separar los discursos de las instituciones humanas. No remite solo a discur-
sos que expresan ideologías, sino a las instituciones y sus lógicas, y con ello al 
sistema social. En esto, se debe problematizar el lugar de la institución especí-
fica y el del Estado. En la visión de Gallardo (2010), “el Estado –en tanto produc-
ción humana en sociedades conflictivas y con principios de dominación– no 
puede ser neutral o universal ni tampoco lo son sus leyes”. Entonces, para que 
avance hacia una mayor igualación debería estar tensionado/controlado por la 
ciudadanía y por los sectores sociales diversos, en especial por aquellos que la 
sociedad y su racionalidad produce como más vulnerables. Por esta razón, se 
considera que una teoría crítica de DD.HH. no puede tener como eje exclusiva-
mente al Estado. Lo anterior expresa que debemos poner atención a la partici-
pación de otros/as actores y colectivos no estatales para el control y avance de 

 (10)  Es decir, la teoría crítica se basa en la premisa de que las “teorías” no son verdaderas en el 
sentido de que “las cosas son así como la teoría las presenta”, o en lenguaje académico, no son “ón-
ticamente” así, sino que son “interpretadas de esa manera” desde una determinada, fundada y dis-
ciplinar perspectiva humana. Lo contrario de una “teoría” es una conjetura, o sea una “explicación” 
acerca de la realidad. Una conjetura puede ser defendida dogmáticamente, o sea, contra toda evi-
dencia y experiencia que la falsee. Una teoría se abre siempre a las experiencias, a las falsaciones y, 
con ello, al diálogo (Gallardo, 2010).
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su accesibilidad a los derechos sin discriminación. Asimismo, pronuncia que 
la efectividad de estos derechos no puede circunscribirse a la judicialización 
de los casos, sino que la perspectiva relacional y crítica de esos derechos nos 
compele:

[a] ampliar la responsabilidad del Estado en relación con derechos hu-
manos, responsabilidad contenida en la apreciación generalizada de que 
“solo el Estado viola derechos humanos”. En efecto, los viola si sus diver-
sas instancias no sancionan de acuerdo a derecho a quienes torturan o 
incumplen con el salario mínimo legal, por mencionar dos situaciones, 
pero también los viola si no apodera las instituciones y lógicas sociales que fa-
vorecen como proceso la eliminación de las diversas formas de discriminación 
social o si no promueve una sensibilidad colectiva hacia el rechazo en la 
existencia diaria de todo tipo de discriminación (el resaltado es nuestro).

En cuarto lugar, la teoría crítica enfatiza el carácter explícito de un posicio-
namiento básico para asumir políticamente una realidad que llama la atención 
y compromete. En este caso, problematizar los derechos humanos y las condi-
ciones sociales para su producción y eficacia jurídico-cultural, lo cual implica 
pensar dónde nos ubicamos para asumir los derechos humanos como factor de 
la autoproducción humana (autonomía, autoestima). Asimismo, una posición 
crítica supone la convicción absoluta de que “en todas las situaciones conflicti-
vas resulta posible crear condiciones que promuevan la remoción y liquidación 
de los factores situacionales que constituyen y reproducen las dominaciones; 
la remoción implica la comprensión y reconocimiento de los actores valorados 
como populares” (Gallardo, 2010). 

Por último, plantea que la finalidad de los derechos es la emancipación y 
potenciación de los/as destinatarios/as, basada en sus diferencias legítimas que 
deben poder manifestarse y ser tenidas en cuenta por los/as intérpretes autori-
zados/as de las normas. Esta interpretación debe dar lugar de manera iguali-
taria (en esto consiste la igualdad ante la ley) a la singularidad de todos y cada 
uno de los colectivos. Por esta razón, la potenciación refiere a la posibilidad de 
manifestación de las diferencias, que los derechos sean usados en beneficio de 
todos los seres humanos en su diversidad. El centro lo constituye el principio de 
agencia/autonomía/responsabilidad de los sujetos con carácter colectivo (Ga-
llardo, op. cit.).

La perspectiva crítica explicitada nos lleva a interrogar acerca de: ¿Cuá-
les son las diferencias en el ejercicio profesional de los/as abogados/as cuan-
do se trata de la defensa y de la enseñanza de los derechos humanos?, ¿Cuá-
les son los mecanismos del propio campo que obstaculizan el desempeño de 
este nuevo rol, tanto por parte de los/as abogados/as como de los/as docen-
tes?, ¿Cuáles deben ser las exigencias a la institución universitaria desde esta 
perspectiva que –si bien no coloca el eje en el Estado– amplía su responsa-
bilidad?

Teniendo en cuenta los aportes de la sociología jurídica crítica de Pierre 
Bourdieu, el campo jurídico se estructura con base en jerarquías que se de-
tentan de acuerdo con la cantidad, volumen y estructura del capital en juego 
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(el capital por el que se lucha o juega en el campo jurídico es “poder decir qué 
es derecho”, en nombre de todos/as, siendo la voz del Estado al interpretar “co-
rrectamente” la norma jurídica, que expresa aquello que “todos/as” debemos 
hacer, sin diferencias de ningún tipo [lo cual garantizaría la universalidad y 
neutralidad valorativa]). 

Sin embargo, de acuerdo con lo expresado por Gallardo, y siguiendo la ex-
plicación de la lógica de los campos de P. Bourdieu, en la pretensión de un to-
dos/as sin distinciones se niegan los contextos de desigualdad que generan un 
acceso diferencial (no igualitario al ejercicio de los derechos fundamentales) 
por parte de determinados colectivos. Esta es la razón por la cual la igualdad, 
sin una política de remoción de obstáculos hacia determinados colectivos, solo 
reproduce estas condiciones y con ello la desigualdad de trato y acceso a los 
derechos. 

De conformidad con la perspectiva crítica, el campo exige usar las formas 
jurídicas expresadas en discursos de (la) generalidad, neutralidad y universa-
lidad y de este modo, siguiendo a Bourdieu, podría pensarse en que los/as pro-
pios/as operadores/as son quienes culminan reproduciendo las desigualdades 
que llevaron a unos colectivos vencedores a imponer su singularidad a “todos/
as”. De esto se trata la violencia simbólica, dice Bourdieu: quienes vencen en la 
lucha nombran, como “oficiales”, ciertas formas de ser, pensar y sentir. Una vez 
que las nombran, que realizan la definición, garantizan la desigualdad al con-
vertirlo “en virtud” para todos/as. El método para ello es “poner en forma”, en 
eso consiste la tarea del/la abogado/a. La racionalidad dominante se transmi-
te a través de hábitos formalizadores que, utilizando técnicas de universaliza-
ción y neutralización, así como de concepciones abstractas y exclusivamente 
formales de los derechos y su enseñanza, reproducen eficazmente las jerar-
quías al interior del campo jurídico en sus distancias homólogas al campo de 
poder. 

En el campo jurídico –como en todo campo–, existe el monopolio de quie-
nes detentan el capital jurídico por decir el derecho, para ello se expropian los 
conflictos a sus “verdaderos/as propietarios/as” a través de la traducción de to-
dos sus términos y tomando la palabra formalmente en nombre de los/as repre-
sentados/as, sustituyendo de este modo los aspectos y criterios propios de los 
actores, sus anhelos, alegrías y tristezas (a través de lo cual parece triunfar la 
sensibilidad dominante de dominación).

En este sentido, el discurso de los derechos, y la enseñanza desde una pers-
pectiva formalista de la ciencia jurídica, invisibiliza las relaciones de poder y 
desconoce que la igualdad solo puede propugnarse en y para las diferencias. De 
eso se trata la no discriminación. Si consideramos que los derechos humanos 
son un (tipo de) discurso cuya potencia emancipatoria proviene de la convic-
ción de que las relaciones de poder pueden modificarse si se modifican las con-
diciones en las que esas desigualdades son toleradas y se brinda la oportunidad 
a los propios colectivos desaventajados de luchar por su autodefinición, su po-
tencia radica en modificar las prácticas que reproducen el poder y (modificar) 
los discursos en tanto representaciones de la realidad que dialécticamente la 
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reproducen desde la reapropiación de los discursos por parte de los/as propios/
as protagonistas de los conflictos (11).

En el caso de la puesta en marcha de un proceso de cambio de currícu-
lum, como es el de la FCJyS de la UNLP, tanto su formulación como su puesta 
en marcha, si asumimos una perspectiva crítica, implican no poner el eje 
exclusivamente en el Estado, generando las condiciones para que los propios 
actores participen con su propia voz y ampliando la responsabilidad del Es-
tado (en este caso, la propia institución académica) en generar las condicio-
nes para que esto sea posible, removiendo los obstáculos que lo dificultan.

Se trata de exigir a quienes llevan a cabo el proyecto institucional que 
construyan el conocimiento necesario sobre la cultura jurídico académica 
con la finalidad de propiciar prácticas que verdaderamente puedan modi-
ficar la lógica que las sostiene. En lo que nos concierne, la propia institu-
ción educativa estatal (FCJyS-UNLP) aparece como primera responsable de 
la construcción de datos cualitativos y cuantitativos que expresen cuáles 
son los elementos culturales que sostienen y consagran las viejas prácticas 
(aquellas que pretenden modificarse a través de las normas de derechos hu-
manos), y que la promoción de los derechos se materialice partiendo de la 
identificación de esos elementos como obstáculos que deben removerse de 
conformidad con los principios de progresividad y no regresividad del siste-
ma de DD.HH.

Siguiendo con el razonamiento expresado, acordamos que en el caso de los 
derechos humanos se presenta como ineludible el traspaso de poder a los/as 
propios/as protagonistas de los conflictos, y por esta razón los/as abogados/as 
deberían asumir un rol por completo diferente al tradicional. Desde una pers-
pectiva crítica, asumir la propia voz es parte del acceso al derecho, porque se 
trata de ejercitarlo desde y para la autonomía. Autonomía como presupuesto y 
como objetivo de todos los instrumentos de DD.HH. 

Lo anterior señala la necesidad de repensar el rol tradicional y confeccionar 
instrumentos idóneos para la abogacía en DD.HH., es decir, aparece la necesi-
dad de un abogado/a que no se muestre como “la voz del derecho”. Los dere-
chos humanos quitan de la centralidad a los/as abogados/as y también a los/as 
profesores/as de derecho, y redobla su responsabilidad en el acompañamiento 
y construcción de autonomía de los actores en juego. Todo ello interpela el en-
foque y la metodología de enseñanza del derecho. 

 (11)  Esto es así, porque los derechos tienen valor en tanto empoderan a los/as desempodera-
dos/as. Siguiendo a Cordero Arce (2015): “No se trata de dar derechos y someter a los colectivos a 
marcos ajenos, en el diseño de sus encuadres vitales”. Por otra parte, como hemos expresado, los 
derechos emancipadores solo pueden ser fruto del esfuerzo colectivo de sus sujetos por autode-
finirse.
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IV. El currículum como proyecto político-educativo y 
la pugna de sentidos de los DD.HH. en la formación de 

abogados/as

El currículum es el proyecto político-educativo de una institución, está ela-
borado sobre la base del marco normativo vigente y tiene como sustento los 
fundamentos teórico-políticos respecto de una carrera de referencia. Los po-
sicionamientos ideológicos y conceptuales se traducen en principios rectores, 
que a la vez se concretan en contenidos y habilidades a enseñar, y en prácticas 
a propiciar, según el perfil profesional definido para la titulación. Es decir, en 
el “currículum” se expresa el proyecto de formación sostenido por la institu-
ción (12).

La mirada sociológica plantea al currículum como objeto de disputas socio-
académicas, esto es, como arena de tensiones por instituir lo que se considera 
legítimo. Según Alicia De Alba (1998:59), la contienda de intereses contradicto-
rios se expresa en su definición, entendida como:

[l]a síntesis de elementos culturales (conocimientos, valores, costum-
bres, creencias, hábitos) que conforman una propuesta político-educa-
tiva pensada e impulsada por diversos grupos y sectores sociales cuyos 
intereses son diversos y contradictorios, aunque algunos tiendan a ser 
dominantes o hegemónicos y otros tiendan a oponerse y resistirse a tal 
dominación o hegemonía. Síntesis a la cual se arriba a través de diversos 
mecanismos de negociación e imposición social…

El currículum, entonces, remite a un campo de poder donde los actores dis-
putan, pugnan por imponer y negociar sus posicionamientos. En este sentido, 
el currículum para la formación de los/as abogados/as también forma parte del 
campo jurídico. En la formación universitaria se vivencian el proceso de so-
cialización y endoculturación en ese campo, aprendiendo los contenidos y los 
habitus que estructuran y –en algunos casos permiten– una reconfiguración 
del campo.

La mirada sociológica sobre el currículum discute el concepto de conoci-
miento, inseparable de la interrogación sobre la legitimidad, en un proceso en 
el que se incorporan los elementos culturales considerados valiosos en la ex-
presión de las posiciones dominantes. Ahora bien, tal “arbitrario cultural” tiene 
distintas conformaciones y su carácter es dinámico; por ello, logran incorpo-
rarse elementos de otros grupos y se dan rupturas en las representaciones de 
las posiciones más tradicionales o conservadoras. Dinámica que se expresa en 
la cultura entre lo dominante, lo emergente y lo residual, al decir de Raymond 
Williams. Este juego de intereses y disputas se ve en el currículum universitario 
en las perspectivas y objetos de estudio que se agregan, aun cuando en muchas 
ocasiones conviven con viejos paradigmas.

 (12)  A diferencia del concepto más restringido de “plan de estudios” que es el programa educativo 
propiamente dicho de una carrera con las asignaturas, la asignación horaria y el régimen de corre-
latividades. 
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La selección de los contenidos es un asunto problemático, tanto por lo que 
elige como por lo que se excluye, que es tan significativo como lo que sí se en-
seña. Justamente, el concepto de currículum nulo o ausente pone de manifiesto 
los procesos de exclusión –generalmente de aspectos conflictivos por su carác-
ter ideológico controversial–, tal como explicitó Eisner. Esto va de la mano de 
la construcción histórica de las tradiciones curriculares, atravesadas por inte-
reses, pero que debido a un largo enmascaramiento histórico aparecen como 
naturales. La sociología del currículum demostró las relaciones de poder que 
subyacen tras la determinación del conocimiento a enseñar, desnaturalizando 
la supuesta neutralidad del conocimiento científico (Terigi, F., 1997). En las uni-
versidades, dichas tradiciones se asocian a la consolidación de determinados 
grupos académicos y la conservación de sus posiciones, motivo por el cual se 
torna muy compleja la modificación de propuestas curriculares. 

Connel acuñó el concepto de “justicia curricular” para dar cuenta de prin-
cipios que deberían atenderse para combatir una currícula injusta, que implica 
plantear los contenidos desde la perspectiva de los grupos menos favorecidos o 
subalternos y plantearlos en términos contrahegemónicos, como principio de 
ciudadanía. Las versiones actuales señalan las distintas vertientes de este con-
cepto que debe atender a: la distribución democrática y universal del conoci-
miento, el reconocimiento de la diversidad de sujetos colectivos y la generación 
de condiciones para la participación, todo ello a lo largo del diseño, desarrollo y 
evaluación curricular (de la Cruz Flores, G., 2016). En este caso, nos planteamos 
si los derechos humanos conforman ese tipo de contenidos que se destacan en 
la justicia curricular, cuáles son los enfoques que cumplen los ejes de la distri-
bución, el reconocimiento y la participación, y cuáles son las prácticas pedagó-
gicas a propiciar.

El currículum universitario se ve atravesado por distintas lógicas sociales 
y culturales. Los sistemas académicos contienen una multiplicidad de culturas 
que se expresan en distintos tipos de creencias según la disciplina, la profesión, 
la institución y las particularidades del sistema universitario en cada país, se-
gún Burton Clark (1983). Mientras todo el sistema nacional puede considerarse 
herencia cultural, las otras son culturas específicas. La disciplina, la profesión 
y la institución son lógicas definitorias que organizan la división del trabajo en 
las universidades, como estructuras educativas con alta autonomía, destina-
das a la producción, transmisión y difusión del conocimiento avanzado. Las 
disciplinas y profesiones tienen diferentes tradiciones cognitivas que abarcan 
categorías de pensamiento, códigos de comportamiento y un lenguaje propio. 
Las instituciones universitarias son portadoras de una historia, mitos, leyen-
das, tradiciones de pensamiento y de acuerdos/desacuerdos de su comunidad 
académica. Todas estas culturas se expresan en la configuración de cada pro-
puesta curricular en singular. El currículum es, entonces, una práctica social 
que se desarrolla en instituciones concretas. 

El carácter prescriptivo del currículum no se traduce automáticamente 
en las prácticas educativas, que de por sí son complejas, sino que se “especifi-
ca” situadamente. Remitimos aquí a los distintos niveles de especificación del 
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currículum que, en el caso universitario, se visualiza en los programas de las 
materias, la programación/planificación global del curso, las propuestas de 
enseñanza áulica para cada encuentro/clase y los materiales que el/a docente 
produce. Distintas escalas de previsión y propuestas pedagógicas que –por de-
finición conceptual– son una apuesta, sin poder garantizar los aprendizajes de 
los/las estudiantes (13).

De todos modos, junto a las dimensiones oficial/formal y real/concreto del 
currículum, se erige otra que se caracteriza por su invisibilidad (14). El currícu-
lum oculto refiere a las experiencias que el/a estudiante tiene en la institución, 
en las aulas y por fuera de ellas, que producen resultados no previstos por los/
as docentes. Provee enseñanzas encubiertas, latentes, no explícitas, pero muy 
afanosas porque son vívidas y tienen la fuerza de lo actitudinal, todo ello con 
fuerte carga ideológica. Esta es la razón por la cual se dice que allí se juegan el 
conjunto de normas y valores que son implícitas, pero eficazmente enseñadas 
en las instituciones educativas. 

Finalmente, el plan de estudios es también una norma jurídica que contie-
ne un discurso. Definir qué son los derechos humanos, cómo debe formarse a 
los/as abogados/as en esa materia y cuál es la perspectiva de la formación, es 
parte de la lucha por decir qué es el derecho, situada en el campo a partir del 
discurso académico. En este sentido, cabe advertir –como lo hace el profesor 
Fucito– que ningún plan de estudios por más concreto, prolijo y que anticipe 
posibles conflictos, va a modificar mágicamente la realidad. Puesto que, así 
como se trata de modificar legislaciones que resultan novedosas, pero que no 
se cumplen, es posible que suceda lo mismo con las reformas a los planes (Fu-
cito, 2001). Por ello, “las reformas deberían considerar los intereses del/de la 
estudiante, las ideologías o limitaciones de los/as profesores/as (relativamente 
impermeables a las modificaciones de los planes de estudios), el presupuesto 
educativo y los sueldos docentes” (Puebla Fortunato, C., 2017:20).

 (13)  La enseñanza es la actividad intencional del/de la profesor/a que busca favorecer y andamiar 
el aprendizaje de los/as estudiantes, pero que no lo garantiza ni lo clausura, ya que se trata de rela-
ciones entre personas y es el/la estudiante quien termina de definir con su subjetividad si aprende, 
cuánto aprende, cómo aprende; por ello son procesos relacionados, pero relativamente autónomos y 
no tienen entre sí una natural contigüidad.

 (14)  Para reflexionar sobre las implicaciones y desplazamientos que supuso este concepto, refe-
renciamos a Flavia Terigi (1998:18), quien sostiene que el concepto de “curriculum oculto”, “apareci-
do casi como un concepto analógico destinado a mostrar la eficacia formativa de los elementos no 
prescriptivos de la cotidianeidad escolar, fundó conceptualmente la posibilidad de comenzar a ir más 
allá del curriculum como prescripción. En efecto, este texto desplaza el sentido del curriculum de lo 
que está prescripto y debe enseñarse, a lo efectivamente aprendido”.
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V. El nuevo plan de estudios de abogacía de la UNLP y la 
enseñanza de los DD.HH.

El primer Plan de Estudios de Abogacía data de 1906, año de fundación de 
la Facultad, el que recibió modificaciones en 1912, 1922, 1930, 1937 y 1953 (15), 
habiendo sido este último el plan vigente por décadas. Luego, recibió cambios 
en los años 1980, 1984 y 1989, sin alterar dicha matriz básica (1953). Los diecio-
cho intentos de reforma fallidos remiten a la dificultad de resolver en términos 
de la formación el entramado entre el campo académico y el campo jurídico (16).

El nuevo plan, expedido en 2013 (res. HCD 336, 27 de diciembre de 2013), 
comenzó a implementarse en marzo de 2017 y señala como desafío un cambio 
paradigmático en varios aspectos, tanto en lo que refiere a su estructuración 
curricular como al argumento central que lo recorre, es decir, sus concepciones 
jurídicas, filosóficas y sociales. 

De conformidad con lo expresado en el documento Planes de Estudio de 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales: Abogacía-Escribanía. Camino a lo 
nuevo (2016:9), es el resultado de un proceso de discusión que se inició luego de 
evaluar “la necesidad institucional de analizar con perspectiva crítica el plan 
de estudios vigente desde el año 1989 y su correlato con el perfil profesional de 
nuestros tiempos”. Esto supuso un proceso de diseño curricular complejo: “la 
imperiosa necesidad de proceder a la reconfiguración de la carrera de Aboga-
cía y de su título intermedio de grado de Procuración, implicó la revisión de 
los saberes básicos disciplinares, conforme al paso del tiempo y las nuevas de-
mandas sociales sobre los perfiles de abogado y procurador…”. En este sentido, 
“han ganado lugar campos del derecho que han nacido o se han desarrollado 
con mayor profundidad en los últimos tiempos y que –asimismo–han cobrado 
un significativo protagonismo en el ámbito jurídico. Tales evoluciones tienen 
su correspondiente correlato en la práctica profesional. Ello puede observarse 
en el campo de los Derechos Humanos, del Derecho del Consumo, del derecho 
informático, del derecho ambiental y la mediación; entre otros” (FCJyS, 207-
2010:9).

El nuevo plan defiende la postura de perfil generalista basado no solo en el 
dominio de contenidos, sino también sobre el desarrollo de ciertas capacidades 
o habilidades, siendo este un aspecto innovador para las posturas más tradicio-
nales en la enseñanza de las ciencias sociales (que generalmente derivaron en 
el fenómeno de enciclopedismo o academicismo). Tomando como sustento los 

 (15)  Estas modificaciones pueden consultarse en: Documento Autoevaluación académico institu-
cional de la FCJyS, 2007-2010, ps. 15 a 28. ISBN 978-950-34-0728-8.

 (16)  El equipo de investigación dirigido por Manuela González estudió esta temática en profun-
didad. Ver, entre otrxs: Zudaire, N., “El plan de estudios y el derecho que quiere enseñarse. Algunas 
reflexiones sobre el intento de reforma en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP”, 
2004; Carrera, M. C. - Yano, P. y otrxs, “La formación de abogados en los 80. Reformas curriculares 
y debates institucionales”, y Cejas, V. - Cristeche, M. - Matos, “La formación de abogados en los 80. 
Intentos de Reformas”, estos dos últimos fueron presentados en el X Congreso Nacional de Sociología 
Jurídica. Córdoba, 2009.
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estándares elaborados por el Consejo de Decanos de las carreras de Abogacía 
de las Universidades Nacionales, se establecieron ocho capacidades, siendo una 
de ellas la “Capacidad para reconocer las necesidades sociales en relación con 
las transformaciones del derecho en un contexto de estado social y democrático 
de derecho y de compromiso con la promoción de los derechos humanos” (17).

La estructura curricular del nuevo plan contiene cuatro bloques con 48 ma-
terias (18) y un total de 3992 horas, a saber: 

Cuadro: Estructura curricular de la carrera de Abogacía

Ejes Espacios curriculares

Formación general e introductoria 10

Formación disciplinar 31

Orientación profesional 3

Formación práctica 4

Fuente: Documento Plan de Estudios. FCJyS-UNLP

Si bien es cierto que sobresale la cantidad de espacios curriculares a cursar 
y aprobar, y que ello podría ser un obstáculo para el sostenimiento de las tra-
yectorias estudiantiles, algunos aspectos novedosos de este plan consisten en 
la posibilidad de acreditar de modo libre o por promoción todos los espacios 
curriculares (a excepción del espacio de la práctica) y que las materias tienen 
distinta extensión horaria, con flexibilidad en la organización de las cátedras, 
ya que pueden presentarse con distintos formatos, más allá de la frecuencia 
semanal de cursada. Asimismo, se espera fuertemente que esta estructura cu-
rricular sea acompañada de un cambio en las formas de enseñanza y una visión 
renovada sobre los modos de aprender de los/as estudiantes.

Una de las características principales es la fortaleza de la formación prácti-
ca, sustentada en lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley de Educación Superior 
24.521, en cuanto a que los planes de estudio de las carreras correspondientes 
a profesiones reguladas por el Estado, cuyo ejercicio pudiera comprometer el 
interés público, poniendo en riesgo de modo directo la salud, la seguridad, los 
derechos los bienes o la formación de los habitantes, deberán tener en cuen-
ta –además de la carga mínima referida a contenidos curriculares básicos– la 
intensidad de la formación práctica (19). Así, en la fundamentación se sostiene la 

 (17)  El perfil de egresado prescribe la necesidad de formar abogados/as “competentes intelectual, 
humana y socialmente responsables, comprometidos con el valor de justicia en cada situación que 
son llamados a intervenir” (FCJyS, 2013:36). 

 (18)  El anterior plan tenía 31 asignaturas.

 (19)  En 2014, la CONEAU dispuso que Abogacía entrara en la categoría del artículo 43 de la Ley de 
Educación Superior como carrera de interés público, lo cual implica acatar ciertas pautas curricula-
res en los planes de estudio.
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centralidad de la práctica para la formación, una práctica directamente vincu-
lada con la praxis profesional:

 [n]o hay modelo posible que solo reduzca al plano de conocimiento teó-
rico y desconozca la realidad de la praxis profesional. Frente a esta reali-
dad se pensó en la necesidad de pensar un plan de estudios dejando de 
lado la idea del profesional litigante por excelencia y buscando una for-
mación integral del alumno que contemple las nuevas temáticas abor-
dadas por el derecho, preparándolo para su futuro profesional (FCJyS, 
2010-2013:10).

El plan instala la formación práctica como eje vertebrador, en acuerdo con 
los lineamientos curriculares que se promueven desde hace tiempo en la políti-
ca y la pedagogía universitaria, considerando que la relación teoría-práctica y la 
formación profesional son uno de los principales problemas de los currículums 
universitarios en nuestra tradición académica. La propuesta del plan se espe-
cifica en: a) Formación práctica al interior de las asignaturas; b) Adaptaciones 
prácticas procesales penales y civiles, c) Formación práctica en temáticas espe-
cíficas, y d) Formación práctica en situaciones reales. La formación práctica al 
interior de las asignaturas y en temáticas especificas son un desafío para la en-
señanza de los derechos humanos y constituye uno de los puntos de discusión 
de las presentaciones académicas, como veremos más adelante. 

Finalmente, otra nota peculiar es que, a pesar de sostener el perfil genera-
lista, se combina con cuatro orientaciones en el último tramo de la carrera, en 
directa relación con el campo laboral: 1) Derecho público; 2) Derecho privado; 
3) Derecho, Estado y sociedad y 4) Docencia e investigación. Cabe resaltar el 
carácter innovador de las dos últimas propuestas de orientación que aluden a 
una visión amplia, no hegemónica del campo laboral (tradicionalmente ligado 
al rol litigante) o área temática de interés de los/as abogados/as, incluyendo la 
carrera académica como una de sus posibilidades.

En cuanto a la enseñanza de los derechos humanos, se propone como un 
aspecto estructurante y transversal en la formación de los/as abogados/as que 
se expresa como nota del perfil del/a egresado/a y como objeto puntual de en-
señanza, ya que se crean dos materias específicas sobre la temática. Cabe des-
tacar que, con anterioridad al nuevo plan de estudios, no existía la materia de-
rechos humanos, no había un núcleo de contenidos mínimos expresados desde 
el proyecto institucional entre los que se mencionara a los derechos humanos 
como parte de los conocimientos para ser abogados/as. 

Este posicionamiento que propone la asignatura sigue una tendencia que 
en la Argentina se observa desde hace tiempo en las diferentes facultades de 
derecho, aunque a nuestro criterio avanza un poco más al ubicarla en el tra-
mo inicial de la carrera con el propósito de que los/as estudiantes cuenten con 
conocimientos y herramientas útiles para abordar los fenómenos jurídicos y 
sociales de las otras materias desde una perspectiva de derechos humanos. En 
tanto objeto de enseñanza, se presentan en tres formas: en este plan de estu-
dios, los derechos humanos se convierten en objeto de enseñanza en la trans-
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versalidad y los contenidos de DD.HH. en distintas materias de la formación (20) 
como materia “Derechos Humanos” en la formación disciplinar común y como 
materia “Derechos Humanos II” en la orientación Derecho Público (21).

La transversalidad es posiblemente la nota más compleja del currículum. 
Al respecto, Desojo, Lorat y Médici (2018:14) señalan que se “requiere de las si-
nergias entre todas las asignaturas vinculadas que, en el marco del nuevo plan 
de estudios, muestran contenidos potenciales relacionados con la materia es-
pecífica y las otras dos que, a nuestro criterio, integran este núcleo principio ló-
gico-normativo de los DD.HH. (los autores se refieren a Derecho Internacional 
Público y Derecho Constitucional), pero complementándose e interrelacionán-
dose con las diversas ramas de las Ciencias Sociales”. Por otro lado, Krikorian 
(2016/2018) entiende que, al ser incorporada entre las materias de los primeros 
años, brinda la posibilidad de que los/as estudiantes cambien su mirada sobre 
el derecho y puedan actuar de modo transversal, a partir de la apropiación que 
ellos/as hagan. Pero cabe preguntarse en relación con el desarrollo de la trans-
versalidad como política curricular: ¿de qué modos pueden incorporarse los 
enfoques transversales –en este caso, de DD.HH.–? y ¿qué requerimientos de 
formación docente y qué tipo de acuerdos conceptuales y pedagógicos se re-
quieren?, entre otras cuestiones. Sin dudas, asumir la transversalidad conlleva 
una fuerte implicación institucional.

En cuanto a la asignatura DD.HH. como materia común, está ubicada en el 
segundo año de la carrera dentro del eje de Formación Disciplinar, su duración 
es trimestral y la carga horaria es de 64 horas (6 horas semanales). Se plantean 
como objetivos: “Generar conocimientos adecuados sobre el sistema propio de 
conceptos, fuentes, interpretaciones y aplicación de los DD.HH.” e “Identificar 
a los DD.HH. como una herramienta imprescindible para el ejercicio profesio-
nal y la práctica jurisdiccional en cualquier fuero nacional e internacional”. 
Consideramos que estos objetivos planteados resultan valiosos para la forma-
ción, ya que apuntan tanto al nivel analítico-conceptual como al procedimen-
tal. No obstante, son básicos, ya que no implican necesariamente una situación 
de praxis, ni se definen los sentidos de dicha herramienta y los cursos de acción 
posible. Los contenidos postulados refieren a aspectos genéricos, tales como la 
teoría general de DD.HH. –características y principios, fuentes, respeto y ga-
rantías–; su desarrollo histórico, el lugar del Estado y la Constitución, sistemas 
y medios de protección nacionales e internacionales y, de manera auspiciosa, 
la vinculación con otras ramas del derecho. De modo peculiar, se mencionan 

 (20)  El análisis de los contenidos básicos del Plan de Estudios permite señalar que algunas mate-
rias prescriben este contenido, a modo de ejemplo: Historia Constitucional (materia general e intro-
ductoria, 1er año): “Golpes de Estado. Reforma de 1994. Los DD.HH. en la Constitución Nacional”. De-
recho Constitucional (materia disciplinar, 2° año): “Las declaraciones, derechos y garantías. Derechos 
y libertades: clasificaciones. Los DD.HH.. Colisión entre derechos. Jerarquía. Operatividad. Los dere-
chos políticos. Los derechos sociales. Los derechos de incidencia colectiva. La igualdad. Incidencia 
del Derecho Constitucional en el derecho privado”.

 (21)  La materia DD.HH. II se postula como un seminario corto, de 32 horas, bimestral. Su objetivo 
es profundizar el conocimiento sobre los mecanismos de defensa y protección de los DD.HH. en el 
ámbito interno e internacional. 
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como “enfoques particulares” a la perspectiva de género, la protección de niños 
y niñas, y de pueblos indígenas. Como dijimos, al igual que los objetivos, los 
contenidos son básicos y se deja a criterio de la propuesta programática de la 
cátedra el encuadre conceptual y didáctico.

Un detalle especial merece el análisis de las correlatividades. Vale recordar 
que el esquema de correlatividades marca la centralidad y jerarquía epistemo-
lógica, conceptual y política, además de la imbricación de los saberes conside-
rados indispensables en el avance de la formación, en relación con la materia. 
Asimismo, marca la trayectoria de los/as estudiantes conformando el currícu-
lum real, de forma más cercana o más alejada del (currículum) formal. Cabe 
destacar que, si bien la flexibilidad en las correlativas es un aspecto favorecedor 
de las trayectorias (a contrario de los sistemas rígidos que traban las estrategias 
y posibilidades de estudio), debe velarse por la coherencia interna de la pro-
puesta curricular. La materia Derechos Humanos tiene como asignatura previa 
correlativa a “Derecho Constitucional”, y debido a las materias que esta requie-
re, quedan subsumidas “Introducción al Derecho” y “Derecho Político”. Hacia 
adelante, ella es correlativa de las materias Derecho Penal II y Economía Polí-
tica, lo cual es un aspecto valorable, así como –a partir de Derecho Penal II–, se 
enlaza con otras líneas como Procesal I y II, Mediación, Filosofía del Derecho, 
Sociología Jurídica, entre otras. En cambio, no es correlativa de Derecho Penal 
I, ni de Derecho Internacional Público, así como tampoco la requiere el primer 
Derecho Público, ni la línea de Derechos del Trabajo y la Familia. Finalmente, 
cabe destacar que está requerida para la elección de cualquiera de las cuatro 
orientaciones y, obviamente, para cursar la materia Derechos Humanos II de la 
Orientación Derecho Público. 

VI. La enseñanza de los DD.HH. en discusión académico-
institucional

En el marco de la reforma del plan de estudios para la carrera de abogacía 
que instaló la pregunta por la formación jurídica, se realizaron dos congresos 
en la institución en los años 2016 y 2018. En ese contexto, tomamos como uni-
dades de análisis las ponencias presentadas en la Mesa de Derechos Humanos 
y Enseñanza del Derecho para poder dar cuenta del estado de discusión del 
campo académico-institucional en el tema. En la mesa de referencia, se pre-
sentaron tres ponencias en el primer Congreso y cinco trabajos en el segun-
do, observándose, en esta última ocasión, la expansión, tanto en las formas de 
presentación (la primera convocatoria fue de resúmenes ampliados), como en 
la participación de profesores/as que no pertenecen a la unidad académica (22). 

 (22)  Las ponencias presentadas fueron las siguientes:
2016: Desojo, Emanuel, “Hacia la enseñanza de los derechos humanos desde una perspectiva so-

ciológica jurídica crítica”; Krikorian, Marcelo, “Derechos Humanos a la educación superior y Edu-
cación Superior en Derechos Humanos”, y Rodino, Ana María, “Educación en DD.HH.: mucho más 
que informar sobre derechos”.

2018: De Sojo, Emanuel - Lorat, Martín - Médici Alejandro, “Educación en Derechos humanos en 
el nuevo plan de estudios de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales UNLP”; Borrero García, 
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En los primeros diálogos encontramos algunos acuerdos que marcan una 
mirada no ingenua sobre los derechos humanos. Recuperamos una primera 
nota compartida que los identifica como una construcción histórica y social; 
que los caracteriza como no absolutos ni integrales, sino contingentes y relati-
vos. En directa relación, también se enfatiza la materialidad de los derechos, su 
planteo como manifestación y su oposición a considerarlos un valor y a la idea 
del derecho natural, metafísico e individual. Otro plano a considerar los refiere 
como un discurso o texto, sujetos a interpretación y, al mismo tiempo, la he-
rramienta discursiva que permite una argumentación crítica (Borrero García, 
2018). Con clara identificación con una perspectiva crítica, también se plantea 
el origen de los derechos humanos como producto de sus violaciones (23), por lo 
cual se enfatiza la idea del derecho como una lucha. En estos apuntes, se inter-
pela el lugar de los poderes estatales, en particular del Poder Judicial (24) (Desojo, 
2016). 

La potencialidad de los derechos humanos es un aspecto que resulta rei-
terado desde distintas visiones. Por un lado, la fuerte relación entre derechos 
humanos, democracia y vida en común. Esto es, la idea de que los DD.HH. “sean 
entendidos y respetados como pautas reguladoras de la convivencia social” 
(Rodino, 2016:2) y del lenguaje de la polis (Martocci, 2018). 

Por otro lado, la idea de instrumento para modificar la realidad social de 
los sujetos y de los colectivos aparece recurrentemente. Los derechos humanos 
también se connotan como instrumento, por ejemplo: para poner “un cerco a la 
lógica al desarrollo tecnológico e industrial impulsado por el fundamentalismo 
de mercado, en los cuales la dignidad y la libertad humanas son avasalladas 
por la lógica de la eficiencia y la productividad a gran escala, que subordina lo 
político a lo económico. No obstante, se advierte, que el derecho y los derechos 
humanos son insuficientes sin una praxis política que cuestione y deslegitime 
dicha lógica” (De la Torre Lara, 2018). 

De la Torre Lara (2018) plantea “una mirada geopolíticamente situada, con 
centro en la región latinoamericana, y aborda su enseñanza no desde el para-
digma dominante (individualista, ahistórico y descontextualizado), sino des-
de las formas que los sectores populares resignifican y reivindican estos dere-
chos”. Este último punto nos acerca a aquello que consideramos central, que 
es la de generar espacios para la voz de “los/as otros/as”, la deriva de las voces, 
lo cual remite a repensar la centralidad del/de la abogado/a y su papel en los 
procesos sociales y jurídicos.

Camilo, “Textos y Pretextos para una pedagogía de los DD.HH.”; Martocci, José:, “Narrativas del de-
recho, la experiencia del seminario en Derechos Humanos”; Krikorian, Marcelo, “Enseñar DD.HH. y 
practicar enseñando”, y De la Torre de Lara, Oscar, “Clínica de litigio estratégico en DD.HH.”.

 (23)  Tal como lo hacen los propios Pactos Internacionales de DD.HH.

 (24)  Incluso como “el principal violador de esos derechos” (se pueden ver, como ejemplo, los há-
beas corpus rechazados por el Poder Judicial durante la dictadura).
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VII. Enfoques sobre la enseñanza de los DD.HH.

En cuanto a las propuestas pedagógicas que se mencionan, cabe puntua-
lizar dos aspectos cruciales, que parecen caracterizar este subcampo de la 
formación de abogados/as (a diferencia de otros donde las inquietudes por la 
formación no tienen tanta relevancia): la preocupación general, discursiva, por 
una pedagogía de los DD.HH. y el planteo incipiente, y la búsqueda de propues-
tas pedagógico-didácticas para llevar adelante la enseñanza. 

Como bien advierte el pedagogo Ovide Menín, estamos ante un momento 
particular de la pedagogía universitaria, en el cual el impacto de la tecnología 
(que el sistema de enseñanza virtual entroniza de modo irregular y combinado) 
“vino a conmover la clásica forma de enseñar: expositiva y apenas dialogada. Es 
el período de la pedagogía universitaria contemporánea más ditirámbico”, aun 
cuando su efecto más marcado sea solo el uso del power point (Menín, 2012:16). 
Sin dudas, compartimos que la pedagogía universitaria está en un proceso de 
cambio, pero en el caso analizado el uso de la tecnología aún no es apelado 
como un recurso valorable (25).

Una primera concepción se establece a partir de una propuesta declarativa 
de principios en donde está presente la visión general y constitutiva de un área 
temática, la educación en derechos humanos (EDH), que trasciende la prepara-
ción de abogados/as y sería parte de la formación de la ciudadanía en ámbitos 
formales y no formales. En este sentido, la “educación en derechos humanos” 
es la llave maestra para la consecución de estos derechos; es una práctica me-
diadora y transformadora, un puente que conecta las normas de DD.HH. con la 
realidad concreta de las sociedades, así la EDH es la herramienta más poderosa 
para avanzar en “crear una cultura de derechos humanos” (Rodino, 2016:1-2). 
La EDH incluye aspectos teóricos, valorativos y prácticos, a través de distintos 
ejes como: la enseñanza de conocimientos específicos sobre DD.HH. y demo-
cracia; los valores y las actitudes coherentes con la perspectiva de derechos, y 
las competencias para la acción en defensa de los derechos; todo ello puede sin-
tetizarse del siguiente modo: “educar en derechos humanos implica desarrollar 
un saber, un querer y un poder ejercitar y defender los derechos humanos, pro-
pios y de los demás” (Rodino, 2016:2).

Con relación al aspecto declarativo, una cuestión crucial está dada por el 
valor del posicionamiento ético. En este sentido, enseñar derechos humanos es 
enseñar un conjunto de valores éticos con dimensión jurídica (y no solamente 
tratados, convenciones, pactos o instrumentos de derecho internacional). En 
la formulación de estos aspectos éticos, los/as docentes tienen un rol clave, ya 
que deben direccionar la actividad hacia el objetivo de que los/as estudiantes 
incorporen una manera de pensar, razonar, argumentar y actuar con mirada 
de derechos humanos, así como brindar herramientas para el ejercicio pro-

 (25)  Salvo Desojo (2016), quien plantea una propuesta didáctica centrada en el aprendizaje de 
los/as estudiantes con uso de recursos tecnológicos como accesos web y herramientas de e-learning, 
planteando un manejo crítico de la información encontrada en la web, su categorización, pertinen-
cia y discusión.
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fesional, especialmente lograr una sensibilización con los derechos civiles, 
económicos, políticos, sociales, culturales y ambientales. La enseñanza debe 
ser activa y alentar a que reflexionen críticamente, busquen información con 
posiciones diversas en relación con un tema y generen la propia opinión con 
libertad. Enseñar DD.HH. es también practicarlos como docentes, practicar la 
“ejemplaridad” (el entrecomillado es nuestro), por ejemplo, respetando las re-
gulaciones académicas (normas que rigen las cursadas y exámenes finales), las 
obligaciones docentes y un tratamiento justo de los/as estudiantes, sin actitu-
des discriminatorias (Krikorian, 2018).

En segundo término, recuperamos enfoques que se centran en la proble-
matización. Un primer enfoque problematizador con énfasis en la argumenta-
ción que hace hincapié en la interpretación jurídica, a través de estrategias que 
recalcan el valor de la pregunta (método socrático en situaciones cotidianas). 
Los derechos humanos aparecen como otros discursos, otras formas de regula-
ción social que disputan por ser hegemónicas. Borrero García (2018:3) advierte 
lúcidamente que los/as estudiantes: “suelen pararse en una visión pesimista 
sobre los derechos, sienten que les son vulnerados o no están dados para que 
se cumplan en la realidad. Este pesimismo de los/as estudiantes no reside en el 
desconocimiento (…), sino en que no han elaborado argumentos discursivos ni 
encuentran a la mano procesos decisorios para que sus ideas deban ser consi-
deradas”. Según su visión, la falta de elaboración de mecanismos argumenta-
tivos sobre los procesos decisorios hace que los derechos queden en abstracto. 
Por ello, convoca a un papel profesional activo de los/as profesores/as para que 
diseñen materiales con un enfoque problematizador (criticando las cartillas 
teóricas tradicionales basadas en lecturas de autor) con situaciones complejas, 
dilemáticas como la colisión de derechos, que requieren argumentaciones que 
exceden al campo jurídico. La inestabilidad política de los derechos obliga a 
pensar materiales que contextualicen las problemáticas y no asumir esquemas 
simplistas. 

El enfoque problematizador que subraya el carácter analítico lo hace con 
un fuerte sustento epistemológico-conceptual, por lo que se sostiene que todo 
análisis de derechos humanos debe tener fundamentación en los ejes de las 
ciencias sociales y la filosofía, la faz jurídico normativa y las prácticas socia-
les y culturales. Se plantea una pedagogía crítica no abstracta, no formal, que 
comprenda tematizar explícitamente las definiciones del contexto histórico y 
las diferencias de intereses entre poderes fácticos y derechos humanos. Desojo, 
Lorat y Médici proponen que esta lectura analítica –y a la vez contextual– se 
lleve adelante a través de una hermenéutica analógica que analice críticamente 
los principios constitutivos de los derechos humanos, cuyo sustento metodoló-
gico es una “pedagogía propia de la hermenéutica analógica”, una analogía de 
atribuciones, propiciando el diálogo de fuentes y el método de análisis de caso 
con estudio del contexto sociohistórico. Finalmente, abogan por una “Pedago-
gía que forme y concientice a los operadores juveniles para que los derechos 
humanos sean predicados críticos” (Desojo, Lorat y Médici, 2018:5).
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En tercer lugar, encontramos un enfoque que llamaremos experiencial, en 
el sentido de que se pone énfasis en el valor de la experiencia, la vivencia, con 
carácter formativo. Martocci (2018) alude a una pedagogía de los derechos hu-
manos, en su caso de base rupturista, en tanto se plantea como la búsqueda de 
una enseñanza alternativa a la recibida. Los DD.HH. son comprendidos como 
herramientas para mitigar el sufrimiento, por ello la enseñanza debe alejarse 
de lo abstracto y tiene que ser vivida, dando lugar a las emociones, la empatía 
y el sufrimiento como protagonistas. También se propone trabajar con casos, 
pero son casos concretos, tomados fundamentalmente de la práctica de exten-
sión universitaria, para analizar las tensiones y también los modos de interven-
ción ante el sufrimiento. 

También se expone un enfoque experiencial cuando la propuesta se centra 
en una práctica concreta, tal como lo hace De la Torre de Lara (2018) con la Clí-
nica de Litigio Estratégico de la Maestría en Derechos Humanos de la Univer-
sidad Autónoma de San Luis Potosí (México). El autor remarca el papel vital de 
la praxis en la formación y por ello propicia que no solo se aprenda derecho en 
las aulas, “sino también en los tribunales, elaborando instrumentos jurídicos y 
realizando trabajo de campo a través del litigio estratégico en derechos huma-
nos”. Cabe destacar la moción de las universidades públicas como instancias 
obligadas a entablar acciones a favor de las clases populares, así como el papel 
de los/as docentes e investigadores/as en este tipo de acciones, como forma de 
regresar lo recibido.

Por último, a modo de síntesis, retomamos las principales conclusiones 
vertidas en la Comisión de Enseñanza y DD.HH. 2018:

•	 su transversalidad en todo el proceso de formación de los/as abogados/
as, que debe ser incluida en la enseñanza de todas las ramas jurídicas; 

•	 una perspectiva crítica de los derechos humanos que permita potenciar 
sus principios, a través de prácticas que pongan de manifiesto las difi-
cultades para su acceso, las contradicciones entre el reconocimiento de 
los derechos y los sistemas económicos y sus instituciones; 

•	 la problematización, junto a los/as estudiantes, acerca de la universa-
lidad y la efectividad del paradigma de los DD.HH. en la vida real de 
amplios sectores vulnerables;

•	 la empatía con el sufrimiento y el dolor, y la toma de conciencia frente 
las violaciones de los DD.HH.;

•	 una adecuada articulación entre la teoría y la práctica en las propuestas 
de enseñanza, así como la formación en herramientas argumentativas 
que les permitan a los/as abogados/as intervenir en las luchas por la 
remoción de los obstáculos concretos para su acceso, junto a los/as pro-
pios/as protagonistas de los conflictos. 
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Estas ideas constituyen un piso mínimo de consenso en torno a la enseñan-
za de los derechos humanos, y se convierten en verdaderos desafíos a atender 
en la formación de los/as abogados/as.

VIII. Reflexiones finales

En este trabajo partimos de la importancia del enfoque sociológico para 
conocer y modificar las prácticas de enseñanza del derecho. Entre los funda-
mentos se encuentran los valiosos antecedentes de investigación sobre esta te-
mática que se han aportado desde la disciplina desde comienzos de la década 
del 90 hasta la actualidad en nuestro país. Debates que iniciado el nuevo siglo 
se abrieron al contexto regional a partir de la conformación de un espacio de 
discusión estable en los congresos nacional/latinoamericanos de sociología ju-
rídica.

El enfoque referido nos permite poner en relación al derecho con la cul-
tura institucional. Es esta última la que debemos conocer sistemáticamente si 
queremos modificarla desde un nuevo plan de estudios. Por otra parte, cons-
truimos una mirada de la enseñanza en sus relaciones mutuas con las lógicas 
y normas que rigen el desempeño profesional del/a abogado/a. Eso implica 
la vinculación entre el campo académico y el jurídico. Lo hicimos desde dos 
disciplinas (ciencias de la educación y ciencias jurídicas) con la intención de 
construir nuestro objeto de estudio en el cruce de ambas. Este punto de partida 
marca el contexto de discusión sociopolítica.

En el marco de antecedentes de investigación propios y ajenos, nos enfoca-
mos en la enseñanza de los derechos humanos como materia y como perspec-
tiva en el nuevo plan. Revisamos los paradigmas prevalecientes y asumimos el 
compromiso del paradigma crítico, desde el cual la potencia de los derechos 
humanos radica en el modo de participación de todos los sujetos. Comprender 
el currículum formal o los programas de las materias, así como los discursos 
desarrollados en las propuestas, significa analizar los discursos en el marco de 
un diálogo que registra una mayor o menor potencialidad emancipatoria, en 
cuanto a las relaciones que se plantean entre los sujetos que participan: las po-
sibilidades de los propios colectivos, las prácticas que se ponen en marcha, la 
historización o abstracción de los relatos, entre otros. La formalización de los 
derechos humanos como parte de la currícula, así como los debates generados 
en ambos congresos, son una muestra del cambio de posición de estos discur-
sos, un cambio en las relaciones de poder al interior del campo jurídico y acadé-
mico; por ello, lo destacamos como promisorio y pretendemos jugar este juego, 
interpelándonos. Entendemos que corresponde estar atentos/as a los obstácu-
los que en la práctica tiendan a materializar las estructuras de poder que estos 
derechos vienen a cuestionar.

Vale reiterar entonces que el potencial emancipatorio de los derechos hu-
manos también se juega en la propia formación de los/as abogados/as, que –
como hemos fundamentado– no puede hacerse desde los contenidos que pres-
cribe la institución o desde las propuestas de los/as profesores/as de manera 
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unidireccional, puesto que no parece posible llevar a los/as estudiantes ni a 
nadie (mujeres, niños/as, anciano/as personas con discapacidad, colectivos 
LGTBI, pueblos originarios) “de la mano” hacia su emancipación.

El rol y la voz de los/as estudiantes y los colectivos en el proceso de aprendi-
zaje de los derechos humanos parecen cuestiones claves, pues ser abogados/as 
en DD.HH. implicará defender la posibilidad de las voces de quienes son llama-
dos a emanciparse. Estos/as abogados/as deberán exigir políticas públicas que 
modifiquen las situaciones que generan las inequidades y bregar por la autode-
finición de los colectivos.

Consideramos un avance muy importante que los “derechos humanos” es-
tén presentes en el nuevo plan de estudios de la carrera de Abogacía de la UNLP, 
tanto en forma transversal como en las materias específicas. Pero dado que la 
propuesta del nuevo plan provee contenidos mínimos (mas no marcos referen-
ciales que garanticen ni una práctica transversal ni una perspectiva crítica), de-
bemos analizar los primeros debates institucionales sobre la enseñanza de los 
derechos humanos realizados por actores clave, puesto que se está disputando 
un espacio y un enfoque. En este sentido, consideramos importante avanzar 
hacia la concreción de acuerdos acerca del compromiso institucional con un 
proyecto educativo que ponga el acento en la lógica que explica las prácticas 
con el objetivo de remover los obstáculos a partir de los cuales se manifiesta y 
naturaliza la discriminación; pues lo que estamos discutiendo aquí es la forma 
en que podemos concretar el discurso de los derechos humanos en las relacio-
nes sociales a través del currículum real.

Por su parte, resulta sumamente interesante el modo en que las propuestas 
de los/as ponentes avanzan problematizando el enfoque, a la manera de cus-
todios de ciertas premisas mínimas a ser exigidas y garantizadas en materia 
de DD.HH. A modo de síntesis podemos destacar una serie de acuerdos míni-
mos: marcan la distancia entre la “realidad” y el discurso de los derechos hu-
manos; consideran imprescindible no disociar su reconocimiento de las luchas 
y prácticas de los actores en situaciones concretas; ponen el acento en el dolor 
humano como fuente de estos derechos; cuestionan y generan propuestas de 
enseñanza sobre la base de los obstáculos que han definido desde perspectivas 
problematizadoras. En este sentido, señalan la necesidad de poner en relación 
a los derechos humanos con las luchas de los colectivos y quienes detentan el 
poder, y asumen como necesaria la construcción de una pedagogía coherente 
con las definiciones críticas de estos derechos. 

En definitiva, tal como lo consideramos al comienzo de este trabajo, resulta 
imprescindible visibilizar el enfoque de derechos humanos que asumimos y 
discutir la cuestión pedagógica, pues en la lucha por la formalización de los 
contenidos, los saberes y las habilidades que deben requerirse para ello, se en-
cuentran en pugna distintas visiones del derecho y el Estado, que atraviesan 
todas las disputas (iusnaturalismo, iuspositivismo o perspectiva crítica). El 
plan de estudios y las propuestas para la enseñanza nos permiten visibilizar la 
relación entre los principios que gobiernan las visiones acerca de los derechos 
humanos y la formación, los saberes y las metodologías adecuadas para ello y, 
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de modo central, cuál es la implicación institucional en la propuesta y realiza-
ción de los propósitos.

Observamos que, de conformidad con los criterios de justicia curricular, 
las propuestas analizadas avanzan en torno a discusiones sobre aspectos re-
feridos a la distribución democrática (lo declarativo) y el reconocimiento. A su 
vez, la participación resulta un desafío indispensable de realización de los dos 
primeros, en tanto las reconfigura. Esto va de la mano de un posicionamiento 
descentrado de abogados/as y profesores/as de derecho que implica un rol pro-
tagónico respecto de educar para la autonomía. Asimismo, exige ampliar el rol 
del Estado, representado en la institución universitaria, a través de un proyecto 
institucional que sea compatible con la remoción de los obstáculos culturales 
que hospedaban las viejas prácticas.

El modo en que incluimos y respetamos las voces de los colectivos sobre los 
que enseñamos, las fuentes que consideramos valiosas y el modo en que plan-
temos el rol de los/as abogados/as en dichas luchas y, fundamentalmente, por 
tratarse de una institución educativa, aquello que evaluamos y la forma en que 
lo hacemos (26) resulta sumamente elocuente y relacionado con los acuerdos ne-
cesarios que describimos. Cabe destacar el papel de los/as estudiantes, quienes 
se encuentran liderando procesos de reivindicación de derechos humanos, de 
colectivos y todas las luchas sobre democratización de las prácticas institucio-
nales, tal como se ha puesto de manifiesto con la temática de género. Parecen 
no dejarnos –y consideramos que no podemos ni debemos– desoírlos. Final-
mente, aquí ponemos el foco en quienes hablan, esto es así porque los cambios 
en las relaciones de poder cambian la deriva de las voces y las voces cambian 
las relaciones de poder. 

IX. Bibliografía

Abramovich, Víctor - Courtis, Christian, Los derechos sociales como derechos 
exigibles, Trotta, Madrid, 2002.

Bianco, Carola - Carrera, María Cecilia, “Proyecto institucional y prácticas de 
enseñanza en la carrera de derecho. El proceso de formación universitaria 
y los debates pendientes”, González, M. - Cardinaux, N. (comps.), Los ac-
tores y las prácticas. enseñar y aprender derecho en la UNLP, Edulp, La Plata, 
2010, ps. 53-183. 

Bianco, Carola - Carrera, María Cecilia y otros, “¿Se puede pensar en un uso 
alternativo del derecho desde la formación académica de lxs abogadxs?”, 
ponencia presentada en XII Congreso Nacional y II latinoamericano de So-
ciología Jurídica, Universidad Nacional de La Pampa, Santa Rosa, 2011, re-
cuperado de http://www.sasju.org.ar/ponencias/.

 (26)  Lo que evaluamos actúa de manera simbólica como mensaje de aquello que es importante; 
por ello, consideramos imprescindible profundizar la mirada sobre este aspecto.



86		  Temas socio-jurídicos fundamentales

Bianco, Carola - Deladino, María Belén y otros, “Los planes de estudios de las 
carreras de abogacía de la provincia de Buenos Aires: análisis comparati-
vo”, ponencia presentada en X Congreso Nacional de Sociología Jurídica, 
Universidad Nacional de Córdoba, 2009, recuperado de htttp://www.sasju.
org.ar/ponencias/.

Bianco, Carola - Marano, María Gabriela, “La formación de los abogados y la 
lucha por el derecho. Apuntes para la vinculación entre la constitución del 
campo jurídico en el contexto latinoamericano y la enseñanza del derecho. 
El caso de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP”, Anales, 
2008-39, UNLP, La Plata.

- “Los Derechos Humanos y la formación de lxs abogadxs en la FCJyS-UNLP. 
Sentidos en disputa y reconfiguración del campo jurídico”, ponencia en XIX 
Congreso Nacional y IX Latinoamericano de Sociología Jurídica, Facultad 
de Derecho, UBA, 5 al 7 de septiembre de 2018.

Bourdieu, Pierre, Poder, derecho y clases sociales, Desclée De Brouwer, Bilbao, 
2010.

Brígido, Ana M. - Lista, Carlos y otros, La socialización de los estudiantes de 
abogacía. Crónica de una metamorfosis, Hispania Editorial, Córdoba, 2009.

Burton, Clark, El sistema de educación superior, Nueva Imagen, México, 1983.

Cardinaux, Nancy - Bianco, Carola, “La carrera docente en la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP”, Cardinaux, Nancy - Clérico, 
Laura - Ruiz, Guillermo (comps.), De cursos y de formaciones docentes. His-
toria de la carrera docente de la Facultad de Derecho de la UBA, Facultad de 
Derecho, Universidad de Buenos Aires, Buenos Aires, 2005, ps. 69-91.

Carrera, María Cecilia - Bianco, Carola. “La enseñanza jurídica: tendencias y 
desafíos. Algunos aportes para pensar conexiones entre las prácticas de en-
señanza del derecho y la función social de la universidad pública”, ponen-
cia VIII Congreso Nacional de Sociología Jurídica, Universidad del Litoral, 
Santa Fe, 2007, recuperado de: http://www.sasju.org.ar/ponencias/.

Cordero Arce, Matías, Hacia un discurso emancipador de los derechos de las 
niñas y los niños, Ifejant, Lima, 2015.

Courtis, Christian, ¿A qué se obliga el Estado cuando reconoce derechos 
sociales?, Guía de estudio de la materia Derechos económicos, sociales y 
culturales, Flacso, México, 2012.

De Alba, Alicia, Currículum, mito, crisis y perspectiva, Miño y Dávila, Buenos 
Aires, 1998.

De la Cruz Flores, Gabriela, “Justicia curricular: significados e implicacio-
nes”, Sinéctica. Revista Electrónica de Educación, 2015-46, UNAM, México.



		 La formación de los/as abogados/as y los derechos …	 87

Fernández, Mónica, La educación en DD.HH. en la Argentina, UNQui, Bernal, 
2013.

Fucito, Felipe, La crisis del derecho en la Argentina y sus antecedentes literarios, 
Eudeba, Buenos Aires, 2001. 

- ¿Podrá cambiar la justicia en la Argentina?, Fondo de Cultura Económica, Bue-
nos Aires, 2001. 

- Sociología del derecho. El ordenamiento jurídico y sus condicionantes sociales, 
Universidad, Buenos Aires, 1999.

García Villegas, Mauricio - Rodríguez, César (eds.), Derecho y sociedad en 
América Latina. Un debate sobre los estudios jurídicos críticos, Ed. Latino-
americano de Servicios Legales Alternativos-Universidad Nacional de Co-
lombia, Bogotá, 2003.

Gallardo, Helio, “Teoría crítica y derechos humanos. Una lectura latinoame-
ricana”, Redhes. Revista de Derechos Humanos y Estudios Sociales, 2010-4, 
Julio-diciembre.

Gerlero, Mario, Lecciones de sociología jurídica, Eduardo Lecca, CABA, 2017. 

González, Manuela - Cardinaux, Nancy (comps.), Los actores y las prácticas. 
Enseñar y aprender derecho en la UNLP, Edulp, La Plata, 2010.

González, Manuela - Marano, María Gabriela - Bianco, Carola - Carrera, 
Cecilia, “La formación de los abogados y la educación jurídica en Argenti-
na”, González, Manuela - Lista, Carlos (coords.), Sociología jurídica en Ar-
gentina. Tendencias y perspectivas, Eudeba, Buenos Aires, 2011, ps. 175-218.

González, Manuela - Marano, M. Gabriela (comps.), La formación de aboga-
dos y abogadas. Nuevas configuraciones, Imás-Instituto de Cultura Jurídica, 
UNLP, La Plata, 2014.

Lista, Carlos, “Una experiencia de innovación: la reforma del plan de estudios 
y el régimen de enseñanza de la Carrera de Abogacía de la Universidad Na-
cional de Córdoba”, Cuadernos Unimetanos, Caracas, 2008. 

Marano, María Gabriela - Carrera, María Cecilia, “Porqué los abogados son 
como son: buscando la explicación en la formación universitaria”, Paso, M. 
- Elías, M. E. - Hernando, M. G. (comps.), Debates en pedagogía. Teoría, 
formación e intervención, Edulp, La Plata, 2011.

Menín, Ovide, “Algunas ideas sobre la formación docente universitaria”, Re-
vista Praxis Educativa, nro. 15, Universidad Nacional de La Pampa, Santa 
Rosa, 2012, ps. 14-18. 

Niels, Christie, “Los conflictos como pertenencia”, Vida Social, un lenguaje 
para interpretar. Textos escogidos, Editores del Puerto, Buenos Aires, 2013.



88		  Temas socio-jurídicos fundamentales

Puebla Fortunato, Cristian, “Aprender abogacía. Reflexiones sobre ofertas y 
reformas en los planes de estudio de Universidades Públicas argentinas”, 
tesis de grado, UNRN, 2017.

Fuentes

FCJyS-UNLP, “Documento Planes de Estudio de la Facultad de Ciencias Jurí-
dicas y Sociales: Abogacía-Escribanía. Camino a lo nuevo”, La Plata, 2016.

FCJyS-UNLP, “Compilación de trabajos del Segundo Congreso de Enseñanza 
del Derecho”, La Plata, 2018.

Orler, José L., “Enseñanza del derecho: debates del Congreso de Enseñanza 
del Derecho del 20 y 21 de octubre de 2016 en la Facultad de Ciencias Jurídi-
cas y Sociales de la UNLP”, FCJyS, UNLP, recuperado de http://ensenanza-
derecho.jursoc.unlp.edu.ar/documentos/libro.pdf.



Del progreso estatal al presentismo local.  
Historia sociológica y sociología 

jurídica en las aulas de derecho

Por Agustín E. Casagrande (1)

(UNLP)

I. Sociología e historia, historización de la teoría

La escritura de la historia, por más que se presente a la manera rankeana, 
como un mero acumular de información empírica, nunca procede sin teoría. 
Del mismo modo, la sociología, y en particular la teoría sociológica —fuente 
gravitante de la sociología jurídica—, no pueden sino estar determinadas por 
la historicidad de su contexto de producción. Estos se hacen presentes en los 
quiebres conceptuales, en las nuevas lingüisticidades (Sprachlichkeit), tanto en 
los usos legos que aparecen en la prensa, como en las categorías que modulan la 
hermenéutica del sociólogo. En algunas tradiciones sociológicas, como la ale-
mana, la historicidad de la experiencia científica y, sobre todo, de las teorías 
que componen su núcleo central, son habitualmente revisitadas para pensar 
no solo el contexto sino también el horizonte de expectativas que codifican una 
perspectiva. Esta historia de la ciencia sociológica sirve para cuestionar, de ma-
nera comparativa-diacrónica, la eficacia de la teoría para pensar el presente. 
De este modo, se observa el doble rol de lo teórico como expresión de un saber 
temporalmente determinado, pero también como productor de esa experiencia 
que busca aprehender y, en muchos casos, predecir y transformar.

Esta dimensión histórica-comparativa con una mirada hacia la predicción 
se ha visto explicada por la condición histórica de su nacimiento que acompa-
ña la conformación de la modernidad, la cual ha colocado a la sociología en 
una actitud de prognosis que, como tal, busca tomar distancia con respecto a 
la tradición para observar la novedad (Gadamer). Esa pretensión, no obstante, 
permite explicar la temporalización interna que condiciona el pensamiento so-
ciológico, sus conceptos e intereses. 

 (1)  Docente-Investigador de Sociología Jurídica - Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales (Uni-
versidad Nacional de La Plata). Profesor Titular de Historia del Derecho Occidental -Carrera de His-
toria de la Escuela de Humanidades (Universidad Nacional de San Martín). Investigador Asociado del 
Max Planck Institut für europäische Rechtsgeschichte (Frankfurt am Main).
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Más allá de la teoría temporal y de la contextualización histórica a la ale-
mana, desde la década del 70 en Francia se ha sociologizado esa denuncia del 
“atraso” teórico, presentando la ansiedad del cambio como una estrategia de 
pertenencia y de disputa al interior del campo científico universitario. Precisa-
mente, con Bourdieu se ha explicado cómo, tras el grito de novedad, se escon-
día también una dimensión social-pragmática, que tenía como foco y principal 
objetivo la disputa por espacios académicos (Bourdieu, 1976). Si esta última vi-
sión posee en la experiencia docente, por fuera del aula, una concreción empí-
rica en el rumor; por otra parte, hacia adentro del aula se advierte, cada vez con 
mayor fuerza, una desconexión o rechazo entre las teorías descriptivas de la 
modernidad clásica e industrial con respecto a los intereses y proyecciones del 
auditorio (alumnado). Así también puede pensarse en la necesidad de revisitar 
la teoría sociológica de base sin por ello disputar espacios. A veces, se puede 
pensar sin segundas intenciones. Me explico. 

Tratemos por un momento de obturar esa intención de “ganar espacios” 
que aparece tras toda “nueva teoría”, y observemos, en su lugar, la tensión que 
existe entre la explicación de la teoría sociológica y la experiencia de los que 
reciben esos postulados hermenéuticos de lo social en el aula. Si bien la teo-
ría muchas veces es presentada de manera a-histórica, pareciera cada vez más 
irremediable volver sobre la biografía de los autores para mostrar qué visión 
influía su postulado teórico. Esta dimensión, que podría celebrarse como pe-
dagógica, encierra en sí una pregunta por la capacidad que posee dicha teoría 
para aprehender una experiencia social que, por actual y diversa, se le hace es-
curridiza. De esta forma, ante el desacople aparente entre una teoría pensada 
para explicar un futuro que habita el alumnado pero que difiere del proyecta-
do por el autor, la historización del pensamiento salvaría al teórico “enseñado” 
(savoir pour prevoir). 

Ahora bien, desde la historia de la ciencia, sabemos que las condiciones de 
posibilidad para proceder a la historización teórica, en general, se debe tam-
bién a una fase crítica que exhiben los conceptos centrales sobre los cuales es-
tas se articulaban. Es así, que la crisis de conceptos monolíticos de la moderni-
dad clásica, como “Estado”, “derecho”, “soberanía”, “representación”, “nación”, 
“sujeto”, rompen con un sentido común que se articulaba en torno a ellos, y que, 
por lo tanto, fungían como puntos ciegos del discurso (Palti, 2007). Esta dimen-
sión crítica se hace observable en la teoría socio-jurídica. Así, desde la déca-
da del 70 del siglo XX, la entonces centralidad estatal ha venido erosionándose 
buscando explicar el gobierno más allá de su historia (Foucault, 2006); el dere-
cho como proceso de racionalización burocrática que encontraba en lo “for-
mal-legal” una tendencia irremediable, e incluso pesimista, ha dejado lugar a 
la pregunta por la “multinormatividad” y a la creación jurídica desde esferas no 
estatales, con un particularismo que parece desconectado del postulado teó-
rico de la soberanía; por otra parte, la representación formal-individual se ha 
visto desbordada por la centralidad de los estudios de “movimientos sociales”, 
las crisis constantes de la gobernanza, las nuevas formas de representación. 
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Es así que, ante la erosión de los conceptos claves de la modernidad políti-
co-jurídica, pareciera que las categorías tales como modernización, seculari-
zación, acción comunicativa, racionalización, disciplina, etc., se hubiesen des-
encajado del bloque discursivo que las solidificaba. Sin embargo, cabe siempre 
tomar esas declaraciones con pinzas y proceder a pensar otros elementos pre-
vios, y presupuestos, que condicionan la formulación de la teoría sobre la cual 
se observa la experiencia. En este ensayo se volverá sobre dos categorías ele-
mentales para la sociología y el derecho (sociología del derecho) que, lejos de 
ser trascendentales, son construcciones sociales-históricas que producen teo-
ría: tiempo y espacio. Para ello se tendrá en la mira las últimas producciones 
que proceden desde la historiografía y desde la teoría sociológica para recalar, 
finalmente, en las posibilidades que esas categorías ofrecen para pensar la so-
ciología del derecho en la Argentina y, en particular, en la provincia de Buenos 
Aires. 

II. Del “progreso” al “presentismo”: tiempo

Pensar el tiempo en dimensión social no implica suspender las categorías 
de las ciencias físicas, ya que sus discursos también configuran la construc-
ción social de la experiencia. Sin embargo, aquí se referencia a otros discursos. 
En esa clave, los grupos humanos, en diversos períodos históricos y espacios 
geográficos y sociales, configuran una relación diversa con variadas fuentes de 
sabiduría (fuentes del derecho, ciencia, etc.), de las que sirven para comprender 
esa “realidad” y tomar decisiones, al tiempo que la construyen discursivamen-
te. Cada uno de esos recursos epistémicos da sentido a las prácticas de los ac-
tores, y cada uno también posee una relación interna con la temporalidad en la 
cual se consolida su estructura lógica. Por ejemplo, en la teología o el derecho, 
el recurso a los antecedentes juega un rol central. La búsqueda de fuentes de co-
nocimiento pasadas, para refrendar una resolución del presente, exhiben una 
relación de centralidad de la tradición-pasado mucho más fuerte que en otras 
disciplinas. Por otra parte, si se piensa en la tecnología: la novedad define la 
autoridad. Allí, se observa no solo una diferencia valorativa entre autoridades y 
temporalidades (pasado vs. futuro), sino también de las relaciones sociales que 
se establecen al interior de las sociedades de conocimiento, con algunos espa-
cios más tradicionales y en otros maravillados por la novedad. Ambas disputan 
la hegemonía explicativa sobre lo social. La actualidad, por ejemplo, define ala-
banzas a la digitalización que dejan de lado el conocimiento experimentado de 
un teórico social. En el plano no académico, se observa en la mirada entusiasta 
por la operatividad de los nuevos dispositivos de control social al alcance de la 
mano, que dejan de lado las bibliotecas que, otrora, fueran fuentes de prestigio 
social. 

En este cuadro, el acento de la temporalización se coloca en un registro 
antropológico-social que marca las relaciones entre saberes que se relacionan 
con el presente, el futuro y el pasado. Esta relación determina un particular 
“régimen de historicidad” (Hartog, 2003). Es decir, qué elemento se privilegia 
como fuente de saber define también una mirada sobre el pasado (como atraso, 
como nostalgia) o sobre el futuro (como utopía o distopía). Esa relación social 
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–recortada por una disputa hegemónica por dotar de sentido a la “realidad” que 
se construye– es diversa y define también el carácter disciplinar, en este caso, 
de la sociología.

Esto tiene suma relevancia para pensar el posible desacople entre la ense-
ñanza sociológica (jurídica) y las problemáticas de la segunda década del siglo 
XXI. Ello así, porque si se atiende a la génesis de la sociología como disciplina, 
puede definirse su hora de nacimiento a través de un recorte geográfico-tem-
poral en la Europa del siglo XIX, que invita a reflexionar sobre un concepto que 
habita a la disciplina en su formación clásica: el progreso. 

Este concepto posee una historia de larga duración inscripta estructural-
mente en la escatología cristiana, con la idea de la perfectibilidad. Sin embar-
go, en el sentido propio que se le dio a partir de los siglos XVIII al XX, esta voz 
comporta una novedad. Es decir, entre los siglos XIII y XVII no se hablaba de 
progreso con la semántica que compone su contenido en el presente: es un con-
cepto moderno. Este concepto, a su vez, se relaciona con la teleología. Es decir, 
a partir de la “procesualización” hegeliana subyace una idea de progreso que 
se vehicula mediante conceptos como “desarrollo” o “desenvolvimiento”. Allí, 
como señala Koselleck, las ideas de cambio y continuidad (Wechsel und Dauer) 
serán traducidas como un proceso histórico que estructuran la base de la socio-
logía comteana, a través del “ordre et progrès” (Meier/Koselleck, 1979:404). Esto 
tiene un impacto claro en el “régimen de historicidad” que posee la ciencia en el 
siglo XIX, que, influida por la filosofía de la historia, produce una fuga hacia el 
“futuro” rompiendo con la repetición de la naturaleza, tal como se lo planteaba 
en la antigüedad clásica con la idea del eterno retorno. 

Claramente, bajo este imperativo se construyó el saber sociológico del siglo 
XIX, el cual convivía con las teorías jurídicas que miraban también a la tra-
dición y al progreso. Así, mientras que el derecho premoderno observaba a la 
tradición como factor de comprensión y de encuentro de soluciones para el pre-
sente, la modernidad implicó un quiebre que planteaba la construcción pactis-
ta racional con un conjunto de expectativas de orden común que se realizaría 
en el futuro. Es decir, había un régimen de historicidad que pensaba un punto 
de fuga hacia la perfectibilidad social mediante la liberación de las potencias 
del individuo (ya sea en lo constitucional, lo económico, lo político, etc.). En 
ese cuadro, la sociología construía la descripción sobre el malestar de “su” pre-
sente a partir de contraposiciones, que no solo explicaban relaciones sociales 
sino también, y aquí el punto que interesa a este ensayo, relaciones temporales: 
“comunidad vs. sociedad”, “carisma vs. burocracia”, “solidaridad mecánica vs. 
orgánica”, etcétera. 

En cada una de estas teorías se observa una descripción no solo categorial 
sino también histórico-temporal entre opuestos, la cual permitió comparacio-
nes, críticas, modelos, etc., y que en la sociología pensó de manera crítica los 
principios del liberalismo clásico con respecto a ese concepto novedoso que ex-
plotaba en el vocabulario: lo social (Chignola, 2004). Un caso extremo de la tem-
poralización (Verzeitlichung) que mira al futuro como espacio redentor puede 
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verse también en la teleología etapista del marxismo que compartía la lógica de 
la proyección (Ritter, 1972:1050). 

En ese contexto, el campo de la sociología del derecho definió su “régi-
men de historicidad” por una doble influencia: aquella del derecho moderno 
y la otra de la prognosis de lo social, las cuales se fundirían de manera clara en 
la definición de un “proceso de racionalización burocrático-legal” que por su 
inevitabilidad generaba angustia a Weber, y que, incluso, permanecería como 
un malestar en la crítica radical de Horkheimer y Adorno ante el “mundo ges-
tionado”. 

Tal como puede apreciarse tanto en los contra-conceptos claves del dere-
cho como en las “previsiones” de la sociología la temporalización deviene vi-
tal. De allí, que la mirada que se posa en el pasado como fuente de sabiduría 
—“espacio de experiencia”— actúa de manera relacional con un “horizonte de 
expectativas” (Koselleck, 2000). En este modus se advirtió un quiebre radical 
entre el mundo antiguo y la modernidad (Sattelzeit) mediante una diversa tem-
poralización de los conceptos que articulan la percepción de las experiencias. 

Ahora bien, esa potencialidad del futuro que habita al concepto del pro-
greso (tanto en el derecho como en la sociología) determinó también que el 
presente fuese pensado como una “fase”, cuya realización —es decir, aquello 
que devolvería su sentido— se produciría en el futuro. Esa estructura generó 
dos relaciones sociales con respecto al tiempo. Por un lado, durante los siglos 
XIX y XX, el presente fue visto de manera programática, instrumental, “acción 
racional con arreglo a fines”. Por otro, esa devaluación del presente produjo una 
tensión entre el “espacio de experiencia” y el “horizonte de expectativa”, cuya 
tendencia a apoyar el segundo elemento del par generó una expectativa social 
que es percibida como una aceleración del tiempo (Rosa, 2016). Esta estructura, 
heredera de la ilustración, que sería compartida tanto por las teorías marxistas 
como las occidentales capitalistas, en la querella por una perfectibilidad social 
que saldara la disputa, encontraba una base en un telos compartido que permi-
tía un diálogo, crítico, pero diálogo al fin. 

Llegados a este punto, y como ha venido sosteniéndose en diversos textos 
y ensayos, con la caída del muro se comienza a redefinir un nuevo régimen de 
historicidad, que se define por un “presentismo” (Hartog, 2003); es decir, por 
una tendencia a refrenar el supuesto avance social por las consecuencias que 
el capitalismo globalizado produce en el mundo a nivel económico, político, 
ecológico y social (Villacañas, 2016). No se está aquí solo ante el declarado fin 
de la historia a la Fukuyama, se está más bien ante el concepto de habitar una 
Risk Society (Beck, 2006), que evidencia una mirada distópica. Tres elementos, 
entonces, conviven en el análisis social post caída del muro: a) por un lado, la 
percepción acerca de que el capitalismo es el único modo de producción social-
mente realizable; b) por otro, la emergencia de una conciencia que, sin contra-
decir dicha unidimensionalidad del modelo de producción capitalista, postula 
que las fuerzas que ha liberado el hombre ponen en riesgo la vida en la tierra; 
c) finalmente, la presentación de una solución posible mediante el “enlente-
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cimiento” de los procesos de acumulación capitalista, para evitar así un final 
predeciblemente trágico. 

Estas premisas producen algunos efectos a nivel ideológico que revierten 
sobre la relación social con la temporalidad. En efecto, si como señala Fisher: 
“Es más fácil imaginarse el fin del mundo que el fin del capitalismo” (Fisher, 
2016:21), el futuro dejaría de representar un lugar de llegada para convertirse en 
una pesadilla que habría que evitar. Este horizonte distópico reverbera en una 
vocación por la desaceleración (Entschleunigung), que se hace observable en la 
ansiedad por vivir el presente ante la carencia de expectativas sobre el futuro: 
de allí la devaluación de la idea del “progreso”. Este estado de situación ha pro-
vocado algunas postulaciones radicales como la de Benigno que observa que se 
está en presencia de una nueva “Sattelzeit”: es decir, frente a un nuevo umbral 
epocal que define nuevas relaciones sociales y modificaciones estructurales en 
los conceptos claves de la experiencia (Benigno, 2013). 

Aquí la temporalidad y los conceptos políticos que se inscriben en el pen-
samiento sociológico y jurídico reaparecen como indicadores de quiebres epo-
cales, que implican nuevas subjetividades, nuevas relaciones sociales y nuevas 
estructuras discursivas que sirven de guía a las prácticas de los actores. Efec-
tivamente, como se adelantara, si el ideal de progreso estaba basado, por una 
parte, en la capacidad técnica; por otra parte, y aquí un punto clave, el mismo 
se desenvolvía a partir de una lógica de las solidaridades, ya fueran políticas o 
nacionales, las que prodigaban un bienestar colectivo e igualitario en el futu-
ro. Las ideas del “movimiento”, del “pueblo”, del “proletariado”, de la “nación”, 
hacían partícipes a los individuos de las ventajas que ellos posiblemente no go-
zarían sino como una parte constitutiva de una cadena histórica. En la actua-
lidad, no solo existe un temor a la técnica (si es que existe) sino más bien a la 
potencia social desplegada por los colectivos. Frente a esta mirada proyectiva y 
colectiva, se va configurando un nuevo proceso de individualización que busca 
vivir un presente propio, particular a su medida, y que rompe con la cadena de 
solidaridades con conceptos tenidos como vetustos: nación, por ejemplo (ver 
Palti, 2006). 

Los factores-productos son claros. Piénsese, por ejemplo, en la lógica de 
la identidad frente a la desarticulación del Estado-nación el cual ha sido pre-
sentado desde la década del 90 como un producto cultural vetusto, opresivo 
e ineficiente (Lewkowicz, 2006); en la nueva lógica de subjetivación, mediante 
la figura del “empresario de sí”, que sutura las condiciones sociales que coad-
yuvan a la praxis mediante el relato de la “meritocracia” (Dubet, 2016); en la 
devaluación de la figura del ciudadano o su inversión por el ascenso del consu-
midor; en los modos gestionales de gobierno y la consiguiente infantilización 
del sujeto político, etcétera. 

Frente a esta reconfiguración del relato social que construye una nueva 
“realidad”, hablar de estructuras, influencias, costumbres a sujetos —subjeti-
vados desde la narrativa de la exclusividad, la particularidad y la “singulari-
dad”— resulta problemática. Mucho más complicado parece explicar el sistema 
de producción de una generalidad mediante la escuela, la fábrica, el ejército, 
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cuando el dispositivo de control social se esfuerza en producir desigualdades 
fundadas en la maleabilidad ocupacional. Incluso en el derecho, hablar del pro-
ceso de burocratización como un dato de la generalidad y la igualdad frente al 
Estado deviene casi imposible sin una historización. Ello así, en primer térmi-
no, por la carga negativa del concepto de burocracia para generaciones recorta-
das por el saber post Estado de bienestar; en segundo lugar, por la devaluación 
del concepto de igualdad que se difumina tras la lógica de la meritocracia. 

Así, la temporalidad fundada en el “presentismo” permite observar un apa-
rente quiebre con el carácter programático de la explicación sociológica clásica. 
De allí que, más allá del desinterés del auditorio, también cumple con un efecto 
de sentido, al obturar un cuestionamiento radical sobre los dispositivos de do-
minación que, ejerciendo una “dulce violencia”, se invisibilizan tras el relato 
de la libertad de elección. Sin embargo, este planteo solo recorta a un público 
menor de la sociedad argentina (habitualmente a las clases medias que com-
ponen un auditorio de una facultad de derecho, en los últimos años de la ca-
rrera). ¿Qué ocurre con aquellos que no habitan esa aula? Esa marginalización 
debe recuperarse por medio de otra temporalización que se explica mediante la 
exclusión del modelo productor del orden social contemporáneo. Si en Europa 
ello se presenta con las dificultades de las inmigraciones y los procesos estata-
les de integración social, en la Argentina –y en la provincia de Buenos Aires en 
particular– se observa en la territorialización de las experiencias. Váyase, pues, 
a la lógica espacial que define las problemáticas de una sociología jurídica pen-
sada para una sociedad altamente diferenciada. 

III. Ciudad deseada y conurbano: espacio

La individualización que produce la temporalidad de la modernidad tar-
día no alcanza a la totalidad del conjunto social. Ello puede observarse en un 
proceso de exclusión que configura diversas prácticas sociales. Esas zonas de 
exclusión fueron marcadas por Reckwitz al advertir que, paralelamente a la 
construcción de una subjetividad sobre calificada con sus padecimientos y en-
fermedades de sobre exigencia, se va produciendo la “marginalización social 
de una nueva Unterklasse” (Reckwitz, 2018:21). Ahora bien, ese proceso social 
en sociedades altamente excluyentes, como la argentina, puede observarse en 
una territorialización y, por lo tanto, en una valoración diferente de los espacios 
de convivencia que producen identidad y prácticas diversas (Svampa, 2005). 
Así, la lógica temporal debe necesariamente observarse en distintos espacios 
que, construidos mediante narrativas distintas, exhiben lógicas complementa-
rias para pensar la sociología jurídica. 

Efectivamente, si el objetivo de una economía fordista y de un “Estado de 
bienestar” se volcaban sobre el espacio de una manera más económica que 
cultural —buscando producir generalidades— (Bourdieu, 2006), en el presente 
se observa una inversión de esa lógica. Es que el proceso de “singularización” 
también alcanza a los objetos y los espacios (Reckwitz, 2018). Es decir, el espacio 
proyectado a la manera del urbanismo del siglo XX como un fenómeno general, 
que pretendía contener a la mayoría de la población, neutralizando las diferen-
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cias y volviendo a la ciudad como modelo geométrico y unidimensional para un 
sujeto igualitario, ha dejado de existir como marco de referencia. En su lugar, 
la nueva producción social del espacio y de los objetos que lo conforman se ha 
vuelto no ya mesurable en torno a la eficiencia y racionalidad de corte estatal 
sino que, ahora, se referencia al particularismo de cada “lugar”, construido a 
través de una valoración (estética, cultural) que resulta de una narrativa social 
que, a su vez, produce valor económico (Reckwitz, 2018:79/81). Pasión por lo 
exclusivo (con su raíz excluyente), que singulariza unos bienes que dejan de ser 
generales y estandarizados para particularizarse y de allí obtener valor. 

Esta culturalización valorativa de lo espacial rompe con la racionalidad es-
tatal, cuyo dato estructurante también se manifestaba en las teorías jurídicas 
generalistas del 30 del siglo XX, que se componían a partir de metáforas geomé-
tricas —piénsese en Kelsen y su pirámide, por ejemplo– (Damler, 2012). De ma-
nera que, en la actualidad, por el contrario, el “presentismo” de la experiencia 
y la “singularización” del consumo rompen con la idea de la generalidad, bus-
cando en su lugar aquello “particular” y único que da sentido al espacio y al in-
dividuo. Podría verse aquí una nueva relación social con el espacio que impacta 
también sobre la identidad del sujeto. Es que hoy en día no es lo mismo señalar 
que uno proviene de La Matanza o de Belgrano. Cada uno de esos espacios se 
construyen con narrativas particulares, y mientras que la ciudad de Buenos Ai-
res se valora de manera positiva como epicentro cultural, particular, turístico y 
cosmopolita, el relato sobre el conurbano bonaerense “condensa exacerbados 
los tres hechos malditos de la clase media argentina (pobreza, inseguridad y 
peronismo)” (Natanson, 2015). La desvaloración del conurbano, sumado a una 
pérdida de interés por la igualdad territorial, hace claramente que los relatos de 
cada espacio devengan distintos, brindando no solo un zócalo para la compo-
sición de prejuicios sino también una opacidad que se materializa en la falta de 
atención a la producción sociológica sobre espacios marginales por parte de los 
sectores medios. Recorte entonces de una otredad reducida a imaginarios más 
utilitarios para la construcción de un “temor” que una “comprensión”. 

 Esta dimensión narrativa y cultural del espacio impacta también en la teo-
ría sociológica y, en particular, en la sociología del derecho. En cuanto a esta 
última subdisciplina, el primer cuestionamiento que se levanta es contra la 
idea central para pensar el Estado a la manera weberiana, como “el monopolio 
de la violencia legítima”, que a su vez define un territorio —Gebiet–. Frente a la 
experiencia territorial resulta palpable el carácter ficticio de dicho constructo. 
Este rol performativo del concepto de Estado propio de la Staatslehre de Jellinek 
y sus seguidores, se compensa a través de la idea de jurisdicción —también de 
carácter ficcional— y que se define por la igualación codificadora, la geografía-
política y su mirada abstracta sobre el espacio. Ahora bien, dicho concepto de 
jurisdicción se ve erosionado por las condiciones internas del gobierno territo-
rial. Precisamente, si algo se encuentra en disputa es la capacidad del Estado (a 
la criolla) —luego de su proceso de desarticulación en la década del 90 del siglo 
XX— para ejercer dicho monopolio. Ejemplos, varios:
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En primer lugar, frente a la narrativa del conurbano mítico como espacio 
ingobernable, aparece una primera diferenciación de la violencia estatal en 
la regulación por el brazo activo del gobierno: la policía. La intervención mi-
litarizada de gendarmería en las villas de emergencia, barrios populares, etc., 
muestra el quiebre de un paradigma igualitario en torno a un concepto que ar-
ticula las demandas políticas pre hobbesianas (que resumen su politicidad en 
el reclamo de seguridad). En contraste, puede verse la selección de uniformes 
más a la moda y tratos más cordiales con los consumidores de las zonas na-
rrativamente consideradas seguras y positivamente valorizadas. En segundo 
lugar, la ineficacia de regulación social en zonas de “difícil” acceso a las institu-
ciones estatales genera un proceso de autorregulación comunitaria que circula 
en torno a los clubes de barrio o referentes políticos locales. En tercer lugar, 
la configuración de identidades ha sido abandonada por el Estado, siendo el 
territorio experimentado como propio, el agente efectivo de formación ciuda-
dana. En este punto, los efectos sobre el habla de los actores los posicionan en 
clases diversas. En cuarto lugar, los espacios generan un proceso de identifica-
ción mediante la oposición de identidades a la manera schmittiana de “Feind 
und Freund”, donde los recelos no pueden ya ser alcanzados por una justicia y 
una policía recortados también por factores “raciales y de clase” que guían sus 
prácticas. 

En este contexto, la sociología jurídica se ve jaqueada en los conceptos ar-
ticuladores de la disciplina formados al calor de la Staatslehre alemana, debido 
a la incapacidad de aprehender-conceptualizar (begreifen) espacios de autorre-
gulación que producen normatividades por fuera del derecho definido como 
producto racional-legal y general para un territorio unidimensional. Aquí, nue-
vamente, mediante la lógica espacial que responde al retiro del Estado como 
proyecto y factor coagulador de gobernamentalidad, reaparecen nuevos temas 
que se vinculan con la regulación de las sociedades: multinormatividad, pa-
raestatalidad, “justicia por mano propia” y “monopolio de la violencia estatal”, 
autorregulación, conformación de identidades, criminalidad y procesos de ro-
tulación, etcétera. 

Esta última evidencia requiere entonces también un socio-análisis del 
docente-investigador en ciencias sociales que intente sino separar, al menos, 
comprender la diferencia existente entre un “horizonte de expectativas” par-
ticular del investigador que pretende la construcción de un Estado, frente a la 
nueva mentalidad social del capitalismo tardío. Nostalgia de por medio, Hegel 
pareciera no hallar un humus fértil en “nuestro pobre individualismo” (Borges, 
1996 [1946]).

IV. Sociología jurídica y tradición jurídica estatal

La consciencia histórica-conceptual en torno a la temporalidad (régimen 
de historicidad) y espacialidad (Estado) que produjo la sociología jurídica ex-
hibe algunas fracturas. Es que del mismo modo en que la historia jurídica sir-
vió como campo legitimador y productor de estatalidad, no menos realizó la 
sociología. La dislocación de dicho paradigma que se avizora en relación con 
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el tiempo y el espacio exhibe que los grandes proyectos narrativos en torno a 
un proceso de racionalización, de civilización (a la Elías), etc., han perdido po-
tencia exploratoria, volviéndose motivos de una historia de la disciplina, de la 
cual deben extraerse explicaciones con modulaciones propias de los tiempos 
que corren. Esto permite suspender explicaciones sobre el problema latinoa-
mericano-argentino-bonaerense que postulan un “anomische Staat”. Más bien 
de lo que se trata es de observar cómo en una sociedad altamente diferenciada 
se sigue produciendo subjetividad, regulaciones, control social, etc., al margen 
de un proyecto unívoco estatal. 

Allí temporalidad y espacialidad son centrales. Por ejemplo, yendo al caso 
de la subjetividad. Mientras que la “producción de sí” de una clase media in-
tegrada simbólicamente al “mundo” mediante dispositivos técnicos, enfrenta 
agotamientos, estrés y enfermedades laborales propios de la introyección del 
modelo empresarial-gestional, un conjunto de sujetos descartados del sistema 
define sus intereses en la mera subsistencia sin posibilidad de pensar en una 
idea de “progreso” y ascenso social. En cada caso, la sociología jurídico-política 
puede observar los recelos de clase, las funcionalidades de cada universo social 
para la conformación de una identidad rival, fundada en el temor y la amenaza, 
que deriva en el sentimiento de eliminación del otro bajo la lógica del amigo-
enemigo. Asimismo, desde la sociología del derecho laboral puede observar-
se la imposibilidad de consolidar identidades laborales y la individualización 
subsiguiente que se observa en el rechazo a los sindicatos, asociaciones, etc. En 
el caso de la sociología de la criminalidad, cabe reparar en cómo se impulsan 
procesos de subjetivación por medio de la criminalización policial y judicial. 
La sociología jurídica del territorio puede mostrar cómo se configura la expe-
riencia espacial en cada barrio, localidad, cruzando el factor de la valoración 
(emotiva-narrativa) con el desarrollo de emprendimientos capitalistas. 

Descorrido, entonces, el velo estatal y su pretensión de igualación, genera-
lidad y regulación colectiva sobre un territorio, aparece también una práctica 
sociológica que debe recomponer las narrativas sobre el espacio que habitan 
los actores. Precisamente, alejarse de los imaginarios del sentido común para 
acercarse a la historia del conurbano evidencia una sociología que ya no pue-
de centrarse en miradas generales. Así, lo local reaparece y junto a este nue-
vo espacio de trabajo aparece la posibilidad de pensar teoréticamente sobre la 
construcción de espacios de inclusión y exclusión que revitalizan la lógica de la 
diferencia. 

Como puede verse, a través de la descripción de los regímenes de tempo-
ralidad y espacialidad que habitan a las teorías se llega a los puntos ciegos que 
constituyen el saber sociológico. El “presentismo” no solo implica el enlenteci-
miento de la experiencia, sino que más bien importa la conformación de una 
nueva subjetividad, dada a un goce de sí y a una desconfianza por lo colectivo 
que se manifiesta en una narrativa más estética que política, aunque defina el 
voto. 

Tal vez, frente a ese alumnado –que se recorta en ese nuevo discurso hege-
mónico–, historizar a Weber sirva para habilitar la crítica radical al dispositivo 
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de gobierno asumido como “el único camino posible” y que impide la crítica ra-
dical como condición de posibilidad para la pregunta ética. A su vez, pensar en 
la tensión entre espacios de sociabilidad posible a través de elementos comu-
nes, como pueden ser la temporalización y la espacialidad, sirva para compren-
der mejor una tensión constitutiva de la experiencia, donde no hay ni “vagos” ni 
“trabajadores” sino recortes de una racionalidad simplificada que se construye 
en el sentido común y el prejuicio. 
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El discurso legal y la re-presentación 
de las mujeres en las facultades de 

derecho de Latinoamérica

Por María Andrea Cuéllar Camarena (1)

I. Introducción

En este trabajo se pretende abordar el tema de la producción del sujeto jurí-
dico “mujer”, subalternizado desde la academia legal latinoamericana. Concre-
tamente, se estudiará la necesidad de que las mujeres y otras feminidades tenga-
mos el poder efectivo en las facultades de derecho, como principio fundamental 
para deconstruir la condición androcéntrica del discurso jurídico hegemónico 
y las prácticas que lo acompañan. Para ello, se toman en cuenta los aportes de 
la sociología, la teoría crítica legal y las corrientes del pensamiento feminista.

En esa línea de entrada, se analizará la condición política del derecho y 
cómo opera al construir un modelo homogéneo de mujer que aplasta la diver-
sidad al estar atravesada por diversos ejes de subordinación. También, cómo 
la creación heteronormativa de los géneros puede y debe ser modificada por 
quienes ahora somos parte de la producción y transmisión del conocimiento 
jurídico. Luego, se describirá la manera en que las instituciones de educación 
superior legal pueden constituir espacios de reproducción de las prácticas se-
xistas de la ley y de los modelos colonialistas del ser y el saber. Y finalmente se 
planteará la importancia de que las mujeres y otras identidades no hegemóni-
cas tengamos voz y decisión en la academia legal latinoamericana, para abonar 
a la construcción de una sociedad más justa, que nos incluya con nuestras es-
pecificidades.

II. El género del derecho

La heteronormatividad del derecho, como instrumento que le da poder al 
Estado moderno, tiene como base un sistema dicotómico y jerarquizado, que se 
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presenta bajo el dominio de lo masculino y constituye, por tanto, una estrategia 
misma de la creación de los géneros. Las normas que rigen nuestra convivencia 
reflejan la autoridad masculina en la sociedad patriarcal y refuerzan la separa-
ción entre lo privado y lo público. En efecto, si bien pasaron ya muchos años des-
de que las mujeres “salimos a trabajar”, las estadísticas siguen demostrando que, 
en el ámbito de lo doméstico, la mayoría de nosotras somos responsables de las 
tareas de reproducción, tanto en el aspecto biológico (maternidad) como la fuer-
za de trabajo (cuidados, limpieza, cocina). Esto a su vez impacta y limita nuestra 
participación en la vida pública. Por ello, el pacto sexual –que es previo al pacto 
social– queda escondido en el lenguaje universal de derechos y explica porqué las 
mujeres quedamos fuera de la ciudadanía (Pateman, 1995).

En efecto, las mujeres no estamos incluidas en el sujeto androcéntrico al 
que se concedió la igualdad formal, ese ciudadano ideal de la democracia: va-
rón, blanco, heterosexual, mayor de edad, en pleno uso de sus facultades, alfa-
betizado y propietario. El sufragio no garantiza nuestras prerrogativas como 
humanas, dado que las relaciones que median las estructuras de dominación 
social y la distribución patriarcal de los espacios público (varones) y privado 
(mujeres), que se vieron cristalizadas con la conformación del Estado de de-
recho, no están basadas en la equidad (Lagarde, 1995). Por tal motivo, el fe-
minismo ha sido una importante fuente de reflexión y acción política en este 
cuestionamiento, al constatar que los criterios de organización social que lleva 
adelante la modernidad son el resultado de una construcción histórica arbi-
traria que se constituye en una de las formas de articulación de la diferencia 
sexual (Maffía y Gómez, 2009).

La práctica sexista del derecho consiste en esa asignación de capacidades 
y roles diferentes a hombres y mujeres a partir de sus atributos biológicos, des-
valorizando además las acciones de las mujeres. Sin embargo, el problema no 
es que seamos diferentes, sino que una parte sea subordinada. Dice Frances 
Olsen (1990) que desde el surgimiento del modelo racional liberal clásico, y tal 
vez desde los tiempos de Platón, nuestro pensamiento se ha estructurado en 
torno de series complejas de dualismos que dividen las cosas en esferas con-
trastantes. Estos pares opuestos están sexualizados y jerarquizados. Como se 
estudia en las universidades a partir de lo teorizado, la ley se ha definido como 
objetiva, universal, racional y abstracta; de ahí que se la identifique con el lado 
“masculino” de los dualismos. Por otra parte, si bien en esa prevalencia, las ca-
racterísticas propias asociadas a lo “femenino” quedan escondidas, la realidad 
es que están presentes, pero no se reconocen de forma “oficial”.

Es sabido que el sistema de reglas está fundado en cierto consenso, entendi-
do siempre como hegemonía. Sin embargo, es importante tener presente que el 
derecho es un espacio de control social y al mismo tiempo de lucha: es el ámbito 
del reconocimiento teórico y práctico de los conflictos sociales básicos de una 
sociedad (Krotz, 2014). En esto la sociología ha jugado un papel importante al 
hablar del pluralismo jurídico, y asumir la ley como un objeto complejo, pro-
ducto de múltiples influencias y no como un instrumento de poder unilateral. 
Por su parte, la ciencia jurídica feminista se ha encargado de desenmascarar las 
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coberturas ideológicas, para develar cómo funcionan las estructuras sociales y 
se intersectan los sistemas de dominación; su papel ha sido describir, explicar 
y comprender la posición jurídica de las mujeres, con el objetivo de mejorar su 
lugar en las leyes y la sociedad. En efecto, la estratificación y la división de roles 
y espacios por sexo/género, edad, etnia, color de piel y origen social, están me-
diadas por relaciones de poder.

Así, se pone de manifiesto la manera en que el derecho es la institucionaliza-
ción de un cierto orden de dominación. Un punto de vista que durante muchos 
años excluyó la mirada de las mujeres (entre otros sujetos que también fueron 
subalternizados), pues la comunicación de la que parte para arribar a ese supues-
to consenso se desenvuelve en condiciones de desigualdad. La ley, como activi-
dad humana y práctica social, ha sido hasta ahora dominada por el sujeto político 
autorizado; sin embargo, esto puede transformarse si queremos y hacemos para 
que ello ocurra. En ese sentido, dado que las normas positivas pueden servir para 
registrar y oficializar una modificación y, por lo tanto, también para comunicar-
la y afirmarla simbólicamente, permite a las mujeres hacer propios ciertos com-
portamientos legitimándolos, pero también oponerse a otros. Por ello, el derecho 
puede ser una herramienta de resistencia y emancipación, y desde el movimiento 
feminista nos apropiamos de ella para incidir en los cambios sociales.

A efecto de comprender el imperialismo cultural que caracteriza el androcen-
trismo del derecho, resulta importante tener presente que la opresión de un grupo 
social por otro comprende diversas esferas: la negación de la diferencia, la explo-
tación, la marginación y la carencia de poder. De ahí la importancia en señalar la 
perspectiva masculina oculta en las normas positivas, llevada adelante por las fe-
ministas desde el “activismo político” y en la propia academia legal, que se refleja 
en la producción teórica. La hegemonía heterosexual opera para modelar las cues-
tiones sexuales y políticas (Butler, 2002); el sustrato de este planteo es el recelo por 
la diferencia que instituye siempre al “otro” en una posición inferior –en el caso, las 
mujeres– y que tiene como último refugio al cuerpo humano. Por tal motivo, Moni-
que Wittig, autora a partir de la cual escribió Butler, ya había propuesto que el con-
junto entero de categorías sexuales y de género debía ser derribado (Viturro, 2017).

Porque también, como tempranamente advirtió Simone De Beauvoir 
(2008), los datos biológicos constituyen una de las claves que permiten com-
prender a las mujeres, sin embargo, “no bastan para definir una jerarquía de los 
sexos; no explican por qué la mujer es lo Otro; no la condenan a conservar eter-
namente ese papel subordinado”. En esa medida es que las dimensiones rela-
cionadas con el cuerpo no pueden considerarse meros agregados a la condición 
o identificación de la mujer, porque es ahí donde comúnmente está marcada la 
subordinación. Bien dice Butler (2009) que “nos constituimos políticamente en 
virtud de la vulnerabilidad de nuestros cuerpos, como lugar de deseo y de vul-
nerabilidad física, como lugar público de afirmación y exposición”; por tanto “la 
violencia consiste en la explotación de ese lazo original, de esa forma por la que 
existimos, como cuerpo, fuera de nosotros y para otros”.

Somos cuerpos, ese es “nuestro asidero en el mundo” y es también lo que 
nos hace diversas. Empero, la potencia discursiva de las leyes y su violencia 
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simbólica hace a la construcción jurídica de un tipo de mujer que constituye un 
problema de re-presentación, al verse atravesada por los diversos ejes de sub-
ordinación como la pertenencia étnica, el color de piel, el origen social, la edad, 
la religión, las ideas políticas, la identidad de género y la orientación sexual. 
Por ello, los feminismos del “tercer mundo” y las escuelas de jurisprudencia Lat 
Crit y Critical Race Theory plantearon el concepto de interseccionalidad (Cren-
shaw, 1989), con miras a demostrar la exclusión histórica y teórico-práctica de 
las mujeres no blancas en las luchas liberatorias llevadas a cabo en nombre de 
la mujer (Lugones, 2008). Uno de los principales ejes del movimiento feminista 
es dar cuenta de que su heterogeneidad deriva de la diversidad de las agentes 
que lo componemos.

III. La ficción jurídica de una sociedad homogénea

En la estructura del orden simbólico de la ley a que se refiere cualquier 
representación imaginaria o social, es donde se organizan las condiciones de 
representabilidad y los límites de lo representable (Sabsay, 2005). Así, las ca-
tegorías legales y subjetividades que crea el derecho están constantemente 
reconociendo, clasificando y por tanto excluyendo; constituyen para las y los 
sujetos, tanto una posición en el entramado social y económico, como una 
condición psicológica. En esa medida, la ley funciona como proceso de pro-
ducción de identidades, en el que se impone la neutralidad de género. De ahí 
que la deconstrucción de los discursos jurídicos que se busca desde la teoría 
crítica feminista incluya las dos dimensiones del reconocimiento y la redis-
tribución, como parte de las reivindicaciones sociales. Porque como sostie-
ne Nancy Fraser (2012), luchar contra las desigualdades no implica ninguna 
definición de lo que como mujeres somos en nuestra naturaleza o de lo que 
deberíamos ser.

Las prerrogativas constituyen el resultado de la organización humana, de 
una decisión que busca conceder la igualdad en la esfera de lo público. Sin em-
bargo, es importante tener presente que la universalidad propia de los sistemas 
jurídicos occidentales, establecida por el imperialismo y el patriarcado en su 
modo narrativo de producción, ignora a las y los individuos subalternos (Spi-
vak, 2011). De ahí que el feminismo ponga en discusión la idea misma de obje-
tividad e imparcialidad del derecho, en cuanto estrategias masculinas de hege-
monía (Facchi, 2004). Los derechos humanos, en tanto construcción típica de 
la modernidad, son el producto cultural de una nueva configuración de sujeto 
hegemónico; estos, como signo de las democracias modernas y de la emergen-
cia de la ciudadanía, reiteran la opresión de la que las mujeres somos objeto al 
no actuar sobre las determinaciones sociales que la producen.

Según Enrique Marí, lo que caracteriza a una ficción legal es la ausencia 
de fraude, es decir, que la falsa asunción fáctica contenida en la regla general 
no está oculta por el engaño o la simulación. Claro que esta operación parece 
requerir de un modelo original que sirva de base a la ficción, que necesaria-
mente nos remite al tema de la naturaleza (Viturro, 2017), y entonces, la clave 
para entender la actual vigencia de ficciones parece estar dada por su utilidad. 
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El discurso jurídico debe comprenderse y evaluarse no solo por lo que descarta 
de sí, sino por lo que atestigua con esa exclusión, pues sabido es que gran parte 
del poder de los grupos dominantes reside en la capacidad de incorporar la de-
finición y la configuración de lo que es realmente relevante dentro y fuera del 
discurso público (Scott, 2003), así como la apariencia de unanimidad de este, a 
efecto de afirmar y legitimar ese poder. Las concesiones simbólicas son conce-
siones políticas; por ello, cada uso visible externo del poder sirve para manifes-
tar y reforzar el orden jerárquico.

Por otra parte, es importante tener presente que todo lo contingente necesi-
ta una causa y todo efecto tiene un agente que lo causa. La facultad jurígena es 
un poder que la persona tiene frente a los demás para ordenar jurídicamente la 
realidad. En esa medida, quienes durante años ejercieron la facultad jurígena 
–ciertos varones que detentaron el poder político– terminaron imprimiendo su 
orden interno, un orden intencional, en las cosas que están en el fuero externo 
a las que dotaron de un sentido específico (Riofrío Martínez Villalba, 2014). De 
lo anterior se pone en clara evidencia, como refiere Gayatri Chakravorty Spivak 
(2011), los dos significados de la representación que están relacionados, pero 
son irreductiblemente discontinuos: el de política, que es “hablar a favor de”, y 
el del arte y la filosofía, que constituyen el conjunto de significaciones que ocu-
pan lugar de lo real. En otras palabras, el “sujeto” hegemónico que hasta ahora 
predominó el discurso público fue quien habló por y para todas y todos.

En esa línea, desde el lenguaje jurídico las mujeres fuimos hasta ahora pre-
sentadas como sujetos sociales apolíticos, incapaces de decidir sobre el sentido 
y contenido de nuestra vida para orientarlo a satisfacer las necesidades y de-
seos propios. Así, fuimos excluidas de la mayoría de los espacios y jerarquías 
de poder, se nos privó de una ciudadanía plena, se lesionó nuestra condición 
humana y se hostilizó nuestro desarrollo personal y genérico (Lagarde, 1995). 
Además, no solo no se nos concedió el estatus como socias plenas en la interac-
ción social, sino que tampoco se reconocieron nuestras múltiples identidades 
femeninas y nuestras especificidades como humanas. Por ello, es importante 
buscar la forma en que las mujeres nos manifestemos por la palabra y por la 
acción, que nos constituyamos como protagonistas en todas las dimensiones 
sociales. El derecho es una y muy importante órbita, y la ciencia crítica feminis-
ta evidencia la perspectiva ética y política de reformarlo, en aras del reconoci-
miento jurídico de igualdad y autonomía de las mujeres.

IV. El derecho en el proceso educativo

El género debe ser entendido como contingente en tanto relación social his-
tórica, y por tanto puede ser transformado como propone Leticia Sabsay (2005). 
Por su parte, si bien el derecho es “masculino”, en cuanto ha sido elaborado histó-
ricamente por varones, es posible reconstruirlo, para que incluya las caracterís-
ticas de otros sujetos de manera diferenciada. El cambio epistemológico que se 
plantea desde la crítica feminista a la ley pone en duda su pretendida neutralidad, 
en la medida que implica una transformación, tanto de las categorías de conoci-
miento como de las estructuras mismas (Goldfarb, 2004). Porque además deja 
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en evidencia que es un proceso que fija, elabora y reproduce la división social 
de los géneros; un producto e instrumento de la cultura, que construye normas, 
categorías, intereses y valores, predominantemente masculinos. El derecho a lo 
femenino propone miradas alternativas y complementarias, que se traduzcan en 
el propio lenguaje, dando cuenta de las multiplicidades de las mujeres.

El sujeto de conocimiento científico surgió en la modernidad con el sesgo de 
las atribuciones dicotómicas, produciendo un modelo de conocimiento patriar-
cal. Este sujeto se presentó como capaz de separar sus propios intereses y adqui-
rir esta visión de los aspectos del mundo sin poner en juego sus valores y emocio-
nes a la hora de producir el saber o hacer justicia. Diana Maffía (2007) expuso la 
manera en que diversas disciplinas han sido funcionales para justificar este mito 
de “la objetividad y la neutralidad que hay en la ciencia moderna”. Además, los 
estudios culturales y poscoloniales han dado cuenta de la manera en que la pro-
ducción de conocimiento y el discurso mismo constituye al sujeto hegemónico, y, 
en consecuencia, lo que pertenece a la conciencia de los individuos subalterniza-
dos no se dice, y por tanto no es caracterizado como científico.

El razonamiento feminista asume que no existen razones a priori que nos 
impidan ser convencidos de que un detalle que parece insignificante pueda ser 
pertinente. Las feministas han demostrado que las construcciones teóricas que 
se presentan como neutrales y objetivas encubren un punto de vista particular 
y excluyen las perspectivas de muchas personas; identifican los puntos de resis-
tencia latentes en las culturas dominantes. Este proceso de reflexión disciplina-
da y de responsabilidad consciente puede mejorar la calidad del pensamiento, 
pues entendemos los principios que subyacen a las acciones cuando reflexio-
namos sobre estos. La concientización es un método colectivo, interpersonal y 
reflexivo que tiene como objetivo mejorar la comprensión e interpretación de 
las experiencias vividas (Goldfarb, 2004), su naturaleza cooperativa desalienta 
la existencia de jerarquizaciones. Asimismo, dicho proceso fomenta el compro-
miso contra la desigualdad y la exclusión.

Sabemos que la visión que tenemos del mundo depende en gran medida de 
la posición en la que nos encontramos. Por ello, a efecto de no anular a las y los 
estudiantes, es importante comprender la forma en que perciben emocional y 
constitutivamente el mundo, para reflexionar sobre las relaciones de poder (Le-
maitre Ripoll, 2004). La enseñanza del derecho enfrenta el desafío de integrar el 
género de forma transversal en todos los programas académicos, lo que implica 
cómo se enseña y qué se enseña. Bien dice Diana Maffía (2007) que la exclu-
sión de las miradas subalternadas en la cultura no solo es un problema político, 
sino que es un empobrecimiento del resultado mismo de la empresa humana 
del conocimiento. Ninguna pretensión de universalidad puede prescindir de 
la mitad de la humanidad. Por ello, las mujeres reclamamos el lugar de sujeto 
de enunciación, un lugar de autoridad que fundamos en la propia experiencia, 
como legitimación de la visión de nuestra condición.

Es necesario hacer un esfuerzo epistemológico y político de resignifica-
ción para contrarrestar los discursos y prácticas que se generan desde el po-
der, y en esa línea incidir en la deconstrucción del derecho (Costa Wegsman, 
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2017). Sabemos que cualquier lucha contra la configuración hegemónica de 
poder implica una batalla cultural; es el campo de las ideas que abogadas y 
académicas feministas buscamos transformar. Las mujeres todavía tenemos 
dificultades materiales y simbólicas para acceder en forma igualitaria a la 
educación y participar plenamente en la vida pública; por ello, la democra-
tización supone entender el poder como reconocimiento y como capacidad 
de acción colectiva (Maffía y Gómez, 2009). De ahí que sea imprescindible 
operar el tránsito necesario entre participación y representación en las insti-
tuciones de educación superior legal, así como desterrar las prácticas por las 
que las mujeres somos vinculadas a las cuestiones del mundo “privado”. En 
esa línea, la presencia de mujeres en los espacios de gestión y decisión de las 
facultades de derecho es imprescindible. 

V. Conclusiones

En suma, se apunta lo siguiente. En la estructura de dominación social pa-
triarcal, reforzada por la ley que estratifica y divide espacios y roles por sexo/
género, edad, color de piel y procedencia social, las mujeres ocupamos una 
posición desigual. Como sujetas subalternizadas por el discurso hegemónico 
del derecho, se nos presentó como incapaces para hablar en el espacio público. 
Además, la construcción jurídica de un modelo homogéneo de mujer constitu-
ye un problema de re-presentación al invisibilizar nuestras diversidades, de lo 
cual se advierte la violencia simbólica de la norma.

Las leyes expresan una correlación de fuerzas y parte central de su poder 
está constituido por el carácter dual de dominación y resistencia. Las relacio-
nes de oposición dan forma, y se encuentran moldeadas por jerarquías de sexo/
género, clase, color de piel, etnicidad y religión. Por ello, los feminismos juegan 
un papel fundamental en la denuncia de normas que reiteran la opresión de 
género y hacen uso del derecho como herramienta de contrahegemonía, reivin-
dicando su potencial emancipatorio.

La academia legal es un campo que no está exento de jerarquías; debemos 
repensar, pues, los modos en que funcionan las lógicas de dominación, para 
cuestionar los sistemas jurídicos occidentales que heredamos y dar lugar a un 
derecho que nos incluya a todas y todos. Por ello, resulta necesario descolonizar 
el saber legal para poder despatriarcalizar la sociedad. En esa línea, las aboga-
das y académicas feministas somos ahora responsables de la deconstrucción 
del discurso androcéntrico de la ley y de las prácticas que lo acompañan.

El sistema e instituciones de educación superior legal reiteran las prácticas 
sexistas, en la medida que refuerzan la socialización en roles femeninos tra-
dicionales y producen una segmentación entre privado y público. Además, el 
aporte que realizamos las mujeres al desarrollo académico y en los distintos 
ámbitos jurídicos no se refleja en nuestra participación en las esferas de poder. 
Por ello, es necesario plantear políticas que permitan armonizar la vida fami-
liar y pública, así como acciones afirmativas que garanticen la paridad en la 
universidad.
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Es importante pensar las formas en las que se usa el poder contra las mu-
jeres en los espacios universitarios, a través de micro-prácticas que están “na-
turalizadas”. Las mujeres debemos jugar un papel protagónico en los procesos 
de cambio social y político y desafiar las relaciones sociales en las que estamos 
en desventaja. Nuestro ingreso a los lugares de gestión y de toma de decisiones 
dentro de las facultades de derecho es fundamental para reconstruir las repre-
sentaciones. La academia legal en Latinoamérica debe asumir hoy este desafío, 
si aspiramos a una sociedad más justa y equilibrada.
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Riofrío Martínez-Villalba, Juan C., “Derecho, realidad y ficción. Posibilida-
des y límites”, Revista Telemática de Filosofía del Derecho, 2014-17, Madrid, 
ps. 111-138.

Sabsay, Leticia, “Políticas de lo performativo: lenguaje, teoría queer y subjeti-
vidad”, II Jornadas de Jóvenes Investigadores, organizadas por el Instituto 
de Investigaciones Gino Germani de la Facultad de Ciencias Sociales de la 
Universidad de Buenos Aires, 29 y 30 de septiembre de 2005.

Scott, James C., Los dominados y el arte de la resistencia, Txalaparta, México, 
2003.

Spivak, Gayatri Chakravorty, ¿Puede hablar el sujeto subalterno?, El cuenco de 
la plata, Buenos Aires, 2011.

Viturro, Paula, Ficciones de hembras, 2017, recuperado de https://es.scribd.
com/document/144503344/viturro-ficciones-de-hembras.



110		  Temas socio-jurídicos fundamentales
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La construcción judicial de la realidad:  
el derecho entre la política y los 

medios de comunicación

Por Rubén H. Donzis (1)

I. Introducción

El análisis de las cuestiones judiciales que están transversalizadas a la vez 
por la agenda política y mediática resulta metodológicamente sensible. Se pro-
duce un entrecruzamiento de “mundos” y de sus respectivas lógicas asociadas, 
donde suele notarse que los aspectos que caracterizan a uno avasallan a los 
otros y los convierte en parte de sus submundos de significado. Así, la realidad 
de la administración de justicia no se restringe a las constancias del expediente, 
la de la praxis política excede las reglas de la ley y la de los medios de comuni-
cación culmina subsumiendo su entorno en la espectacularidad de la imagen.

En ese marco podemos observar que la judicatura ha adquirido en la ac-
tualidad una espectacularidad que no ha tenido en otros momentos históricos, 
lo cual exige una reflexión sobre su rol y la representación social que sobre el 
mismo se proyecta. No solo por su función de garante constitucional de los de-
rechos ciudadanos, sino también porque su posición se ve contextualizada en 
parámetros de realidad que pasan en gran medida por el relato de los medios 
de comunicación y la transmisión de contenidos por las redes informáticas, 
tensando los alcances de la reproducción del consenso político conforme a las 
alternativas que adquieren eventualmente las causas judiciales de incidencia 
colectiva. 

Tanto el poder político ejercido por las mandas gubernamentales, como la 
administración de contenidos desde los medios de comunicación masiva y la 
gestión de los distintos órganos jurisdiccionales, están entrelazados por una 
compleja y frondosa trama comunicativa, que a veces hace indistinguible los 
diferentes matices que van adquiriendo sus intervenciones en los contextos de 
realidad, en la medida que cada una de ellas es constantemente atravesada por 

 (1)  Abogado; Doctorando; Especialista Posgraduado en Sociología del Derecho; Especialista Pos-
graduado en Teoría y Práctica en Elaboración de Normas Jurídicas; Profesor Adjunto Regular del De-
partamento de Ciencias Sociales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, a 
cargo de los cursos de Sociología del Derecho, Sociología Crítica y Control Social en contextos de 
Globalización.
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la eventual incidencia de la otra. Por ese motivo, es dable considerar que existe 
una imbricada relación entre el poder político, los medios de comunicación y la 
administración judicial. 

Los presupuestos teóricos de independencia de cada una de estas dimen-
siones se ven contrastados habitualmente por la simbiosis que experimentan 
los posicionamientos e intereses relativos dispuestos en cada campo (2), con los 
posicionamientos e intereses relativos de las otras, de tal manera que podemos 
observar con cierta facilidad que el poder político requiere de los medios de 
comunicación masiva para la reproducción del consenso social y también del 
consenso del Poder Judicial para la reproducción de condiciones de gobernabi-
lidad. El Poder Judicial, a su vez, requiere del reporte del poder político para dar 
eficacia a sus sentencias y del reporte del poder de los medios de comunicación 
para visibilizar sus prerrogativas, y, por otra parte, los medios demandan de la 
actividad tanto del poder político como del aparato judicial, ya que esta se tra-
duce en mercancía operativa dentro del campo de sus intereses materiales. En 
sí operan como campos de continua interferencia y de mutua referencia.

II. El rol de las cortes judiciales

El estudio que a continuación se expone se propone analizar la relevancia 
que tiende a cobrar el rol exacerbado de las cortes judiciales en la praxis repu-
blicana, y principalmente en algunos países de la región, como, por ejemplo, la 
Argentina, donde gran parte de la agenda mediática hace años está nutrida por 
las alternativas de la intervención jurisdiccional. 

Este perfil de protagonismo judicial reporta una doble lectura. Por un lado, 
da cuenta de la saludable función que han adquirido los controles institucio-
nales republicanos, los que parecen someterse sin reparos al predominio del 
orden legal. Por otro, nos alerta sobre los problemas de gestión democrática que 
existen en las sociedades, ya que se pone en evidencia que una proporción sig-
nificativa de conflictos no han podido ser resueltos por las prácticas institucio-
nales correspondientes y, en consecuencia, se han judicializado (3).

Esta última perspectiva pone de manifiesto un marco situacional al que 
podríamos denominar de “democracias incautadas por la experticia judicial”, 
porque, más allá de la custodia de los jueces del Estado de derecho, lo que está 
en vilo es justamente la participación democrática de la población para deter-
minar por consensos el alcance de sus derechos y los límites del poder público, 
quedando esto a expensas del dictado de una sentencia del único órgano de las 
instituciones republicanas que no tiene composición democrática y que, a lo 
sumo, debe satisfacerse con un control incidental de otros órganos de compo-
sición electoral.

 (2)  El concepto de campo de P. Bourdieu resulta absolutamente instrumental para el desarrollo 
de la temática abordada.

 (3)  Son ilustrativas al respecto las inflexiones que han tenido en Brasil los procesos derivados del 
Lava Jato hasta la destitución de Dilma Rousseff.
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Pareciera entonces que, para estabilizar la tensión política, se está tendien-
do a una híper formalización jurídica de las contingencias políticas, cuestión 
que es llevada al frenesí de los medios de comunicación masiva como una ins-
tancia de resimbolización institucional del campo político.

El exceso de judicialización de instancias de alcance colectivo también 
puede verse como un proceso de híper politización del Estado y como decía De 
Souza Santos, la híper politización del Estado es la otra faz de la despolitización 
de la sociedad civil. En estas instancias el campo político queda forzado a la va-
lidación del agenciamiento judicial, y el poder de la sociedad civil para resolver 
sus problemas queda limado en su potencial negociador.

En estas democracias incautadas por la experticia judicial, se ve consolida-
do un doble estándar; por un lado, se da una inercia hacia la híper formaliza-
ción continua de las causas de trascendencia pública, mientras que a la vez se 
programan políticas judiciales de informalización jurídica para todo aquello 
que no infiera una prerrogativa de poder.

III. Los derechos y sus incidencias colectivas

Mientras que en las instancias de articulación práctica del derecho en los 
contextos exentos de incidencia colectiva hay una mayor anuencia hacia la in-
formalización o menor intervención de la actividad jurisdiccional (por ej., a 
través de la mediación, el arbitraje, el uso de tribunales no letrados, etc.), en las 
cuestiones de incidencia colectiva se promueve e intensifica la figura del Esta-
do y la necesaria intervención de la administración judicial, para que se afirme 
el poder del aparato burocrático y el sentido legítimo de la violencia que aplica.

A su vez, se produce un fenómeno de hiperventilación de lo público, que se 
pone de relieve en la conformación de un discurso de la juridicidad que deam-
bula entre la retórica “massmediática” y las redes informáticas, ajeno a todo 
rigorismo conceptual y propenso en general a la difusión de una violencia in-
formal completamente impune de responsabilidades.

Lo dilemático de la situación es que en los casos de incidencia colectiva se 
juegan instancias de gobernabilidad que exponen obstáculos continuos en la 
praxis política, los que una vez instalados en la agenda mediática se proyectan 
a problematizar también los extremos legales involucrados y la legitimidad de 
la expresión jurisdiccional comprometida en las causas.

Merece destacarse que las cuestiones de incidencia colectiva no son homo-
géneas, aunque comulgue su procesamiento por el mismo fuero –ya sea federal 
o de competencia constitucional, según las particularidades de cada sistema 
jurídico–. Pero sí se caracterizan porque en estas se dirimen cuestiones que 
afectan el campo político agonal y las esferas de interés de la ciudadanía de-
mocrática.

Podríamos establecer una diferenciación entre los casos de incidencia co-
lectiva en los que discurren el alcance de los derechos legislados o de su exten-
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sión constitucional, que están sujetos a la interpretación de leyes, reglamentos y 
decretos sobre materias electorales, previsionales, laborales, inmigratorias, de 
servicios públicos, de comunicación y transporte, de distribución presupuesta-
ria, de salud, seguridad, vivienda, educación, etc., los que no solo quedan iden-
tificados por la materia de interés público sino porque afecta a las condiciones 
de vida social y en cuya resolución corre la suerte de sustanciales contingentes 
poblacionales –cuestiones que podrían denominarse como de incidencia co-
lectiva de stricto sensu-; de los casos de incidencia colectiva donde discurren 
causas de estrecha índole penal, económica y administrativa (como en los ca-
sos de corrupción en la administración pública), donde en su resulta corre su 
suerte la gobernabilidad y la composición consensual del electorado (más allá 
de la afección al erario público o de la libertad ambulatoria de los implicados) 
cuestiones a las que podría denominarse como de incidencia colectiva por aña-
didura o colateral. También hay otro tipo de casos de incidencia colectiva, que 
son los que cobran relieve porque exponen conflictos de competencias entre 
los poderes del Estado o aquellos que exponen conflictos intrapoderes, donde 
entran en cuestión las competencias de los cargos, casos estos de incidencia 
colectiva tangencial, pero no por ello de menor importancia, porque de su reso-
lución penden las probabilidades operativas y comunicativas de contingentes 
poblacionales definidos o indefinidos, afectando a su paso las relaciones políti-
cas y productivas de diversos micro órdenes sociales.

IV. La construcción judicializada de la realidad

La incidentalidad colectiva de estas causas trasciende lo puramente jurí-
dico, exponiendo diatribas políticas y proyectándose en la comunicación me-
diática y en las redes informáticas a la escala editorial de sus intereses creados, 
componiendo esto una realidad sumamente caricaturizada. Podemos advertir 
entonces una composición judicializada de la realidad, que en la misma me-
dida que formalmente afianza los contornos jurídicos de la institucionalidad 
republicana, mina los espacios de comunicación democrática en la gestión 
ciudadana de sus intereses, y enmascara instancias prácticas bajo un relato 
massmediático colmado de categorías estandarizadas por códigos comunica-
cionales sumidos en términos marketineros.

Lo que hoy denominamos poder político sintetiza en sí una abstracción 
simbólica. Invoca un universo de significados institucionales atados al proce-
so histórico que le dio origen y permanencia al Estado moderno. A la vez, el 
contexto de juridicidad estatal, denominado frecuentemente como “derecho”, 
reconoce en sus alcances la misma identidad de origen que el dispositivo de 
poder estatal, quedando establecido principalmente como un discurso media-
tizador de la comunicación entre la estructura estatal y la sociedad civil.

Los términos que le dan validez y entidad simbólica son de mutua inferen-
cia y sugieren nomenclaturas reductivas, donde gobierno, poder y Estado se 
confunden en un sinfín de atribuciones ante el oído lego.
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El problema es que la fetichización de ciertas nomenclaturas en la comuni-
cación cotidiana –especialmente cuando son intensificadas como calificativos 
rotulares de los massmedia–, hace que no se reflexione sobre el verdadero al-
cance del plexo institucional que la nomenclatura esconde. 

Cuando la comunicación coloquial se refiere al “Poder Judicial” –y princi-
palmente cuando interviene la reproducción mediática en el reconocimiento 
de sus atributos–, las instancias dialógicas emulan constantemente en señalar-
lo como un ámbito institucional destinado a la consecución de “justicia”, elu-
diendo reflexionar que lo que denominamos justicia no es más que un valor 
social y, por lo tanto, una construcción histórico cultural. Mal que nos pese, 
desde una perspectiva sumamente pragmática, lo que denominamos como 
“Poder Judicial” no es más que una función del poder público, y esta función 
no responde a demandas míticas, ni enuncia sus designios como un oráculo, 
ya que no se trata más que de una organización burocrática. Tal organización 
burocrática, formal y fácticamente tiene límites precisos, y su mérito institucio-
nal es que está legitimada para dirimir controversias interindividuales y entre 
estos y el Estado. 

La representación imaginal que se le imposta, como realizadora de expec-
tativas de “imparcialidad, equidad y reciprocidad”, solo ocultan que una vez 
que quedó excluida la vindicta privada en la substanciación de las controver-
sias privadas y públicas, y monopolizada que ha sido la coactividad por el Es-
tado moderno, esas expectativas resultaron irrealizables si no operaran por 
aquellos medios que representan el orden jurídico estatuido. 

En este sentido, “la justicia”, no es más que una organización de cargos 
institucionales, destinada a administrar la controversia existente dentro de un 
medio social, bajo la impronta de un orden discursivo del contexto de juridici-
dad estatal. Por otro lado, hoy por hoy, devenido en vicario el poder estatal (por 
el desprestigio e inoperatividad del ejecutivo y los legislativos), e intensificado 
el potencial disuasivo de los medios de comunicación masiva y las redes socia-
les, han quedado expuestas las instancias jurisdiccionales como la referencia 
última e incuestionable de la voluntad estatal. 

El problema estriba en que la custodia del Estado de derecho que tiene por 
función el magistrado judicial sea hipostasiada como sinonimia del estándar 
democrático, cuando es su expresión en sentencia la que articula la forma más 
autoritaria de erigirse el poder.

V. Legitimación mediática del poder público

La virulencia política, bajo la premisa de la praxis retórica de la democracia 
posmoderna, ha cobrado visos de histrionismo mediático. Todo decisorio de 
“poder” exige ser relegitimado por las instancias de potabilidad mediática e in-
tensificado a su vez por las redes sociales. El debate político, al cabo de este pro-
ceso, se ha trasladado al terreno de refrendo jurisdiccional, bajo la excusa del 
resguardo de los intereses públicos por sobre los intereses creados de quienes 
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disponen del aparato de poder. Lo político se judicializó y a su vez, en el mismo 
juego de especulaciones y suspicacias de intereses, las posiciones judiciales se 
politizaron. La divulgación de los conflictos entre ambas funciones del poder 
público se ha convertido en la mercancía más apetecible en el mercado de la 
información mediática. Su instrumentalidad para permear la opinión públi-
ca, y para reconstruirla permanentemente con su agenda, ha constituido a los 
medios de comunicación –y esencialmente a sus manipuladores– en árbitros 
de procesos que especulativamente son rotulados y atribuidos al espontáneo 
reconocimiento social. 

Ahora bien, que todo mandato de poder pueda ser cuestionado en su cons-
titucionalidad, es una realidad propia de la configuración post social del Esta-
do. Que la judicatura haya alcanzado con ello una relevancia impredecible en 
otros contextos históricos también lo es. Pero la vedetización de la figura del 
magistrado judicial se ha cargado de significación en la misma instancia que 
el material de su conocimiento se ha convertido en mercancía. Por eso la pre-
sión mediática –que depende de las demandas de sus gerencias de producción–, 
aliada a intereses creados –de especulación política, económica, cultural, etc.–, 
ponen constantemente en jaque la idoneidad del aparato jurisdiccional. 

Esta referencia, obviamente no tiene mucho de novedosa, puesto que la in-
tromisión del discurso mediático en la composición de la realidad a su escala 
es un tema que han tratado hace tiempo ya Eco, Sartori y más ajustadamente 
Bourdieu, en su trabajo “Sobre la Televisión”. Pero lo que se propone sobre aná-
lisis es el alcance de la actividad jurisdiccional en este contexto, la dimensión 
que cobra la figura del magistrado judicial y cómo se hace más ostensible en 
esta etapa histórica la instrumentalidad de las instancias jurisdiccionales para 
la obtención de recursos metajurídicos.

Por eso, cobra interés ver cómo opera el rol de las cortes, y especialmente 
de la magistratura judicial, en la distribución de probabilidades diferenciales 
entre las partes del proceso, y también, la actividad operativa que tienen en los 
casos de incidencia colectiva, que son aquellos que quedan transversalizados 
por intereses políticos y que, en definitiva, contribuyen a construir una reali-
dad que condiciona la vida ciudadana.

VI. Desmitificando el Poder Judicial

En sí, lo que acostumbramos a reconocer como Poder Judicial no es otra 
cosa más que una organización administrativa que tiene por sustancial fun-
ción la administración institucionalizada de la controversia.

Si desplazamos los soportes míticos y nos sometemos a una estricta lectura 
socioestructural, podemos ver que la estructura judicial contiene, propone y 
dispone cotidianamente las condiciones para la reproducción de los estándares 
comportamentales que las relaciones de producción y las condiciones de domi-
nación requieren para su sustento.



		 La construcción judicial de la realidad: el derecho …	 117

De tal manera que, en las operaciones con que se abastece esta organiza-
ción y en los diferentes roles institucionales que la componen, comulgan ha-
bitualmente expectativas comportamentales que normalizan y difunden exi-
gencias productivas, pero también mandas histórico-morales en permanente 
reevaluación, sin olvidar los intereses corporativos que exceden la limitada 
mensura económica. Así, imperativos de producción y tradición comunicativa 
se asocian en la previsible reproducción del statu quo institucional (4).

Pero como las condiciones de comunicación humana no son lineales, sino 
que se propagan en redes de significación que bifurcan y complejizan las diver-
sas dimensiones de la acción, cada entorno de interacción grupal intensifica 
las pautas de orientación actitudinal dentro de sus limitados marcos organi-
zacionales, y normaliza sus relaciones en cuerpos de prescripciones formales e 
informales reconocibles por sus miembros. De este modo, a la complejidad de 
las relaciones institucionales se le superpone una autopoiesis normativa, con lo 
que las expectativas comportamentales terminan siendo una condensación de 
diversas experiencias inter e intra grupales, que arraigan conocimientos, nor-
mas y valores de distintas fuentes (5).

En el caso de la organización burocrática judicial, las expectativas com-
portamentales atribuidas a los diferentes roles que componen su trama insti-
tucional abrevan de conocimientos, valores y normas de muy compleja con-
formación. Así, el rol del magistrado supone genéricamente: experticia legal 
adquirida a través de procesos formales de instrucción, sustento moral y suje-
ción a prescripciones que definen las incumbencias de su cargo.

Pero también hay que considerar que el juez procede en su función a reali-
zar un reparto de potencias mucho más difusas que la simple aplicación de la 
ley. El juez administra en ese reparto probabilidades disímiles entre los justi-
ciables. No solo encuadra el caso en las normas y se pronuncia sobre los repar-
tos y sanciones que estas prescriben. Los jueces:

a)	 interpretan y manipulan las normas en función del estado de los sabe-
res jurídicos con los que se ha formado; 

b)	 tiñen con sus vedados prejuicios las probables derivaciones de sus deci-
sorios, y, a la vez,

c)	 se cuidan de las contingencias políticas de su actuación, conforme a los 
intereses que individualmente les concierne. 

 (4)  La perspectiva de este trabajo no se circunscribe a una ortodoxia estructuralista, sino que im-
brica imperativos de tradición marxista con una lectura más amplia de tradición habermasiana. Así, 
la estructuración económica está transversalizada por los valores regularizados por la mediación co-
municativa (Habermas, 1993).

 (5)  La concepción de complejidad paradigmatizada por Maturana, se inserta en esta perspecti-
va permitiendo reconocer los tradicionales determinantes histórico-temporales y socio espaciales 
propios de las lecturas estructural funcionalistas, con un condimento sistémico, que nos somete a 
considerar redes comunicativas y organizacionales que diversifican continuamente las pautas com-
portamentales.
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Por tanto, su producción (administración de proceso y sentencia) nunca es 
enteramente arbitraria, pero tampoco es el resultado de una aséptica ecuación 
formal. 

El “hacer justicia” o el “hacer lo que manda la ley” no es la única preocupa-
ción dogmática del magistrado judicial al pronunciarse en sentencia, porque 
también subrepticiamente se instalan en la misma una infinidad de cuestiones 
extra jurídicas, de una alta incidencia subjetiva, que como fantasmas se yerguen 
a la hora de la juris dictio. Entre tales cuestiones extra jurídicas se encuentran 
las conveniencias políticas, los compromisos ideológicos, las presiones mediá-
ticas, los intereses especulativos de progreso personal, el temor de quedar en 
evidencia por los yerros y lagunas conceptuales, los magnificados mandatos 
de ejemplaridad moral, las convicciones confesionales irreductibles, así como 
el agobio por la sobrecarga en la tarea, el desquicio por la exposición social, la 
desidia en el compromiso laboral, la presión de los controles parainstituciona-
les, sumados a las insinuaciones familiares sobre opciones desventajosas, los 
reparos de los subalternos y los eventuales cuestionamientos de alzada, entre 
otras (6). Entre estos fantasmas se tejen y entretejen un sinnúmero de argumen-
tos vedados que de alguna manera se pronuncian en la sentencia. Sin embargo, 
suponen estas cuestiones ser ajenas a la disquisición jus filosófica o científica, 
si se quiere. Pero nada es más cierto que “lo no dicho”, siempre dice más que lo 
que queda expuesto. Y la sentencia, al cabo, no es solo expresión de derecho, 
sino también expresión ideológica de la subjetividad del cargo.

Por tanto, en las causas de incidencia colectiva, mientras se reivindica en 
la función judicial la custodia del Estado de derecho, a la vez su intervención 
incauta un elocuente sesgo de la voluntad colectiva, porque más allá de lo que 
digan las normas, o lo que a estas hagan decir el juez en su sentencia, su sub-
jetividad impondrá en el decisorio premisas de su concepción, acordes con los 
compromisos que tiene asumidos en distintos campos (ideológico, político, 
económico, educativo, laboral, etc.) en todos los que en forma omisa o explícita 
participa.

Quizá esto resulte más elocuente en los casos de incidencia colectiva stricto 
sensu, por ejemplo, cuando el magistrado judicial tiene que laudar respecto del 
alcance interpretativo o constitucional de una norma (pensemos el caso que 
tenga que decidir sobre la constitucionalidad de la modificación de la edad ju-
bilatoria que interponga el poder administrador a conocimiento de sus estra-
dos). Pero también es evidente en los casos de incidencia colectiva colateral o 
por añadidura, por ejemplo, cuando da curso, obstruye o clausura una investi-
gación por malversación de fondos públicos por parte de un funcionario o por 
transgresión a las normas de ética pública. Incluso, cuando se trata de casos de 

 (6)  Estas cuestiones surgen de una serie de entrevistas realizadas a magistrados judiciales en el 
marco de un primer cotejo exploratorio, en las que se les preguntó sobre “¿Qué cosas temen que se 
puedan inferir más allá de lo textual de sus sentencias”? El fundamento de esta demanda de confron-
te se orienta a indagar los condicionantes extra-jurídicos en la construcción de la respuesta judicial, 
exponiendo un arsenal subconsciente de contenido vedado al reconocimiento del análisis del dere-
cho y de la respuesta jurisdiccional.
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incidencia colectiva tangencial, como, por ejemplo, cuando existe un conflicto 
de poderes, como en los casos en los que los ministros de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación consienten o deniegan en una causa competencias ya atri-
buidas en otras a tribunales subalternos.

VII. Administración de justicia o de controversia

Por otra parte, habría que reconocer que el cargo no administra justicia, 
porque la justicia es un valor que se diluye en el posicionamiento del magistra-
do frente a cada condicionante extra jurídico. Pareciera que el cargo, en el mejor 
de los casos, administra controversia, y esa es la función que le tiene reservado 
el dispositivo de poder estatal dentro de las funciones organizacionales que lo 
corporizan. Y la sentencia no encarna ni verdad material ni justicia distributi-
va, solo rigor formal en la distribución desigual de ventajas y desventajas. Todo 
ello bajo pretextos formales, finamente articulados para la satisfacción social, 
que ve en ellos una catarsis legitimatoria.

Quizá esta perspectiva resulte brutal, e incluso, puede ser aborrecible para 
quien se precia de realizar una de las tareas más loables de la división del tra-
bajo social, como lo es el cargo judicial. Sin embargo, aun en este caso, a quien 
le compete, debe reconocer en su fuero íntimo que, en su labor y su resultado, 
atiende a compromisos que exceden los textos legales y las operaciones rituales 
que hacen a su tarea.

Por otro lado, a las motivaciones morales e históricas suele atribuírseles un 
valor adicional como verdad perenne, que conmueve a los actores a sustentar-
las más allá de su razón o de su conveniencia; de ahí el continuo enfrentamien-
to y seducción que se ha dado entre la razón formal y la convicción histórica, 
entre los condicionantes públicos y los derechos individuales. Unos siempre 
quieren subsistir; otros no quieren desvanecerse. Así es que unos y otros serán 
enarbolados eventualmente según los intereses creados de los actores que ad-
ministran los cuerpos de saberes con los que se legitima la realidad social.

La “justicia” como finalidad jurisdiccional parece encarnar una motivación 
moral e histórica lo suficientemente contundente como para sostener la creen-
cia en la legitimidad del órgano encargado de su supuesta producción. Por eso, 
cada hito desalentador en su realización desde la percepción social hace tiritar 
el mito sobre la integración social.

Ahora bien, si el juez no administra “justicia”, ¿qué significa que administre 
controversia? Y si la sentencia no está guiada por la realización de “justicia”, 
¿cuál es su finalidad?

Si el juez administra controversia no distribuye un valor intangible ni re-
compone un supuesto orden mítico. Decide cómo se obtienen y se distribuyen 
recursos, y lauda frente a posiciones contrapuestas. En esa decisión hace uso 
de la probabilidad de acudir al uso de la fuerza pública, y toma posición frente 
a propuestas diferenciadas. En resumen, hace un ejercicio de poder haciendo 
reparto de ventajas diferenciales, y lo hace a mérito de ser un funcionario insti-
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tucional. Representa a la amalgama conceptual encaramada como dispositivo 
de poder (el Estado), mediatizando desde su función el discurso del orden (or-
den jurídico), que comunica la relación entre el poder público y la población 
dentro de un territorio determinado. En esa comunicación relegitima el orden 
y el dispositivo de poder que representa, cuyo funcionamiento está fraccionado 
en organismos burocráticos, siendo su cargo uno de los destinados al reparto 
diferencial de aciertos y ventajas frente a la controversia entre partes privadas 
o entre estas y el Estado. Todo esto, a mérito de una supuesta idoneidad de sa-
beres distinguida y designada por los ocupantes de cargos de otros organismos 
públicos estatales (parlamento, consejo de la magistratura, consejos académi-
cos, colegios de abogados, etc.). Dentro de las funciones del poder público, la 
judicatura es la única que puede presumir aun de abstraerse al designio demo-
crático, convirtiéndose consecuentemente en una condición estamental tolera-
da, por auto referirse como última custodia del orden constitucional.

VIII. Controversia jurídica y conflicto social

Llegado a este punto, es necesario considerar que el juez administra contro-
versia jurídica, no conflicto social. Dispone de una respuesta para un problema 
integrado al mismo orden que administra. El conflicto plantea un problema 
que excede al discurso del orden jurídico. El ejecutivo y los parlamentarios ad-
ministran conflictos, el uno acudiendo a los órganos de prevención y defensa, 
los otros a través de su actividad legisferante. Pareciera entonces que cuando 
el juez se dispone a administrar conflictos sociales tiende a politizarse la ad-
ministración de justicia, y cuando son las otras funciones del poder público 
las que someten sus controversias a la administración judicial, se judicializa la 
contienda política.

Veamos, por ejemplo, el caso del “tarifazo” de los servicios públicos en la 
Argentina. El Poder Ejecutivo dispuso en el año 2016 un aumento progresivo en 
las tarifas de los servicios públicos que, según el servicio, el tipo de prestación y 
el territorio, oscilara entre cuatro y diez veces su valor corriente. Esta decisión 
fue inmediatamente judicializada por demandas particulares y por organiza-
ciones de consumidores. Se hicieron presentaciones prácticamente en todo el 
país. Solo prosperaron muy pocas, entre ellas, un par de demandas en la justicia 
de la provincia de Buenos Aires y en la justicia federal de la misma provincia. 
Los casos han sido indudablemente de incidencia colectiva, tanto stricto sen-
su como por añadidura y por tangencialidad. Es de notar que la decisión de la 
administración de justicia a este respecto resultó trascendental para la subsis-
tencia de una sustancial proporción de la población del país. Los derechos de 
los usuarios, como consumidores, fueron vulnerados, ya que previo a la modi-
ficación tarifaria no se convocó a las audiencias públicas de ley, ni se presentó 
un presupuesto razonado de incremento de costos ni se estimó la correspon-
dencia de estos con el incremento del servicio. Así se generaron arbitrariedades 
de todo calibre, llegándose al extremo de ocasionar la imposibilidad de pago 
por parte de los usuarios. La interpretación y constitucionalidad del decreto 
del Ejecutivo, en consecuencia, representa de por sí una causa de incidencia 
colectiva stricto sensu, de la que también dependen instancias de gobernabili-
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dad, porque en la modificación tarifaria se juega la suerte del proyecto político 
mismo. Curiosamente, muchos magistrados desistieron de hacerse cargo de las 
causas, y en aquellas que prosperaron, se atendió a cuestiones de pura forma-
lidad procesal: así, se suspendió la aplicación de la nueva tarifa hasta tanto se 
cumpliera la requisitoria legal. Sin embargo, apelados los casos, la respuesta de 
las respectivas Cámaras fue divergente. La Cámara provincial dio curso al au-
mento de tarifas de energía, permitiendo a las empresas distribuidoras cobrar 
las nuevas tarifas aun cuando ellas tuvieran suspendido el pago del incremento 
a las empresas productoras (por lo que se estaría generando un enriquecimien-
to incausado para las distribuidoras, a la vez que dieciocho millones de bonae-
renses deberían pagar las nuevas tarifas de luz, al menos hasta que la Corte Su-
prema se expidiera sobre la viabilidad de un per saltum sobre su intervención al 
respecto). Por otro lado, la Cámara Federal suspendió el incremento de tarifas 
de gas para todo el país, también hasta tanto se cumpliera con las requisitorias 
legales que autorizaren el aumento, lo que llevó al gobierno a solicitar el per sal-
tum a la Corte. A su vez, la decisión de los funcionarios públicos de disponer un 
incremento tarifario sin realizar los pasos determinados por las normas consti-
tucionales impone también que estos sean procesados por incumplimiento de 
los deberes a su cargo, así que, por añadidura, esas causas resultarían también 
de incidencia colectiva. Por otra parte, el conflicto de competencias suscitado 
entre los organismos de control y la administración de justicia –y en esta, entre 
diversos fueros– tangencialmente también lo es.

Consecuentemente, la escalada de judicialización de las instancias po-
líticas a las que dan curso los casos de incidencia colectiva, indudablemente, 
conmueve la dinámica comunicacional de los medios informativos, reprodu-
ciendo en la circulación circular de la noticia (Bourdieu) expectativas de índole 
económico-políticas hipostasiadas a las prácticas rituales de la administración 
de justicia. A su vez, dan cauce a una discusión editorializada del material ju-
rídico, que se produce con el incesante desfile de expertos (y no tanto) en la 
materia, que son convocados para explicar la mecánica oscurantista de los pro-
cesos y decodificar el alcance de los postulados normativos. En este juego, la 
producción editorializada del medio de prensa descarta lo que quiere, y el es-
pectador entiende lo que puede. La realidad cotidiana queda confeccionada así 
a la medida de una lógica amorfa que dice del derecho lo que los medios dicen 
que la justicia dice del derecho.

Caricaturizada en mercancía mediática, la negociación política se imbrica 
entonces con las alternativas judiciales y, al justiciable –como espectador in-
consulto–, se lo reconforta con el argumento que, más allá de su voluntad y sus 
intereses, las cosas funcionan por la vía de la legalidad, amortiguando con tal 
excusa el incordio que representa reflexionar sobre la vulnerabilidad a la que 
este entramado lo conmina. Porque, por suerte, los jueces están para defender 
sus derechos, aunque en su respuesta puedan ir mucho más allá de ellos.

Por tanto, en el decisorio del funcionario institucional legitimado para ad-
ministrar controversia, hay mucho más que una simple adecuación formal: hay 
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un reparto de ventajas diferenciales con probabilidades ciertas y eventuales en 
la vida de los involucrados.

Nada de ello le es ajeno al conocimiento del sentenciante; por tanto, tampo-
co debería serlo para la composición contextuada de la sentencia.

No puede obviarse que el magistrado sentenciante no escapa de sus com-
promisos ideológicos. Su conciencia siempre está enhebrando lo prescripto por 
la manda legal y lo deseable por sus apegos subjetivos. Eventualmente, hará de-
cir a la norma aquello que esta ignoraba, o determinará un reparto diferencial 
de ventajas interpretando lo que la norma no decía. Convocará espíritus legales 
de dudoso cuño, pero de reiterado uso, o invocará voluntades del legislador con 
vehemencia impersonal, ignorando que la tipología legal es el resultado de una 
puja de intereses políticos circunstanciales. 

Si la comunicación entre el dispositivo de poder público y la población en 
general se da con y a través del discurso del orden jurídico, es dable considerar 
que esta comunicación es unidireccional y en la mayoría de los casos entera-
mente autista.

No debería confundirse esto con la relación entre gobernantes y goberna-
dos, pues en tal caso hay un diálogo mediado por la discusión política. Pero el 
aparato estatal no dialoga con sus destinatarios. El aparato estatal ordena, y al 
ordenar lo hace en el doble sentido del término: es fuente dispositiva de man-
datos y a su vez, organiza la relación de mandos existentes.

Las condiciones de vida cotidiana son afectadas constantemente por las re-
quisiciones que el relativo diálogo político en cada sociedad ha podido conden-
sar en el discurso del orden jurídico adoptado. Pero no solo las mandas legales 
constituyen y son constituidas por la vida de relación en la dialéctica consolida-
da del sistema jurídico. El orden se reconoce también en las mandas diferencia-
les por las que lauda la judicatura, y en tal caso su respuesta no es dialógica sino 
pragmática, porque al dar su respuesta en la sentencia, el derecho previamente 
ya ha hablado en las normas y en las formas jurídicas aceptadas y aceptables 
por la comunidad de expertos.

IX. Las necesidades jurisdiccionales insatisfechas

Cada expresión del diálogo político traducido en norma jurídica, que resul-
ta de la relativa relación de fuerzas entre intereses colectivos dispersos, apunta 
a subsanar necesidades insatisfechas por la praxis cotidiana; necesidades de-
tectadas, polemizadas y consolidadas a partir de la puja de fuerzas dispuestas. 
Por eso, aunque se pretenda de las normas su vigencia indefinida, su eficacia 
siempre estará circunscripta a su correspondencia histórica.

Sin embargo, la expresión de derecho dispuesta en sentencia siempre es 
históricamente contextuada, y hasta en alguna medida efímera, y aunque pre-
tenda extenderse más allá de su respuesta al caso, va a estar necesariamente 
convocada por la insatisfacción con las condiciones dadas en la praxis social.
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Más aún, a toda sentencia la convocan las necesidades prácticas insatis-
fechas y, eventualmente, necesidades jurídicamente insatisfechas cuando la 
respuesta jurisdiccional está enderezada a llenar carencias legales, situaciones 
anómalas o divergencias entre las mandas estatales y el mito instituyente (per-
cepción de injusticia).

Pero hay que destacar que la satisfacción de demandas sociales resulta ser 
una parte articular del discurso político, y la remisión concreta a las necesida-
des que reporta es a su vez parte inescindible del espectáculo mediático. En 
esta línea se inscriben los conflictos que mayormente están encuadrados en los 
inveterados esquemas de exclusión social, con todas sus variables asociadas: 
cuestiones sanitarias, habitacionales, educativas y laborales. De tal manera 
que a la insatisfacción social se le superpone la sobre demanda comunicacio-
nal que la visibiliza.

Mientras que el derecho extiende sus fronteras arbitrando el reconocimien-
to de atributos que hacen a la composición de la dignidad humana, ampliando 
de este modo sus correspondencias típicas, en definitiva, son los jueces quie-
nes, a través de sus estipulaciones formales en sentencia, arbitran la magnitud 
de tal extensión. Cuando lo hacen, aplican su criterio en un contexto histórico 
sujeto a una multiplicidad de condicionamientos, lo que termina registrando 
una serie de avances y retrocesos que exponen que las tendencias promisorias 
pretéritas puedan ser desvirtuadas siempre, a través de una nueva apreciación 
formal conveniente a cada instancia política.

En el peso simbólico que adquiere la composición judicializada de la rea-
lidad, la limitación de derechos previamente reconocidos pone de manifiesto 
que el discurso de las necesidades no conmueve forzosamente la respuesta for-
mal de los magistrados, a los que les resulta en algunos casos más sencillo remi-
tirse al resguardo de las estrecheces legales que admitir los condicionamientos 
político-ideológicos a los que súbitamente quedan expuestos.

A este respecto es interesante ver el cambio operado en la jurisprudencia 
reciente de la Corte Suprema de Justicia argentina, la que, sin haber cambia-
do una composición drástica de sus ministros, demuestra compromisos dife-
renciales entre administraciones políticas de diverso signo. Podría arbitrarse 
como ejemplo un par de casos testigo. Uno tiene que ver con la interpretación 
de la ley de medios de comunicación, el otro con el derecho a huelga. 

La ley de medios de comunicación tuvo un larguísimo proceso de confec-
ción que contó con una importante participación de organizaciones sociales, 
políticas y empresarias, recomendaciones académicas y aportes de organismos 
internacionales. Durante su sustanciación se llevaron a cabo debates públicos, 
audiencias públicas en el Congreso y, finalmente, se sancionó con la anuencia 
de la mayoría de los legisladores, entonces oficialistas y de la oposición. Sin em-
bargo, sus términos entraban en conflicto con algunos intereses oligopólicos 
de un entramado empresario de la comunicación mediática, el que inmedia-
tamente a su puesta en vigencia solicitó amparo judicial y cuestionó la cons-
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titucionalidad de los artículos de la ley que lo desfavorecía (7). Tras un tortuoso 
proceso, la Corte ratificó la constitucionalidad de la norma. Sin embargo, in-
mediatamente después del cambio de identidad política en el Poder Ejecutivo, 
la misma Corte varió su criterio avalando en un juicio de amparo conexo las 
pretensiones del multimedio. 

El otro caso testigo pone de manifiesto una ruptura en la tendencia de la ju-
risprudencia argentina, que se caracterizaba por ampliar los derechos del tra-
bajador a la escala de sus potencialidades fácticas, más allá de la intervención 
formal de las entidades colectivas de trabajadores. Así es que la jurisprudencia 
argentina venía reconociendo el potencial emergente de los derechos del tra-
bajador surgido de las asambleas realizadas por los operarios en las empresas, 
en la medida en que la intervención de los sindicatos resultaba contraria a sus 
intereses. Esto significaba dar mayor entidad a la participación real de los tra-
bajadores en la toma de decisiones sobre las condiciones de operatividad dis-
puestas, que a las negociaciones formales que pudieran realizar los liderazgos 
sindicales. Esta tendencia sostenida por las Cámaras de apelaciones y por la 
propia Corte Suprema terminó revirtiéndose con el cambio de identidad polí-
tica en el poder, decretando la misma Corte –con una estricta remisión formal 
a los determinantes legales– que solo los sindicatos pueden convocar legítima-
mente a huelga. La sentencia suscripta por los mismos integrantes de la Corte, 
que de previo sustentaban otro criterio, expone un cambio ajeno a las necesi-
dades de los trabajadores, pero cercano a las preferencias empresariales, lo que 
probablemente se proyecta a intensificar las condiciones críticas en la praxis 
social, demostrando cómo el cambio de contextualidades reporta una resigni-
ficación del discurso jurídico a escala de circunstanciales exigencias políticas.

Los cambios ostentosos en los criterios judiciales operados en las causas 
de incidencia colectiva que de algún modo puedan sugerirse en la circulación 
mediática, que han sido forzados por condicionamientos corporativos o que 
acusan una mueca de conformidad con necesidades políticas circunstanciales, 
pueden ser percibidos también por los justiciables como una escalada de vio-
lencia procurada por medios institucionales.

Si convenimos con Benjamín (1998) que el derecho es una expresión de vio-
lencia –la única violencia legítima desde la construcción del Estado moderno–, 
la sentencia como enunciado de derecho también es enunciado de violencia, 
violencia autorizada por fuerza de ley y respaldada por el dispositivo de poder 
público. La sentencia no resume el relato de una violencia eventual –como lo 
enuncia una norma legal–, sino que precipita una violencia concreta y ejecuta-
ble, en el propio enunciado descriptivo de la condena, o al establecer los extre-
mos sancionatorios cuando interpreta el alcance de los derechos. 

 (7)  El conflicto controvirtió los intereses de la administración de la presidente Fernández de Kir-
chner frente al conglomerado Clarín.
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X. El carácter simbólico de la violencia legítima

De tal manera, el magistrado judicial siempre es corresponsable de llevar 
a cabo una violencia posible, una violencia legítima y hasta una violencia de-
seable en función de las expectativas culturales y del orden público existente. 
Violencia que se materializa en condena práctica (ya sea en restricción ambu-
latoria o en imposición tributaria), pero también violencia simbólica, porque 
afecta la consideración de todas las instancias prácticas a las que se proyecta.

En general, el magistrado judicial recurre al refrendo formal para eludir tan 
aguda responsabilidad. La tradición hace alarde de que tanto el juez como su 
sentencia ordenan lo que prescribe la ley. Pero esa expresión autolegitimatoria 
y conmiserativa de la presión a la que se ve expuesto el sentenciante no excluye 
que de hecho el que toma la decisión y manda es el juez, quien en definitiva co-
munica el dictado de su razón y su subjetividad a través de la sentencia. De allí 
que sean tan importantes los límites éticos y morales del juzgador, tanto o más 
que su sapiencia jurídica. Un tradicional adagio atribuido al parlamento inglés 
al debatir la investidura judicial es contundente al respecto: “lo importante es 
que sea buena persona; si sabe derecho mejor”.

Si el juez habla por sus sentencias, su integridad ética debería prevalecer 
a los modos rituales con que se expide la respuesta jurisdiccional, y si admiti-
mos que este administra controversia formal, esto no vacía a su función de su 
responsabilidad y compromiso personal. Principalmente, porque la integridad 
ética del magistrado judicial es lo primero que entra en cuestionamiento en la 
circulación massmediática cuando las causas de incidencia colectiva llegan a 
su conocimiento, aun con mayor expectativa que el rigorismo con que emplee 
los recursos formales que atañen a su investidura.

XI. Conclusiones

Debemos atender el dilema entre la integridad ética del juez y su respon-
sabilidad como sentenciante. Especialmente si tenemos en cuenta que se ha 
transformado en una práctica cotidiana la utilización de la administración ju-
risdiccional para la persecución política, por ejemplo, en los casos de corrup-
ción o de incumplimiento de los deberes públicos. A partir de estos casos se 
genera una mecánica perversa, que inunda de demandas los estrados judiciales 
con el fin de obtener el hostigamiento de los contrincantes políticos. De esta 
manera, denunciantes amparados por fueros parlamentarios suelen formular 
acusaciones indiscriminadas –algunas de ellas débiles en su sostén probatorio 
o sustentadas solo en presupuestos meramente indiciarios–, que están dirigidas 
a obtener más un inmediato eco en la prensa que una eficaz labor procedimen-
tal del fuero. Esto inexcusablemente sirve para intensificar el debate político 
por fuera de la discusión ciudadana, porque demuestra que la dinámica del po-
der no puede estabilizarse a través del diálogo democrático, sino que requiere 
de la intervención forzada de la autoridad del derecho. Pero también demuestra 
el talante que ha adquirido la representación política, resignificándose como 
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un espacio de interacción objetiva para la obtención de ventajas lícitas o ilícitas 
a través del cargo público. 

En este proceso, se produce una maximización mediática del material ju-
rídico-judicial, caricaturizado ahora en mercancía, en el que el espectador ha 
quedado rezagado a ser un convidado de piedra de un juego del que no partici-
pa y que, a su vez, lo enfrenta a distinguir las instancias de poder solo a través 
del metadiscurso de los comunicadores sociales, neutralizándose así su poten-
cial participativo y su capacidad ciudadana para la gestión política de sus inte-
reses propios. 

Puesto en estos términos, resurge la reflexión sobre la responsabilidad que 
deben tener los jueces para sortear el incordio que representa encontrarse a ex-
pensas de situaciones en las que se han instrumentalizado sus funciones, con 
fines alternos a los que debieran ser de su incumbencia.

Cabría considerar también cómo se relegitima la respuesta administrada 
por la organización jurisdiccional, porque la legitimación legal ampara solo la 
función del órgano dentro de los límites de su competencia y el contenido for-
mal de la sentencia. Pero esta respuesta solo se relegitima cotidianamente en la 
medida en que las necesidades a las que está dirigida a contener encuentren en 
los involucrados el reconocimiento de que el mito instituido (justicia jurisdic-
cional) es válido para sí y para todo aquel que en él deposite su confianza.

Para que esto sea posible, pueden sugerirse dos elementos sustanciales en 
la construcción de la percepción social de justicia: por un lado, control del pro-
ceso, y por otro, satisfacción con el resultado (Garzón, 1986).

El control de la administración del proceso por las partes no solo lo asegu-
ran las mandas procedimentales y el respeto por los principios constitucionales 
que las infunden, sino también y principalmente una amplia, activa y pública 
participación de los justiciables en cada una de las instancias que hacen a la 
suerte procesal de los mismos. La obvia alusión a los juicios orales, públicos y 
con jurados ejemplifican las instancias deseables al respecto, porque permiten 
escapar al hostil oscurantismo de expedientes actuados, de acceso e interpre-
tación excluyente de expertos.

Lo dilemático es que en las causas de incidencia colectiva la judicatura 
generalmente está exenta del control del proceso por parte de los ciudadanos, 
y lo único que parece que puede ejercer tal entidad es el control que sugiere 
la visibilización mediática. Así se genera una condición ilusoria, por la que se 
consagra la actividad de los medios de comunicación como garantes del con-
tralor jurisdiccional. Esto que eventualmente puede ser real y provechoso debe 
ponernos en alerta, ya que en la misma instancia los propios medios, en pos de 
sus intereses particulares, pueden estar comprometidos con la manipulación 
de la audiencia, y de esa manera, el control virtual es posible que quede viciado.

En cuanto a la satisfacción con el resultado, su gradación pende indisolu-
blemente de la aceptabilidad que este tenga por parte de los involucrados. No 
tanto en su expresión concreta de condena (la que hará divergente la situación 
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entre parte vencida y victoriosa), sino aun en situación de contrariedad, en 
cuanto las condiciones en las que se ha llevado el proceso ética y formalmente 
por el magistrado; Es importante el reconocimiento de su aptitud e idoneidad 
por las partes, y de su involucramiento personal en el juicio (en las audiencias, 
en la valuación de las pruebas, etc.). De tal manera que la expresión formal de 
la sentencia cauterice cualquier supuesto de arbitrariedad, interpretando que 
satisface las necesidades míticas instituyentes.

Por eso es tan importante renovar la discusión sobre la formación y selec-
ción de los jueces y sobre los mecanismos y estándares de control operativo de 
su gestión, para asegurar no solo su idoneidad, sino también la imparcialidad 
de su desempeño. Pero también, para asegurar que no se consoliden en su fa-
vor los intereses corporativos de quienes administran las causas de incidencia 
colectiva, manipulando el bagaje jurídico de acuerdo con las alternativas del 
juego mediático o de la presión política.
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La responsabilidad parental en el nuevo 
Código Civil y Comercial desde una 

perspectiva psicosocial

Por Francisco J. Ferrer Arroyo (1)

Abstract: El trabajo analiza desde una perspectiva psicosocial la normativa 
del Código Civil y Comercial de la Nación vinculada a la responsabilidad paren-
tal. Se trata de una investigación que ha dado por resultado una suerte de ley 
comentada que expone las variables psicológicas y sociológicas en cada dere-
cho y obligación que la nueva regulación establece en cabeza de los progenito-
res al cuidado de niños, niñas y adolescentes. La finalidad última del trabajo es 
brindar a la comunidad jurídica una herramienta doctrinaria para el ejercicio 
y la práctica del derecho. 

Palabras clave: Responsabilidad parental. Sociología jurídica. Psicología 
jurídica. Estilos de crianza. Familias ensambladas.

I. Introducción

Cuando se habla de responsabilidad parental en el campo jurídico actual, 
se está haciendo referencia a los deberes y derechos que los progenitores tienen 
para con sus hijos e hijas hasta la mayoría de edad, o hasta los veinticinco años 
en caso de que estudien. El modelo actual que prevé el Código Civil y Comer-
cial de la Nación —en adelante Cód. Civ. y Com.— ha sido producto de impor-
tantes cambios sociales dados en la modernidad y descriptos por la sociología. 
Entre ellos, podemos encontrar el de la reflexividad que ha hecho que la ma-
yoría de las instituciones y tradiciones fueran cuestionadas para adaptarlas a 
las nuevas necesidades y deseos del individuo moderno (Giddens, 2001; Beck, 
2003), la liquidez de los vínculos humanos que conllevó que casi nada pueda 
entenderse “para siempre”, ni los empleos ni los matrimonios (Bauman, 2015), 
y la individuación de las personas, que se consolidó como el derecho de cada 
individuo para escoger su forma de vida sin que deba ajustarse a imposiciones 
y mandatos sociales (Beck, 2003; Butler, 2016). Asimismo, el cambio de estatus 

 (1)  El autor es profesor de “Sociología del Derecho”; “Psicología y Derecho de Familia” y “Psico-
logía Jurídica” en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Coordinador académi-
co del curso “Neurociencias Jurídicas” en la Fundación INECO que dirige el Dr. Facundo Manes, y 
miembro del INEDE (Instituto de Neurociencias y Derecho).
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de la mujer en la sociedad se consolidó en gran parte de las ciudades modernas, 
plasmándose en normas que, como nuestro actual Cód. Civ. y Com., han arra-
sado todo resabio de desigualdad y discriminación entre varones y mujeres, en 
tanto que sobre los niños, niñas y adolescentes se asiste a un período histórico 
donde se abandona del imaginario jurídico la concepción del niño como objeto 
de protección, para reconocerlo como un sujeto de derecho, es decir, alguien con 
voz propia para manifestar su voluntad de acuerdo con su grado de madurez y 
autonomía progresiva.

Como se sugirió, la mayoría de estos cambios sociales se plasmaron en las 
normas del nuevo Cód. Civ. y Com., siendo analizados desde el plano jurídico 
por destacados doctrinarios (Chechile, 2015; Herrera, et al., 2015; Lorenzetti, 
2015; Kemelmajer, et al., 2014; Rivera, et al., 2014) reconociéndose derechos 
donde antes la ley los ignoraba (p. ej., el matrimonio igualitario, oír al niño/a,); 
facilitando su ejercicio allí donde los dificultaba (p. ej., divorcio exprés, cuidado 
personal del niño o la niña (2)), y ampliándolos donde antes se los restringía (p. 
ej., capacidad jurídica en adolescentes, limitación de la declaración de incapa-
cidad en supuestos de falta de salud mental). Lo que veremos a continuación 
es un análisis de los institutos jurídicos que componen el régimen de la res-
ponsabilidad parental, pero sin ingresar en el análisis de la consistencia de las 
normas con Constitución Nacional y los Tratados, sino desde una perspectiva 
psicosocial, que procure comprender y explicar cómo las normas impactan en 
el plano emocional, conductual y cognitivo de los adultos y niños en la interac-
ción de la crianza en la primera infancia y en la adolescencia.

II. Breve evolución histórica de la responsabilidad 
parental

Bajo el concepto de responsabilidad parental se comprende un instituto 
histórico de cuidado de los hijos e hijas que ha ido acompañando a la familia 
desde tiempos pretéritos, y que tuvo distintas denominaciones y formas de ejer-
cérselo según los tipos de estructuras familiares que se conocen en la historia 
(Lévy Strauss, et al., 1956). El paradigma moderno actual, en el cual los niños 
y niñas son el centro de la atención familiar y los progenitores son puestos a su 
servicio, no ha sido siempre así. Basta recordar que, durante la larga historia de 
la civilización occidental, los niños/as muchas veces fueron concebidos como 
una parte más del patrimonio del pater familiae romano, quien podía vender-
los  (Fustel de Coulanges, 1987), o bien, durante el Medioevo eran percibidos 
como mano de obra que se incorporaba a la actividad productiva de la fami-

 (2)  Hemos optado por respetar la diversidad de género en la descripción de la niñez, pues tanto 
desde la sociología como desde la psicología, sabemos que el lenguaje nunca es neutro, sino que es-
tablece la forma en que el sujeto interpreta el mundo (Lacan, 1999) y participa en la reproducción de 
los sistemas sociales (Bourdieu, 1988). Es por ello que, si bien en el campo de los adultos se reconoce 
a la mujer y al hombre, consideramos que en el campo de la infancia debe reconocerse al niño y a la 
niña. Somos conscientes de que ello dificultará la lectura y molestará a los lectores, tal como advier-
te Butler al enfrentar este mismo problema (Butler, 2016), pero de poco valdría un trabajo escrito en 
el siglo XXI que no ayudara a construir un nuevo lenguaje que reconozca a la mujer, aun cuando es 
niña, poniendo así un granito de arena en la construcción de un mundo futuro e igualitario.  
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lia (Aries y Duby, 1991). Pero no es necesario ir tan lejos en la geografía ni en 
la historia para encontrar modelos antagónicos al actual. Basta tomar el texto 
original del Código Civil de Vélez del año 1871, donde se regulaban las cues-
tiones atinentes a las relaciones entre “padres e hijos” bajo el concepto clásico 
de  patria potestad,  y se mantenía el espíritu legislativo de las potestades del 
padre del derecho romano, centrado en la dependencia absoluta del hijo y de 
la hija a una estructura familiar jerárquica. De hecho, en su texto podía leerse 
que “La patria potestad es el conjunto de los derechos que las leyes conceden 
a los padres desde la concepción de los hijos legítimos, en las personas y bie-
nes de dichos hijos” (art. 264, Cód. Civil). Como se advierte, lo único que hay 
aquí son derechos del padre y nada de deberes, son las potestades que conce-
den las leyes a los adultos sobre sus hijos, comprendiendo con este sustantivo a 
las hijas, pero solo sobre aquella progenie “legítima”, es decir, aquellas nacidas 
dentro del matrimonio, por lo que, aquellos niños y niñas que nacían por fue-
ra de él eran lisa y llanamente ignorados por el ordenamiento jurídico, y no se 
imponía a sus progenitores ni el deber de que los/las cuidasen. Se trataba de la 
estructura social desigualitaria propia de las sociedades del siglo XIX descripta 
por Engels y Marx, donde el derecho solo civil reconocía y tutelaba los vínculos 
formalizados ante el Estado, como un modo de organizar el sistema de alianzas 
patrimoniales de las familias acaudaladas, evitando además que se produjeran 
distribuciones de la riqueza por medio de vínculos de sangre extralegales (En-
gels, 1983). Finalmente, no está de más señalar que, el ejercicio concreto de la 
patria potestad, tal como la etimología de su nombre lo indicaba, correspondía 
exclusivamente al padre varón, y solo en caso de muerte, la madre asumía “los 
derechos y deberes sobre sus hijos y los bienes de ellos” (art. 305, Cód. Civil).

Evidentemente, este modelo de familia abrevaba en concepciones pretéri-
tas acerca de los papeles sociales de los hombres, las mujeres, los niños y las ni-
ñas, y hasta pudiera ser que, a pesar de las críticas que sufriera, la propia teoría 
materialista pudiera explicarlo como adaptativo a condiciones materiales que 
hacían de la familia una unidad productiva regida jerárquicamente. Pero hacia 
comienzos del siglo XX, las condiciones sociales no eran las mismas que en el 
pasado. El clima de época dejaba entrever ideas sobre igualdad y fraternidad, 
a las que se contraponían ideas de superioridad y disciplina, y si bien ambas 
fracasarían en su puesta en práctica por medio de las revoluciones comunistas 
o los fascismos populares, las primeras lograron impactar en el corazón de la 
familia. Así, hacia 1919 se modificó el régimen de la patria potestad velezano 
que entronizaba el poder del padre con relación a sus hijos e hijas. En particu-
lar, la ley 10.903 reformó el art. 264 del Cód. Civil, el cual quedó redactado del 
siguiente modo: “La patria potestad es el conjunto de derechos y obligaciones 
que corresponden a los padres sobre las personas y bienes de sus hijos, desde 
la concepción de éstos y en tanto sean menores de edad y no se hayan emanci-
pado”. Es cierto que es una máxima de la sociología jurídica que las leyes care-
cen de la fuerza suficiente para cambiar las costumbres que se les oponen (Fu-
cito, 2003), pero también lo es que, cuando cambian las costumbres, las leyes 
pueden acompañar el cambio para regular las nuevas realidades, y eso parece 
ser lo que comenzó a ocurrir aquí. En la nueva normativa civil, se comienza a 
equilibrar la potestad paterna con los derechos de los demás miembros de la 
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familia, se agregan nuevas obligaciones parentales, se limita el plazo hasta la 
adquisición de la capacidad legal y se quita toda referencia a los hijos legítimos, 
por lo que los deberes que ahora incluyen la patria potestad se deben aun a los 
hijos e hijas nacidos/as por fuera del matrimonio, sin que por ello pudiéramos 
hablar de una igualdad absoluta, pues se reservaba el calificativo de “hijos na-
turales” para estos/as últimos/as. Sin embargo, los cambios sociales no suelen 
ser abruptos, sino paulatinos, ingresando por los focos de las grandes urbes y 
dispersándose con el tiempo hacia el resto del territorio (Germani, 1966), pero 
estábamos ante un cambio en la dirección correcta. 

El siglo XX continuó su marcha transitando por el reconocimiento de dere-
chos a minorías y mayorías antes excluidas, dos guerras mundiales, movimien-
tos juveniles en 1968, la guerra fría, el desarrollo de la píldora anticonceptiva, 
la revolución sexual, fin del Estado de bienestar, el black power americano, el 
feminismo, los golpes militares en Latinoamérica, la guerra de Malvinas. En 
este marco, hacia mediados de los 80, en la Argentina, se sancionó la ley 23.264. 
La norma reformó nuevamente el art. 264 del Código Civil, y si bien mantuvo el 
espíritu de considerar la patria potestad como un conjunto de deberes y obliga-
ciones de los “padres” antes que derechos unilaterales sobre “los hijos”, ahora 
se indicó expresamente lo que el legislador pretendía que se hiciera en ese ám-
bito de socialización primaria que es la familia, donde la función de los proge-
nitores sería: proteger y formar a los hijos/as. El nuevo texto legal establecía que 
“La patria potestad es el conjunto de deberes y derechos que corresponden a los 
padres sobre las personas y bienes de los hijos, para su protección y formación 
integral, desde la concepción de éstos y mientras sean menores de edad y no se 
hayan emancipado”. Asimismo, se advierte que se vivía un contexto social de 
clara reivindicación del papel de la mujer en la familia, como surge de la obra 
de investigadores de la historia de la familia argentina (Torrado, 2003). En ese 
contexto, la nueva legislación estableció que la patria potestad fuera comparti-
da por ambos progenitores durante la convivencia, presumiendo que los actos 
que realiza uno de ellos cuentan con el consentimiento del otro. Así, la madre 
pasaba a ser un sujeto de derecho más pleno al poder ejercer sus derechos y 
obligaciones sobre sus hijos e hijas sin la necesidad de la autorización expresa 
por parte del padre (y viceversa).

La historia de la responsabilidad parental continuó su derrotero con par-
ches normativos que se fueron agregando al Código Civil velezano, cuya im-
pronta fue limitar los privilegios del pater, ampliando los de la madre, y reco-
nociendo el derecho de todo niño o niña, ya sea legítimo o nacido por fuera del 
matrimonio, a ser cuidado en su desarrollo. 

De este modo, y siguiendo este rumbo de democratización familiar, en 
agosto del año 2015 se plasmó una nueva regulación de las relaciones de fa-
milia en el nuevo Cód. Civ. y Com. que buscó cambiarlo todo, no más parches, 
sino una regulación nueva e integral. Allí, en su título sobre las relaciones de 
familia, se establecieron una serie de deberes y derechos básicos que los proge-
nitores deben garantizar a los niños, niñas y adolescentes (en adelante, NNyA) 
que se encuentran bajo su cuidado. Pero no solo cambiaron las normas de fon-
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do, sino también la terminología dada históricamente a los institutos jurídicos 
del derecho de familia, pues como ya lo denunciara la ciencia social y algu-
na doctrina judicial, las palabras que se usan para describir el mundo social 
nunca son neutras, por lo que cambiar los vocablos es cooperar en la trans-
formación de las creencias y, como resultado de ello, influir en las actitudes 
y comportamientos (Grosman, 2006; Beloff, 1999; Beck, 2003). Así, el nuevo 
Código se desembaraza del concepto de “patria potestad”, por la reminiscencia 
patriarcalista en que se funda, y lo denomina «responsabilidad parental» —en 
adelante RP—, definiéndola como “(…) el conjunto de deberes y derechos que 
corresponden a los progenitores sobre la persona y bienes del hijo, para su pro-
tección, desarrollo y formación integral mientras sea menor de edad y no se 
haya emancipado” (art. 638).

Esta definición tiene algunas sutilezas que es interesante resaltar. La pri-
mera es que la RP se trata de un conjunto de deberes, en primer lugar, y luego 
de derechos sobre los NNyA, poniendo en evidencia que las obligaciones de los 
adultos son prioritarias, lo que resulta lógico, pues si no se garantiza la subsis-
tencia del infante, mal puede pretenderse su obediencia, pero también pone en 
evidencia el cambio de paradigma centrado en las potestades del padre, aun fo-
calizado en las necesidades de los NNyA. En segundo lugar, la norma no habla 
de padres o madres, sino de los progenitores, lo que en términos jurídicos sig-
nifica los parientes en línea recta ascendente de una persona, y que, de acuerdo 
con el propio Código, puede ocurrir tanto por lazos biológicos naturales, como 
por técnicas de reproducción humana o por adopción. Finalmente, la norma 
detalla cuáles serán las tareas fundamentales que comprende la RP, con una 
intención que claramente busca acompañar a los hijos e hijas en el desarrollo 
físico y en el de su identidad personal y social, al imponer a los adultos ocuparse 
de la protección, el desarrollo y la formación integral hasta la mayoría de edad 
o la emancipación de su hijo o hija. 

La previsión legislativa tiene un norte eminentemente tutelar del cacho-
rro humano que va a convertirse en ser social, pues este viene al mundo con 
absolutas necesidades de protección por parte de los adultos, y cuando no las 
reciben, sus consecuencias muchas veces son irreversibles tanto para el desa-
rrollo de su cerebro, como para su sistema inmunológico, cognitivo, social y 
emocional (Manes y Roca, 2017). Los deberes que pone en cabeza de los adultos 
son la contracara de los derechos del niño a que se garantice su salud es sentido 
amplio, como hemos visto. Se sabe de orfanatos sobrepoblados en Rumania, 
donde cientos de niños y niñas pasaron la mayor parte de su tiempo acostados, 
hambrientos, sin relaciones interpersonales, sin juego ni atención adecuada. 
La mayoría de ellos, a los dos y tres años no caminaban, no hablaban ni juga-
ban. Muchos de ellos fueron adoptados por familias canadienses, pero nunca 
lograron un desarrollo acorde a la edad cronológica (Ames, et al., 1997). De allí 
el deber que impone el legislador en cabeza de los progenitores, no solo para 
alimentar a sus hijos, sino también colaborar en su desarrollo y formación in-
tegral, lo que se manifestará en obligaciones tales como su escolarización, plan 
de vacunación, convivencia, juegos, etcétera. 
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III. La legislación nacional actual

Ahora bien, todos estos cuidados que deberán proveer los progenitores a 
los NNyA podrán suscitar conflictos, ya sea porque los propios adultos tengan 
esquemas mentales con modelos familiares diferentes sobre la crianza, o la re-
sistencia de los hijos a aceptar los límites que se les imponen. Es por ello que 
el Código expone cuál es la razón jurídica, en términos de Arnaud (1981), o el 
corazón axiológico del sistema sobre el que se ha construido toda la legislación 
sobre la responsabilidad parental, a saber: a) el interés superior del niño; b) su 
autonomía progresiva en función de sus capacidades y madurez; c) el derecho 
a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta según su edad y grado de 
madurez (art. 639).

3.1. Interés superior del niño 

El Cód. Civ. y Com. menciona que la tutela de los intereses de los niños y 
niñas es un mandato que debe superponerse prioritariamente a todos los otros, 
aunque no especifica exactamente a cuáles, ni define qué habrá de entenderse 
por el interés superior del niño. Sin embargo, su contenido puede tomarse de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, la cual cuenta con jerarquía legal en 
nuestro país (ley 26.061, Ley de Protección Integral de los derechos de los NNyA 
y establece que “En todas las medidas concernientes a los niño que tomen las 
instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autori-
dades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial 
a que se atenderá, será el interés superior del niño” (art. 3°).

Este concepto es una suerte de comodín legal mediante el cual, en toda in-
terpretación legal o medida que se tome con respecto a los niños y niñas, deberá 
escogerse aquella que más proteja sus derechos o que menos los restrinjan, y ello, 
en la práctica, ayuda a resolver los conflictos de derechos que se pudieran pre-
sentar y las intervenciones institucionales, tal como lo ha reconocido la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación (Fallos 328:2870). Por ejemplo, si una niña vive 
en un ámbito familiar de violencia, un juez podría decidir que, en función de 
preservar su integridad psicofísica, quede su cuidado a cargo de los abuelos, a 
pesar de que los progenitores se opongan y esgriman sus derechos de parenta-
lidad. Es que el interés superior del niño estaría por encima del de los progeni-
tores. 

3.2. Autonomía progresiva 

El segundo principio al que está sujeta la RP y la capacidad civil de los NNyA 
es el del respeto de su autonomía progresiva. Esta autonomía complementa la 
concepción de los niños y niñas como un sujeto de derecho, pues al conside-
rarlos así, se procura que no sean una de cosa de los progenitores o del Estado, 
sino un individuo, a quien el proceso de desarrollo cognitivo y social le vayan 
permitiendo ir tomando decisiones autónomas con respecto a sus derechos (p. 
ej., solicitar pastillas anticonceptivas a los 15 años en un hospital público sin 
autorización de los progenitores). La autonomía progresiva se afinca en el reco-
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nocimiento de que los niños y niñas crecen y construyen una identidad distinta 
a la de sus progenitores, con ideas y sentimientos que pueden no ser comparti-
dos por estos, y en tanto no afecten su normal desarrollo, los NNyA deben tener 
su derecho a expresarse y actuar conforme a sus deseos. 

Claro que en función de la teoría del habitus del sociólogo Pierre Bourdieu, 
según la cual cada miembro construye una forma de pensar, sentir y actuar 
similar a los demás miembros de su grupo social, es improbable que algunos 
NNyA desarrollen pautas de conductas que resulten diametralmente opuestas 
a la de su grupo de pertenencia. Seguramente en la familia se generarán ten-
siones, pero salvo casos aislados, la sociología predice cierto grado de compa-
tibilidad entre las personas pertenecientes a un mismo grupo social (Bourdieu, 
1988). Lo que el derecho persigue es ir permitiendo a los NNyA adquirir algunos 
derechos de acuerdo con su grado de madurez, pues no es lo mismo alguien de 
dos años que quien ha cumplido trece años, y en tal sentido, si bien ambos es-
tán bajo la tutela de los progenitores, la construcción de la identidad autónoma 
requiere que puedan tomar algunas decisiones muy personales, pero por sus 
propios medios. Claro que habrá grados de injerencia de los adultos sobre la 
vida del hijo o de la hija. 

Particularmente, el art. 26 del Cód. Civ. y Com. establece que los adolescen-
tes de entre trece y dieciocho años pueden decidir por sí, y sin consentimiento 
de sus mayores, respecto de aquellos tratamientos que no resultan invasivos, 
ni comprometen su estado de salud o provocan un riesgo grave en su vida o 
integridad física (p. ej., radiografías, ecografías, yesos, vacunación, solicitar 
anticonceptivos o preservativos). Si se tratara de tratamientos invasivos que 
comprometieran su estado de salud o que pusieran en riesgo la integridad o la 
vida, del/la adolescente deberá prestar su consentimiento con la asistencia de 
sus progenitores (p. ej., hacerse un piercing, tatuajes, colocación de un DIU). 
El conflicto que este último supuesto pudiera suscitar se resuelve teniendo en 
cuenta su interés superior, sobre la base de la opinión médica respecto de las 
consecuencias de la realización o no del acto médico. Finalmente, a partir de 
los dieciséis años el/la adolescente es considerado/a como un adulto/a para las 
decisiones atinentes al cuidado de su propio cuerpo (p. ej., cirugías reparado-
ras), quedando fuera de estos presupuestos casos como las cirugías estéticas 
no reparadoras, la operación de cambio de sexo, la donación de órganos y de-
más intervenciones que superen el “cuidado del propio cuerpo” que establece 
la norma como valladar para meritar qué actos exigen mayoría de edad o el 
consentimiento parental (Kemelmajer, et al., 2015). 

Esta ampliación de derechos dada a lxs adolescentes por la nueva legisla-
ción tiene su origen histórico en Gran Bretaña. Hacia los años 1980, los sectores 
conservadores del Reino Unido habían comenzado a cuestionar que los hospi-
tales públicos recetaran píldoras anticonceptivas a jovencitas que no habían 
llegado a los dieciséis años, pues consideraban que estas carecían de capacidad 
legal para consentir el tratamiento, por lo que era ineludible la venia de sus pro-
genitores. La cuestión se judicializó en el conocido caso “Gillick”, fallado por 
la Cámara de los Lores en Inglaterra, en donde se resolvió que si bien es cierto 
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que la ley exige a estas niñas acudir a la consulta con sus progenitores para que 
estos brinden el consentimiento, lo cierto es que las niñas no son muy proclives 
a hablar estos temas con sus padres o madres, y por ende, cerrarles esta vía 
de acceso al asesoramiento profesional, las conduciría a otras alternativas para 
obtener el fin buscado, o lisa y llanamente a padecer embarazos no deseados 
(“Gillick v. West Norfolk and Wisbech Area Health Authority”, [1986] 1 AC 112; 
Fernández, 2015). Fue así, que tras el fallo, el Departamento de Salud emitió 
una circular dirigida a los médicos informándoles que en los casos en los que 
fueran consultados por jóvenes menores de dieciséis años, el médico debería 
evaluar el grado de madurez de la paciente, y si advertía que existía madurez su-
ficiente y que la joven expresaba su intención de mantener relaciones sexuales, 
podía recetarle pastillas anticonceptivas sin necesidad de contar con consenti-
miento de sus padres. 

Lo importante del caso no es que autorizara a recetar indiscriminadamente 
a todas las niñas anticonceptivos, sino, tan solo a aquellas que, en diálogo con 
el médico, evidenciaran un grado de madurez suficiente, es decir, las que supe-
raran esta suerte de test que se denominó Gillick competence. De este modo, el 
galeno se convertía así en una suerte de juez del common law que tomaba una 
decisión en función de la realidad que tenía ante sí y en el interés superior de 
la adolescente, y no de férreas y abstractas previsiones legales. Este precedente 
redefinió las relaciones de poder intergeneracionales por vía de la reducción del 
“poder de los padres” y la extensión del “poder de los hijos”, tomándose como 
fuente para la reformar del Código Civil argentino, donde, a los trece años, la 
población adolescente ya cuenta con capacidad para algunos actos, en tanto 
que desde los dieciséis poseen plena capacidad para actos vinculados con su 
cuerpo (Highton de Nolasco, 2015). 

3.3. Derecho a ser oído

En sociología jurídica es una regla que cuando una categoría social carece 
de reconocimiento, su voz también carece de efectos jurídicos. En el pasado, 
ejemplo de ello han sido los afrodescendientes, los pueblos originarios, mujeres 
y los NNyA. Todos ellos compartieron la carencia de derechos propios, ya sea 
porque no se los consideraba ciudadanos, como el conocido caso “Dred Scott”, 
en el que la Corte norteamericana resolvió en 1857 que los esclavos no podían 
tener derechos porque eran una cosa propiedad de alguien, y por lo tanto, no 
eran ciudadanos amparados por la Constitución, hasta la ausencia de derechos 
de la mujer casada en el Código de Vélez, que tutelaba la administración de su 
patrimonio por parte de un sujeto plenamente capaz y responsable, como la 
ley presuponía que era su esposo. Así, el derecho a ser oído que tienen hoy los 
NNyA busca darle voz a estos nuevos sujetos de derecho, pues de poco serviría 
que el Cód. Civ. y Com. les brindara mayor protagonismo sobre las decisiones 
que afectan a algunos de sus derechos personalísimos si no se impusiese a las 
autoridades públicas y a los progenitores oír sus opiniones y que estas fueran 
tenidas en cuenta en la toma de decisiones que competan a sus intereses. 
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De lo que se trata es de garantizar su participación activa en la consolida-
ción de su autonomía, como un modo de prepararlos para una sociedad donde 
las personas deberán encontrar su lugar en el mundo a partir de sus propios es-
fuerzos y decisiones, sin demasiadas guías y rodeados de riesgos (Beck y Beck-
Gernsheim, 2003). Si bien se podría pensar que ello siempre ha sido así, lo cierto 
es que, en el pasado, era tradición que los hijos siguieran los pasos de sus padres 
(laborales, religiosos, familia tipo, y otras costumbres), pero los tiempos mo-
dernos le imponen al sujeto tomar sus propias decisiones (casarse o no, tener 
hijos o no, estudiar o no, ser heterosexual o no, autopercibirse como hombre o 
mujer, etc.), y para ello, es importante que el orden jurídico tutele el derecho a 
ser oído desde los primeros años, en la medida de la madurez del sujeto y le per-
mita ir aprendiendo que sus decisiones pueden producir efectos reales sobre su 
persona y el entorno.

IV. Deberes y derechos en la responsabilidad parental

El proceso de socialización es necesario para transmite al niño/a el conjun-
to de conocimientos, creencias, normas y valores que su grupo comparte, pero 
nunca es un proceso neutro, sino que por su intermedio se impregna la ideolo-
gía dominante que establece distinciones de clase y privilegios de género, en-
tre otras naturalizaciones de la desigualdad (Bourdieu, 1988). En este sentido, 
los procesos socializadores formales e informales de gran parte de las socie-
dades occidentales del siglo XX procuraban construir “mujeres sensibles” que 
fueran buenas madres, y “muchachos fuertes”, que fueran buenos trabajadores 
en tiempos de paz y valientes soldados en tiempos de guerra. Así, la cultura 
hegemónica occidental imponía al varón el sacrificio en las trincheras del cam-
po de batalla o en la fábrica, y a la mujer en el campo de las tareas domésticas 
no remuneradas y, excepcionalmente, en las fábricas en tiempos de conflictos 
mundiales. Pero la posmodernidad, con su cada vez mayor tratamiento iguali-
tario entre los géneros y la ausencia de conflictos bélicos cuerpo a cuerpo en el 
horizonte, permite y exige una socialización del sujeto contemporáneo donde 
se respete su individualidad sin hacer de este un ciudadano del Estado para fi-
nes utilitarios. Es por ello que el Cód. Civ. y Com. establece en cabeza de los pro-
genitores muchos más deberes que derechos, ya que quien tiene a su cargo la 
crianza de un sujeto de derecho no es una mascota para adiestrar, ni una planta 
a la que le darán un formato a su follaje que combine con la casa, sino alguien 
a quien debe orientárselo en su crecimiento y desarrollo, pero sin coartar su 
autonomía, ni canalizar hacia él o ella las frustraciones, anhelos incumplidos o 
inestabilidades emocionales adultas. En este sentido, es que el art. 646 estable-
ce como deberes de los progenitores los siguientes:

4.1. Cuidar del hijo, convivir con él, prestarle alimentos y educarlo 

Este deber es básico, pues sin los cuidados iniciales ningún ser humano 
puede sobrevivir, ya que somos una especie altricial, es decir, que nacemos in-
defensos y sin terminar nuestro desarrollo físico, sobre todo nuestro cráneo y 
cerebro, y la razón evolutiva de ello es que esta característica favorece el pasaje 
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del bebé por el canal de parto. El cerebro, a diferencia de otros órganos como 
los pulmones o el corazón, se irá terminando de desarrollar fuera del útero, y el 
encéfalo, parte central del sistema, alcanzará el 75% de su tamaño aproxima-
damente a los dos años. Hacia los diez años, el crecimiento de la cabeza estará 
prácticamente completo, pero el cuerpo continuará creciendo por varios años 
más (Manes y Niro, 2014). Así, en comparación con otras especies que al poco 
tiempo de nacer caminan y se alimentan solas, los humanos no pueden hacer-
lo, sino que dependen durante sus primeros años de otras personas. 

Esto, que parecería una desventaja evolutiva, en realidad no lo es, pues 
en este largo período de crianza humana, donde la alimentación y el cuidado 
son fundamentales, tiene como contrapartida el desarrollo de un cerebro que 
es muy flexible en su capacidad de pensamiento. Así, mientras que los simios 
aprenden rápidamente cómo quitar una manzana de un árbol para alimentar-
se, el ser humano tarda más en aprender estas estrategias, como así también, a 
tomar decisiones, pero con los años, logra desarrollar pensamientos abstractos 
que le permiten idear herramientas para tomar las manzanas sin treparse al ár-
bol, cultivar manzanos, hacer puré de manzana y finalmente, contar historias 
que tienen a la manzana como principal protagonista del Edén. Pero para que 
todo ello ocurra, el bebé debe sobrevivir los primeros años, y por ello el deber 
básico que establece el legislador es deber de cuidado.

En segundo lugar, la norma impone que los adultos convivan con los NNyA, 
y ello no es antojadizo, pues se pretende evitar costumbres antiguas de dele-
gación de la crianza en terceros. El punto parece ficcional, pero basta recor-
dar que en el Medioevo la costumbre de las familias acomodadas era dejar a 
los niños y niñas con nodrizas que los alimentasen y educasen en sus casas, 
y los devolvieran ya criados a su familia de origen (Arranz Freijó, 2004), o de 
tiempos más recientes desde la Colonia en el Río de la Plata hasta principios 
de siglo XX, donde mulatas y esclavas criaban a sus “amitos” blancos. Hacia 
1910, en el diario La Nación podían leerse avisos donde se ofertaban los ser-
vicios de nodriza del siguiente modo: “Ama robusta, recién llegada, leche de 
3 meses, joven, sueldo $80, se ofrece; otra italiana, de primer orden, leche de 
5 meses; otra vasca, con excelentes informes de crianzas anteriores, leche de 
4 meses; otra inglesa, leche fresca, recomendada, sueldo $70 (…) en la más an-
tigua y acreditada agencia de Irene Gay. Partera. Todas las amas tienen certi-
ficado de la asistencia pública”. La tendencia de la época era que los sectores 
adinerados de la sociedad recurrieran a estos servicios brindados por mujeres 
de escasos recursos económicos, las cuales, para obtener mejor paga, buscaban 
lactancias simultáneas, lo que perjudicaba la crianza de sus propios hijos, pues 
la mayoría de ellos fallecían —dos tercios— por su ausencia cotidiana, y porque 
la lactancia y la salud se deterioraba por causa de la alimentación insuficien-
te (Morlachetti, 2005) y la ausencia de una figura de apego que le permitiera 
al niño o niña desarrollar su sistema inmunológico y, además, autoconfianza 
(Bowlby, 1989). Hoy en día, otras figuras modernas podrían cumplir esa tarea, o 
aun retornarse al Medioevo y contratar la crianza del niño o niña con terceros, 
cuestión que la ley parece querer impedir. 
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En otro orden, la nueva norma también establece el deber alimentario, el 
cual deviene un supuesto básico y, si bien se comprende que todo NNyA necesi-
ta alimentarse, debe tenerse en cuenta aquí que el recién nacido tiene derecho 
a un alimento muy especial, y es la leche materna. Este es un derecho del bebé y 
no una decisión discrecional de la madre. Claro que existen supuestos de inca-
pacidad de brindar esta alimentación, pero no debe olvidarse que la legislación 
impone a los médicos hablar con la madre sobre los beneficios de la leche ma-
terna y brindar apoyo para el amamantamiento, antes que recetar mecánica-
mente leche de fórmula (ley 25.929). 

Finalmente, el deber de educar se corresponde con el deber de proveerle 
educación escolar que, por ley, todo niño o niña mayor de cuatro años debe 
tener (ley 26.206). Recuérdese aquí que la educación formal no solo comprende 
el aprendizaje de los saberes lingüísticos y matemáticos, sino también y funda-
mentalmente, procesos de interacción con pares y autoridades, donde el NNyA 
aprenderá a cumplir diversos roles sociales que, tal como plantea el interaccio-
nismo simbólico, le permitirán desenvolverse a lo largo de su vida en los distin-
tos ámbitos donde interactúe (Mead, 1968). 

4.2. Considerar sus necesidades específicas según sus características 
psicofísicas, aptitudes y desarrollo madurativo 

Este deber es un límite impuesto a los progenitores para que tengan en 
cuenta en los proyectos que planifican para sus hijos las reales características 
de estos, considerando los casos de necesidades especiales. Pero, así como no 
corresponde a los progenitores desatender las necesidades especiales de sus hi-
jos, también deben tener en cuenta sus aptitudes diferenciales y, más allá de 
que estas puedan no ser las que soñaron para sus hijos, debe respetarse el dere-
cho del niño y la niña a desarrollarlas cuando estas se comiencen a manifestar, 
como, por ejemplo, un niño que quiera ser músico, pintor, bailarín, etc., salvo 
que ellas conlleven poner en riesgo la vida o su salud. Finalmente, los adultos a 
cargo de la responsabilidad parental deberán tener en cuenta que, de acuerdo 
con cada etapa del desarrollo madurativo, los niños, niñas y adolescentes re-
querirán distintas intervenciones de sus progenitores. Cuando son muy peque-
ños será un cuidado intensivo, luego, será un acompañamiento o andamiaje en 
el desarrollo (p. ej., llevarlos a la plaza y estar atento a lo que hace), y finalmente, 
en la adolescencia, se espera que la crianza haya permitido construir una per-
sonalidad que le permita a los adultos desandamiar paulatinamente a su hijo, 
optando por estrategias de monitoreo de su conducta, en lugar de prácticas in-
vasivas. El resultado final de una crianza funcional es que el que adolescente, 
y futuro adulto, pueda conducirse con relativa autonomía y responsabilidad 
evitando incurrir en conductas disvaliosas para sí o para terceros (p. ej., con-
ducta sexual riesgosa, abuso de sustancias, conducción temeraria, agresiones a 
terceros, robo, etc.). 
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4.3. Respetar el derecho del niño/a y adolescente a ser oído y a 
participar en su proceso educativo, así como en todo lo referente a 
sus derechos personalísimos

El derecho a ser oído atraviesa todo el Código, pues como dijimos, los NNyA 
no son un objeto de sus progenitores, sino sujetos de derecho con capacidad para 
expresar su voluntad y que esta sea tenida en cuenta para operar sobre la reali-
dad. Así, será escuchado cuando sus progenitores se separen y exprese dónde 
quiere residir, o bien, cuando desee actuar para el cuidado de su propio cuerpo. 
Asimismo, se consagra su derecho a escoger qué tipo de educación desea recibir 
en función de sus intereses, y si bien es cierto que la mayoría de los niños y niñas 
al terminar el colegio primario pueden no haber descubierto aun su vocación o 
intereses, y que suelen ser los adultos los que acostumbran sugerirles alternati-
vas, la norma persigue evitar imposiciones (p. ej.,, “vas a continuar con el nego-
cio familiar”; “vas a ser abogado como tu padre y seguir con el estudio”; “te vas a 
casar con quien yo te diga”; etc.) que avasallen su personalidad. 

Finalmente, la norma pone un límite a los progenitores en cuanto a los de-
rechos personalísimos de sus hijos, tales como las decisiones sobre su cuerpo, 
sus restos mortales, su identidad, la honra o reputación y la imagen. Con res-
pecto a su cuerpo, ya dijimos que, entre los trece y dieciséis años, los adolescen-
tes podrán tomar decisiones en tanto no pongan en riesgo su salud e integridad 
física, y más allá de los dieciséis años, serán tratados como adultos con relación 
a las decisiones que tomen con respecto a su cuerpo (art. 26). En tanto que so-
bre otros derechos personalísimos, como la honra, la reputación y la imagen, 
el Código protege estos derechos con diversas normas, por ejemplo, señalando 
que para captar o reproducir la imagen o la voz de una persona, cuestión muy 
común hoy en día con los teléfonos celulares, es necesario su consentimiento 
(art. 53). La honra o reputación se tutela imponiendo a quien hace acusaciones 
calumniosas o injuriantes responder por los daños, siempre que no se pruebe 
que tenía razones justificables (art. 1771). También existe una protección de la 
vida privada, señalándose que el que arbitrariamente se entromete en la vida 
ajena y publique retratos, difunda correspondencia, mortifique a otros en sus 
costumbres o sentimientos, o perturbe de cualquier modo su intimidad, debe 
ser obligado a cesar en tales actividades (art. 1770), cuestión que viene a tutelar 
una vida privada posmoderna acechada por el poder de las redes sociales que 
viralizan contenidos íntimos, o información falaz, comprometiendo la imagen 
pública de los NNyA, la cual es tutelada por el ordenamiento. 

4.4. Prestar orientación y dirección al hijo para el ejercicio y 
efectividad de sus derechos

Este punto señala una diferencia entre prestar orientación y dirección, pues 
en función de la edad y madurez de los NNyA, es que deberán ser guiados, o 
simplemente orientados. Este inciso es la clave para que se comprenda la au-
tonomía progresiva de la que habla el Código, en donde, conforme se avanzan 
en edad, los NNyA se convierten en sujetos que pueden ejercer cada vez más 
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derechos de manera autónoma, con monitoreo de los adultos, pero con una 
menor injerencia en su individualidad y ámbitos personalísimos. 

4.5. Respetar y facilitar su derecho a mantener relaciones personales 
con abuelos, otros parientes o personas con las cuales tenga un 
vínculo afectivo

Este deber es bastante claro e impone a los adultos no sustraer al niño o la 
niña del contacto con personas que, por lo general, desean transmitirle su afec-
to. La norma busca que los eventuales conflictos familiares (divorcio o sepa-
ración) o la mera desidia de los progenitores no menoscaben la fuente nutricia 
de afecto que brindan los parientes para los NNyA. En este sentido, visitar a los 
abuelos o a otros parientes significativos para el niño o la niña le permitirán 
no solo beneficiarse de su cariño, sino también aumentar su red de contención 
familiar y tomar consciencia de su pertenencia a algo más que su mera indivi-
dualidad. El cariño y la contención siempre beneficiarán la integración social 
del sujeto y lo protegerán contra el surgimiento de posibles sentimientos de ais-
lamiento y anomia que suelen impactar negativamente en quienes los padecen 
(Durkheim, 2009) o se motivadores de conductas adaptativas disfuncionales o 
delictivas (Merton, 1992).

4.6. Representarlo y administrar su patrimonio 

Este deber tradicional se impone a los adultos debido a la falta de madu-
rez o capacidad jurídica necesaria del hijo/a para llevar a cabo la administra-
ción de sus bienes por sus propios medios y participar en la vida pública (jui-
cios, contratos, etc.). Es un derecho/deber, donde el viejo Código mantenía la 
tradición romana de que las rentas que pudieran producir los bienes de los hijos 
ingresaban al patrimonio del padre (p. ej., los alquileres de un inmueble lega-
do a la niña por una tía), pero en la actualidad, los progenitores solo pueden 
utilizar las rentas de los bienes del hijo o la hija sin autorización judicial, para 
atender gastos necesarios para la subsistencia, educación o enfermedad del 
hijo, luego de haber procurado satisfacerlos por los propios medios, y debiendo 
rendir cuentas de su administración (art. 698). Vemos así que en un campo tan 
sensible como el patrimonial, la ley también avanza reconociendo derechos a 
los NNyA. 

V. El derecho de corrección de los progenitores

En los tiempos de Vélez Sarsfield, la figura del padre ya no contaba con las 
potestades del pater romano, pues ya no podía vender a sus hijos ni entregarlos 
en parte de pago, pero preservaba toda la autoridad para corregir las desvia-
ciones, lo cual estaba garantizado por las costumbres y las leyes. En efecto, el 
Código originario regulaba el “derecho de corrección” de los padres en el art. 
278 señalando que “Los padres tienen la facultad de corregir o hacer corregir 
la conducta de sus hijos menores. El poder de corrección debe ejercerse mo-
deradamente, debiendo quedar excluidos los malos tratos, castigos o actos que 
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lesionen o menoscaben física o psíquicamente a los menores”. El legislador es-
tablecía este derecho para los padres y para aquellos a quienes estos autoriza-
ran (p. ej., el maestro de la escuela), tan solo sugiriendo que no aplicasen los 
castigos físicos o psicológicos. Pero lo interesante de la cuestión es que, una 
vez más, las leyes fueron impotentes ante la costumbre que se les oponían y, 
en la práctica, docentes, padres y madres usaban los chirlos, palizas, encierros 
o insultos como práctica recurrente a la hora de imponer límites o estimular 
el aprendizaje escolar (Torrado, 2003). Hacia principios de siglo XX, el sentido 
común de la época imponía pegarle a un niño cuando desobedecía a sus padres 
o a sus maestros, y algo menos si era niña; ello no era algo que conllevara repro-
bación social alguna, sino todo lo contrario, no castigarlo físicamente cuando 
no estudiaba, por ejemplo, era señal de una falta de interés de los adultos en su 
educación. Una frase típica de la época era “la letra con sangre entra”, lo que 
significaba que a los golpes la infancia aprendía a leer y a escribir y todo cuanto 
se les quisiera enseñar en la escuela. De hecho, puede verse en la web el famoso 
cuadro de Goya sobre esta temática, titulado justamente La letra con sangre en-
tra, donde aparece un niño exhibiendo sus nalgas desnudas mientras el maes-
tro lo azota ante la vista de todos los demás compañeros de clase. 

Si bien los grandes avances en el campo de la ciencia y las artes durante 
los últimos cien años demuestran que realmente la humanidad dio mentes bri-
llantes al calor de este tipo de pedagogía de la vigilancia y el castigo que des-
cribiera Foucault, también fue el origen de sociedades intolerantes y gobiernos 
fascistas consistentes con este modelo social. En efecto, de modelos familiares 
autoritarios y violentos como estos es de donde surgieron los dictadores que 
condujeron a dos guerras mundiales y carnicerías internas, y también, la pobla-
ción que los apoyó. Era lógico, pues si la familia es la célula de la sociedad, fa-
milias y maestros despóticos crean ciudadanos con estas características, y ellos 
eligen a sus líderes, quienes suelen ser los más despóticos entre todos. De allí la 
importancia de consolidar y tutelar legalmente nuevas relaciones familiares y 
educativas para cambiar la sociedad futura. 

Es por ello que el actual Cód. Civ. y Com. establece la prohibición absolu-
ta de incluir los malos tratos como método pedagógico para educar a los ni-
ños y las niñas, tanto en la casa como en la escuela, pues “Se prohíbe el castigo 
corporal en cualquiera de sus formas, los malos tratos y cualquier hecho que 
lesione o menoscabe física o psíquicamente a los niños o adolescentes” (art. 
647). Asimismo, en caso de que la imposición de límites se haga una tarea muy 
dificultosa, y que no exista respeto por parte de los NNyA hacia sus padres o 
madres—fenómeno que se está comenzando a dar por medio de la violencia 
doméstica de jóvenes hacia sus progenitores, también conocido popularmente 
como “síndrome del Emperador” (Garrido, 2005)—, la norma agrega que “Los 
progenitores pueden solicitar el auxilio de los servicios de orientación a cargo 
de los organismos del Estado”. Con ello se acerca a las familias una instancia 
estatal para la resolución de los conflictos sin acudir a “justicia por mano propia 
intrafamiliar”, que como toda justicia por mano propia suele terminar siendo 
desproporcionada, causando resentimientos y deseos de venganzas. 
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VI. El difícil arte de establecer límites en la crianza

La regulación civil del derecho de los progenitores a corregir las conduc-
tas disvaliosas de sus hijos limita los tratos crueles físicos o psicológicos, y si 
bien aquí no expondremos ninguna receta mágica de cómo criar a un NNyA, 
expondremos los distintos modelos de crianza descriptos por los estudios clá-
sicos sobre la temática de Baumrind (1966), donde ser advertirán las ventajas de 
algunos por sobre otros, y cómo repercuten en el tipo de personalidad que ayu-
darán a consolidar en el hijo o hija. Entre los cuatro estilos parentales básicos 
encontramos progenitores: 

Autoritarios: Se trata de adultos que controlan con rigidez la conducta de 
sus hijos e hijas, para quienes la obediencia debe ser incuestionable bajo aper-
cibimiento de castigos físicos o psicológicos de humillación y desprecio. No hay 
prácticamente discusiones debido al sometimiento que se impone al niño o la 
niña, quien no logra desarrollar en su hogar mayores capacidades comunica-
cionales simétricas. Obedece, y eventualmente, si tiene hermanos/as menores, 
intenta imponerse y mandar sobre ellos/as. Por lo general, progenitores autori-
tarios crían niño/as autoritarios/as, que luego serán adultos con malas habili-
dades de comunicación, malhumorados, retraídos y desconfiados. 

Permisivos-indiferentes: Se trata de progenitores a quienes no parece im-
portarles ser padres/madres, y no parecen tener mucha conciencia de que están 
criando a un niño o a una niña. Ejercen muy poco control y no ponen límites a 
la conducta de sus hijos/as, o los imponen esporádicamente por medio de cas-
tigos inesperados. Suelen atender a las necesidades materiales de sus hijos/as, 
pero son bastante indiferentes a las necesidades emocionales, dificultando así 
todo posible apego seguro, es decir, la posibilidad de que el niño o la niña sienta 
que existe un adulto en este mundo que siempre estará presente cuando las 
cosas se pongan peligrosas (Bowlby, 1989). Los hijos e hijas de progenitores per-
misivos-indiferentes están famélicos de atención y, por lo tanto, suelen desarro-
llar personalidades dependientes, y como nunca han sabido lo que es un límite, 
se les dificulta mucho mantener el autocontrol de las emociones y los deseos. 

Permisivos-indulgentes: Proveen a sus hijos/as mucha atención y apoyo, 
pero no suelen establecer límites reales a las conductas de estos/as. En efecto, o 
son muy laxos, o todo lo perdonan o disculpan, pues, en el fondo, temen dema-
siado no ser queridos por sus hijos/as, con lo cual, los niño/as se convierten en 
los verdaderos tiranos de la casa. Así, los hijos/as de progenitores permisivos-
indulgentes tienden a ser inmaduros, irrespetuosos, impulsivos y fuera de con-
trol, casi como la caricatura de los déspotas de las monarquías. 

Autorizados: El concepto de “progenitores autorizados” contrasta con el de 
“progenitores autoritarios”, y representan el estilo ideal, por ser el más bene-
ficioso para el niño o niña en su vínculo con los demás y consigo mismo. Los 
progenitores que ejercen adecuadamente su autoridad proporcionan un hogar 
emocionalmente estable, donde hay normas a respetar, pero que son eventual-
mente dialogadas, dándose razones para acatarlas e imponiendo sanciones en 
caso de incumplimiento. Por lo general, no suelen ser castigos punitivos, sino 
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privaciones de privilegios o beneficios que el niño o la niña deja de percibir 
como señal de que su conducta no era la esperada. Los adultos que usan este es-
tilo tienen mayor probabilidad de que sus hijos/as tengan confianza en sí mis-
mos y sean socialmente responsables. Generalmente suele corresponderse con 
estilo de apego seguro, donde los progenitores siempre están disponibles para 
los NNyA, ya sea para sancionarlos cuando se portan mal, pero, fundamental-
mente, en todos los otros momentos en los que los NNyA se desenvuelven ex-
plorando el mundo. Es cierto que se trata de un estilo de crianza difícil, sobre 
todo en un mundo posmoderno donde la familia es un ámbito de relajación, 
descanso y diversión, y, por lo tanto, lo que se debe administrar no es tanto el 
cumplimiento de deberes, sino el tiempo libre y el ocio.

VII. La “tenencia” de los NNyA y su cuidado

El cambio de paradigma en el campo del derecho de familia se hace eviden-
te también en el viejo instituto de la “tenencia del niño”, cambiando no solo sus 
modalidades, sino, fundamentalmente, su nombre, pues la palabra “tenencia” 
alude a cosas, y por lo tanto, colisiona con la ideología donde los NNyA no son 
ya una cosa en poder sus progenitores, sino un sujeto de derecho al que se lo 
debe cuidar para que puedan desarrollarse, y es por ello que el Código sustituye 
el concepto tenencia por el «cuidado personal» (Chechile, 2015; Mizrahi, 2015). 
Bajo este término se incluyen las innumerables tareas que comprenden la 
crianza de los NNyA y que pesan sobre sus progenitores —o de quien ejerza este 
cuidado en caso de que se encuentren separados—. 

Es evidente que donde mayor gravitación tendrá este instituto es en los ca-
sos de divorcio u otras alternativas donde los progenitores no conviven. En tales 
supuestos, el cuidado personal podrá ser consensuado por medio de un “plan 
de parentalidad” relativo al cuidado del hijo o la hija, el cual podrá ser modifi-
cado, sin perjuicio de que, en principio, deberá establecer: a) lugar y tiempo en 
que el hijo permanece con cada progenitor; b) responsabilidades que cada uno 
asume; e) régimen de vacaciones, días festivos y otras fechas significativas para 
la familia; d) régimen de relación y comunicación con el hijo cuando este reside 
con el otro progenitor (art. 655). 

Para el supuesto en que los progenitores no pudieran llegar a un acuerdo 
sobre el plan de parentalidad, el Cód. Civ. y Com. establece que será el juez 
quien determinará el régimen, priorizando la modalidad compartida indistin-
ta, excepto que por razones fundadas resulte más beneficioso el cuidado uni-
personal o alternado (art. 656), y además, tomando como criterio rector para 
resolver la cuestión: las “conductas concretas del progenitor que puedan lesio-
nar el bienestar del niño o adolescente no siendo admisibles discriminaciones 
fundadas en el sexo u orientación sexual, la religión, las preferencias políticas o 
ideológicas o cualquier otra condición” (art. 656).

Con ello, la norma se aparta de toda asociación entre crianza y sexo, es de-
cir, crianza = mujeres, no solo al haber derogado el viejo art. 205 que imponía 
el cuidado de los niños y niñas menores de cinco años a la madre, norma ya 
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cuestionada por la Corte Suprema en el año 2008 (Fallos 331:941), sino también, 
al quitar la discriminación que pesaba sobre el hombre al impedirle este dere-
cho/deber por su género. Con ello se quitó del ordenamiento una norma que 
a) promovía roles estereotípicos de género según los cuales las mujeres son las 
principales y mejores cuidadoras de sus hijos; b) era contradictoria con la regla 
del ejercicio de la responsabilidad parental compartida; c) violaba el principio 
de igualdad entre hombres y mujeres, y d) resultaba incompatible con supues-
tos de matrimonio igualitario. 

Asimismo, no está demás señalar que, en los casos de divorcio o separación, 
también se limita la indagación del juez en la orientación sexual del progenitor 
a quien se asigne el cuidado del niño o la niña. La cuestión no es antojadiza, 
sino que tuvo su precedente en la Corte Interamericana de DD.HH. en el caso 
“Atala Riffo y Niñas contra Chile”. Se trató de un divorcio, en el cual, en función 
de la orientación sexual de la madre, la justicia chilena dispuso el cambio de 
la “tenencia” de tres niñas a favor de su padre. Recurrida la decisión hasta la 
CIDH, el Alto Tribunal sostuvo que “la determinación del interés superior del 
niño, en casos de cuidado y custodia de menores de edad se debe hacer a partir 
de la evaluación de los comportamientos parentales específicos y su impacto 
negativo en el bienestar y desarrollo del niño según el caso, los daños o riesgos 
reales y probados, y no especulativos o imaginarios. Por tanto, no pueden ser 
admisibles las especulaciones, presunciones, estereotipos o consideraciones 
generalizadas sobre características personales de los padres o preferencias cul-
turales respecto a ciertos conceptos tradicionales de la familia (...)”; y párrafos 
más adelante concluye que “El interés superior del niño no puede ser utilizado 
para amparar la discriminación en contra de la madre o el padre por la orien-
tación sexual de cualquiera de ellos” (CIDH, 24/2/2012, “Atala Riffo y Niñas v. 
Chile”, párrs. 109 y 11).

La legislación nacional en esta materia se encuentra a la vanguardia del 
continente, en plena sintonía con el sistema de protección de derechos hu-
manos americanos. Así, cuando el cuidado haya que otorgarlo a uno solo de 
los progenitores, el magistrado deberá analizar cada caso en particular, pon-
derando especialmente: a) dar prioridad al progenitor que facilita el derecho a 
mantener trato regular con el otro; b) la edad del hijo; e) la opinión del hijo; d) 
el mantenimiento de la situación existente y respeto del centro de vida del hijo 
(art. 653 del Cód. Civ. y Com.). Como se advierte, se trata de evaluar las conduc-
tas que efectivamente llevan los adultos, premiando aquellas que propenden a 
la integración del hijo con la familia y sancionando aquellas que la dificulten, 
tal como serían aquellas que provoquen un síndrome de alienación parental 
(Gardner, 1991). Bajo este constructo se define al resultado de la conducta de 
uno de los progenitores, o integrantes del entorno familiar, tales como suegras/
os, hermanas/os, etc., tendiente a sugestionar o influir negativamente a los hi-
jos en contra del padre o madre ausente (por no tener la custodia temporal o de-
finitiva), provocando a los niños y niñas sentimientos negativos, como rechazo 
o distanciamiento hacia ellos. 
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También se deberá escuchar la opinión del niño o niña, pero ponderar en 
función de su edad y grado de madurez, procurando, además, mantener el es-
tado de cosas existente, siempre que este no sea desfavorable para sus intere-
ses, pues es sabido el impacto que conlleva el divorcio en los niños o niñas, 
particularmente los cambios de domicilio, con el consabido cambio de escuela, 
amigos, rutinas, etc. UNICEF señala que el impacto puede ir desde moderado 
a grave, de transitorio a permanente, lo cual depende del grado del conflicto 
previo de la pareja; muy especialmente, de que se involucre o no a los hijos; del 
ejercicio o no de la coparentalidad, y de los efectos del deterioro económico y 
del estilo de vida que, por lo general, el divorcio trae aparejado (UNICEF, 2003). 

Finalmente, el Cód. Civ. y Com. ha previsto, para situaciones muy excep-
cionales, que el niño/a quede bajo el cuidado de personas que no sea ninguno 
de sus progenitores, para lo cual exige que se trate de un caso de especial gra-
vedad, como podrían ser los problemas de adicción de ambos progenitores. En 
estos casos, intervención judicial mediante, el juez podrá otorgar la guarda a 
una persona distinta de los progenitores, pero siempre que se trate de un pa-
riente y por el plazo de un año, prorrogable por un período igual. Superados 
estos plazos, y sin que exista posibilidad de otorgar el cuidado a uno de los pro-
genitores, deberá resolverse la situación del niño/a mediante alguna otra figura 
del código (art. 657 del Cód. Civ. y Com.).

VIII. El “régimen de visitas” y la comunicación con el hijo

Una vez atribuido el cuidado a uno de los progenitores, otro de los gran-
des temas de los divorcios es el consabido “régimen de visitas”. Nuevamente 
aquí vemos que las palabras nunca son inocentes sino que evidencian, invi-
siblemente, cómo percibimos el mundo. El término régimen de visitas parece 
más asociado al léxico carcelario que al familiar, y ha sido por ello que el Cód. 
Civ. y Com. habla actualmente del “derecho y deber de comunicación” que tie-
ne el progenitor no conviviente a mantener un vínculo estrecho con su hijo/a 
(art. 652), lo cual resulta un derecho humano fundamental para su desarrollo 
psicosocial y, por ende, un deber del adulto. Asimismo, también será un deber 
de quien ejerce el cuidado del NNYA “informar al otro sobre cuestiones de edu-
cación, salud y otras relativas a la persona y bienes del hijo” (art. 654), pues el 
hecho de que el cuidado se haya asignado a uno de los progenitores no disuelve 
la titularidad de los deberes y derechos parentales del otro, ni se busca conver-
tirlo en un extraño de la familia. De allí que el progenitor que no convive con los 
NNyA, de todos modos “tiene el derecho y el deber de colaboración con el convi-
viente” (art. 653), lo que puede implicar ir a buscarlo al colegio, llevarlo al club, 
a los cumpleaños de sus amigos y demás tareas de colaboración en la crianza, 
la cuales no solo abarcan los momentos lúdicos, sino también los de formación, 
cuidado e imposición de límites. No estará de más repetir que si bien el divorcio 
en sí no tiene que ser traumático para los NNyA, lo cierto es que lo sufren, por lo 
que una adecuada coparentalidad ayuda a que estos/as elaboren psicológica-
mente este proceso (Unicef, 2003).
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IX. Alimentos, mucho más que un plato de comida

La tercera cuestión de debate en todo divorcio suelen ser los alimentos, 
pero cuando se habla de ellos, no debe entenderse que se refieren solo a la co-
mida, sino que bajo el concepto de alimentos se incluyen todos los gastos que 
conlleven la crianza de NNyA. Pero para evitar interpretaciones confusas, la 
norma expresa que la finalidad de los alimentos será “la manutención, educa-
ción, esparcimiento, vestimenta, habitación, asistencia, gastos por enfermedad 
y los gastos necesarios para adquirir una profesión u oficio” (art. 659). Se trata 
de un deber básico de la RP y, por ende, compete a los dos progenitores confor-
me a su condición de salud y fortuna, aunque el cuidado del niño/a esté a cargo 
de uno solo de ellos (art. 658). Por tratarse de un deber alimentario que desde 
hace tiempo la doctrina consideraba de contenido amplio (Pitrau, 2012), el Có-
digo establece que “Los alimentos están constituidos por prestaciones moneta-
rias o en especie” y que “Las tareas cotidianas que realiza el progenitor que ha 
asumido el cuidado personal del hijo tienen un valor económico y constituyen 
un aporte a su manutención” (art. 660). Con esta parte final, se salda una deuda 
histórica del derecho para con las tareas domésticas y de cuidado de los NNyA, 
que durante décadas fueron percibidas como deberes de las mujeres sin ne-
cesidad de retribución económica. En ese sentido, el matrimonio parecía no 
ser otra cosa que un contrato de contrato de explotación gratuita de la labor 
doméstica de las mujeres, que se proyectaba aun tras el divorcio (Oakley, 1977).

Cabe señalar que a pesar de que la lucha por la igualdad entre hombres y 
mujeres ha avanzado muchísimo, según la OCDE, aún siguen las mujeres ha-
ciendo más tareas domésticas que los hombres. De hecho, mientas que en pro-
medio la mujer destina 40 minutos diarios a la atención de los miembros de la 
familia, el varón dedica 16, y mientras que ellas destinan 168 minutos por día a 
tareas domésticas, ellos colaboran con 74 minutos (Graham, 2015). 

Ahora bien, en caso de progenitores convivientes, los alimentos son todos 
aquellos gastos y trabajos que conlleva la crianza y, evidentemente, no se fija en 
ninguna cuota. Es en los supuestos de divorcio donde los alimentos serán acor-
dados por las partes o fijados por el juez, en función de los recursos económicos 
de ambos, tratando de que el niño/a goce de los mismos beneficios anteriores 
a la separación. Para ello, el Código establece algunas pautas orientativas, y 
sostiene que “si ambos progenitores cuentan con recursos equivalentes, cada 
uno debe hacerse cargo de la manutención cuando el hijo permanece bajo su 
cuidado”. Mientras que, si los recursos de los progenitores no son equivalen-
tes, “aquel que cuenta con mayores ingresos debe pasar una cuota alimentaria 
al otro para que el hijo goce del mismo nivel de vida en ambos hogares” (art. 
666). En este punto, es importante tener cuenta que para que la coparentalidad 
funcione adecuadamente, ambos hogares deben contar con recursos similares, 
pues si uno es un hogar muy modesto y el otro es una suerte de Disneylandia, 
se desbalancea el equilibrio necesario para que el niño/a disfrute estar en am-
bos lugares. De este modo se desmotiva conductas de progenitores acaudalados 
que compren el cariño con sus recursos económicos, pues si bien estas estra-
tegias parecen funcionales a corto plazo, lo cierto es que se trata de un estilo 



148		  Temas socio-jurídicos fundamentales

de crianza que la bibliografía describe como “indiferente”, caracterizados por 
ejercer muy poco control y solo atender a las necesidades materiales de sus hi-
jos/as, pero con bastante desinterés en sus necesidades emocionales, dificul-
tando así todo posible apego seguro. 

En cuanto a la extensión en el tiempo de los deberes alimentarios de los 
progenitores, estos perduran más allá de la mayoría de edad, pues se extiende 
hasta los veintiún años, excepto que el obligado acredite que el hijo/a mayor de 
edad cuenta con recursos suficientes para proveérselos por sí mismo (art. 658). 
Asimismo, en supuestos en los que el hijo/a realice estudios que lo preparen 
para desarrollar una profesión, arte u oficio, la obligación alimentaria podrá 
extenderse hasta los veinticinco años (art. 663). Claro que, para evitar abusos, la 
norma admite que el progenitor obligado demuestre que el joven podría mante-
nerse independientemente. 

Finalmente, una cuestión que en el pasado daba lugar a diversas interpreta-
ciones es el deber de los abuelos de pagar la cuota alimentaria cuando su propio 
hijo o hija no puede, o no quiere hacerlo. En la actualidad, la ley es clara al es-
tablecer que la obligación tiene por principal responsable al progenitor, sin em-
bargo, en función de los principios de solidaridad familiar, podrán reclamár-
sele a sus ascendientes. Pero este supuesto será la última alternativa a la que 
se arribe luego de haber intentado otros recursos sobre el obligado principal, 
tal como la traba de medidas cautelares sobre su salario, cuentas corrientes, 
bienes, etc. (art. 553), como así también su anotación en el Registro de Deudo-
res Alimentarios Morosos. Es que para solicitar al juez el redireccionamiento 
de la obligación hacia los abuelos, la ley impone que “debe acreditarse verosí-
milmente las dificultades del actor para percibir los alimentos del progenitor 
obligado” (art. 668).

X. Deberes de los NNyA

Hasta aquí hemos reseñado los deberes y derechos que tienen los progeni-
tores sobre sus hijos e hijas para promover su desarrollo físico y psicosocial. Por 
medio de procesos de socialización y crianza los NNyA irán construyendo una 
identidad en función de la interacción con el entorno y, por lo tanto, aprenderán 
que hay cosas que pueden hacer, otras que no y algunas que deben hacer aun-
que no quieran, esto último suelen ser sus deberes. 

El viejo Código, inspirado en la potestad paterna, establecía como deber 
fundamental de todo hijo e hija el “deber de obediencia” (art. 266), pero la ac-
tual redacción quitó este mandato que se corresponde con estructuras jerár-
quicas marciales, por una serie de pautas de convivencia, donde la obediencia 
ha sido cambiada por el deber de respeto, colaboración y cuidado de los NNyA 
para con los progenitores. Así, el art. 671 del Cód. Civ. y Com. establece que son 
deberes de los hijos e hijas para con sus progenitores: a) respetarlos; b) cumplir 
con las decisiones de estos que no sean contrarias a su interés superior; c) pres-
tarles colaboración propia de su edad y desarrollo; d) cuidar de ellos u otros as-
cendientes en todas las circunstancias de la vida en que su ayuda sea necesaria.
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Estos deberes de los NNyA, buscan complementar los de sus progenitores, 
imponiendo no solo el respeto, sino también el cumplimiento de las decisiones 
que ellos adopten en función de sus deberes de orientación y dirección que tie-
nen sobre sus hijos, salvo que ello se oponga a sus intereses superiores, tal como 
podría ser imponerle estudiar determinada orientación en la escuela secunda-
ria, imponerle una convivencia con un progenitor que no desean, una orienta-
ción sexual particular, etc. El deber de colaboración de los niños y niñas aquí 
también está presente, y evita que se construya la situación descripta por Freud 
bajo el concepto del “niño rey”, donde este no hace nada y los progenitores ac-
túan como sus sirvientes; ni que desarrolle un “Síndrome Disney” en función 
de prácticas de crianzas donde nadie se anima a decirle que “no” al niño o la 
niña, ni establecer límites que frustren sus deseos. Una permisividad de estas 
características podría ser funcional para la empresa Disney, pues su negocio es 
garantizar alegría, pero no siempre es la mejor estrategia para la crianza de un 
niño o una niña que debe aprender a soportar las frustraciones de sus deseos 
para aprender a autorregular sus emociones e impulsos (Goleman, 1996).

 En un experimento clásico sobre esta cuestión se demostró que los niños y 
niñas que tienen mayor capacidad para controlar sus impulsos suelen tener me-
jores resultados en su vida académica y laboral adulta. El experimento consistía 
en dejar a un niño o una niña de diferentes edades en una habitación donde 
había una mesa con una golosina muy tentadora. En cada caso, el investigador 
le decía al niño o la niña que él se iría 20 minutos y que, si podía aguantar sin 
tomar el dulce de la mesa, al regresar, podría comérselo y recibiría otro dulce 
más como premio. Lo que se descubrió es que algunos cedieron a la tentación y 
otros no; pero lo importante del estudio es que el equipo de investigación siguió 
la trayectoria de todos estos niños y niñas hasta su edad adulta, comprobando 
que aquellos que habían demostrado capacidad de autocontrol en el experi-
mento infantil, eran adultos socialmente más competentes, afrontaban mejor 
las frustraciones de la vida, eran más responsables y seguían siendo capaces de 
demorar las gratificaciones al perseguir sus objetivos. Por el contrario, aquellos 
que no pudieron resistir la tentación, presentaban una baja autoestima, eran 
más indecisos, soportaban peor el estrés y eran más proclives a discutir y pe-
learse, por lo que podría decirse que, a pesar de los años, seguían siendo inca-
paces de aplazar la recompensa, conduciéndose por impulsos (Yuichi Soda, et 
al., 1990). Se verificaba así, que la crianza debía propender no solo al cuidado y 
satisfacción de los deseos de los niños y niñas, sino también, a poner límites ex-
ternos, de manera que con el tiempo, el propio sujeto aprendiese a autolimitar 
la gratificación de sus deseos y cumplir con sus obligaciones, y en este sentido 
van los deberes de cumplimiento de las decisiones de los adultos y el deber de 
colaboración que prevén el Cód. Civ. y Com. 

XI. Extinción, suspensión y privación de la 
responsabilidad parental

Por regla general, los derechos y obligaciones de la responsabilidad paren-
tal de los adultos se extinguen cuando el hijo o la hija adquiere la mayoría de 
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edad, sin perjuicio de lo dicho sobre los alimentos de los hijos e hijas que estu-
dian. Otros supuestos menos comunes serán la emancipación; la adopción del 
hijo/a por parte de un tercero; el ingreso en un instituto monástico, y la muerte 
del progenitor o del hijo (art. 699). Pero existen supuestos en los que los deberes 
parentales pueden ser suspendidos por circunstancias que hacen imposible su 
cumplimiento, pudiendo ser retomados cuando se modifican las circunstan-
cias. Así, el art. 702 establece que las causales de suspensión serán:

a) Cuando el progenitor haya sido condenado a reclusión por un período 
de más de tres años, lo que es lógico, pues cuando las penas tienen más tres 
años, no pueden cambiarse por probation u otras alternativas que no conlleven 
reclusión, y además, el propio art. 12 del Código Penal regula la suspensión del 
ejercicio de la responsabilidad parental como una pena accesoria a la condena.

b) Cuando se declare la limitación de la capacidad por razones graves de 
salud mental que impiden al progenitor dicho ejercicio. En este punto, es de in-
terés dejar en claro que no toda sentencia que declare la insania del progenitor 
conllevará también la suspensión de los deberes parentales, pues los principios 
actuales que rigen la capacidad en el Código Civil son pro derechos, y por lo tan-
to, la decisión judicial que acota esta capacidad por razones de salud mental de-
berá señalar taxativamente qué actos puede realizar el progenitor y cuáles no. 

c) También se suspende la responsabilidad parental cuando el hijo convive 
con un tercero, por haber sido separado de sus progenitores por razones graves 
(p. ej., violencia doméstica).

d) Finalmente, la declaración de ausencia con presunción de fallecimiento 
también es un supuesto de suspensión de la responsabilidad parental, por lo 
que, si el hijo aparece luego de la sentencia que lo declaró presuntamente falle-
cido, nada podría reclamarles a los progenitores quienes habían sido relevados 
de sus deberes tras el pronunciamiento que lo declaró presuntamente muerto.

Una última cuestión se relaciona con la privación de la responsabilidad pa-
rental. Se trata de una sanción que impone el ordenamiento a cualquiera de los 
progenitores para supuestos de incumplimiento grave de sus deberes parenta-
les. En particular, el art. 700 señala cuatro supuestos: a) ser condenado como 
autor, coautor, instigador o cómplice de un delito doloso contra la persona o los 
bienes del hijo de que se trata; b) abandono del hijo, dejándolo en un total esta-
do de desprotección, aun cuando quede bajo el cuidado del otro progenitor o la 
guarda de un tercero; c) poner en peligro la seguridad, la salud física o psíquica 
del hijo; d) haberse declarado el estado de adaptabilidad del hijo.

A pocos años de la sanción del Código, parece haberse tomado en consi-
deración una cuestión que afecta la crianza de los NNyA que se educan en un 
hogar donde existe violencia de género. En este sentido, el Consejo de Europa ya 
ha reconocido que, para los NNyA, ser testigos de la violencia perpetrada contra 
su madre es una forma de abuso psicológico con consecuencias potencialmen-
te muy graves (res. 1714/2010). De allí la necesidad de proteger a estas víctimas 
infantiles, olvidadas en los casos de violencia de género. En el año 2017, el le-



		 La responsabilidad parental en el nuevo Código Civil …	 151		 La responsabilidad parental en el nuevo Código Civil …	 151

gislador incorporó el art. 700 bis, en el cual se sumaron tres nuevas causales de 
privación de la responsabilidad parental: ser condenado —como autor, coautor, 
instigador o cómplice— del delito de: a) homicidio agravado por el vínculo, o 
mediando violencia de género en contra del otro progenitor; b) lesiones graví-
simas contra el otro progenitor, o contra el hijo o hija; c) delito contra la integri-
dad sexual contra el hijo o hija. 

Si bien ha sido un avance el incorporar a la violencia de género como hipó-
tesis de privación de la parentalidad para la protección de la crianza integral de 
los NNyA —no como sanción para el adulto—, lo cierto es que el último supues-
to resultó una adición innecesaria, pues ya el art. 700 original contemplaba la 
privación en casos de delitos dolosos, dentro de los cuales claramente quedan 
comprendidos los delitos contra la integridad sexual contra los NNyA. 

XII. Familias ensambladas

En los tiempos posmodernos, los matrimonios y las relaciones de pareja no 
suelen durar hasta que la muerte los separe, pues con una expectativa de vida 
de 75 años para los hombres y 82 para las mujeres (GCBA, 2017) es más probable 
que lo que muera primero sea el vínculo afectivo que los une. Así, los ciudada-
nos/as modernos suelen emprender la formación de varias parejas en su vida, 
gestando hijos e hijas en cada una de ellas, y en algunos casos, conformando 
nuevos grupos familiares en los que conviven dos adultos con hijos e hijas de 
sus otras relaciones. De hecho, la expectativa sobre esta cuestión es que el 50% 
de las parejas que se casen se separarán (GCBA, 2017), en tanto que alrededor 
de la mitad de los hijos de los progenitores divorciados vivirá en algún momen-
to en una nueva familia ensamblada (Cantón, et. al. 2000). 

Con el término “ensamblada” se está haciendo referencia a una palabra usa-
da en ingeniería para designar el ajuste entre distintas piezas que encajan unas 
en otras, conformando una nueva unidad. Por lo tanto, con esta denominación 
se procura evitar constructos como familia “reconstituida” o “recompuesta”, 
donde el prefijo “re” parece aludir a algo que se destruyó y que se recompuso. 
En una familia ensamblada, lo que se constituye es una nueva unión que de-
berá sortear los conflictos humanos propios de toda adaptación, donde nuevos 
actores sociales aparecen ocupando diversos roles familiares (Lópes, 2015).

Las familias ensambladas no son nuevas en la historia del mundo familiar, 
basta recordar algunos cuentos infantiles para advertir que la Cenicienta vivía 
en una familia de este tipo, pero también nos recuerda que, en el imaginario 
social del siglo XX, estas familias siempre fueron estigmatizantes, y mucho más 
las figuras como la de las madrastras, padrastros o hermanastros (Contreras, 
2006). Sin embargo, los tiempos han cambiado, y la televisión y el cine han ex-
puesto muchos casos de familias ensambladas funcionales, brindando así mo-
delos familiares que cada vez más se difunden en la realidad social. En efecto, 
el 7% de los hogares de la Ciudad de Buenos Aires está compuesto por familias 
ensambladas, siendo que ese número creció un 62% entre 2007 y 2013 y que sus 
integrantes, en un 75,5% de los casos, tienen menos de 50 años (GCBA, 2014). 
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Fue así que el derecho de familia(s) no podía ignorar esta adaptación socioemo-
tiva de personas que desean compartir un destino en común, y reconoció estas 
estructuras, estableciendo deberes y obligaciones de los adultos —llamados 
progenitores afines— sobre los NNyA del grupo familiar. 

Si bien el progenitor afín debe construir un vínculo emocional con los hijos 
e hijas de su pareja, el Código le asigna deberes de cooperación para con su 
pareja en la crianza y educación de estos/as, y realizar los actos cotidianos rela-
tivos a su formación en el ámbito doméstico. Dentro de estos supuestos, pode-
mos encontrar acciones tales como firmar boletines, autorización para salidas 
extracurriculares, anotarlo en torneos recreativos, sin afectar los derechos de 
los titulares de la responsabilidad parental, que continúa en cabeza de los pro-
genitores. Asimismo, el progenitor afín, en situaciones de urgencia podrá tomar 
decisiones que afecten a los NNyA, tal como podría ser consentir la internación 
en un hospital o aprobar una intervención quirúrgica urgente (art. 673). De ma-
nera que el Código pone bajo su responsabilidad, el papel de cooperar con su 
pareja en el deber de cuidado de su hijo o hija, como así, tomar decisiones que 
no permitan dilación. Pero no solo ante situaciones extremas el progenitor afín 
puede realizar actos propios de la responsabilidad parental, sino que el Código 
también ha previsto que el progenitor a cargo del hijo o de la hija puede dele-
garle a su pareja el ejercicio de la responsabilidad parental cuando no estuviera 
en condiciones de cumplir la función en forma plena por razones de viaje, en-
fermedad o incapacidad transitoria, y siempre que exista imposibilidad para 
su desempeño por parte del otro progenitor, o no fuera conveniente que este 
último asuma su ejercicio (art. 674). Pero ello no significa perder la titularidad 
de los derechos y deberes parentales, ya que la ley es terminante al establecer 
que, en caso de discrepancias entre el progenitor y su cónyuge o conviviente, 
prevalece la decisión de aquel (art. 675).

Finalmente, siguiendo los principios de solidaridad familiar, los cuales son 
evidentemente aplicables a las familias ensambladas, el derecho pone subsi-
diariamente en cabeza del progenitor la obligación alimentaria del cónyuge o 
conviviente respecto de los hijos del otro (art. 676). Pero será una obligación que 
recién surgirá cuando ninguno de los progenitores, ni sus ascendientes —es 
decir, los abuelos—, puedan hacerse cargo de las necesidades alimentarias del 
hijo (comida, salud, educación, esparcimiento, etc.). 

Ahora bien, las previsiones legales del Código tienen por norte regular los 
derechos y obligaciones de estas nuevas formas familiares, pero solo los miem-
bros de la familia podrán superar las tensiones propias y cotidianas que esta 
produce. En tal sentido, como todo grupo primario, la familia tiene sus propias 
características que imponen a sus miembros la superación de determinados 
problemas: a) El adulto que se une a una persona con hijos o hijas puede com-
petir con estos/as por el cariño de su pareja; b) Adultos y NNyA se unen en dife-
rentes momentos evolutivos; c) Las familias ensambladas se conforman sobre 
la base de pérdidas y cambios —divorcio o muerte de un progenitor, y de otras 
pérdidas y cambios comparativamente menores, pero también relevantes, tales 
como: pérdida de la relación cotidiana con los hijos e hijas, amigos, parientes, 
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entre otros—; d) Los distintos miembros tienen diferentes modelos mentales de 
cómo debe ser una familia; e) Existe un padre/madre biológico fuera del hogar 
o en el recuerdo, por lo que la nueva familia deberá convivir con su presencia 
real o virtual; f) Si se intenta armar una familia nuclear clásica, los hijos y las 
hijas pueden rechazar que el progenitor afín asuma el papel del padre/madre; 
g) Hay menos control y cohesión familiar (Puentes, 2014).

En definitiva, las familias ensambladas, como toda familia, tiene sus ven-
tajas y desventajas, por lo que conocer estas últimas resulta una estrategia muy 
prudente que puede ayudar a canalizar las emociones que se viven en su inte-
rior, pues estas son el lazo social que une, o intoxica, a sus miembros.

XIII. Conclusión

El siglo XXI descubre nuevas formas de la socioafectividad humana, y el de-
recho reconoce los nuevos vínculos que pueden conformar una familia. La es-
tructura y los componentes de este grupo primario no importan, en tanto cum-
pla su función antropológica, sociológica y psicológica de crianza y cuidado de 
todos los miembros que la conforman. Asimismo, el derecho también reconoce 
a los niños y niñas un lugar que antes no tenían. Ahora son sujetos de derecho 
en lugar de objetos del derecho de sus progenitores. Si bien ello se establece por 
claros artículos que así lo hacen entender, tan importante como ello ha sido el 
cambio de nombre de algunas instituciones clásicas, como el régimen de visita y 
la tenencia, que se asocian más al régimen carcelario que al derecho de familia. 
También ha sido muy importante la novedosa regulación del divorcio en pos 
de una disolución del vínculo jurídico no traumática para el vínculo humano. 

Este trabajo ha intentado mostrar la finalidad psicosocial que tiene cada 
una de las instituciones, antiguas y modernas que componen hoy la respon-
sabilidad parental en el nuevo Cód. Civ. y Com. Esperamos que sea de utilidad 
práctica para todos aquellos abogados/as, jueces/zas, asesores/as y demás fun-
cionarios/as que entienden que el derecho no se agota en el texto de la norma, 
sino que esta remite al mundo íntimo y privado de la familia, con sus grandezas 
y sus miserias. La idea fue ayudar a trazar un mapa de ese mundo para quienes 
pretendan adentrarse en él.

XIV. Bibliografía

Ames, E.W., Fisher, L. y Chisholm, K., “Problems Reported by Parents of Ro-
manian Orphans Adopted to British Columbia”, International Journal of 
Behavioral Development, 20, 1, ps. 67-82, January 1, 1997.

Aries, Philippe - Duby, Georges, Para una historia de la vida privada, Taurus, 
Madrid, 1991.

Arnaud, André J., Critique de la raison juridique, oú va la société du droit, LGDJ, 
Paris, 1981.



154		  Temas socio-jurídicos fundamentales

Arranz Freijo, Enrique - Oliva, Alfredo, Familia y desarrollo psicológico, 
Pearson Educación, Madrid, 2004. 

Bauman, Zygmunt, Modernidad líquida, FCE, Buenos Aires, 2015.

Baumrind, Diana, “Effects of Authoritative Parental Control on Child Behav-
ior”, Child Development, 1966-37(4), ps. 887-907. 

Beck, Ulrich - Beck-Gernsheim, Elizabeth, La individuación. El individualis-
mo institucionalizado y sus consecuencias sociales y políticas, Paidós, Bar-
celona, 2003. 

Beloff, Mary, “Modelo de la protección integral de los derechos del niño y de la 
situación irregular, un modelo para armar y otro para desarmar”, UNICEF, 
Justicia y derechos del niño, Santiago de Chile, 1999. 

Bourdieu, Pierre, La distinción. Criterios y bases sociales del gusto, Taurus, Ma-
drid, 1988. 

- ¿Qué significa hablar? Economía de los intercambios lingüísticos, Akal, Madrid, 
1985.

Bowlby, John, Una base segura. Aplicaciones clínicas de una teoría del apego, 
Paidós, Buenos Aires, 1989.

Butler, Judith, El género en disputa, Paidós, Buenos Aires, 2016.

Chechile, Ana María, “La responsabilidad parental y el cuidado personal com-
partidos como principio y el proceso”, LL 2015-1-5.

Chechile, Ana María y Lopes, C., Derecho de familia conforme el nuevo Código 
Civil y Comercial de la Nación, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2015.

Contreras, Verónica, “Familias ensambladas. Aproximaciones histórico-
sociales y jurídicas desde una perspectiva construccionista y una mirada 
contextual”, Portularia, 2006-VI -2, ps. 139-149.

Durkheim, Emile, El suicidio, Ediciones Libertador, Buenos Aires, 2009.

Engels, Friedrich, El origen de la familia, la propiedad privada y el Estado, Sar-
pe, Madrid, 1983.

Fucito, Felipe, Sociología del derecho, 2ª ed., Estudio, Buenos Aires, 2003.

- Sociología general, Universidad, Buenos Aires, 1999.

Fustel de Coulanges, Numa D., La ciudad antigua, Iberia, Barcelona, 1987.

García, Juan A., La ciudad indiana, Hyspamérica, Buenos Aires, 1986.

Garrido, Vicente, Los hijos tiranos. El síndrome del emperador, Ariel, Barcelo-
na, 2005.



		 La responsabilidad parental en el nuevo Código Civil …	 155		 La responsabilidad parental en el nuevo Código Civil …	 155

GCBA, Los cambios en 2013 en la forma de iniciar la pareja y constituir la familia 
en la ciudad, Dirección General de Estadística y Censos, Buenos Aires, 2014.

Germani, Gino, Política y sociedad en una época de transición, Paidós, Buenos 
Aires, 1966.

Giddens, Anthony, Consecuencias de la modernidad, Alianza, Barcelona, 1993. 

Giddens, Anthony - Beck, Ulrich - Lash, Scott, Modernización reflexiva. Polí-
tica, tradición y estética en el orden social moderno, Alianza Universidad, 
Madrid, 2001.

Goleman, Daniel, Inteligencia emocional, Kairós, Barcelona, 1996.

- Inteligencia social, Planeta Mexicana, México, 2006.

Graham, James, O livro da Sociología, Globo Livros, Sao Paulo, 2015.

Herrera, Marisa - Caramelo, Gustavo - Picasso, Sebastián (dirs.), Código Ci-
vil y Comercial de la Nación comentado, Infojus, Buenos Aires, 2015.

Highton de Nolasco, Elena, “Los jóvenes o adolescentes en el Cód. Civ. y 
Com.”, LL 2015-B-301.

Kemelmajer de Carlucci, Aída - Herrera, Marisa - Lamm, Eleonora - Fer-
nández, Silvia E., El principio de autonomía progresiva en el Código Civil y 
Comercial. Algunas reglas para su aplicación, Saij, DACF150461, 2015.

Kemelmajer de Carlucci, Aída - Herrera, Marisa - Kemelmajer de Carluc-
ci, A., Herrera, M., Lloveras, Nora, Tratado de derecho de familia según el 
Código Civil y Comercial, Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, 2014.

Lacan, Jacques, El seminario, Las formaciones del inconsciente, Paidós, Buenos 
Aires, 1999.

Lorenzetti, Ricardo L. (dir.), Código Civil y Comercial de la Nación, Rubinzal-
Culzoni, Santa Fe, 2015.

Maccionis, John - Plumers, Ken, Sociología, Pearson Educación, Madrid, 2011.

Manes, Facundo - Niro, Mateo, Usar el cerebro, Planeta, Buenos Aires, 2014.

Manes, Facundo - Roca, María, Descubriendo el cerebro. Neurociencia para chi-
cos y grandes, Planeta, Buenos Aires, 2017.

Mead, George H., Espíritu, persona y sociedad, Paidós, Buenos Aires, 1968.

Merton, Robert K., Sistemas y estructuras sociales, FCE, México, 1992.

Mizrahi, Mauricio L., Responsabilidad parental. Cuidado personal y comuni-
cación con los hijos, Astrea, Buenos Aires, 2015.



156		  Temas socio-jurídicos fundamentales

Morlachetti, Alberto, Amas de cría y nodrizas, 2005, recuperado de www.pe-
lotadetrapo.org.ar.

Oakley, Ann, La mujer discriminada, biología y sociedad, Debate, Madrid, 1977.

Pitrau, Osvaldo, “El derecho alimentario familiar en el proyecto de reforma”, 
RDF 2012-57-224.

Puentes, Anabel, “Las familias ensambladas, un acercamiento desde el dere-
cho de familia”, Revista Latinoamericana de Estudios de Familia, 2014-6, ps. 
58-82.

Rivera, Julio C. - Medina, Graciela (dirs.), Código Civil y Comercial de la Nación 
comentado, La Ley, Buenos Aires, 2014.

Torrado, Susana, Historia de la familia en la Argentina moderna (1870-2000), 
La Flor, Buenos Aires, 2003.

UNICEF - UDE, Las nuevas formas de familia. Perspectivas nacionales e interna-
cionales, Uruguay, 2003.

Yuichi, Shoda - Mischel, Walter - Peake, Philipe, “Predicting Adolescent Cog-
nitive and Self-Regulatory Competencies from Preschool Delay of Gratifi-
cation”, Developmental Psychology, 1990-26-6, ps. 978-986.



Ética, género y derecho en El mercader 
de Venecia, de William Shakespeare: 

nuevas reflexiones (1)

Por Andrea L. Gastron (2)

I. Introducción

El mercader de Venecia es una obra de teatro de William Shakespeare pro-
bablemente escrita entre 1594 y 1598, y publicada en 1600. En ocasiones ante-
riores, dediqué a esta obra algunas reflexiones, que tuvieron como propósito 
ilustrar de qué modo la literatura de Shakespeare ha sido fértil para pensar 
nuevas ideas y establecer puentes en áreas de conocimiento diversas, que van 
desde la psicología y el derecho, pasando por la sociología, la historia y la litera-
tura, hasta la filosofía y los estudios de género, entre otros. Lo hice, fundamen-
talmente, a través del motivo de los tres cofrecillos y de la reconstrucción de los 
personajes de Shylock y Portia (Gastron, 2014; Gastron, 2017). 

Por lo tanto, no volveré sobre lo ya dicho, sino en la medida en que esta vuel-
ta sea imprescindible para la discusión que ahora me gustaría encarar.

Resumir el argumento de la obra es acaso una tarea inútil, en tanto la be-
lleza de la creación shakespereana reclama una lectura atenta y detallada, pero 
dado que la cabal comprensión del texto en análisis requiere al menos un repa-
so por ciertos pasajes, así lo haré, tomando de ella únicamente los aspectos que 
aquí interesan y al solo objeto de facilitar esta comprensión. 

La bella Portia, por un mandato de su padre muerto, debe escoger marido. 
Para poder acercarse a ella, Bassanio, de quien Portia está enamorada, pero 
cuya posición económica no es tan alta, pide dinero a Antonio, con el cual tiene 
una estrecha, y no muy clara, relación afectiva (¿de amistad?). Dado que este úl-
timo ha invertido su capital en el comercio marítimo, decide recurrir a Shylock, 
un prestamista judío a quien desprecia y con quien firma ante el notario un 

 (1)  La autora desea agradecer muy especialmente las generosas lecturas y comentarios al presen-
te trabajo realizados por Felipe Fucito y María Inés Bergoglio.

 (2)  Es egresada del Programa Posdoctoral en Estudios de Género (UCES) en dos oportunidades; 
Doctora de la Universidad de Buenos Aires en el área Sociología; Especialista en Sociología Jurídi-
ca (UBA); Abogada y procuradora (UBA). Profesora Adjunta regular en el Área de Ciencias Sociales y 
Vice-directora del Departamento de Ciencias Sociales (Fac. Der., UBA). Actualmente dirige “Las re-
presentaciones escultóricas de la Justicia en Buenos Aires” (Proyecto UBACYT 20020150100152BA), y 
participa en el proyecto “Lectores para la Justicia” (UBACYT). Contacto: andreagastron@hotmail.com.
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curioso contrato: si a la fecha de su vencimiento, Antonio no paga a su acreedor 
la suma de tres mil ducados, Shylock tendrá derecho a quitar de la parte del 
cuerpo de su deudor que él escoja una libra de su carne.

Portia y Basanio contraen nupcias, pero el matrimonio no se consuma, ya 
que Basanio es informado que debe partir inmediatamente en auxilio de su 
amigo y mentor, Antonio. Ocurre que, como a la fecha del vencimiento del pa-
garé, Antonio está imposibilitado de pagar debido a la pérdida de sus naves, 
Shylock reclama ante las autoridades que se ejecute la cláusula prevista en el 
contrato. 

Advertida de la situación, Portia corre en auxilio de su flamante esposo y 
de su amigo, se vale de una artimaña y se hace pasar por un doctor en leyes. 
Disfrazada como un varón (única manera en que podía argumentar jurídica-
mente) de nombre Baltasar, y muñida de su inteligencia y elocuencia, intenta 
convencer a Shylock para que cambie de opinión, apelando a la clemencia. Pero 
sus palabras no surten el efecto deseado: Shylock decide seguir adelante con el 
pleito y cobrar a Antonio su libra de carne. 

En este punto, Portia/Bastasar ordena extraer la libra de carne de Antonio, 
pero con la condición de no derramar una sola gota de su sangre. Como esta 
cláusula es de cumplimiento imposible, Shylock pasa del lugar del acusador al 
del condenado, siendo despojado de su riqueza (que, en su caso, equivale a la 
propia identidad), y perdiendo a un tiempo su religión y su estirpe: la religión, 
porque es obligado a convertirse al cristianismo, y su estirpe, en tanto su hija 
Jessica huye con Lorenzo, su amante cristiano. 

II. Diálogos (o monólogos) posibles entre la sociología 
y el derecho en El mercader de Venecia

En tanto manifestación artística y literaria, la producción shakespereana 
ha trascendido la barrera del tiempo por múltiples razones. Sin lugar a dudas, 
la belleza estética es una de ellas. Pero hay otros motivos que explican por qué 
estudiosos de distintas ramas del conocimiento científico se han inspirado en 
la obra para desnudar múltiples aspectos de la condición humana. 

Entre los aspectos en los que voy a detenerme, propongo en esta oportuni-
dad dar cuenta de ciertos cruces interdisciplinarios que atraviesan los campos 
del derecho, la sociología y los estudios de género, a propósito de El mercader 
de Venecia. Me refiero aquí, especialmente, a ciertos pasajes reveladores de la 
manera como mujeres y varones nos diferenciarnos (o no) en la interpretación 
de la letra de las leyes.

En este punto, me gustaría traer a colación un trabajo de Felipe Fucito 
(1994), publicado hace ya algunos años. En él, el autor muestra los vaivenes y 
opiniones contradictorias que pueden coexistir en relación con el carácter del 
derecho en la vida social. Lo notable del trabajo que comentamos es que en él 
Fucito se propone (y de hecho logra) mostrar esas contradicciones, teniendo 
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como mira a un mismo autor, Max Weber, y en un misma obra, Economía y so-
ciedad. 

En el libro comentado, que, dicho sea de paso, constituye un texto crucial 
de la sociología académica clásica, y este no es un dato menor, Weber parece ir 
asumiendo dos roles diferentes: por un lado, “la perspectiva del científico so-
cial, relativa y provisional”, y por otro “la del jurista, que se presenta en la forma 
dogmática tradicional del derecho continental”.

Señala Fucito en su análisis que, si bien en varios puntos, se expresa el 
Weber jurista, en muchos otros este alterna con el sociólogo. Así, aparece en 
el texto una dualidad entre el deber ser jurídico y el ser real de la conducta, es 
decir, por un lado, el plano ideal de una ciencia del derecho que se ocupa de su 
ordenamiento lógico sin fisuras, y por otro los comportamientos, cuyo estudio 
pertenece al campo de la sociología.

A la manera del trabajo de Fucito, me propuse analizar El mercader de Vene-
cia suponiendo que Shakespeare, lúdicamente, como en un juego de escondi-
das, inventa un mismo personaje para “actuar” diferentes roles. Estoy aludien-
do, en este caso, al personaje del/la jurista. 

En efecto, esta figura asume en la obra dos perspectivas diferentes: la pers-
pectiva de un varón, mostrándose racional (en sentido weberiano), apegado a 
la letra de un contrato y a las leyes de la ciudad; y la de una mujer, que define 
a la justicia de un modo muy distinto, apelando a los sentimientos por sobre 
la racionalidad y la coacción del derecho (acción afectiva o emotiva, también 
definida en sentido weberiano) (3). 

Este ejercicio intelectual es factible, entre otras razones, porque William 
Shakespeare es un escritor tan prolífico como complejo, que pareciera disfru-
tar construyendo personajes no menos complejos, duales y contradictorios: la 
hija rica y obediente de un padre ausente, pero al mismo tiempo muy intrépida, 
valiente y arriesgada; un prestamista judío cuya avaricia y personalidad pare-
cen haber sido pergeñadas para causar rechazo, pero dueño de una oratoria tan 
sorprendente y conmovedora que ha hecho historia en la definición de la con-
dición humana; un hombre enamorado de su esposa, a tal punto que por ella 
arriesga la posibilidad de un celibato de por vida, pero cuyo nivel de amistad 
con otro hombre parece poner en duda su propia orientación sexual. Es decir, 
la obra aquí analizada ofrece, una y otra vez, nuevos pliegues y repliegues, en 
construcciones y metalecturas que se reinventan permanentemente a través 
del tiempo. 

 (3)  Se trata simplemente de una conjetura, en la medida que la obra fue concebida para ser tea-
tralizada. De este modo, considero bastante probable que este tipo de situaciones tuviera en el autor 
la intención de causar un efecto desconcertante o hilarante en el público, acostumbrado a ver en las 
obras de teatro a los personajes femeninos actuados por varones, en tanto a las mujeres les estaba 
prohibido actuar; en definitiva, Portia estaba destinada a ser representada por un actor varón, que, a 
su vez, en el papel de Baltasar, jugaba el rol de un hombre… 
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De hecho, si bien El mercader de Venecia es designada por su autor como 
comedia, paradójicamente su final nos hace llorar, tal como afirma Eduardo 
Rinesi (2014). Y esta historia “cómica” (o trágicamente cómica) nos invita siem-
pre a interpretaciones diversas, novedosas, originales, distintas.

III. Baltasar y la dogmática jurídica

Tal como Max Weber asume alternativamente el rol de jurista y de sociólo-
go, en El mercader de Venecia un mismo personaje toma decisiones judiciales 
según un modelo de varón (Baltasar) o de mujer (Portia). Y en este sentido, cabe 
preguntarse cuál de ellos es el hablante frente a las distintas situaciones que se 
presentan. 

Veamos, por ejemplo, uno de los momentos claves de la obra: la interpreta-
ción del contrato. Se trata de una de las escenas sobre la que más ha reflexio-
nado la dogmática jurídica, entre otras razones porque el propio Shakespeare, 
en una de las interpretaciones que propone, se apega fuertemente a la letra del 
documento cuestionado.

En esta línea, encontramos la famosa controversia entre dos juristas nota-
bles, Rudolf von Ihering y Josef Kolher, que examinaron el fallo del juez de Ve-
necia a través de concepciones diversas sobre la justicia y la seguridad jurídica. 
Así, mientras que Ihering evaluaba que “el juicio debió fallarse considerando 
nulo el título de crédito porque contenía un quid inmoral, pero al declararlo 
válido debió hacerlo sin recurrir al subterfugio”, Kolher se inclinaba por definir 
un nuevo principio jurídico: la conciencia judicial, que constituye “un reflejo 
del sentimiento de derecho que en un momento dado domina en el pueblo” 
(Guardado y Vicien, 1970).

Algunos autores interpretan que Shylock fue privado de sus derechos por 
un engaño, ya que Portia, al exigir que se corte una libra de carne sin dejar caer 
una gota de sangre cristiana, estaría ignorando un principio esencial de las 
leyes que rigen los contratos, puesto que el derecho de efectuar determinada 
acción (cortar una libra de carne) confiere una potestad a las consecuencias 
directas y necesarias del acto, en este caso, el derramamiento de sangre. 

Pero otros doctrinarios sustentan la posición contraria, y afirman que los 
contratos de esta naturaleza deben ser interpretados escrupulosamente, ya que 
está en juego la vida de una persona. Y, por lo tanto, aunque las premisas judi-
ciales puedan ser irregulares, la solución de equidad de Portia sería justa.

Por su parte, Gustav Radbruch, en su Filosofía del derecho, sostiene que El 
Mercader de Venecia ejemplifica de qué manera el derecho llega a contradecirse 
a sí mismo en el abuso de derecho, y cómo se restablece el equilibrio por medio 
de un abuso de derecho en la dirección contraria.

De este modo, los debates y argumentaciones pasan de considerar nulo 
el contrato por ser ilícita la causa, además de una sentencia de condición im-
posible desde el punto de vista natural (arránquese el trozo de carne viva, sin 
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que corra sangre), no siendo tampoco fundada la decisión sobre la pena contra 
Shylock por tentativa de homicidio (Bielsa), hasta el argumento del ejercicio 
abusivo de la facultad de contratar, que no merece tener amparo, por cuanto, 
frente al pretendido derecho estricto que emanaría del pacto, habría un prin-
cipio de superior conservación de la sociedad misma (así, Spota) (Guardado y 
Vicien, 1970). 

En resumen, este tipo de consideraciones analizan si el acto jurídico es líci-
to o ilícito, válido o inválido, si se trata de un contrato de mutuo, con fecha cier-
ta de devolución de la suma entregada y una cláusula penal a favor del acreedor, 
si la cláusula penal es ejecutable o no, si se trata de un imposible jurídico, si di-
cha cláusula colisiona con normas de orden público de carácter imperativo que 
protegen la vida y la salud de las personas, etc.; es decir, pertenecen al ámbito 
de la dogmática jurídica, y son objeto de análisis de la doctrina.

IV. El punto de vista socio-jurídico y el enfoque de 
género

La interpretación literal del contrato no es, sin embargo, la única vía de in-
terpretación posible. Ni siquiera es la primera, porque en la obra, al menos en 
un sentido cronológico, antes de la discusión sobre la validez o invalidez de la 
cláusula de la libra de carne, Portia intenta persuadir a Shylock, y muy proba-
blemente, al público asistente, de que, en la solución que se adopte, debe pri-
mar la clemencia, una virtud que está por encima del poder y de la justicia.

Portia aparece en esa instancia como un personaje típicamente “femenino”: 
es hermosa, respetuosa de su linaje, obediente de los mandatos de un padre 
muerto, inteligente y dispuesta a defender a su esposo del cual está enamorada. 

Así, clama con elocuencia: “The quality of mercy is not strained,/ It drop-
peth as the gentle rain from heaven/ Upon the place beneath. It is twice blest:/ 
It blesseth him that gives, and him that takes./ ‘Tis mightiest in the mightiest, it 
becomes/ The thronèd monarch better than his crown./ His sceptre shows the 
force of temporal power,/ The attribute to awe and majesty,/ Wherein doth sit 
the dread and fear of kings;/ But mercy is above this sceptred sway./ It is enthro-
nèd in the hearts of kings,/ It is an attribute to God himself,/ And earthly power 
doth then show likest God’s/ When mercy seasons justice” (4) (Shakespeare, Wil-
liam, en línea, Act IV, Scene I (5)).

 (4)  “La propiedad de la clemencia es que no sea forzada; cae como la dulce lluvia del cielo sobre 
el llano que está por debajo de ella; es dos veces bendita: bendice al que la concede y al que la reci-
be. Es lo que hay de más poderoso en lo que es todopoderoso; sienta mejor que la corona al monarca 
sobre su trono. El cetro puede mostrar bien la fuerza del poder temporal, el atributo de la majestad y 
del respeto, que hace temblar y temer a los reyes. Pero la clemencia está por encima de esa autoridad 
del cetro; tiene su trono en los corazones de los reyes; es un atributo de Dios mismo, y el poder te-
rrestre se aproxima tanto como es posible al poder de Dios cuando la clemencia atempera la justicia.” 
(Shakespeare, 1949; 1083).

 (5)  Recuperado de http://downloads.bbc.co.uk/schools/teachers/offbyheart/obhs_merchant_venice_
quality.pdf.
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El personaje de Portia y el pasaje que aquí comentamos se relacionan es-
trechamente con un modelo feminista de concepción de la justicia. A este mo-
delo pertenece la conocida investigación de Carol Gilligan, In a Different Voice 
(aquí traducida como La moral y la teoría) en la cual se sostiene que las mujeres, 
debido a procesos de socialización distintos y a sus experiencias de vida (no 
así a características biológicas), difieren respecto de los varones en la manera 
en que toman sus decisiones acerca de los conflictos, y por consiguiente, rea-
lizan aportes distintos al derecho que los realizados por aquellos (6). Esto es así 
porque parten de decisiones morales basadas en una ética del cuidado para no 
dañar a otros, por contraposición a una ética de la justicia basada en normas 
abstractas (7).

Siguiendo la línea investigativa de Gilligan, Carrie Menkel-Meadow (2002) 
se pregunta qué ocurre en el sistema judicial cuando Portia habla en “una voz 
diferente”. Su respuesta pone el foco en los cambios que son pasibles de pro-
ducirse, y sostiene que el fuerte crecimiento de la voz femenina en la profesión 
legal transforma el sistema adversarial en uno más cooperativo, menos “gue-
rrero” o litigioso, un modelo más comunicativo, a cuya solución se llega por 
acuerdo de las partes involucradas más que por la imposición de un extraño al 
conflicto, en el cual hay ganadores y vencidos. Huellas de esos cambios pueden 
encontrarse en los modelos alternativos de resolución de conflictos judiciales, 
como la mediación.

Pero la clemencia así entendida, que subyace a una definición de justicia de 
acuerdo con el principio jurídico del neminem laedere (la necesidad de abste-
nerse de cometer un daño a otros), es rechazada en la obra. Fracasa, porque no 
convence a Shylock. 

Así que Portia, como sostiene Carlos Cárcova (2014), enseguida comprende 
que, para resolver el conflicto, solo puede atenerse a la letra del contrato, ya que 
discutir su legitimidad implicaría desconocer una realidad que las autoridades 

 (6)  Dice textualmente la autora: “Dada la evidencia de que las mujeres perciben e interpretan la 
realidad social de manera distinta de los hombres (…), puede esperarse que las transiciones de vida 
que invariablemente provocan estas experiencias afecten a las mujeres de manera distintiva” (Gilli-
gan, 1985; 277). Y más tarde, agrega: “Comprender cómo la tensión entre responsabilidad y derechos 
sostiene la dialéctica del desarrollo humano es ver la integridad de dos modos diferentes de experien-
cia (…). Mientras que una ética de la justicia procede de la premisa de igualdad –que todos deben ser 
tratados igualmente–, una ética de cuidado se apoya en la premisa de la no violencia: que no se debe 
dañar a nadie” (Gilligan, 1985; 281).

 (7)  No obstante la trascendencia del trabajo de Gilligan y su influencia sobre algunos argumentos 
que sostienen el “feminismo de la diferencia”, y que tienen a Portia como figura inspiradora, sobre 
todo en las autoras de origen anglosajón, conviene ser prudente con el uso de categorías no conce-
bidas para analizar los comportamientos de personajes del pasado, en tanto la autora considera que 
las diferencias señaladas en el juicio moral de varones y mujeres son el fruto de procesos de socializa-
ción diferencial que están temporal y espacialmente situados. Por lo tanto, estas categorías, tal como 
la misma Gilligan las entendió, solo resultan útiles para analizar contextos relativamente similares al 
que rodeó sus investigaciones: la sociedad occidental contemporánea de fines del siglo XX.
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de Venecia no avalarían, en tanto la prosperidad económica de esta ciudad se 
basa en el estricto cumplimiento de las leyes (8). 

Aparece entonces en la obra otra interpretación del derecho, si se quiere 
más descarnada y terrena, que la acerca al mundo de los juristas romanos (Ul-
piano, entre otros) y al de arraigadas tradiciones que perduran hasta hoy y que 
define al derecho como “la continua y perpetua voluntad de dar a cada uno lo 
suyo”, o enunciados semejantes. Es la ética de la justicia, en última instancia, la 
que parece imponer la realidad de los tribunales, la que se enseña y aprende en 
las facultades de derecho, la que conocen y aplican los abogados, la que estu-
dian los doctrinarios y la que consagran los jueces. Este es un dato sociológico 
duro, en el sentido literal y metodológico de la palabra.

¿A quién pertenece entonces la voz que habla cuando se ordena extraer la 
libra de carne, a Portia o a Baltasar? 

Baltasar exhibe el conocimiento, es aplaudido, recibe respeto, elogios y gra-
titud. Portia, en cambio, tiene prohibida la palabra: no es vista ni reconocida, 
porque está disfrazada, y tampoco es escuchada, porque no tiene voz: como 
mujer, ella es muda e invisible para el mundo del derecho. 

Su invisibilidad y pasividad nos recuerdan otro pasaje de la obra, no menos 
conocido en el ámbito académico: el motivo de la elección de los tres cofres. 
Este remite al momento en el cual Portia debe escoger marido. Por el mandato 
de su padre muerto, este resultará de aquel candidato que, expuesto ante tres 
cofres (de oro, de plata y de plomo respectivamente), tome la decisión correcta 
y encuentre el retrato de la amada escondido en uno de ellos. Los príncipes de 
Marruecos y de Aragón fracasaron en la encrucijada, y solo Bassanio acierta, al 
escoger el de plomo, al que se acompaña con la inscripción: “Quien me escoja 
debe dar y aventurar todo lo que tiene”. La sencillez y palidez del plomo, en 
contraposición con la brillantez del oro y los méritos superficiales de la plata, 
fueron los factores que Bassanio tuvo en cuenta para inclinarse por él. 

El motivo de la elección de los tres cofres fue objeto de diversos trabajos 
escritos en clave psicoanalítica y filosófica, de los cuales probablemente el 
más célebre es el de Sigmund Freud (1986) (9). A este último no lo convencen en 
absoluto las razones esgrimidas por Bassanio para justificar su decisión, que 
encuentra pobres y forzadas (“si en la práctica psicoanalítica nos surgiera un 

 (8)  De acuerdo siempre con Cárcova (2014), para ello recurre a instrumentos hermenéuticos, ha-
ciendo del derecho un uso paradojal en la interpretación de la cláusula que concede a Shylock el de-
recho a quedarse con una libra de carne de Antonio.

 (9)  Hay otros autores que se dedican a interpretar este célebre pasaje, también en clave psicoana-
lítica. Valga como ejemplo el texto de Sarah Kofman [en línea], quien rescata la clave simbólica de la 
ambivalencia por sobre la del sueño (como Freud) a la hora de resolver el enigma que la obra presen-
ta. Una de las diferencias más importantes entre ambos es que, mientras Freud busca en los sueños y 
su simbología el desciframiento de los enigmas que la literatura plantea, Kofman propone la ruptura 
con el modelo del sueño en beneficio de la noción de ambivalencia (y de una ambivalencia estructu-
ral, que establece una lógica diferente: una lógica de la paradoja, capaz de afirmar simultáneamente 
dos sentidos opuestos, el sentido y el no sentido; no ya el amor o la muerte, sino el amor y la muerte).
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discurso así, sospecharíamos unos motivos secretos tras la argumentación in-
suficiente”, dice textualmente). El autor, en su análisis, se remonta a antiguos 
mitos compilados en la Gesta Romanorum y en la épica estonia, donde apare-
cen variaciones sobre el mismo relato (por ejemplo, el de un hombre que debe 
escoger entre tres cofrecillos), y considera que los cofres son verdaderamente 
símbolos de lo esencial en la mujer, es decir, simbolizan a la mujer misma (10).

En esta escena crucial, Portia es un personaje oculto y mudo, al menos en 
apariencia: debe reprimir su voz, porque quien escoge es el varón, aunque sin 
dudas algo pugna en ella por salir, por abrirse al mundo (porque tal es el desti-
no de un cofre), por ser vista, reconocida y escuchada. 

V. De ficciones y espejos

Por otro lado, es posible pensar que Shakespeare nos brinda aquí una gran 
oportunidad para “desenmascarar” la justicia por detrás de la ley y de las pa-
labras de los jueces. Esto es así porque, desde el punto de vista sociológico, los 
argumentos que discuten los actores del derecho dicen mucho más acerca de la 
cultura jurídica hegemónica que acerca de su contenido. 

Como en un particular juego de espejos, descubrimos entonces que la obra 
encierra un gran artilugio: un contrato válido, instituido por un funcionario, 
es decir, con todas las formalidades de la ley… ¡pero con una cláusula de cum-
plimiento imposible! Y esta primera y gran ficción es desenmascarada gracias 
a una segunda ficción, en tanto se resuelve merced a una mujer que interpreta 
el derecho con el ropaje, pero también el conocimiento, de un varón (hecho 
bastante curioso, en una época en que las mujeres tenían vedado el estudio del 
derecho, al menos formalmente). Y todo este montaje, a su vez, sin que los par-
ticipantes de la escena lo adviertan, y aquí se desarrolla la tercera ficción de la 
obra: ¿es acaso verosímil que los asistentes al juicio ignoren a qué sexo pertene-
ce el juez? ¿Tan fácil es engañar al público? 

¿O tal vez William Shakespeare deliberadamente prefirió la ironía y el sar-
casmo para burlarse del mundo jurídico, para mostrarnos la gran ficción que 
habita detrás de cada una de las ficciones del derecho?

Lógicamente, no existe una única respuesta a este interrogante. Sin embar-
go, sospecho una fuerte conexión entre esta escena y otra de las más curiosas 
ficciones de la perspectiva jurídica positivista, que consiste en suponer que 
ciertas características personales o sociales de los jueces, como su sexo-género, 

 (10)  Freud encuentra el mismo motivo de elección en El rey Lear, también de William Shakespea-
re, pero en este caso la decisión que se toma es la incorrecta: Cordelia, la única hija verdaderamente 
fiel, permanece muda en el momento crucial, y es injustamente dejada de lado por su padre al repar-
tir sus tierras, quien ya tarde se arrepiente de su error. La joven y excelente Cordelia representa, para 
el fundador del psicoanálisis, la callada muerte, con quien todo moribundo debe amigarse, porque 
ese es el orden natural de la vida (“Una sabiduría eterna, con el ropaje del mito primordial, aconseja 
al hombre anciano renunciar al amor, escoger la muerte, reconciliarse con la necesidad del fenecer”; 
dice Freud textualmente –1986; 316–).
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orientación sexual, estado de salud, religión, edad, posición política, su relación 
con los demandantes y sus respectivos representantes legales, etc., no presen-
tan influencia alguna a la hora de decidir un caso judicial.

La dogmática contribuye fuertemente a crear esta ilusión en la medida en 
que construye un andamiaje discursivo férreamente concebido para reforzarla, 
a través de la imposición de ciertos principios asumidos y trasmitidos axiomá-
ticamente por los operadores jurídicos (el juez conoce el derecho, el derecho 
no detenta lagunas ni vacíos legales, el juez es elegido por su idoneidad para 
ocupar el cargo, el juez no es ni debe ser influido por la coyuntura política o la 
cobertura mediática de los casos, etc.). 

Y en este sentido, la solemnidad y el despliegue visual y escenográfico del 
ritual judicial (la “puesta en escena”) no carecen de importancia: “La ceremo-
nia es una comunicación jurídica que se despliega y que se juega sobre la escena 
de la Ley; es en esta escena, precisamente, que se despliega toda ritualidad (…). 
Sin los rituales, sin las ceremonias, sin las mediaciones rituales y ceremoniales, 
la institucionalidad sería letra muerta, no estaría anclada en la sensualidad, no 
sería operacional” (Kozicki, 2004).

Esto ocurre porque el derecho y el teatro, al igual que la ficcionalización 
literaria, comparten, por así decir, una misma estructura del doble significado, 
que no es el significado por sí mismo, sino una matriz para generar significa-
dos. En palabras de Wolfgang Iser (2004), “el doble significado toma la forma 
del ocultamiento y revelación simultáneos siempre diciendo algo que resulta 
diferente de lo que mentaba, para anunciar algo que se sobrepone a lo que esto 
refiere”.

VI. Portia y la sangre

Pues bien, la decisión está tomada: la libra de carne puede extraerse del 
cuerpo del deudor, porque la ley de Venecia (la ley humana) así lo autoriza, pero 
eso sí, sin derramar una sola gota de su sangre. El conflicto está planteado, in-
cluso, desde el plano simbólico: la sangre de Antonio vale… porque es cristiana. 
¿Y la sangre de Shylock, siendo judía, cuánto vale?

La sangre representa, además, la expiación, necesaria para que se cumpla 
la ley divina. La idea central de todo sacrificio es que “el don aplaca a las po-
tencias y aparta los castigos mayores que podrían sobrevenir”. Y es un prin-
cipio de legalidad divina “(la conciencia interna del hombre con su potestad 
de desencadenamiento de autocastigos terribles) el que pone en movimiento 
el mecanismo sacrificial que la sangre simboliza máximamente” (Cirlot, 1992). 
Las virtudes expiatorias y redentoras que se atribuyen a la sangre (en el caso de 
Cristo, por ejemplo) explican, entre otras cosas, las interpretaciones atribuidas 
a la vid y al vino (Becker, 1997).

Pero la sangre también es vida: sin sangre no hay vida. Por esa razón, en 
una de las tantas recreaciones que la obra tuvo a lo largo del tiempo, Una libra 
de carne, publicada en 1954, el dramaturgo argentino Agustín Cuzzani (2008) 
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imaginó un final sin sangre, uno en el cual Elias Beluver, trabajador que ve-
geta viviendo bajo el mínimo de existencia y al cual sus diversos patrones ex-
plotan sin escrúpulos, llega exangüe (literal y metafóricamente hablando, por 
supuesto) a la escena final: “El Hombre, que es el único ser humano de entre 
los restantes personajes, acusa a la sociedad de haber juzgado a Beluver y de 
haberle extirpado una libra de carne de su cuerpo. A diferencia de Shakespea-
re, la carne del acusado carece de sangre, por lo que el acreedor se libra de una 
sanción. Se [la] chupó de la víctima durante toda su vida (…)” (Pörtl, 1998, y 
Bolet Rodríguez, 1987). 

Porque la sangre es vida, hay una relación fundamental entre la sangre y la 
mujer como arquetipo. Este es un dato antropológico, pero también es un dato 
cultural y sociológico. No hay parto sin sangre, y como solo la mujer pare, solo 
ella puede dar vida. Al mismo tiempo, una persona deja de ser niña y se hace 
mujer, precisamente, ante su primer “sangrado” (la menarca) (11). 

Es decir, no hay mujer sin sangre, y no hay sangre sin mujer. Por eso, la ley 
de la sangre es una ley femenina (Antígona), y esta ley es anterior y más sagrada, 
antropológicamente hablando, que la ley del Estado: mater semper certa est. 

La ley de la sangre, o sea, el principio femenino, así concebida, debe perma-
necer oculta (aunque en el marco del Estado está latente). De este modo, Portia 
solo puede pronunciar su sentencia detrás de la máscara (de la persona, dirían 
los antiguos romanos) de Baltasar (12). 

Es, pues, Portia quien ahora habla, sí, pero ya no es la misma que antes, 
porque está enfurecida: frente al fracaso de la clemencia, del neminem laedere, 
se encuentra “en carne viva”, puesto que debe recurrir a una ley racional y pa-
triarcal, al derecho de Venecia y del Estado, a una ley menos compasiva y más 
cruenta, para poder volver las cosas a un equilibrio y armonía que se habían 
roto cuando se puso en juego el principio sagrado de la vida (la carne, la sangre) 
a cambio de dinero. 

Entonces, la justicia se torna venganza (Medea): Portia perdona la vida a 
Shylock, pero esta carece ya de significado para él… 

VII. Conclusiones

En ese juego de espejos, de ficciones, de disfraces y de emociones desple-
gadas y reprimidas, El mercader de Venecia puede ser vista como un juego de 
muñecas rusas: una primera ficción, dentro de una segunda ficción, dentro de 

 (11)  Este hecho explica por qué, en algunos pueblos, se consideraba que la sangre contamina; de 
ahí que las menstruantes y las recién paridas debían ser sometidas a determinados ritos de segrega-
ción y purificación (Becker, 1997).

 (12)  Lo paradójico es que, como sostiene Iser (2004), la persona tras la máscara no desaparece, 
sino que “está presente como algo que no se puede ser mientras uno es uno mismo”.
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una tercera ficción (13). También puede ser vista como un cuadro, enmarcado en 
otro cuadro, dentro de otro cuadro: intuitivamente, ciertos lazos de parentesco 
(incluso temporales) la unen a “Las meninas”, la obra maestra de Diego de Ve-
lázquez, que data de unos años después (1556). 

El arte, decía Gilles Deleuze, es una exageración con respecto a la realidad, 
pero no con respecto al arte mismo. Es decir, el arte brinda un modo exagera-
do, absurdo, grotesco, insólito, pero sobre todo perturbador, de ver las cosas, 
nos permite “jugar” (en su doble sentido, o sea, en un sentido lúdico, y tam-
bién como ejercicio o desempeño) con la realidad. Lo hace para poder huir de 
la muerte, que es, de alguna manera, el fin y la prisión de esa misma realidad y 
de su falta de sentido.

En esa misma exageración, el arte nos permite formularnos algunas pre-
guntas, no necesariamente porque vayamos a responderlas, sino por la vital im-
portancia que tiene, acaso, el formularlas. Como dice Nancy Cardinaux (2014), 
“la literatura acaso sea (…) una aproximación crítica al derecho, una fuente en 
la que abrevar no de forma utilitaria sino buscando lo que acaso no sabemos 
que buscamos, sumergiéndonos, aprendiendo a ser lectores que no entran al 
texto con preguntas sino que las construyen en las lecturas, que no buscan res-
puestas sino que están dispuestos a poner en tela de juicio sus certidumbres y 
profundizar sus perplejidades”.

El mercader de Venecia es una obra extremadamente provocativa, porque 
es capaz de azuzarnos con dudas existenciales más allá del espacio y de los si-
glos: ¿es que acaso un judío no sufre si lo pinchan? ¿una mujer debe ocultarse 
para decir el derecho? ¿qué papel cabe a la clemencia en un mundo plagado 
de desigualdades? ¿y a la furia? ¿cuánto hay de emotividad e irracionalidad en 
las decisiones de los jueces? ¿la solemnidad del derecho debe amparar el sufri-
miento de un ser humano? Y estas preguntas, exageradamente, grotescamente, 
provocativamente… siguen hoy más vigentes que nunca.
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Consideraciones sobre la construcción 
de la “identidad digital” de las personas 

y las posibles derivaciones jurídicas (1)

Por Mario S. Gerlero (2)

I. Introducción

Nuevas formas de conocimiento e interacción se suelen definir por la exis-
tencia y la función social y cultural de plataformas como Facebook, Wikipedia, 
Linkedin, Twitter o Youtube; conocimiento e interacción con carácter de efíme-
ro y fugaz; situación, esta, que se la suele identificar como “cultura de la conec-
tividad”. Esta implica no solo estar en red o conectado a la red; involucra un 
modo de estructurar relaciones, una forma inédita de estar con otros y producir 
una “socialización conectada”. 

Las redes sociales se han convertido en una herramienta de alto impacto en 
la sociedad actual, definiéndola, al generar numerosos beneficios (provecho, 
ventajas y privilegios), como notorios perjuicios (al otorgar prerrogativas que 
generan arbitrariedades y distintas formas de explotación). Estas redes sociales 
se han convertido, a la vez, en gran fuente de diversión y de poder. Es así que 
las redes sociales en el siglo XXI constituyen la más compleja experiencia del 
hombre (en sociedad) como creador de conocimiento y formador de un notable 
poder y de capital (económico, social, cultural) actuando dentro de la platafor-
ma de la tecnología digital. 

Es así como se está presente frente a una cultura, denominada de la conec-
tividad, que tiene –en un modelo secuencial o histórico– tres vertientes epoca-
les: a) una primera época caracterizada por la participación de las personas que 
fortalecen la ciudadanía, la democracia y la comunidad, y de ese modo mejora 

 (1)  Texto construido desde datos preliminares que surgen del proyecto “El Campo Jurídico y los 
Nuevos Movimientos Sociales: Antecedente, función, desafío y proyección de las redes sociales lésbi-
co-gay-trans a partir de las políticas reparadoras de derechos humanos en el contexto de la Sociología 
Jurídica” (Programa UBACyT Derecho 2016-2018), dirigido por Mario S. Gerlero. 

 (2)  Doctor de la Universidad de Buenos Aires en el área de la Sociología Jurídica. Posdoctor en 
Sociología Jurídica (UBA). Abogado (UNC) y especialista en Sociología Jurídica y de las Instituciones 
(UBA). Profesor regular de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y de la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata. Profesor de Posgrado en la 
Universidad Nacional de La Plata. Director de Equipos de Investigación en los Programas SECyT-UBA 
y SECyT-UNLP. Director del Grupo de Estudio de la Complejidad en la Sociedad de la Información 
(GECSI-UNLP). E-mail: mario_gerlero@yahoo.com.ar.
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la calidad institucional; b) un segundo momento o época donde comienza a 
emerger la utilización de los datos personales, el desarrollo de modelos de ne-
gocios capaces de equilibrar la participación de los usuarios con las estrate-
gias comerciales; tal situación supuso un verdadero desafío para la industria 
de los medios digitales, ya que cualquier estrategia corporativa podía genera 
un boicot de los usuarios de las plataformas, y c) una tercera etapa donde se da 
de manera prevaleciente y excluyente el uso de los datos personales y la nego-
ciación con los gustos privados de cada actor que usa una de esas plataformas; 
existe un marcado conflicto por el mercado de los “motores de búsqueda” como 
puede ser Yahoo. De manera que se posibilita, en la tercer etapa, lo que se sue-
le denominar el “filtro-burbuja”, esto es un fenómeno que fortalece el mundo 
amigable para cada sujeto; un mundo mediado por pantallas en el cual el acce-
so a las vidas, las necesidades y los deseos de los otros queda suspendido por la 
reconfortante y peligrosa impresión de que la única vara para asimilar la reali-
dad socio-cultural de los demás es la que se atiene al limitado interés del sujeto 
que utiliza el dispositivo; se retoma unas construcción artificial-digital de una 
comunidad de pertenencia sin visibilizar al otro y a la complejidad del contex-
to. Se trata de una forma de transformar una sociedad plural en una suerte de 
simplificación etnocéntrica, donde solo es posible mirar la complejidad desde 
el usuario, desde su perfil –por el uso de los dispositivos– del mismo intere-
sado; esto ocasiona que cada uno de los demás usuarios se transforme en un 
enemigo o en una potencial amenaza para el que observa la realidad desde una 
aplicación. Se consolida el “sesgo en la información” al reforzar esquemas que 
ratifican el punto de vista propio.

Se instala así, desde la segunda etapa, la idea de una “socialidad vendible” 
que limita la autonomía de los actores y de su libertad en lo referido a una socie-
dad civil. En este contexto, lo que está en juego es el desarrollo y el uso masivo 
de tecnologías inteligentes a partir de los datos recolectados y analizados por 
“dispositivos y algoritmos” (entendidos como un conjunto prescrito de instruc-
ciones o reglas bien definidas, ordenadas y finitas que permite llevar a cabo una 
actividad mediante pasos sucesivos para obtener soluciones) que se encuen-
tran alojados en celulares, cajeros automáticos o en cualquier otro dispositivo 
que conforma el entramado mundo de las redes sociales. Estas tecnologías es-
tán produciendo perfiles de cada sujeto o persona que orientan: a) a la mercan-
tilización integral de la existencia al apoderarse –por grandes estructuras em-
presariales como las mencionadas– de los datos, gustos, costumbres en la red, 
b) al aumento del rendimiento de la persona –en distintas “app” que digitalizan 
entrenamiento personal, velocidad, peso, entre otros– y c) a la sumisión en un 
contexto de búsqueda de la seguridad global creando así, en los tres casos, un 
mapa de comportamiento con la doble vocación de servir a la seguridad y al 
marketing al tomar las redes sociales como un nuevo y poderoso canal para la 
publicidad y la venta. Es el momento del apogeo del tecno-liberalismo que rea-
liza el gran sueño del capitalismo histórico: el asalto de todos los aspectos de la 
vida de un sujeto (Gerlero, 2018:94).

De manera que se instalan de forma definitiva la segunda etapa de manera 
prevaleciente y la tercera etapa de manera emergente. Se consolidan nuevos 
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modos de comercialización donde ya la red no es un encuentro entre ciudada-
nos sino un encuentro entre clientes, de donde se extraen todo tipo de informa-
ción sobre las preferencias y el comportamiento de los sujetos interconectados. 
Se fortalece la idea de Internet como mercado, donde -de manera residual– es 
visto como un foro público con notorias limitaciones. Esta situación trae apare-
jada, además, una resignación de la vida privada al consumir en la red los pro-
ductos y servicios que promociona e instala la misma red; esta se convierte en 
un capital social explotado por las corporaciones. Junto a esta situación se ubi-
ca, además, un alternativo, y a la vez nuevo modelo –sofisticado y complejo– de 
vigilancia y control de parte de los servicios de seguridad pública y la seguridad 
privada. Se construyen y se consolidan “enemigos simbólicos”; enemigos (hos-
tiles, disidentes, desviados) que proporcionan la necesaria seguridad y logran 
la cohesión social; gobiernos y administraciones que construyen un consenso 
artificial a partir de la existencia de responsables de hechos ocurridos o por 
ocurrir; desde un hecho del pasado se justifican los postulados de la élite impe-
rante en el presente (3).

En este contexto de amenaza constante referida a la perdida de libertad y el 
desafío que genera la persistencia de la fragilidad y vulnerabilidad de los datos 
referidos a la privacidad y la dignidad de las personas, se supone que todavía 
quedan resquicios en donde cada uno de los actores, en las redes sociales, ela-
boran una identidad digital alternativa, tal vez con datos apócrifos, para tratar 
de eludir y desafiar dicha amenaza, fragilidad y vulnerabilidad de su identidad 
y de su privacidad, teniendo en claro una meta: construir esa identidad digital 
paralela a su vida que le permita explorar posibles nuevas identidades con dis-
tintas finalidades: a) explorar “fantasías inconfesables”; b) conocer el potencial 
de su visión personal o colectiva; c) redefinir su identidad, o d) incorporarse a 
un nuevo agrupamiento de pertenencia para promover o consolidar derechos. 

Esta optimista y confiada posibilidad, en proceso de ser corroborado em-
píricamente (4), se desarrolla en un contexto de intimidación constante; todavía 
el atrevimiento del sujeto para poner en acción sus expectativas suele ser con-
tundente por sobre la velada y encubierta vigilancia y control de una sociedad 

 (3)  Reflexiones a partir de Monedero, Juan C., “Los nuevos disfraces del Leviatán: el Estado en la 
era de la hegemonía neoliberal”, Akal, España, 2017. 

 (4)  En la primera etapa el trabajo cualitativo comienza con la observación detallada y próxima a 
los hechos en las distintas plataformas de las redes sociales; se buscan actores específicos dentro de 
lo cual se pueda o no determinar ciertos patrones de conductas, ya que estos dependen de las condi-
ciones de la teoría que sustenta el trabajo, los datos obtenidos y la capacidad para interpretarlos. Se 
intenta captar el significado de las cosas (procesos, comportamientos, actos) más bien que describir 
hechos sociales, se pretende reconstruir el significado a partir de la participación de los usuarios en 
dichos dispositivos digitales; implica, entonces, la primacía de los aspectos subjetivos de la conducta 
humana sobre las características objetivas. Al recurso de las técnicas cualitativas, como los análisis 
de texto de la interacción en las diferentes plataformas y, por sobre todo, en “salones de chat”, se les 
suman las entrevistas en un contexto de confianza y privacidad. Esto permite el análisis del discurso 
que se produce como consecuencia de dicho contacto. 
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normalizante que se encuentra bajo los paramentos hegemónicos de empresas 
que se asocian con operadores de la gestión administrativa de un Estado (5). 

La revolución digital que se está viviendo trastoca las actividades civiles y 
profesionales, modifica el campo de la información y la vigilancia en contextos 
republicanos y democráticos. En la era de Internet, la vigilancia se ha vuelto 
omnipresente, inmaterial, imperceptible, indetectable e invisible. Además, ya 
es técnicamente de una excesiva sencillez. Ya no son necesarios trabajos de 
“intervención en una vivienda u oficina”, basta la colaboración de diferentes 
empresas con el Estado para alcanzar los rastros de las actividades de cada ciu-
dadano en los lugares más remotos e inverosímiles de seguir (6).

II. Interacción, redes y plataformas digitales en las 
sociedades disgregadas y dispersas

Con diferentes matices y distintas categorías hay notables construcciones 
teóricas que sostienen la existencia de un nuevo tipo de estructura social que se 
aleja de aquellas denominadas modernas, nacionales, de masas o industriales; 
estas nuevas categorías pueden ser aglutinadas bajo otro tipo de sociedad: “dis-
gregada y compleja” (Gerlero, 2018:67). 

Se sistematiza así un modelo prevaleciente de sociedad que es a la vez con-
siderado como una estructura “disgregada y compleja” donde se destacan: a) la 
heterogeneidad de las necesidades y las prácticas; b) la hibridez en las manifes-
taciones culturales (v.gr.: nuevos derechos); c) la profunda desigualdad social 
(que es además económica, geográfica o regional, cultural); d) la disociación 
de un segmento social del otro, con mínima o muy escasa comprensión de las 
necesidades de uno y del otro; e) la rotunda desconexión entre los segmentos 
o sectores que imposibilitan consensos necesarios; f) la democratización y la 
igualdad formal que hacen de la estructura sistemas democráticos de baja in-
tensidad y formulados desde la simplificación de relatos y fabulas alejadas de 
datos ciertos; esto es, el eslogan prevalece sobre el contenido y la densidad de 
la descripción de un fenómeno sociales, y g) el alto grado de combinación e in-
terconexión entre variables que definen a la sociedad y que le dan el sentido de 
complejidad de la vida cotidiana (Gerlero, 2018:74).

La situación que contextualiza este tipo de sociedad está identificada con 
el acelerado “proceso de globalización con carácter incierto”, y esto se debe a 
una conjunción de fenómenos: la organización de grandes empresas en estruc-
turas de redes mundiales (ignorando cada vez más las fronteras nacionales) en 

 (5)  Información que es segmentada, parcializada, muchas veces determinada por la actividad de 
los “troll” (o agitador “full time”) y la búsqueda permanente de troller (o alteración del sentido inicial 
de cualquier tema) con el fin de perturbar la atención hacia un lado buscado o promovido por sec-
tores hegemónicas. De manera que el sujeto se encuentra aislado de la realidad y sumergido en un 
contexto de superficialidad, simplificaciones, distracciones, especulaciones, donde queda lugar para 
meras especulaciones y conclusiones tomadas con ligereza (Gerlero, 2018, p. 82).

 (6)  A partir de Moraes, Denis (comp.), Mutaciones de lo visible: comunicación y procesos cultura-
les en la era digital, Paidós, Buenos Aires, 2010.



		 Consideraciones sobre la construcción de la “identidad …	 175		 Consideraciones sobre la construcción de la “identidad …	 175

el área de la información y su transmisión internacional e instantánea. Parece-
ría, por lo pronto, que se está frente a una pérdida de la variedad cultural; por 
todas partes existen elementos que llevan a destacar como fenómeno social a 
la homogeneidad cultural “incierta” (normas y prácticas compartidas pero con 
numerosos matices, tonos, graduaciones, entre otros) la supuesta desaparición 
de la variedad de las modalidades que otorgan la identidad a cada comunidad. 
Parecería que lo global supera a lo local. Se estaría en presencia, además, de un 
tipo de sociedad reconocida por los cambios bruscos, de consecuencias des-
conocidas, de numerosas interrelaciones de variables difíciles de descifrar e 
imposibles de prevenir. De la lectura de diferentes y destacados autores surge 
que todos ellos coinciden en una categoría: “efímeros”; es el momento de es-
tructurar la vida en sociedad con pilares endebles, fugas, a partir de lo tempo-
rario y transitorio. Es el momento de la “notoriedad de lo efímero”. Parecería 
una sociedad del colapso donde se destacan: inseguridades personales, futuros 
inciertos, estructuras inestables, conocimientos precarios con la falta total para 
encontrar y plantear soluciones integrales. 

Frente a esta realidad se presenta una nueva, relacionada a la diversifica-
ción, a la fragmentación y a los conflictos socioculturales. Un mundo globa-
lizado es un mundo sin fronteras, donde importa la centralidad de la persona 
humana (la conciencia individual de Durkheim) que reemplaza la magnitud 
del Estado-Nación. Ahora bien, esta estructura es vista hoy, además, a través de 
una serie de determinaciones que se incluyen en las categorías: étnica, género, 
sexualidad, estratos sociales, nacionalidad, religión; determinaciones que con-
tribuyen a la fragmentación de la sociedad. La globalización puede simbolizar 
la esperanza de progreso, de la paz, la posibilidad de un mundo unido y mejor 
y, al mismo tiempo, representa dependencia, falta de autonomía y amenaza. Es 
importante rescatar que la cara oscura de la globalización se encuentra iden-
tificada con un modelo capitalista que encuentra legitimación en la sociedad 
colonial que negaba toda forma de vida preexistente fundando con actos de 
violencia nuevas estructuras sociales idénticas a las de los países colonizado-
res. La globalización relacionada con el capitalismo, la mercantilización y la 
explotación originan y legitiman el racismo, el patriarcado, la desaparición de 
culturas, el avance de extrativismo y el agronegocio. Desde ese carácter con-
tradictorio de la globalización se remite a su opuesto, a la localidad y regiona-
lidad, a las pequeñas comunidades, pero también, al nacionalismo agresivo y 
al racismo.

Tal vez la característica que se destaca, en el nuevo tipo de categoría so-
cial, se relaciona de manera directa con la presencia y el impacto de las nuevas 
tecnologías que crean contextos altamente manipulables desde los relatos sin 
textura, con algo de fábulas y de ficciones. 

2.1. La sociedad de la información y la comunicación 

La relevancia y la complejidad de las formas de comunicación y de acceso 
a la información que han llevado a esta denominación grafican su impacto en 
distintas dimensiones de lo social, incluida especialmente la cuestión de la inti-
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midad y privacidad en las personas. Es de importancia aludir a la consolidación 
de un nuevo tipo de sociedad con sus referentes (tecnología y comunicación, 
cultura digital, identidad digital de las personas), ya que permite no solo ser 
la base teórica de un extenso programa de investigación sino, además, es una 
forma de situar la importancia de la privacidad y la identidad en un contexto de 
amenaza constante que podría sumergir a la persona en un estado de zozobra y 
disciplinamiento por parte de la gestión administrativa del Estado con la cola-
boración total de las corporaciones globalizadas (7). 

Esto se debe a que la creación, distribución y manipulación de la informa-
ción que proveen las tecnologías de la información y la comunicación (TICs) 
impactan en prácticas sociales, culturales, políticas incluyendo, en consecuen-
cia, el campo jurídico que nos ocupa. Es un periodo histórico caracterizado por 
una revolución tecnológica; dicha revolución se centra en las tecnologías digi-
tales de información y comunicación, concomitante, con la aparición de una 
estructura social en red pero no causante de ella; información, comunicación y 
red que influyen y definen cada ámbito de la vida y la actividad humana. Impli-
ca un proceso de transformación multidimensional que es a la vez incluyente 
y excluyente en función de los valores e intereses dominantes en cada proceso, 
en cada país y en cada organización social. En consecuencia, el concepto de 
“sociedad de la información y de la comunicación”, como construcción polí-
tica e ideológica, se ha desarrollado de la mano de la globalización neoliberal, 
cuya principal meta ha sido acelerar la instauración de un mercado mundial 
abierto y “autorregulado”. Política que ha contado, como suele ser frecuente en 
las últimas seis décadas, con la estrecha colaboración de organismos multila-
terales como la Organización Mundial del Comercio (OMC), el Fondo Mone-
tario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, para que los países abandonen 
las regulaciones nacionales o medidas proteccionistas que “desalentarían” la 
inversión; todo ello con el conocido resultado de la escandalosa profundización 
de las brechas y desigualdad social. Por su parte, desde una perspectiva crítica, 
plantean que la sociedad global de la información se ha convertido en un reto 
geopolítico y el discurso que la envuelve es una doctrina más política que teó-
rica sobre las nuevas formas de hegemonía, ya que la ideología de origen de la 
sociedad de la información impulsada desde países capitalistas centrales no 
es otra que la del mercado, así como un refinamiento de las estrategias de con-
trol y vigilancia hoy identificadas con el poscolonialismo. Es de destacar que 
este tipo de sociedad y el fenómeno social que la caracteriza tienen consecuen-
cias no deseadas debido al vértigo de la información, los numerosos canales de 
comunicación, el exceso de versiones e interpretaciones sobre determinados 
hechos sociales y la inexistencia de jerarquías en cuanto a la información que 
impide u obstaculiza la compresión acabada de uno o varios hechos sociales; 
esto hace que una información derribe a la anterior y se superponga a otra ge-
nerando una suerte de amnesia, manipulación y falta de resistencia. Amnesia 
de los ciudadanos frente a la situación planteada, manipulación de determina-
dos sectores sociales hegemónicos en la selección de lo comunicable, y la falta 

 (7)  Una de las líneas de trabajo que se desarrollan con el equipo del GECSI-UNLP (Grupo de Estu-
dios de la Complejidad en la Sociedad de la Información); www.gecsi.unlp.edu.ar.
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de resistencia por parte del resto de los actores sociales frente al cansancio y al 
hartazgo por la saturación de la presencia cotidiana de agentes e instrumentos 
de comunicación e información. 

Se está en presencia de un hiperconsumo de tecnología que transforma al 
sujeto, que prioriza a los ciudadanos que buscan la apariencia y la inmedia-
tez; sujetos-ciudadanos que son dudosamente pragmáticos, pero básicamente 
superficiales y utilitarios procurando la mayor felicidad posible en y desde el 
consumo, como mandato socio-cultural. 

La visibilización de esta problemáticas indica que se está en presencia de 
una sociedad compleja de la información y la comunicación, menos consciente 
de sí, adormecida y con menos interés en la emancipación y en cualquier pro-
yecto o utopía libertaria; una sociedad anestesiada o inconsciente; donde se 
incrementan de manera notable las aporías (o paradojas irresolubles) y las con-
tradicciones; predominan las situaciones o circunstancias que son muy difíci-
les de plantear sintéticamente e imposibles de resolver, donde se carece de una 
respuesta clara y consensuada frente a cualquier situación problemática; nada 
es cierto ni verdadero, pocos hechos pueden ser objetivos; es por esa razón que 
se instalan las múltiples y variadas narrativas que dan vida a otro tipo de socie-
dad. Esto es así cuando es complejo determinar los criterios posibles de verdad 
o falsedad frente a hechos o situaciones; es el momento en que la multiplici-
dad de discursos no comunica ni informa, solo “accionan”; se ponen en mo-
vimiento acciones enunciativas que tienen como objeto “producir” actos. Los 
medios más que informar crean, poniendo en circulación contenidos vaciados 
de referencias; se construye una base discursiva y visual desde el simulacro, la 
representación y la apariencia; es de esta manera que se instala y expande un 
sinnúmero de “leyendas urbanas”. En esta situación se hace dificultoso ubicar 
actores con roles y funciones definidas, se produce la ausencia de una orienta-
ción orgánica y estructuradora capaz de garantizar un consenso estable. Es la 
era de las convicciones efímeras, de situaciones precarias, de creencias y re-
acciones variables y provisorias que potencian las dificultades, las tensiones, 
las dudas y debilidades, en definitiva, la crisis de las instituciones jurídicas (ya 
sean normas jurídicas o prácticas judiciales).

2.2. Entre la interacción social y la conexión en la red del usuario 

En este contexto surge como principal objetivo reflexionar sobre los tipos 
de dispositivos digitales, sus características, su especificidad referida a lo na-
rrativo, al mensaje simbólico y las distintas representaciones personales pre-
valecientes de los actores que intervienen en las redes sociales –con centro en 
la diversidad y las prácticas identitarias– con el objeto, en última instancia, 
de evaluar la efectividad jurídica, la vigencia judicial de las leyes de inclusión 
social a partir de posibles cambios en las agendas y gestiones administrativas 
desde, a) la construcción discursiva del usuario de una plataforma, b) el análisis 
de disposiciones legales y c) la agenda de los operadores administrativos. Esta 
línea de trabajo permitirá arribar a las causas, las dinámicas y la permanencia 
de ciertos y diferentes tipos de prácticas referidas a redefinir la identidad del 
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usuario de las redes sociales y poder aproximarse a las garantías reales desde el 
marco normativo formal como, además, las expectativas de los operadores de 
la administración y las oportunas alianzas con ciertas corporaciones. Ubicar 
esto implica no solo ver el condicionamiento cotidiano del usuario de platafor-
ma digital sino, además, poder evaluar los espacios de libertad, los derechos y 
garantías que tienen, en especial desde la mirada misma de dicho usuario.

Es así que resulta fundamental tener presente la producción y la reproduc-
ción de la conducta del actor en la vida cotidiana, situando y circunscribiéndo-
se a una estructura de expectativas o conjunto normativo formado y utilizado 
como medio para la producción y reproducción de la interacción y de su aplica-
ción. El proceder del actor no se da aislado, se da en un contexto de interacción. 
Los actores (sujetos) son personas que sienten, piensan o actúan a partir de in-
tereses y necesidades, y debido a la influencia de múltiples factores: el proceso 
de socialización y educación, el entorno físico, el hábitat y hasta los elementos 
genéticos. La persona social es la protagonista del trabajo, en tanto y en cuanto 
actúe teniendo en cuenta la conducta de los otros en un marco de referencia 
normativo (expectativas sociales) informal y formal. En este contexto de pautas 
de comportamientos que el actor tiene en cuenta en la acción y en el proceso 
de interacción es la sutil (a veces no tanto) relación entre normas informales y 
normas formales, pero, siempre, a partir de la construcción o reconstrucción 
que efectúa el actor en una sociedad.

El sujeto, entendido como mirada, es una singularidad a partir de la cual se 
abre un universo y no una simple mirada sobre el mundo, entendida esta sin-
gularidad como registro de lo que es. La mirada del otro no es simplemente otra 
máquina para percibir las imagines, es otro mundo, otra fuente de fenomenali-
dad, otro punto cero del parecer. Esto es cada una de ellas; y cada uno tiene su 
singular manera de mirar la vida en sociedad, su perspectiva del mundo, pero 
este, entonces, se da en el interior de un punto de vista singular. Todas ellas tie-
nen la misma importancia, ninguna es más cierta o más real que otra, solo pue-
de haber confrontaciones de diferentes visiones o narraciones, ninguna puede 
ser reducida a una forma. Además, el actor vive, de alguna manera, una suerte 
de condicionamiento, de hechos de la existencia previos, que se combina con 
las posibilidades a partir del “aquí y ahora” de cada sujeto, de sus decisiones y 
de las contingencias de las derivaciones de sus acciones. 

III. Sujetos e identidades en la era digital

Si bien una red social es una estructura integrada por personas, organiza-
ciones o entidades que interactúan, que se encuentran conectadas entre sí por 
una o varios tipos de relaciones, tales como: relaciones de amistad, parentesco, 
económicas, deseos y relaciones sexuales, intereses comunes, experimentación 
de las mismas creencias y deseos, entre otras posibilidades; estas interacciones 
pueden asumir diferentes rasgos y características Sin duda alguna, la principal 
es que brinda canales de comunicación permitiendo, de esta manera, estar en 
contacto entre sujetos o personas en cualquier lugar, zona horaria y por lo ge-
neral a muy bajo costo. En la actualidad se destacan las redes sociales de Inter-
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net; que se han convertido sin dudas en un fenómeno social que revoluciona la 
manera de comunicación y la interacción que hasta el momento teníamos los 
seres humanos. Son un tipo de redes en una nueva era: la digital. El motivo de 
la importancia del análisis de las redes sociales se debe a que aquí se despla-
zan, como una posibilidad, las características reales o ciertas de cada actor, y 
se destaca por sobre todo el vínculo de un actor con otro, la relación entre ellos. 
Las redes permiten ver agrupamientos y organizaciones desde otro aspecto al 
desplazar la mirada desde la jerarquía y poner atención a los vínculos y al pro-
ceso de comunicación entre actores; esto se debe a que la realidad es algo flexi-
ble, difusa y dispersa al estar los sujetos todo el tiempo interactuando unos con 
otros, dando origen a distintos tipos de agrupamientos. Esto hace precisamente 
al grado de complejidad de la estructura social actual, el confuso e indefinido 
entramado de relaciones y al flujo constante de comunicación. 

Por este motivo es necesario remarcar que las nuevas tecnologías y las más 
variadas formas de comunicación dan lugar a lo que se suele denominar “la 
revolución digital”. La llegada de la era digital, y con ella el desarrollo expo-
nencial de las “nuevas tecnologías”, ha generado un crecimiento tecnológico 
sin precedentes considerado para algunos autores como la segunda revolución 
industrial. Esta era tecnológica no solo ha favorecido una mejora en la calidad 
de la vida de las personas en su cotidianeidad más inmediata sino, además, un 
enorme crecimiento de los servicios y de su calidad; surge así un aumento es-
pectacular en el contacto, en la diversidad de las interacciones y en la presta-
ción de dichos servicios (8). 

Así, la implementación de las nuevas tecnologías con la informática (mi-
crochips, sistemas operativos), el vídeo (la imagen electrónica, el tratamiento 
digital y la alta definición) y la telecomunicación (satélites, cables ópticos) se 
manifiesta sobre lo que se ha llamado sociedad industrial, dando lugar a lo que 
actualmente se conoce como la tecnología de la información o del conocimien-
to (TICs).

De manera que las formas de producción, la interacción entre los Estados, 
la participación de la sociedad civil, los cambios en los escenarios de la políti-
ca, las visiones del mundo, todo ello entra en una nueva fase o cambio epocal, 
una nueva era: la digital surgida de un proceso revolucionario que tiene como 
antecedentes a los medios masivos de comunicación (radio, cine, televisión) y 
a la aparición de la informática e Internet. Dicha era gira en torno a las nuevas 
tecnologías e Internet y está llevando a cabo cambios profundos y transforma-

 (8)  Tema que se trabaja en el Proyecto “El Código Civil y Comercial: antecedentes, alcance y de-
safío de la intimidad y privacidad desde los Derechos Humanos y la Sociología Jurídica”, dentro del 
Programa UNLPCyT, dirigido por Mario S. Gerlero. En este proyecto se parte del reconocimiento y la 
protección de la privacidad y de la intimidad de las personas, de reconocer que forman parte de de-
rechos fundamentales que hoy los Estados se comprometen a cumplir, hacer cumplir y respetar. La 
dificultad, más allá del mencionado compromiso, está en alcanzar la efectividad y la vigencia de los 
mismos en la vida cotidiana de los sujetos en la sociedad de la información. El abordaje retrospectivo 
y prospectivo de la dignidad, la intimidad y la privacidad de la persona es fundamental para estimar 
el nivel de efectividad y vigencia jurídica de la nueva legislación y de la política de gestión administra-
tiva y el rol de los funcionarios, dentro de los parámetros de los derechos humanos.
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ciones de la vida social globalizada con notables repercusiones en el campo ju-
rídico.

3.1. La cultura digital

La era digital ha venido para quedarse definitivamente y se manifiesta, 
entonces, a través de una verdadera revolución tecnológica (Internet, ordena-
dores, dispositivos y herramientas TICs, foros, chats, blogs, medios de comu-
nicación, etc.) que está convirtiendo de manera clara y profunda las expecta-
tivas, las prácticas, los hábitos, el lenguaje, la vida y las costumbres de muchas 
personas para crear una nueva cultura denominada “digital”. Además, toda 
esta avalancha tecnológica supone un desafío para que las personas –en la vida 
cotidiana– puedan asimilar los conocimientos, actitudes y habilidades; y, por 
tanto, poder aprovechar todas las ventajas que ofrece este mundo digital. 

Las técnicas implantadas por esta nueva etapa o era digital constituyen un 
conjunto de tecnologías cuyas aplicaciones abren un amplio abanico de posi-
bilidades a la comunicación humana. El carácter sinérgico de las nuevas tecno-
logías marcará los procesos productivos y comunicacionales de la actual era a 
nivel mundial. Así, los sectores del ámbito de las telecomunicaciones pierden 
su carácter autónomo e independiente a favor de la flexibilidad, y las antiguas 
parcelaciones tecnológicas autónomas se disuelven haciéndose obligatorios los 
contactos y las colaboraciones multidisciplinares. La práctica totalidad de las 
tecnologías entran en relación con la industria de las computadoras y, por tan-
to, con el lenguaje binario. Esto provoca que todas las industrias que usan un 
lenguaje en común tomen contacto y aúnen resultados. La influencia ejercida 
por los medios informáticos en todos los procesos y fases de la comunicación 
de los medios actuales abarca el registro, la manipulación, el almacenamiento 
y la distribución de la información, ya sea en forma de textos, imágenes fijas o 
en movimiento, sonido o construcciones espaciales. 

En la cultura digital, el proceso de interacción social de los sujetos forma y 
conforma una red de relaciones sociales; cada sujeto espera una conducta del 
otro actor y este, a su vez, espera ciertos comportamientos del primero; asimis-
mo cada persona confirma, al actuar, la validez de las propias expectativas. 
Esta conducta, que tiene que ver con “estereotipar” al otro, permite establecer 
las expectativas, las posibilidades o perspectivas respecto de la identidad, al 
comportamiento o el proceder de las demás personas. Se pueden generar otras 
nuevas expectativas, redefinir las anteriores, cuando, en la interacción social, 
se comienza a profundiza la relación teniendo más información (o datos apro-
ximados) uno del otro. En este caso no se confirman las anteriores expectativas 
y, por lo tanto, estas se modifican cuando no ha ocurrido lo que se esperaba. 

Para definir y redefinir las expectativas se parte de la experiencia que cada 
uno de los sujetos o actores poseen producto de la vida social donde se inter-
nalizan irracional o racionalmente prácticas, hábitos, tradiciones, estilos de 
vida, informal o formalmente, reglas sociales. Desde la sociedad, este proceso 
se desarrolla a partir de la participación activa del sujeto en una red de rela-
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ciones sociales que le permite desempeñar roles y le da acceso a determinadas 
posiciones (estatus o cargo) en los agrupamientos. En este proceso de aprender 
roles es cuando el sujeto se socializa. 

3.2. La “era digital” y la preservación de los derechos a la privacidad 
y a la identidad: los resquicios de libertad

La relevancia y complejidad de las formas de comunicación y de acceso a la 
información que han llevado a esta denominación grafican su impacto en dis-
tintas dimensiones de lo social, incluida, especialmente, la cuestión de la inti-
midad y privacidad en las personas. Esto se debe a que la creación, distribución 
y manipulación de la información que proveen las TICs impactan en prácticas 
sociales, culturales, políticas, incluyendo, en consecuencia, el campo jurídico.

Es un momento identificado con un proceso de transformación multidi-
mensional que es a la vez incluyente y excluyente en función de los valores, in-
tereses y necesidades de gestiones administrativas con un profundo carácter 
hegemónico, alejado de pluralismos, inclusiones y búsqueda real de empode-
ramiento de sectores sociales; con diferencias y matices en este proceso según 
regiones, países y organizaciones sociales. 

Como se ha remarcado, la emergencia de este tipo de sociedad transforma 
la existencia de los actores; prevalece la existencia electrónica y, como espacio 
de encuentro, cualquier dispositivo que los permita y facilite; esta situación lle-
va a modificar patrones de comportamiento ante la producción, circulación, 
consumo e interpretación de la información; la garantía de la existencia es el 
estar conectado a los dispositivos electrónicos que configuran la realidad de 
cada sujeto y conforman nuevos sentidos de “comunidad”.

Cuando las TICs nacieron no se sabía para dónde iban a evolucionar, pero lo 
han hecho hacia el control. Esto llevaría a pensar que sería mejor denominarla 
como tecnología de la información y del control o las nuevas TICs, desplazando 
la categoría de “comunicación”. Por lo expuesto, se facilitan las comunicaciones 
solo para ejercer el control de dichas tecnologías y de los agentes sociales que 
las usan como herramienta. El paso de una concepción o forma de considerar 
esta tecnología a la nueva deja en evidencia la fragilidad de un dispositivo cuya 
fuerza había residido en la promesa de una comunicación que prometía mayor 
libertad y pluralismo democrático; ahora dicha tecnología opacó sus funciones. 
Esta opacidad se encuentra garantizada por los dispositivos que orientan al ob-
servador, los límites de dicho examen que condicionan la reflexión, las nume-
rosas orientaciones que condicionan la mirada del ciudadano, situaciones que 
intimidan y apabullan sujetando todo posible libre abordaje; no se trata de los 
filtros culturales de cada actor sino de las operaciones que tienden a encubrir 
situaciones; esto es la opacidad: es impedir ver los datos que se están buscando. 

Para tener en cuenta: la comunicación no crea la realidad, solo la muestra, 
la oculta o la distorsiona. Como bien se podría afirmar: habría menos intimi-
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dad, menos respeto a la vida privada, pero más seguridad con una estructura 
conformada por ciudadanos más dóciles y timoratos. 

En un principio parecería que las TICs, en el presente no implicarían re-
cuperar un sentido comunitario y participativo; este se suele desplazar por la 
inercia misma de la desigualdad que generan las tecnologías de la información 
y comunicación. 

Estas tecnologías se vienen concentrando en las manos de grandes corpo-
raciones. Por lo tanto, todo ideal de Estado identificado con Nación y una legis-
lación homogénea se desplaza invariablemente por la fuerza del uso de redes 
sociales; hoy ciertos dispositivos –como suelen ser las conocidas “app”– tienen 
más prestigio que numerosas instituciones sociales y jurídicas; situación esta 
que trae aparejado un costo: riesgos, incertidumbre, volatilidad, superficiali-
dad, consumismo, manipulación a partir de relatos y fábulas que simplifican 
realidades que de por sí se definen por el alto nivel de complejidad; parecería 
que actores sociales y comunidades perdieron la paciencia para hacer el esfuer-
zo de comprender el sentido de determinadas situaciones y se rinden a relatos 
superficiales y digeribles.

De todos modos, quedan resquicios de libertad, subsisten fisuras, en el en-
tramado hegemónico y de control, para explorar posibilidades de identidad con 
cierta libertad. Explica Saldaña (2007), en sus estudios sobre la construcción de 
la noción de privacidad en los Estados Unidos, que la noción de privacidad con 
la que se designa la protección de la esfera privada de la persona en aquel país 
no puede equipararse a la concepción de la intimidad imperante en el ámbito 
español e incluso europeo, de carácter más restringido. La autora explica que 
“de ahí que sea preferible recurrir al término de ‘privacidad’, que se aproxima 
en su acepción al significado y contenido más extenso del homólogo inglés, al 
identificarse con el ámbito de la vida privada que se tiene derecho a proteger de 
cualquier intromisión. Ámbito en el que se sitúa el aspecto de la esfera privada 
que aquí especialmente nos ocupa, la protección constitucional de la informa-
ción personal frente a su almacenamiento y utilización en la sociedad telemá-
tica, esto es, el derecho a decidir cuándo, cómo y en qué medida la información 
personal es comunicada a otros, en definitiva, el control sobre dicha informa-
ción”. 

En el campo jurídico toma fuerza un modelo que permite realizar preci-
siones en cuanto a la privacidad e intimidad de los sujetos conocido como “la 
reserva de las relaciones o la ´Teoría de las Esferas̀ ”. Esta nace ante la cons-
tatación de que toda persona resguarda con mayor precaución la reserva de 
ciertas relaciones más próximas y con una precaución atenuada la reserva de 
relaciones de mayor alcance o extensión. Según este modelo, existirían tres ti-
pos de esferas: la esfera íntima o del secreto, la esfera privada y la esfera social. 
La esfera íntima gozaría del grado de protección más alto, la esfera confidencial 
tendría protección en cuanto el sujeto participa de sus asuntos a personas de 
confianza, y finalmente estaría la esfera de la vida privada que comprende los 
comportamientos, noticias y expresiones que el sujeto no desea que se conoz-
can públicamente. La protección de la esfera íntima es la más fuerte, en tanto 
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que incluye el mundo interior tanto de los sentimientos como de los pensamien-
tos, con sus manifestaciones exteriores (cartas confidenciales, estado de salud, 
entre otros). La esfera privada abarca la vida familiar y la vida en el ámbito de 
la casa, la vida particular en general, incluso, según las circunstancias, hasta 
en ámbitos exteriores. En consecuencia, si no existe una razón o motivo espe-
cial, no hay derecho a informar sobre ella. Finalmente, se encuentra la esfera 
externa, llamada esfera social sobre la cual se puede intervenir bajo requisitos 
menos rígidos. Un gran problema de esta teoría ha sido la delimitación exacta 
de estas esferas, desde la intangible esfera íntima hasta la débil esfera social, 
puesto que, además, para distintas personas pueden tener diferente contenido. 
A través del procesamiento de información y datos, sus relaciones y conexiones 
a partir de las posibilidades de la tecnología y su vertiginoso desarrollo, un dato 
en sí insignificante puede alcanzar una entidad nueva e importante, haciendo 
que la diferenciación de las esferas separadas ya no ofrezca una protección su-
ficiente (9).

Es un aliciente que en la estructura social se hacen visibles alternativas que 
alientan la limitación de la hegemonía cultural y la manipulación político-eco-
nómica de la alianza gobierno-corporaciones surgida de las redes sociales (10); 
emergen diferentes manifestaciones de la diversidad y de nuevas identidades 
–en este caso aquellas relacionadas con los géneros y las sexualidades– que des-
de las últimas décadas emergen, con demandas concretas, referidas al reco-
nocimiento formal de prácticas, estilos de vida, formas culturales, condiciones 
económicas e incluso geográficas y políticas muy distintas entre sí; situación 
que da cuenta de la nueva y variada configuración social, cultural e institucio-
nal con relativo impacto en el campo jurídico. En este contexto se afianza y 
expande –al menos de manera formal– el paradigma jurídico de la diversidad 
social y cultural a partir de las políticas reparadoras de los derechos humanos, 
donde no solo se actualiza dicho campo, también se lo renueva y se lo reforma. 
Reconocer realidades sociales y culturales –en temas como la construcción de 
identidades en referencia a géneros y sexualidades– que se fueron institucio-
nalizando formalmente son garantías de los resquicios de libertad. En la legis-
lación argentina, la ley 26.618 o de “Matrimonio Igualitario” y la ley 26.743 o 
de “Identidad de Género”, la diversidad formal se hacía presente. El empodera-
miento jurídico de los colectivos permitió y permite, de todos modos, dar vida 
a la gobernabilidad y al desarrollo institucional inclusivo y de cohesión social 
(v.gr.: políticas reparadoras) cuando: a) consolida los derechos a la identidad y 
la diversidad; b) potencia las políticas reparadoras a partir del empoderamiento 
de estructuras socio culturales consideradas “periféricas”; c) organiza el siste-
ma que orienta y guía la convivencia de las fuerzas ciudadanas en situación de 
igualdad real, y d) adecua o cumple con los estándares en materia de derechos 
humanos de acuerdo con los instrumentos internacionales adoptados por el Es-
tado argentino.

 (9)  Gerlero, Mario - Lezcano, José M.- Liceda, Ernesto (comps.), Derechos y redes sociales: apor-
tes desde el campo jurídico a la problemática de la privacidad y la intimidad; visión jurídica, en prensa.

 (10)  A partir de Monedero, Juan C., “Los nuevos disfraces del Leviatán: el Estado en la era de la 
hegemonía neoliberal”, cit. 
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Tal vez uno de los claros referentes de lo expuesto fueron los cambios y la 
inclusión de nuevas instituciones jurídicas en el Código Civil y Comercial san-
cionado en el año 2014, en vigencia desde 2015. Se trata de normas jurídicas es-
pecíficas que integran a sectores silenciados, temas no abordados o relegados y 
que consolidan y expanden la democratización de las sexualidades (entendida 
en términos de política de equidad de género y reconocimiento de la diversidad 
sexual y de la identidad de género). Son normas formales con una perspectiva 
de derechos humanos, que capitalizan el respeto de las libertades individuales 
y afirman los valores de la aceptación de la diferencia. De manera que la noción 
de la diversidad con bases democráticas y en los derechos humanos prevalece, 
con la presencia de los integrantes de los movimientos mencionados, ocupan-
do el rol central en la concepción actual del derecho centrado en las libertades 
fundamentales y la plena ciudadanía de los individuos. Estos principios son la 
primera línea de defensa para asegurar los intersticios de libertad de las perso-
nas en el uso de una identidad digital alternativa con diferentes objetivos, tal 
como ya se expuso arriba. 

Es así que, de manera especial, desde los antecedentes del Código Civil y 
Comercial de la República Argentina, se suele diferenciar la intimidad de la pri-
vacidad; la intimidad es, de estos dos conceptos, el que tiene un alcance menor, 
pero suele ser más gravoso. Es decir, el derecho a la intimidad protege la parte 
más íntima de una persona, esto es, esa esfera personal que define qué es y qué 
no es privado; se trataría de una zona espiritual, psíquica y esencial. Dicho de 
otra forma, hablar de intimidad es hablar de sentimientos, de creencias (políti-
cas, religiosas), pensamientos o de una información –como la clínica o la relati-
va a la vida sexual o en la redefinición del género– cuya difusión puede producir 
reservas al individuo. Se trata, en definitiva, de aquellos datos que bajo nin-
guna circunstancia proporcionaría un individuo de manera libre y consciente. 
En cambio, la privacidad suele ser considerado un término más amplio, ya que 
hace referencia a aquella parte del individuo que va más allá de lo íntimo, esto 
es, información que tomada por sí misma puede no ser relevante, pero que ana-
lizada en un momento o contexto concretos puede llevarnos a la construcción 
de un perfil muy fiable del individuo. Así, si al hablar de intimidad, se podría 
hacer referencia a los sentimientos o creencias, cuando se describe a la priva-
cidad, se podría relacionar con las páginas web que se consultan, los libros que 
leen, las películas que se alquilan, las asociaciones a las que se pertenece, etc. 
Por sí solos, estos datos no tienen excesivo valor; ahora bien, tomados en con-
junto, en un ambiente determinado, pueden hablarnos de los gustos y perfiles 
individuales y hacer referencia a la identidad de las personas. Como prime-
ra aproximación a las diferencias entre ambos conceptos se podría remarcar 
que todo asunto íntimo es privado, pero no todo lo privado es íntimo. El nue-
vo Código Civil y Comercial trae, por sobre todo, una innovación fundamental 
en relación con el concepto de “persona humana” y la enunciación expresa de 
“derechos personalísimos”, al incorporar la noción de dignidad como inescin-
dible de la idea de persona, y la intimidad y privacidad como constitutiva de la 
dignidad. Ahora bien, entendiendo la dignidad de la persona como un concep-
to en constante expansión, se hace necesario centrar el presente análisis en la 
identidad digital que el actor puede poseer como herramienta de construcción 
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o redefinición de su identidad, pero centrada –según la legislación– dentro de 
las nociones de intimidad y privacidad individual (incluidas en la dignidad y 
que se extienden, precisamente a la identidad, honra, reputación e imagen), en 
el sentido de su interpretación a la luz del plexo jurídico en su conjunto y de las 
nuevas prácticas sociales de comunicación (11). 

IV. La identidad digital de las personas y los datos 
generados por las personas

En el contexto de lo expuesto, es de señalar que la identidad digital es lo que 
cada uno de los actores es en las redes sociales; para precisar: lo que las redes 
sociales dicen a los demás sobre lo que cada persona es. Una identificación di-
gital es un par de archivos que se encuentran en su equipo y que se identifica 
frente a otros usuarios. Las identificaciones digitales se almacenan en archivos 
de certificado, los cuales pueden ser de diferentes tipos.

Es relevante destacar que el primero es el “archivo de identificación digital 
privado” que contiene la clave privada y la pública. De forma activa, se realiza 
aportando textos, imágenes y vídeos a Internet, participando, en definitiva, del 
mundo web. En los sitios de redes sociales se construye a partir de un perfil 
de usuario, que a menudo se enlaza a perfiles de otros usuarios o contactos a 
identidad digital. Es el conjunto de información sobre una persona o una orga-
nización expuesta en Internet: datos personales, imágenes, noticias, comenta-
rios, gustos, amistades, aficiones, etc., que conforma una descripción de dicha 
persona en el plano digital. 

Por otra parte, se entiende que por sí mismo es erróneo sostener la existen-
cia de una “identidad digital”; solo es válida dicha categoría en la medida en 
que haga referencia a la identidad de una persona en la red. Esto es la identidad 
digital; solo puede ser creada por una persona, con lo que rápidamente se com-
prende que solo encontraría correspondencia con los datos generados por la 
persona. Es así que una persona solo puede tener una identidad real, pero pue-
de crear varias identidades digitales o perfiles, dependiendo de la forma en que 
conforme el conjunto de datos en los diferentes ámbitos que habilitan las nue-
vas tecnologías de la información y las comunicaciones –TICs– (distintas redes 
sociales, foros, servicios de e-mail, etc.). La imagen queda conformada, tanto 
por lo visual como por la percepción por los terceros, a partir del accionar y la 
historia de vida de ese individuo Desde este concepto es claro que una persona 
puede tener tantas imágenes como distintos sean los ámbitos en los que parti-

 (11)  En la actualidad, el equipo está abordando, de manera específica, la nueva normativa de los 
conceptos de intimidad y privacidad, como, además, analizando las razones y el impacto de las polí-
ticas legislativas que le dieran forma. Asimismo, se trabaja en las vinculaciones entre leyes, como la 
de “protección de datos personales” y la de “delitos informáticos; así también, la orientación jurispru-
dencial que vienen emergiendo en razón del avance tecnológico. Estos abordajes son, además, con-
trastados con entrevistas a usuarios de las redes y distintos operadores del derecho para determinar 
la efectividad y la vigencia jurídica de la normativa en el contexto social que el presente texto descri-
be, y con la funcionalidad de una identidad digital que contribuye a la redefinición de las identidades 
y su posible compromiso con el activismo por la diversidad. 
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cipa, sin desconocer que tendrá tantas imágenes como personas lo perciban. Se 
incluye, por sobre todo, la apariencia del rostro de una persona, su fisonomía, 
su personalidad (12). Si bien una persona puede elegir participar en forma activa 
en Internet o no, lo cierto es que muchos de sus datos personales van a estar en 
la red. Esos datos van a configurar su imagen digital, es decir, la proyección de 
esa persona en los entornos digitales. En el caso de que la persona participe en 
forma activa en Internet, va a tener la posibilidad de generar varias imágenes 
digitales según los datos que aporte en cada servicio. Tanto los datos que brinde 
la persona como aquellos que aporten terceros (sean ciertos o no) van a afectar 
su reputación (dado que modificarían o generarían su imagen y por tanto, la 
valoración que de ella hagan los terceros).

Los datos generados por los sujetos para subirlos a distintos dispositivos di-
gitales son aquellos en los que la voluntad de la persona participa en forma ac-
tiva. Es decir, aquellos datos que se van conformando a partir de determinadas 
elecciones de una persona a lo largo de su vida. En esta categoría encontrare-
mos datos como las uniones de hecho no registradas (que solo dependen de la 
voluntad de dos personas de formar una pareja, sin que medie reconocimiento 
por parte del Estado), los gustos en general (tanto en lo referente a la ropa, la 
educación superior, comida, expresiones artísticas, entre otros ejemplos) y la 
manifestación de la elección sexual o las opciones de género. De la redacción 
del art. 52 del Código Civil y Comercial surge que las formas de afectación de 
la dignidad están fuertemente vinculadas al uso de datos personales. Es decir, 
que el daño a la dignidad se vería reflejado en la intromisión en la intimidad 
por parte de un tercero (dando a conocer cierta información), en su honra o 
reputación (sea en el mismo sentido que la anterior o en forma de injurias, por 
ejemplo) o en su imagen (la publicación o utilización de fotografías videos, voz, 
etc., que se analizará más adelante) o en su identidad (que, en tanto universali-
dad de datos personales, no requiere demasiadas explicaciones) (13).

V. Los distintos tipos de identidad digital de la persona: 
desde la fragilidad a su funcionalidad social

No se comienza el proceso de construcción (o de reconstrucción) de la iden-
tidad por el final, sino por un número de piezas que ya se han obtenido o que 
merecen la pena tener, y luego se intenta averiguar cómo se pueden ordenar o 
reordenar para seguir algunos esquemas satisfactorios. Todo el tiempo se ex-
perimenta con lo que se tiene. El problema no es qué es lo que se necesita para 

 (12)  La reputación o la valoración que hacen terceros de la imagen que proyecta una persona 
a partir de las acciones que lleva a cabo a lo largo de su vida en determinados ámbitos puede ser 
positiva o negativa. Los perfiles referidos al conjunto de datos que se vinculan con un usuario de un 
determinado servicio pueden afectar la imagen (al realizar una proyección falsa de determinados da-
tos), el honor o la reputación (si es que se dan datos falsos o se realizan acciones negativas por medio 
de ese perfil), la intimidad o la privacidad (si se brindan datos ciertos que el perjudicado no quería 
que se dieran a conocer a terceros).

 (13)  Gerlero, Mario - Lezcano, José M.- Liceda, Ernesto (comps.), Derechos y redes sociales: 
aportes desde el campo jurídico a la problemática de la privacidad y la intimidad; visión jurídica, cit.
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llegar allí, para llegar al punto que se quiere alcanzar, al esquema considerado 
satisfactorio, sino cuáles son los puntos que se pueden alcanzar dados los re-
cursos que ya se tienen en el haber y cuáles se necesitan para conseguirlos. “Se 
puede decir que la resolución del rompecabezas sigue la lógica de la racionali-
dad instrumental donde se seleccionan los medios adecuados para un fin dado. 
Por otro lado, la lógica de la racionalidad con metas, guía la construcción de la 
identidad y esto implica inventar un montón de cosas que un agente puede o no 
tener a mano” (Arfuch, 2002:108). 

Es de destacar que no hay una identidad, cada uno de los agentes tiene de-
masiadas identidades según estatus, roles, cargos; Bauman (2006) llega a afir-
mar que eso puede implicar estar parcial o totalmente fuera de lugar en todas 
partes, va a depender de los constantes ajustes que haga cada agente de acuerdo 
con sus intereses, necesidades, teniendo como referentes sus expectativas rela-
tivamente definidas, ya que todo el proceso de definición y redefinición implica 
un recorrido existencial con otros, en una red de relaciones. Aquí las identida-
des flotan en el aire, algunas elegidas por un agente, pero otras infladas y lan-
zadas por quienes los rodean. Es preciso estar en constante alerta para defender 
a las primeras de las segundas (Bauman, 2006).

En esta aproximación a la funcionalidad de la identidad digital de una per-
sona se destaca la importancia de la fragilidad y la condición por siempre pro-
visional de dicha identidad; más que una desventaja es una función que permi-
te amplios espacios personales de libertad para fluir, definir y redefinir dicha 
identidad. La dimensión identitaria atañe a una situación crucial: la subjetivi-
dad y el funcionamiento de las formas de individualidad. Las prácticas sociales 
y los desarrollos tecnológicos, en especial Internet, han dado nuevas dinámicas 
a las acciones y formas de comunicación de distintos actores/agentes sociales, 
llevando estas formas de interacción no contempladas en el esquema público/
privado tradicional, a un contexto socio-tecnológico en un profundo proceso 
de cambio.

Queda claro, entonces, que en un contexto digital se pueden producir trans-
formaciones en la personas, ese contexto digital en un canal más que válido que 
le permite al actor realizar diferentes experiencias en el estricto marco de la pri-
vacidad; estas transformaciones se pueden dar en: a) la subjetividad del actor y 
la vida cotidiana; b) la calidad y la veracidad de la interacción; c) las aspiracio-
nes y el proyecto de vida, y d) la ejecución de dichas expectativas y aspiraciones. 

Por estos motivos, la identidad digital se convierte en un asunto candente. 
Se borran todos los puntos de referencia que fueron relevantes durante déca-
das, tal vez siglos; las biografías de los colectivos y de los agentes se convierten 
en rompecabezas cuyos intentos de soluciones son difíciles y mudables. Como 
afirma Bauman (2006) con acierto, existe muy poca consistencia identitaria en 
un contexto de cambios y búsquedas, ya que pocos sujetos están expuestos a 
una sola comunidad de ideas y principios, así que la mayoría tienen problemas 
parecidos con la cuestión de la coherencia y el mantenimiento de perfiles, ex-
pectativas, intereses y necesidades que distingue a una persona de otra. 
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En este sentido, la identidad se presenta como algo que hay que inventar 
o construir a partir de piezas que se van descubriendo con la crisis personal y 
en el entorno cotidiano del sujeto. La identidad debería considerarse un pro-
ceso continuo de redefinición de los sujetos y los colectivos de invención y de 
reinvención de las historias. Recuérdese que los actores son capaces de crear 
símbolos y de comunicarse a través de ellos; poseen la capacidad de autorre-
flexión y de evaluación, imaginan a los demás como son vistos por los demás, 
y ajustan su respuesta a tales perspectivas. Estos individuos valoran en forma 
programática las consecuencias de sus comportamientos y seleccionan la lí-
nea de acción que creen más conveniente. De todas maneras, existe una de-
terminación en el obrar, producto de la socialización y de la educación, ya que 
estos actores son activos y socialmente creativos. Crean y recrean, construyen, 
reconstruyen y deconstruyen la realidad social que definen, y redefinen su si-
tuación operando en ella en función de una definición y de una evaluación que 
hacen de los posibles resultados de las líneas de acción alternativas. De todos 
modos, la identidad (en la pertenencia) es eminentemente negociable y revoca-
ble. La propia decisión de los agentes, los pasos que se dan, la forma que tienen 
que actuar (y la determinación de mantenerse fiel a todo ello) depende de elec-
ciones. Es allí donde reside su carácter frágil y provisorio. Es de tener en cuenta, 
como se expuso en el comienzo del presente texto, que dicha situación, por más 
que implique un resquicio de libertad y autonomía para la persona, también 
involucra lo que se denomina “filtro-burbuja” cuando el actor busca consoli-
dar un mundo amigable para sí. Claro queda que este mundo amigable es una 
construcción artificial –en un entorno digital– que ocasiona una simplificación 
etnocéntrica, viendo y considerando a otro sujeto que no comparte sus expec-
tativas, intereses y necesidades como integrante de un “exogrupo”, una posible 
amenaza. Por otra parte, este resquicio de libertad también necesita del otro 
para poder intentar construir un “endogrupo” amigable y predecible. Por una 
parte, es de suponer que se está frente a una pérdida de la variedad cultural en 
el empecinamiento corporativo-estatal de consolidar una homogeneidad cul-
tural nacida de los intereses y necesidades de sectores hegemónicos; por otro 
lado, ese intersticio garantizado tímidamente por la legislación y apocadamen-
te por operadores de la gestión administrativa es lo que quedaría de libertad en 
la construcción identitaria y daría lugar a una nueva pertenencia. 

Esta situación, referida a la fragilidad y lo provisional de las identidades, 
hace suponer dos categorías de análisis para evaluarlas en un contexto de tra-
bajo empírico. Las primeras aproximaciones llevan a considerar dos tipos pu-
ros de identidades que requieren de la protección jurídica, donde se aplican 
derechos y garantías referidas a la privacidad y la intimidad. Estas primeras 
y parciales categorías se construyen desde el uso de identidades digitales, en 
donde la persona redefine sus datos personales aportando algún tipo de infor-
mación (precisa o no); estos tipos pueden ser: a) vinculados, aproximados pero 
imprecisos; b) fingidos, supuestos, pero creídos o presumidos como tales, y c) 
ficticios, artificiales y, por sobre todo, forzados. 

De esta construcción tentativa y parcial surgirían, por el momento, dos ti-
pos de identidad usadas en distintas aplicaciones digitales que permiten a la 
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persona negociar y renegociar espacios o zonas de libertad para abordar, sin 
exposición pública y sin aportar datos que coincidan con la realidad, su identi-
dad o una reformulación de la misma. 

Estas identidades serían: a) de convergencia y b) de ambivalencia. En cada 
caso dependería del tipo de datos que aporta la identidad que la persona sube 
a una aplicación digital, del anclaje que esos datos tienen con los reales y de la 
posibilidad de tensiones que se generarían en una red social debido a las ex-
pectativas, como, además, a las acciones que surgen de dicha identidad en los 
dispositivos. De manera tentativa se podrían combinar los tipos puros de la 
siguiente manera: a) convergencia vinculada, pero imprecisa; b) convergencia 
fingida, pero presumida; c) ambivalencia fingida, pero presumida, y d) ambiva-
lencia ficticia y forzada. 

La libertad y las diferentes alternativas para jugar con la identidad serían 
funcionales para el sujeto y el entorno, en la medida que no pierda su anclaje 
social ni se afecte su red de relaciones (cualquiera que sea); esto es, la funcio-
nalidad dependería de distintos ensayos y pruebas, ya que cuenta con garan-
tías normativas formales que aseguran la privacidad de este ejercicio. De todos 
modos, si los compromisos (y, por tanto, también los compromisos con una 
identidad concreta) no tienen sentido para cada persona, esta se siente incli-
nada a cambiar de identidad, elegida una vez o todas las veces por una “red de 
conexiones”; dependerá del interés, de cómo se resuelvan las tensiones de su 
entorno y, por sobre todo, de las habilidades que lo harían desempeñar roles 
ajustados a las expectativas y estimados positivamente.

Esta situación da la posibilidad de que existan trayectorias en la construc-
ción de identidades de relativa independencia, es decir, que aceptaría la posibi-
lidad de la coexistencia de una multiplicidad de historias. Se trata de una visión 
inclusiva, en la que el otro está presente, implica reconocer que hay más de una 
historia desarrollándose en el mundo y que esas historias tienen al menos una 
relativa autonomía. Sin embargo, para que coexistan múltiples historias, debe 
haber un espacio o red de interacciones sociales. Esas experiencias se procesan 
y se organizan a través de la capacidad de construir sentidos en tanto involu-
cran, al mismo tiempo, el proceso de pensar, de sentir y de desear todo situado 
o incorporado en un contexto, circunstancia y dinámica social en particular. 
Resulta crucial para la conceptualización de cada categoría usada en el traba-
jo de campo tener presente la importancia del reconocimiento de la relación 
esencial de la persona con las diferencias coexistentes, con la multiplicidad de 
su capacidad para posibilitar e incorporar la coexistencia de trayectorias rela-
tivamente independientes. De todos modos, como afirma Bauman (2006:87), 
“la mayoría de nosotros estamos desairadamente es suspenso entre estos dos 
extremos, jamás seguros de cuánto durará nuestra libertad para elegir lo que 
desearemos ni para renunciar a lo que nos molesta, ni de si seremos capaces de 
mantener la situación de la que disfrutamos normalmente, siempre y cuando 
consideremos que es cómodo y deseemos conservarla. La mayoría de las veces, 
la dicha de elegir una identidad estimulante se ve adulterada por el miedo”. 



190		  Temas socio-jurídicos fundamentales

VI. Consideraciones finales

Si bien existen límites a la construcción de la identidad, ya que prevalecen 
e imperan elementos relacionados con la estructura que condicionan la liber-
tad del sujeto, estos cambios identitarios son posibles y son garantizados pre-
cariamente por el campo jurídico (14). La identidad de los sujetos en las redes 
sociales es, entonces, un fenómeno emergente de interacción simbólica creada 
y mantenida por ella misma. Podría afirmarse, como se supo apreciar en dis-
tintos trabajos, que es un producto secundario del conjunto de micro procesos 
de interacción social. Es por esto, que el orden social aparece como un producto 
de una negación entre las perspectivas de diferentes individuos. Todo fenóme-
no social, incluso el de la identidad digital de la persona y la redefinición de 
su identidad, es un proceso de producción de sentido de uno o varios sujetos 
interactuando, ya que todo funcionamiento social tiene una dimensión signi-
ficante constitutiva, aunque está determinada por otros factores fuera de la re-
presentación, cuyo soporte son los actores.

Fijar una identidad es un trabajo de toda la vida. Como ya se afirmó, implica 
un acto de liberación de las inercias de los modos tradicionales, de las autorida-
des inmutables, de los hábitos predeterminados y de las verdades incuestiona-
bles. Es de remarcar, nuevamente. que ya no se cree que la sociedad sea un árbi-
tro con principios, duro e inflexible, aunque esperanzado y justo de los tanteos 
humanos. Su poder ya no reside en la coacción pura y dura: la sociedad ya no 
da órdenes sobre cómo vivir y, si las diera, importaría poco que se obedeciera o 
no; se adquiere un carácter evasivo, versatilidad y volatilidad con un marcado 
protagonismo del sujeto, sus expectativas y sus acciones. 

Por otro lado, es de rescatar que, si bien en la “teoría del campo jurídico” el 
derecho y sus agentes son los guardianes del orden simbólico oficial (Bourdieu, 
2011), es imperioso confrontar, con el futuro resultado del trabajo de campo, 
esta situación con las decisiones y acciones cotidianas de la persona en la defi-
nición o redefinición de su identidad. Es preciso subrayar, entonces, que la le-
gislación sobre la privacidad, identidad y, en todo caso, a favor de la diversidad 
son, a la vez, los posibles factores, condiciones y herramientas de cambio social 
y cultural. 

Si bien están presentes, de manera indirecta, las evaluaciones sobre la fun-
cionalidad del derecho, en lo referente a las relaciones sociales que surgen de 
la interacción en un dispositivo digital, es de sumo interés profundizar: a) las 
prácticas de los distintos actores que conforman la red de relaciones en las re-
des sociales; b) el uso de sus dispositivos narrativos singulares-legitimadores; 
c) la evaluación de la tensión existente entre los tipos de identidad digital perso-

 (14)  Se parte de considerar a la estructura no como “algo” estático y que permanece por sí misma, 
sino que es aquella que es producida y reproducida mediante las prácticas de los hombres. La estruc-
tura no es solo condición, sino también resultado de la interacción. Este modelo intenta recuperar 
al sujeto activo y de modo simultáneo atiende a las restricciones que las instituciones imponen a la 
acción. Los sistemas sociales no son estructuras, sino que se destacan porque poseen propiedades 
estructurales que se manifiestan en los actos de los sujetos intervinientes (Gerlero 2016:156).
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nal referidas a la aceptación-resistencia a su cotidianeidad, cambio, los matices 
y texturas de las demandas de cada uno de los actores que la conforma; d) las 
relaciones existentes entre esas “manifestaciones culturales” con las jurídicas, 
y e) las posibles prácticas alternativas que podrían dar lugar a sumar a la perso-
na en colectivos de activistas y militantes por y para la diversidad. 

De tal modo, queda claro que los ejes de estudio de la diversidad social, 
cultural y económica pueden estar, en algún modelo, identificados con nor-
mas y prácticas de gestión administrativa, pero para un análisis socio-jurídico 
–que tenga pretensiones de abordar efectividad y vigencia jurídica el trabajo de 
campo– debe estar constituido por las realidades de los sujetos (incluso en una 
aplicación digital), sus dispositivos narrativos singulares, por los procesos que 
esos sujetos desarrollan estructuralmente, que originan y dan contenido a la 
coyuntura –base de posibles estructuras socio-culturales– y por los despliegues 
de la producción social de las diferencias.
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Más allá de las normas: “La 
reconstrucción del retrato de Pablo 

Míguez” como caso testigo de la 
Desaparición Forzada de Personas

Por Estefanía Giaccone y Agustina Vázquez (1)

Resumen: La no vigencia de la Constitución es una de las constantes de la 
historia nacional desde la década de 1930 hasta los años 80. La República Ar-
gentina vivió esta época entre la alternancia en el poder político de las fuerzas 
armadas y la supresión de la división de poderes, y los gobiernos democráticos.

Sin embargo, no hay otro período histórico en la Argentina con mayor vio-
lencia institucional que la evidenciada en el período 1976-1983, iniciada con el 
golpe de Estado del 24 de marzo de 1976 y la suscripción del “Acta para el Pro-
ceso de Reorganización Nacional” para reemplazar la Constitución Nacional. 

La desaparición de Pablo Míguez se inscribe en este contexto de incerti-
dumbre, violencia y supresión de los derechos humanos; y es un caso testigo 
que trascendió las fronteras de lo explicable en el campo del derecho para ex-
presarse en el lenguaje del arte.

La escultura magistral de Claudia Fontes, emplazada en el actual “Par-
que de la Memoria” (2), nos impone leer el significante en código de derechos 
humanos, de revalorizar la obra a partir de la descripción de lo que ocurre en 
realidad, primer paso para tratar de comprender los motivos de la ya señalada 
discrepancia entre mundo formal y mundo real, entre ideología jurídica y rea-
lidad social.

 (1)  Estefanía Giaccone es abogada (UBA). Becaria Fulbright. Maestranda por la New York Univer-
sity. Docente (UBA-UFLO). Investigadora en formación del Proyecto UBACyT: Cinceles y martillos, 
balanzas y espadas: Las representaciones escultóricas de la Justicia en Buenos Aires. directora: Gas-
tron, Andrea Laura, código: 20020150100152BA, Universidad de Buenos Aires, Argentina. 

Agustina Vázquez es abogada (UBA). Master in Law (University of London). Docente (UBA-UFLO-
UCES). Investigadora en formación del Proyecto UBACyT: Cinceles y martillos, balanzas y espadas: 
Las representaciones escultóricas de la Justicia en Buenos Aires, directora: Gastron, Andrea Laura, có-
digo: 20020150100152BA, Universidad de Buenos Aires, Argentina.

 (2)  El Parque de la Memoria es un espacio público ubicado frente al Río de la Plata en la zona norte 
de la Ciudad de Buenos Aires (Argentina) con el fin de recordar a las víctimas del régimen militar 
de terrorismo de Estado autodenominado como Proceso de Reorganización Nacional (1976-1983). 
En 2012 el Parque recibió el Premio Konex de Platino en la disciplina Entidades de Artes Visuales. 
Para mayor información véase http://parquedelamemoria.org.ar/. 
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Algunos autores, como Reale (1996) o Hall (1957), toman nota del problema 
caracterizado, del peso de lo real en cualquier concepción amplia del derecho, 
acuden a la tridimensionalidad en la definición del mismo. Estiman que las ex-
periencias y los valores resultan tan importantes para entender a las normas 
como las imputaciones normativas mismas. 

Adscribiéndonos a las ideas planteadas por estos autores, es que tomare-
mos como objetivo de este trabajo la dimensión social del derecho a analizar 
desde la escultura de Claudia Fontes; pues entendemos provechoso no solo leer 
el fenómeno histórico de la última dictadura militar en la Argentina en clave 
de derechos humanos sino también incorporando perspectiva sociológica para 
reinterpretar el contexto en el que se inscribe el fenómeno; rechazando la mera 
subsunción del tema al derecho vigente al momento de los hechos y la influen-
cia de lo ocurrido en la Argentina durante el período histórico referenciado.

El cuerpo (desaparecido) y la voz (silenciada) son recepcionados en la obra 
de Fontes como una concepción de rechazo profundo a la impunidad de crí-
menes de lesa humanidad. En este sentido, la escultura de referencia se tomará 
como eje de análisis para indagar acerca de la retroalimentación de la influen-
cia del sistema doméstico e internacional en materia de protección de los Dere-
chos Humanos, enfocándonos en el sistema regional americano. 

I. Introducción

El fenómeno jurídico no encuentra finitud en la descripción del derecho 
positivo válido o genéricamente eficaz. Puede extenderse mucho más allá de 
ese campo, como lo hace Carbonnier (1977), quien entiende que el llamado 
“fenómeno jurídico” (objeto de la sociología del derecho) comprende tanto los 
primarios —llamados así por su generalidad, como la ley o sentencia— como 
los secundarios —determinados en parte por estos—, ya que la causalidad es 
fragmentaria y existen concausas variadas. 

La República Argentina, a partir de la recuperación democrática operada 
en el año 1983, comenzó un lento pero firme camino en la protección de los de-
rechos fundamentales otrora conculcados en su máxima expresión; ello, como 
corolario de la ratificación de los más importantes instrumentos internaciona-
les de protección de los derechos humanos.

Dichos instrumentos, a la par de consagrar derechos esenciales a favor de 
las personas y obligaciones para los Estados, establecieron ciertas figuras pena-
les, algunas de las cuales no se encontraban previstas de manera expresa y con 
anterioridad en el ordenamiento jurídico argentino.

En tal sentido, la ratificación por parte de la República Argentina de la Con-
vención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada 
en Belém do Pará, República Federativa de Brasil, el 9 de junio de 1994, aportó 
cierta luz sobre lo que debía entenderse por “desaparición forzadas de perso-
nas”, con el consiguiente cumplimiento de los requisitos de previsión y publi-
cidad normativa.
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La ausencia de tipificación de la figura, al momento de la celebración del 
juicio a las juntas, llevó a algunos tribunales domésticos a juzgar el accionar lle-
vado a cabo durante el terrorismo de Estado de la década del setenta a la luz de 
figuras penales incorporadas a nuestro Código Penal (v.gr., privación ilegítima 
de la libertad), lo cual no era compartido de forma unánime:

Los delitos que han constituido objeto de este proceso no solo incluyen 
las figuras más graves previstas en el ordenamiento jurídico, sino que han 
sido ejecutados en forma generalizada y por un medio particularmente 
deleznable cual es el aprovechamiento clandestino del aparato estatal

(Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas, 1985).

La etapa comprendida por los años 1976-1983 está en la agenda política y en 
la de los medios de comunicación con fuerza desde los últimos años de la década 
del 90, a partir de algunos hechos relevantes, como el conocimiento público de 
los denominados “Vuelos de la muerte” y —más recientemente— la creación del 
“Museo de la Memoria”, en donde funcionara un centro de detención clandesti-
na, la antigua Escuela de Mecánica de la Armada. Pero también el período dic-
tatorial ha sido retorizado en novelas, documentales, series televisivas, películas 
y obras de arte.

El presente documento se propone como un pequeño aporte a la larga lista 
de reflexiones doctrinarias que se han impulsado desde el derecho en relación 
con los hechos de la última dictadura militar en la Argentina. Si bien el eje cen-
tral de este trabajo será reflexionar acerca de la importancia de la experiencia 
argentina al desarrollo ulterior del derecho internacional de los derechos hu-
manos en el ámbito regional y en particular, en materia de desaparición forza-
da de personas, intentaremos hacer esta aproximación considerando la socie-
dad desde la que se estudiará este fenómeno: la argentina.

Si, como escribió Levi Bruhl (1964), las reglas jurídicas de un país son “un 
espejo de sus aspiraciones”, coincidimos en lo necesario de observar cómo se 
cumplen en la práctica aquellas aspiraciones inscriptas en la ley. 

La obra de arte que se tomará como eje de análisis del presente trabajo –“La 
reconstrucción del retrato de Pablo Míguez”, de la artista Claudia Fontes– es en 
sí misma una reflexión realizada por alguien que vivió la época histórica men-
cionada y reconstruye diversos aspectos de dicho período.

El lapso dictatorial se implementó como una lucha de poder en sí mismo, 
de imponer un sistema más allá de las consecuencias que pudieran arrojar los 
medios utilizados de dicha imposición.

Durante la década de los setenta, y muy especialmente luego del surgimien-
to de los llamados Escuadrones de la Muerte, la Alianza Anticomunista Argen-
tina (AAA) y el Comando Libertadores de América, se iniciaría en la Argentina 
la instauración de la violencia con aval del Estado y luego desde el Estado hacia 
la sociedad. La violencia ocurrida en el caso argentino tenía una peculiaridad: 
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a la ilegalidad cometida por ciudadanos comunes, se respondía con ilegalidad 
asociada al aparato estatal. 

En este orden de ideas, desde el golpe de Estado que derrocó a María Isabel 
de Perón, en 1976, la administración del Estado pasa a la cúpula de las fuer-
zas armadas y se suspende la vigencia constitucional. El 24 de marzo de 1976, 
por medio de un pronunciamiento castrense, es creada una suerte de “poder 
ejecutivo-legislativo-constituyente” que asume las facultades extraordinarias 
de gobierno y, con ellas, la suma de todo el poder público. 

Este golpe institucional se acompañó de un avance sobre la justicia al cam-
biar la composición de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al procurador 
y los Tribunales Superiores de provincia, al mismo tiempo que se limitó la ac-
tuación de sus otros miembros (Filippi, 2011). 

De acuerdo con la Comisión Nacional Sobre la Desaparición de Personas 
que fuera creada tras el retorno de la democracia en 1983, en la Argentina los 
derechos humanos fueron violados “en forma orgánica, sistemática y estatal 
por la represión de las Fuerzas Armadas” (CONADEP, 1985).

II. Desaparición forzada de persona: su faz nacional

Escribe Hart (1980) que los diferentes sistemas jurídicos, o el mismo en dis-
tintas épocas, pueden ignorar o reconocer la necesidad de un ejercicio adicio-
nal de elección en la aplicación de reglas a casos particulares. El formalismo o 
conceptualismo, al minimizar esta necesidad, pretende congelar el significado 
de la regla, para lo cual obtiene la certeza a precio de prejuzgar ciegamente lo 
que ha de hacerse en un campo de casos futuros, cuya composición se igno-
ra. De eso se trata, de un prejuicio que pretende encubrir los prejuicios de los 
que en el futuro interpreten o apliquen el derecho. La exageración del carácter 
indeterminado de las reglas jurídicas —vicio del realismo— oculta la realidad 
subyacente al derecho: no se trata, por ello, solo de un problema de lenguaje, 
sino de intereses y de ideología. No es indeterminación, sino determinación por 
otros condicionantes. Por supuesto que debe aceptarse como correcta la crítica 
que puede hacerse del escepticismo, sobre la base de que en realidad existen 
reglas y decisiones: este no es el problema, sino que las reglas no son todas ni 
principalmente jurídicas. 

Previo al restablecimiento democrático en la Argentina, el Poder Ejecutivo 
nacional dictó, invocando el artículo 5º del Estatuto para el Proceso de Reor-
ganización Nacional, la ley 22.924, denominada “ley de pacificación nacional”.

En su primer artículo, dicha ley declaró la extinción de las acciones penales 
emergentes de los delitos cometidos con motivación o fines terrorista. A su vez, 
esta norma modificaba la jurisdicción donde potencialmente se juzgarían estos 
delitos entendiendo que el Tribunal Ordinario Federal Militar u organismo cas-
trense sería el fuero para juzgarlos. 
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El rol preponderante que se le asignaba al Consejo Supremo de las Fuerzas 
Armadas, a su vez, reforzaba la impunidad que se buscaba con la norma.

Ya restaurado el régimen democrático, Raúl Alfonsín, en su carácter de pre-
sidente de la Nación y comandante en jefe de las Fuerzas Armadas, dispuso so-
meter a proceso judicial a los militares más relevantes del período de interrup-
ción democrática y, advirtiendo que este decreto modificaría el ordenamiento 
jurídico que hasta el momento se utilizaba, introdujo en el artículo 3° de dicho 
decreto una modificación al sistema de jurisdicción. Si bien se los juzgaría en 
un fuero militar, se decretó que la sentencia del tribunal militar fuera apela-
ble ante la Cámara Federal en los términos de las modificaciones al Código de 
Justicia Militar, introduciendo la noción de “civiles controlando militares”, algo 
impensado para la reciente recuperación democrática donde el poder militar 
continuaba latente (3).

Posteriormente, la ley 23.049 (4) estableció una serie de modificaciones al 
Código de Justicia Militar, entre la que destacaba la procedencia de un recurso 
ante la Cámara Federal de Apelaciones que corresponda post sentencia de un 
tribunal militar.

El 23 de diciembre de 1986 se sancionó la ley 23.492 (5) conocida pública-
mente como “ley de punto final”, conforme a la cual se dispuso la extinción de 
la acción penal respecto de toda persona por su presunta participación en cual-
quier grado, en los delitos del artículo 10 de la ley 23.049 (6), que no estuviere 
prófugo, o declarado en rebeldía, o cuya citación a prestar declaración indaga-
toria no haya sido ordenada, por tribunal competente, antes de los sesenta días 
corridos a partir de la fecha de promulgación de la ley. En las mismas condicio-
nes se dispuso la extinción de la acción penal contra toda persona que hubie-
re cometido delitos vinculados a la instauración de formas violentas de acción 
política hasta el 10 de diciembre de 1983. 

 (3)  Art. 3°, dec. 158/1983: “La sentencia del tribunal militar será apelable ante la Cámara Federal 
en los términos de las modificaciones al Código de Justicia Militar una vez sancionadas por el H. Con-
greso de la Nación el proyecto remitido en el día de la fecha”. 

 (4)  Poder Legislativo Nacional (PLN), ley 23.049, modificaciones al Código de Justicia Militar, 
sancionada el 9 de febrero de 1984, promulgada el 13 de febrero de 1984, publicada en el BO del 
15/2/1984. 

 (5)  Poder Legislativo Nacional (PLN, ley 23.492: “Dispónese la extinción de acciones penales por 
presunta participación, en cualquier grado, en los delitos del artículo 10 de la Ley Nº 23.049 y por 
aquellos vinculado a la instauración de formas violentas de acción política. Excepciones”. Sancionada 
el 23 de diciembre de 1986, promulgada el 24 de diciembre de 1986.

 (6)  Artículo 10: “El Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas conocerá mediante el procedimien-
to sumario en tiempo de paz establecido por los artículos 502 al 504 y concordantes del Código de 
Justicia Militar, de los delitos cometidos con anterioridad a la vigencia de esta ley siempre que: 1º) 
Resulten imputables al personal militar de las Fuerzas Armadas, y al personal de las Fuerzas de segu-
ridad, policial y penitenciado bajo control operacional de las Fuerzas Armadas y que actuó desde el 
24 de marzo de 1976 hasta el 26 de setiembre de 1983 en las operaciones emprendidas con el motivo 
alegado de reprimir el terrorismo, y 2º) estuviesen previstos en el Código Penal y las leyes comple-
mentarias comprendidas en los inciso. 2, 3, 4 b 5 del artículo 108 del Código de Justicia Militar en su 
anterior redacción”.
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Seguidamente, se dictó la ley 23.521 (7), denominada “ley de obediencia de-
bida”, conforme a la cual se estableció la presunción, sin admitir prueba en con-
trario, de que, quienes a la fecha de comisión del hecho revistaban como oficia-
les jefes, oficiales subalternos, suboficiales y personal de tropa de las Fuerzas 
Armadas, de seguridad, policiales y penitenciarias, no eran punibles por los 
delitos a que se refería el artículo 10, punto 1, de la ley 23.049, por haber obrado 
en virtud de “obediencia debida”. 

Por su parte, dicha ley también aplicaba una presunción respecto de los ofi-
ciales superiores que no hubieran revistado como comandante en jefe, jefe de 
zona, jefe de subzona o jefe de fuerza de seguridad, policial o penitenciaria, si 
no se había resuelto judicialmente, antes de los treinta días de promulgación 
de esta ley, que habían tenido capacidad decisoria o habían participado en la 
elaboración de las órdenes. En tales casos, se consideró de pleno derecho que 
las personas mencionadas obraron en estado de coerción bajo subordinación a 
la autoridad superior y en cumplimiento de órdenes, sin facultad o posibilidad 
de inspección, oposición o resistencia a ellas en cuanto a su oportunidad y le-
gitimidad (8).

Esta voluntad de juzgar en tribunales ordinarios a los responsables de los 
actos antes mencionados sufrió una nueva contradicción con el posterior dicta-
do de indulto que concediera el entonces presidente Carlos Menem entre 1989 y 
1990. Este indulto incluyó a los miembros de las juntas que fueran condenados 
en el célebre Juicio a las Juntas de 1985 y amplió su alcance a casi mil doscientas 
personas.

¿Pero qué diferencia hay entre las leyes de “punto final” y “obediencia de-
bida” con los decretos presidenciales que concedieran el indulto? Si bien suele 
referirse en la práctica a los tres instrumentos como “leyes de impunidad”, es de 
destacar que las dos primeras fueron leyes sancionadas por el Congreso Nacio-
nal en pleno funcionamiento democrático, y el último fue un ejercicio constitu-
cional de las facultades presidenciales.

Sin embargo, esta historia legal no terminaría aquí: en 1998, el Congreso 
Nacional derogó las leyes 23.492 y 23.521 mediante el dictado de la ley 24.952. 
Faltarían varios años para que la cuestión fuera finalmente analizada por el 
Máximo Tribunal nacional y se decidiera una nueva dirección en política ju-
dicial.

Si bien la puerta para el juzgamiento de los delitos de lesa humanidad co-
metidos durante la interrupción democrática comenzaron con el fallo “Aranci-
bia Clavel” y la mayoría de la Corte calificando a la conducta de Arancibia Cla-
vel “como un delito de lesa humanidad, pues la agrupación de la que formaba 
parte estaba destinada a perseguir a los opositores políticos de Pinochet, por 

 (7)  Poder Legislativo Nacional (PLN), ley 23.521: Obediencia debida. Se fijan límites, sancionada 
el 4 de junio de 1987, promulgada el 8 de junio de 1987, publicada en el BO el 9/6/1987 (Suplemento 
Especial).

 (8)  Ídem.
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medio de homicidios, desaparición forzada de personas y tormentos –sobre cuyo 
carácter no caben dudas– con la aquiescencia de funcionarios estatales” (9); no 
fue sino hasta el conocido fallo “Simón” que comienzan a haber mayores certe-
zas sobre el nuevo rumbo que tomaría la Corte Suprema de Justicia.

Por supuesto que la jurisprudencia de la Corte no fue siempre en la misma 
dirección. De hecho, el mismo tema que se aborda en “Simón” fue resuelto en 
el fallo “Camps”, donde la CS entendió que la ley 23.521 no puede interpretarse 
aisladamente, es decir, descontextualizada.

Así, nuestro Máximo Tribunal sostuvo, en ocasión de “Camps”, que dicha 
ley no debe analizarse “con olvido de la particular coyuntura política que la 
motiva ni con indiferencia por los efectos que podría desencadenar su inva-
lidación por este Tribunal” (10), y que mediante la ley impugnada “los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo han decidido, ante el grave conflicto de intereses que la 
sociedad argentina afronta en torno a este tema, conservar la paz social encau-
zando la voluntad popular en medidas que clausuren los enfrentamientos, en 
procura de alcanzar como meta indispensable la unión de los argentinos” (11).

Pero ¿qué pasó en el mencionado fallo “Simón”? Es, hasta la fecha, uno de 
los casos más emblemáticos de la Corte Suprema donde esta piensa en clave de 
derecho internacional de los derechos humanos.

El voto del Dr. Petracchi es enriquecedor a los fines del presente trabajo. 
En este sentido, el magistrado consideró que la clave para resolver el caso bajo 
análisis se encontraba en el fallo “Barrios Altos” (12). Así, realizó un análisis tras-
lativo de las conclusiones de la Corte Interamericana en “Barrios Altos” al caso 
argentino, considerando que dicha decisión resulta imperativa, si es que las 
decisiones del tribunal internacional mencionado han de ser interpretadas de 
buena fe como pautas jurisprudenciales. Y a continuación, realizó una compa-
ración de los argumentos del caso peruano mencionado y el caso argentino. En 
este sentido, sostuvo que la situación que generó las leyes peruanas y su texto 
no son, por cierto, “exactamente” iguales a las de punto final y obediencia de-
bida (13).

Sin embargo, consideró que “a los fines de determinar la compatibilidad de 
dichas leyes con el derecho internacional de los derechos humanos, no es esto 
lo que importa. Lo decisivo aquí es, en cambio, que las leyes de punto final y 
de obediencia debida presentan los mismos vicios que llevaron a la Corte Inte-
ramericana a rechazar las leyes peruanas de ‘autoamnistía’. Pues, en idéntica 

 (9)  CS, 8/3/2005, “Arancibia Clavel, Enrique Lautaro s/homicidio calificado y asociación ilícita y 
otros”, causa 259.

 (10)  CS, caso “Ramón Juan Alberto Camps y otros” (310:1162), y posteriores (311:80; 312:111; etc.). 

 (11)  Id. nota 10. 

 (12)  Corte IDH, caso “Barrios Altos vs. Perú”, sentencia del 14 de marzo de 2001 (Fondo).

 (13)  CS, “Simón, Julio Héctor y otros s/privación ilegítima de la libertad, etc.”, causa 17.768, sen-
tencia del 14 de junio de 2005. 
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medida, ambas constituyen leyes ad hoc, cuya finalidad es la de evitar la perse-
cución de lesiones graves a los derechos humanos” (14).

Así, la CS destacó que lo que indujo al tribunal interamericano a descalifi-
car dichas reglas no fue tanto que el régimen haya intentado beneficiarse a sí 
mismo, en forma directa, con la impunidad de los delitos que él mismo cometió 
(a la manera de lo ocurrido en nuestro país con la ley de facto 22.924), sino que 
consideró que son razones materiales las que imponen la anulación de leyes 
de estas características. Por lo tanto, argumentó que también deben quedar al-
canzadas por dicho vicio aquellas leyes dictadas por regímenes ulteriores que 
otorgan impunidad a aquellos autores que pertenecían al régimen anterior, e 
infringen, de este modo, el propio deber de perseguir penalmente las violacio-
nes a los derechos humanos (15).

En consecuencia, nuestro Máximo Tribunal sostuvo que la circunstancia 
de que leyes de estas características puedan ser calificadas como “amnistías” 
ha perdido toda relevancia en cuanto a su legitimidad. Pues consideró que, en 
la medida en que dichas normas obstaculizan el esclarecimiento y la efectiva 
sanción de actos contrarios a los derechos reconocidos en los instrumentos in-
ternacionales de protección de los derechos humanos, impiden el cumplimien-
to del deber de garantía a que se ha comprometido el Estado argentino, y resul-
tan, en su caso, inadmisibles (16).

III. Desaparición forzada de persona: su faz 
internacional

El sistema interamericano de protección de los derechos humanos no prevé 
un funcionamiento alejado de la realidad de los sistemas domésticos internos, 
sino que, por el contrario, en el art. 2° de la Convención Americana (17) plantea 
una obligación que internacionalmente asume el Estado, pero que en su faz in-
terna se desglosa en que su cumplimiento puede efectuarse de manera indis-
tinta o conjuntamente por cualquier órgano de este, e incluye no solo actos po-

 (14)  CS, “Simón, Julio Héctor y otros s/privación ilegítima de la libertad, etc.”, causa 17.768, sen-
tencia del 14 de junio de 2005. 

 (15)  CS, “Simón, Julio Héctor y otros s/privación ilegítima de la libertad, etc.”, causa 17.768, senten-
cia del 14 de junio de 2005, consid. 24.

 (16)  CS, “Simón, Julio Héctor y otros s/privación ilegítima de la libertad, etc.”, causa 17.768, senten-
cia del 14 de junio de 2005, consid. 25.

 (17)  El mismo dice: “Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno: Si el ejercicio 
de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposi-
ciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. Encuentra 
su antecedente más próximo en el artículo 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, cuya redacción es casi idéntica: “2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a 
sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas 
para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos 
los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones 
legislativas o de otro carácter”.
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sitivos (como pudiera ser el dictado de una norma) sino también la derogación 
de disposiciones incompatibles con la convención. A su vez, los Estados asu-
men el deber de no dictar medidas que de forma directa o indirecta puedan lle-
var a la violación de las obligaciones contraídas en el marco de la Convención.

Sin embargo, no ha sido unánime la interpretación acerca del alcance de 
esta obligación, según enseña Pinto (2012).

Por citar un mero ejemplo, el voto en disidencia del juez Piza, en ocasión de 
la opinión consultiva 4 “Propuesta de modificación a la Constitución Política 
de Costa Rica relacionada con la naturalización”, concibe una interpretación 
ampliatoria:

4. En relación con el artículo 2, debe recordarse que los Estados Partes 
asumieron, junto al deber de “respetar los derechos y libertades recono-
cidos” en la Convención, el de “garantizar su libre y pleno ejercicio” (art. 
1.1), lo cual debe interpretarse, a la luz de dicho artículo 2, como también 
el compromiso de “adoptar las medidas legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades”. 
De esta manera, al deber negativo de no irrespetar, se suma el positivo 
de garantizar y, por ende, de ir garantizando, cada vez mejor y con más 
eficacia, aquellos derechos y libertades. Ciertamente, sería un absurdo, 
no querido por la Convención, pretender que ese deber positivo conlleve 
siempre sanciones concretas por su incumplimiento: la verdad es que ta-
les deberes positivos no implican necesariamente “derechos subjetivos”, 
con los alcances específicos de esta expresión, es decir, derechos en sí 
mismos exigibles, mediante una concreta “acción de restitución”; pero es 
obvio que, si son “derechos”, por lo menos generan, jurídicamente, una 
especie de “acción refleja”, al modo, por ejemplo, de la acción de nuli-
dad vinculada en el derecho público interno a los llamados “intereses 
legítimos”, que permiten impugnar las medidas del Estado que tiendan a 
desconocerlos, disminuirlos, restringirlos o desaplicarlos, o a otorgarlos 
a otros con discriminación, o produzcan esos resultados (18).

Esta interpretación de Piza, que comenzó en disidencia, no parece tan le-
jana de la idea que luego primara en la opinión consultiva 18/2003 del 17 de 
septiembre de 2003, solicitada por los Estados Unidos Mexicanos donde dijo:

En el mismo sentido, el Tribunal ha señalado que [e]l deber general del 
artículo 2 de la Convención Americana implica la adopción de medidas 
en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas 
de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas 
en la Convención. Por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías (19).

La Corte IDH en su jurisprudencia acerca del delito de desaparición forzada 
de personas ha tratado incansablemente la vulneración al derecho a la integri-

 (18)  Corte IDH, OC 4 del 19/1/1984, voto separado del juez Piza, párrafo 4°.

 (19)  Corte IDH, OC 18/2003 del 17/9/2003, párrafo 78.
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dad física, psíquica y moral, que se encuentra consagrado en forma expresa en 
el art. 5°, inc. 1°. de la Convención Americana de Derechos Humanos (20).

Entendemos que la progresiva interpretación ampliatoria del artículo 2.2 
será parte del por qué elegirá luego nuestro Máximo Tribunal la fundamenta-
ción seguida en el voto de la mayoría en el emblemático fallo “Simón”, ya que 
el mismo no responderá solamente a un juego de fuerzas internas en la Argen-
tina, a la propia identidad que supiera tener una determinada composición de 
la Corte Suprema, sino que también es consecuencia de un Máximo Tribunal 
nacional pensando en clave de derecho internacional y ejerciendo política ju-
dicial.

IV. El caso de “Pablo Míguez”

La obra elegida para el presente trabajo es “La reconstrucción del retrato 
de Pablo Míguez” de la talentosa artista Claudia Fontes y, ampliando lo dicho 
ya en la introducción, su preocupación principal fue representar la violencia 
institucional y hechos propios del periodo histórico 1976-1983.

Claudia Fontes nos ofrece algo que pocos autores explicitan tan claramen-
te. Un porqué. Y no un “¿por qué?”. Es una artista cuya motivación no necesita 
interpretarse de su obra sino que se encuentra escrita –reflejo del siglo en el que 
vivimos– en su página web oficial, que utiliza para la difusión de su obra (21).

Desde su origen, el proyecto incluye la presencia de un conjunto de obras, 
producto de un concurso abierto e internacional llevado a cabo en 1999, en el 
que participó Fontes (22).

El protagonista de esta obra es Pablo Míguez, quien a los catorce años fuera 
desaparecido junto a su madre y de quien se sospecha que termina sus días 
como víctima de los “vuelos de la muerte”.

 (20)  Dicho art. dice: Artículo 5°: “Derecho a la Integridad Personal: 1. Toda persona tiene dere-
cho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni 
a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 3. La pena no puede trascender de la 
persona del delincuente. 4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en cir-
cunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas 
no condenadas. 5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos 
y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento. 6. Las 
penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de 
los condenados”.

 (21)  Veáse http://claudiafontes.com/inicio/ (visto por última vez el 13 de diciembre de 2018).

 (22)  El jurado del concurso estuvo integrado por los críticos e historiadores de arte Llilian Llanes 
(Cuba), David Elliot (Inglaterra), Paulo Herkenhoff (Brasil), Françoise Yohalem (EE.UU.), Marcelo 
Pacheco y Fabián Lebenglik; los artistas Ennio Iommi y Carlos Alonso y los representantes de los or-
ganismos de derechos humanos, Estela Carlotto (Abuelas de Plaza de Mayo) y Adolfo Pérez Esquivel 
(Premio Nobel de la Paz). Los artistas premiados fueron Claudia Fontes, Rini Hurkmans (Holanda), 
Marie Orensanz, Grupo Arte Callejero, Nuno Ramos (Brasil), Marjetica Potrc (Eslovenia), Dennis Op-
penheim (Estados Unidos) y Germán Botero (Colombia).
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En estos vuelos, los cuerpos eran arrojados al Río de la Plata, y justamente 
es a orillas de ese río, que tiene lugar el emplazamiento de la obra, en el predio 
del “Parque de la Memoria” (23).

La elección de Míguez por parte de Fontes respondió a que tanto la autora 
como la persona homenajeada tendrían la misma edad, articulando una iden-
tificación concreta entre el desaparecido y la artista.

Cabe destacar que la obra se encuentra ubicada de espaldas al espectador, 
es decir, la artista dispuso que sea el espectador el que imagina y crea en su 
mente los rasgos de Pablo Míguez, en tanto expresión simbólica de la figura del 
desaparecido. Esto es explicado por la escultura de la siguiente manera: 

Me gusta creer que la imagen definitiva, la que me interesa comunicar 
como objeto de memoria, en tanto está cargada de la motivación e in-
tención del trabajo, es visualmente inaccesible y se crea en la mente del 
espectador, mediante la evocación de su rastro. Para mí, esta es la repre-
sentación de la condición del desaparecido: está presente, pero se nos 
está vedado verlo. Un retrato es siempre una posible versión, tal vez esta 
es la más real posible porque está construida en base a la memoria colec-
tiva desde distintos ángulos (24).

Es decir, Fontes analiza su obra como un mecanismo para no perder la me-
moria, para no olvidarnos –jugando en su rol dual de escultora y sociedad es-
pectadora– de Pablo Míguez.

V. Conclusiones

La historia argentina, durante el período histórico referenciado (1976-1983), 
es una historia de impunidad y de violencia institucional, y en dicho contexto 
social es que sucede la desaparición de Pablo Míguez.

La “Reconstrucción del retrato de Pablo Míguez” es una obra que nos ense-
ña que la realidad histórica en que los hechos suceden, trasciende y va más allá. 
Tal como fue manifestado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en diversos precedentes, el desaparecido es una persona a quien le fue negada 
su personalidad jurídica (Suárez y Fuentes, 2015) y esta idea se encuentra en 
vinculación directa con la obra de Fontes.

Esta reflexión teórica se inscribe en procesos históricos marcados por la 
globalización política, económica, social y cultural que ponen en jaque no solo 
al mundo del derecho sino a todas las ciencias sociales, provocando desafíos 
e interrogantes teóricos, epistemológicos, metodológicos y hasta pedagógicos. 

 (23)  CONADEP, Nunca más, Eudeba, Argentina, capítulo disponible en: http://www.desapareci-
dos.org/nuncamas/web/investig/articulo/nuncamas/nmas1b04.htm (consultado por última vez el 13 
de diciembre de 2018).

 (24)  Véase http://www.nueva-ciudad.com.ar/notas/201604/25662-se-puso-en-valor-una-escultu-
ra-en-el-parque-de-la-memoria.html (visto por última vez el 13 de diciembre de 2018).
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A un mundo signado por la desterritorialización, la fragmentación de la 
soberanía y la reubicación del poder –como sostiene la socióloga Saskia Sas-
sen (2007)–, se le suman la actuación de actores públicos, privados e híbridos, 
la privatización de las reglas, las nuevas fuentes de autoridad y normatividad 
“más allá del Estado”, en palabras de Muir Watt (2016). Frente a este panora-
ma que adquiere una complejidad creciente, el análisis interdisciplinar de los 
fenómenos se presenta como un nuevo paradigma que requiere un profundo 
debate, la articulación de aportes disciplinares, la conjunción, integración y la 
cooperación de distintos campos del conocimiento, sin perder de vista también 
la especificidad del mundo del derecho, tal como ha sostenido All (2018). 

Renegando entonces de una concepción positivista pura del derecho, bajo 
la cual se afirmaría que existe una consideración puramente normativa del 
derecho centrada en el análisis de las leyes –entendidas como normas genera-
les– y de la actividad creadora de las normas por parte del Estado como único 
legislador; este trabajo pretendió reflexionar siguiendo una concepción crítica. 
En tal sentido, entendemos que el análisis del contenido legal no puede quedar 
divorciado de la dimensión histórica y social del derecho, y por ello, defende-
mos la interdisciplinariedad frente a la exclusividad de la dogmática jurídica, 
concorde a lo planteado por Pérez Lledó (1993).

La artista, en el texto presentado como parte de la memoria descriptiva en 
el anteproyecto de reconstrucción del retrato de Pablo Míguez (25), relata cómo 
ve reflejada la presencia simbólica de lo material en la escultura, es decir, como 
forma de recuperación del cuerpo desaparecido y como exploración de lo invi-
sible. Y aquí es justamente donde puede verse la interacción entre los campos 
del arte y del derecho.

Pablo Míguez era un adolescente de catorce años a quien le fue descono-
cido en términos absolutos la posibilidad de ser titular de derechos y deberes. 
Esto se ve reflejado en cada uno de los detalles que hacen a la obra de Fontes y 
en su concepción de memoria, entendida como el no olvido de aquellos que ya 
no están, de esa persona que no creció y que está en la cabeza de quien observa 
la obra emplazada en el Parque de la Memoria, a orillas del Río de la Plata.

Y complementa esta lectura la postura mayoritaria de la Corte Suprema de 
Justicia en el fallo “Simón”, en tanto entendemos que es en sí resultado de fuer-
zas internas en la Argentina, donde nuestro máximo intérprete constitucional 
ejerció su rol político; delimitando gran parte del carácter de la política de de-
rechos humanos que los subsiguientes gobiernos nacionales –independiente-
mente de su signo político– adoptaran con carácter de “política de Estado”. 

Concluimos entonces que tanto la obra de Fontes, como las pautas aplica-
das por nuestro máximo Tribunal y la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, cuestionan cómo los Estados cumplen (o no) las garantías judiciales a 
favor de la persona. A nuestro parecer, el arte refuerza el conocimiento de di-

 (25)  http://claudiafontes.com/public/Memoria-Descriptiva.pdf (visto por última vez el 13 de di-
ciembre de 2018).
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chas violaciones y se establece, como canal de consciencia social, un mecanis-
mo de reconocimiento de derechos y garantías.
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Anexo

Fuente: http://parquedelamemoria.org.ar/ 

Permiso concedido por la administración del Parque de la Memoria, vía co-
rreo electrónico, datado 13/8/2018.

 

Fuente: http://parquedelamemoria.org.ar/

Permiso concedido por la administración del Parque de la Memoria, vía co-
rreo electrónico, datado 13/8/2018.





Acceso a la justicia. Violencia. Género y 
derecho: una mirada socio-jurídica

Por Manuela G. González (1)

I. Introducción

Este trabajo parte de las distintas investigaciones socio-jurídicas e inter-
disciplinarias, que realizamos sobre la organización judicial (2), donde fueron 
apareciendo los obstáculos para acceder a la justicia. En nuestro país, la ad-
ministración de justicia del fuero de Familia es objeto de un gran número de 
análisis y publicaciones que, salvo algunas excepciones, no se ha traducido en 
investigaciones empíricas al respecto. Esto se observa con especial determina-
ción en la provincia de Buenos Aires, que ha experimentado una serie de cam-
bios significativos a partir del año 1995.

La sanción de la ley 11.453, en noviembre de 1993, puso en marcha el proce-
so de autonomización del fuero de Familia en la provincia de Buenos Aires (3). 
Los dos primeros tribunales se constituyeron en la ciudad de La Plata en el mes 
de abril de 1995. Desde esa fecha hasta la actualidad ha mutado su conforma-
ción hasta llegar a la situación actual: seis Juzgados de Familia, dos de los cua-
les se han transformado en protectorios (4), los Juzgados 4 y 5, llamados pro-
tectorios, que tienen competencia específica en materia de violencia familiar, 
salud mental y niñez (5). 

 (1)  Abogada-licenciada en Sociología y doctora en Ciencias Jurídicas. Docente-investigadora. Di-
rectora de Proyectos de Investigación. Autora de libros, capítulos de libros y artículos. Profesora titu-
lar de Sociología Jurídica. Directora del ICJ-FCJyS-UNLP, de la Especialización para el Abordaje de la 
Violencias Interpersonales y de Género. UNLP.

 (2)  Proyecto PICT-O 0026 denominado: “Acceso a la justicia y marginación judicial. Conflictos in-
trafamiliares y pobreza en los Departamentos Judiciales de La Plata, Mercedes y Junín”.

 (3)  Para ampliar ver Salanueva, González y Cardinaux (2003). 

 (4)  Creados por resolución 3488/2010 de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. 
Los Juzgados Protectorios como experiencia piloto de la Pcia. de Bs. As dejaron de funcionar como tales 
en diciembre de 2018 y, con sus integrantes respetando las funciones fueron reconvertidos en Juzgados 
de Familia.

 (5)  Guarda con fines de adopción, adopción, nulidad y revocación de ella; Declaración de inca-
pacidad e inhabilitaciones, sus rehabilitaciones y curatela; Guarda de personas; Internaciones del 
artículo 482 del Código Civil; En los supuestos de protección de personas comprendidos en la sec-
ción VIII del capítulo III del título IV del Libro I del presente. Violencia Familiar y La permanencia 
temporal de niños en ámbitos familiares alternativos o entidades de atención social y/o salud de 
conformidad a lo determinado por el artículo 35 de la ley 13.298, resolución 3488/2010.
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Esta particular situación nos guió a profundizar y continuar con la labor 
desarrollada en dos proyectos anteriores, la primera investigación se llevó ade-
lante durante los años 2012 y 2013, en el marco del Instituto de Cultura Jurídi-
ca, por un equipo interdisciplinario de trabajo, bajo mi coordinación (6), y el 
segundo Las violencias contra las mujeres: los discursos en juego y el acceso a la 
justicia (7), los cuales resultan antecedentes de la investigación actual en curso 
de ejecución (8). 

En ese contexto sintetizamos aquí determinados aspectos del acceso a la 
justicia de los sectores sociales más postergados en el departamento judicial de 
La Plata (9), no limitándose al Poder Judicial sino también interpelando a otras 
instituciones estatales. El trabajo que estamos realizando se propone recons-
truir la estructura y redes de acceso a la justicia de todas las instituciones invo-
lucradas y sus dinámicas de intervención. Se les ha dado mucha preponderan-
cia a las entrevistas a lxs (10) justiciables sobre el acceso a la justicia, y también 
a las miradas de lxs operadorxs jurídicos y otrxs profesionales que intervienen 
en las distintas redes. 

En la primera parte se abordaron problemáticas específicas, como las vio-
lencias y la salud mental en el ámbito judicial, la resolución alternativa de con-
flictos y la demora judicial. Al finalizar la misma pudimos detectar y describir 
las dificultades estructurales que presentan las distintas formas de acceso a la 
justicia relacionadas con los conflictos intrafamiliares, enfatizando en las di-
mensiones que orientaron la investigación: pobreza, género, grupos etarios y 
diversidad cultural.

En la segunda parte se abordó la violencia contra las mujeres a partir del 
testimonio de las mismas receptado en su primera entrevista (11), además de en-
trevistar a agentes del Poder Ejecutivo de las áreas programáticas de género del 

 (6)  Financiado por la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica (PICT-O).

 (7)  Proyecto I+ D 11 J/129 tetra anual 2012-2015 dirigido por Manuela G. González.

 (8)  11J/151 Acceso a la justicia de las mujeres: violencias y salud mental desarrollada en el ICJ-
FCJyS-UNLP. Programa de Incentivos para Docentes-Investigadores del Ministerio de Educación de 
la Nación 2016-2019.

 (9)  Sin embargo, en las investigaciones también realizamos indagaciones en los departamentos 
judiciales de Quilmes, Mercedes y Junín, cuyos resultados no se incluyen en este trabajo. 

 (10)  Siendo el lenguaje un modo de representar(nos) el mundo y dado que el idioma castellano 
nombra con el género masculino a la pluralidad, dicha generalización puede constituir un modo de 
ocultar las tensiones y violencias inherentes al patriarcado como estructura de dominación y organi-
zación de las identidades en géneros dicotómicos. Entendiendo que en el lenguaje se cristalizan las 
desigualdades, las relaciones de poder y jerarquía, elegimos escribir con X, imprimiendo el carácter 
inconcluso del lenguaje y planteando una incógnita intentando avanzar en un modo de comunica-
ción que no discrimine. Sin perjuicio de ello, se ha priorizado la utilización de universales que no 
signifiquen un menoscabo de colectivos invisibilizados históricamente por el Derecho, teniendo en 
consideración el uso del sistema Braille.

 (11)  Se consideraron los testimonios elaborados a partir de las denuncias efectuadas, tanto en 
sede judicial como policial, y la utilización del Protocolo de recepción de denuncias de las comisarías 
de la mujer y la familia. 
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sistema integrado provincial (12). Sin embargo, se identificaron nuevos linea-
mientos de investigación a profundizar en la presente propuesta: el accionar 
del Poder Judicial con respecto a estos casos. 

El contar desde el año 2012 con el proyecto Piloto de Juzgados protectorios 
en el Departamento Judicial de La Plata, nos posibilita analizar el acceso a la 
justicia por parte de las mujeres en relación con las violencias y la salud mental, 
pudiendo avanzar en el estudio de la existencia o no de articulación entre el 
accionar de los Poderes Ejecutivo, Judicial y Legislativo con respecto a estas te-
máticas tan sensibles. Y también preguntarnos acerca de cuáles son los motivos 
que llevan al legisladxr a unir violencias con salud mental y medidas de abrigo.

Resulta necesario señalar que estos juzgados han intentado implementar 
estrategias de articulación con diferentes poderes. En el caso del Poder Ejecu-
tivo, la participación de personal jerárquico de estos juzgados en las mesas lo-
cales de prevención y atención de la violencia familiar constituye una acción 
interesante, pero que se ha llevado adelante en forma discontinua por razones 
que van desde cambios de gestión política a participación de personas que no 
tienen poder de decisión. 

Así, como los Tribunales de Familia nunca se terminaron de crear en todos 
los departamentos judiciales de la provincia, el proceso de transformación en 
juzgados y ahora el proyecto piloto de juzgados protectorios, solo se completa 
en la cabecera judicial (González-Galletti, 2015); de allí nuestro interés en pro-
fundizar nuestro trabajo en este departamento judicial y realizar un análisis 
comparativo “restringido” con el departamento judicial de Quilmes (13).

Con el objetivo de identificar las prácticas que se desarrollan entre los pro-
tectorios, las instituciones y agentes del campo jurídico y extrajudicial profun-
dizamos en tres líneas de análisis: los trabajos locales sobre administración de 
justicia de familia, los aportes de las ciencias sociales acerca de la administra-
ción de justicia de familia y los estudios de género. 

En el caso de las investigaciones analizadas sobre administración de justi-
cia en el fuero de Familia, se advierte que hay diferentes grupos de acuerdo con 
el énfasis de sus análisis: la primera mirada se nutre de estudios que abordan 
el derecho de familia, al interior de la formación jurídica, donde se destacan 
los trabajos de doctrinarias como Grossman (1991), Kemelmajer (2007), Medina 

 (12)  Dicho sistema se encuentra conformado por los referentes de las áreas de género del Poder 
Ejecutivo en el marco de la Mesa Intersectorial que coordina, de acuerdo con la normativa vigente, el 
Ministerio de Desarrollo Social, otros agentes claves lo constituyen los referentes de las mesas locales 
de prevención y atención de violencia familiar. 

 (13)  Justifican este estudio comparado las similitudes que se aprecian: son dos departamentos 
con gran cantidad de población y con altos índices de litigiosidad mayores al promedio provincial 
(1221 causas iniciadas por cada 100.000 hab.), con gran cantidad de causas iniciadas, muy superio-
res al promedio provincial (10.150 causas iniciadas por departamento). Así como sus diferencias: el 
departamento judicial La Plata sufrió cambios, de tribunal a juzgados y creación de protectorios. El 
departamento Quilmes mantiene desde su puesta en funcionamiento los mismos dos Tribunales de 
Familia que se autonomizaron a partir de septiembre de 2015. La Plata es un departamento judicial 
extenso en superficie y cantidad de partidos (14). La densidad poblacional es baja (73 por km2).
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(2013), Gil Domínguez, Famá y Herrera (2012) y, desde el derecho procesal, se 
destacan los estudios de Berizonce, Amendolara y Bermejo (2001).

La segunda línea se vincula con la teoría de las ciencias sociales susceptible 
de aplicarse al análisis de la administración de la justicia de familia, y se desta-
ca la sociología francesa de Pierre Bourdieu (2001) y sus discípulos.

La tercera perspectiva, de matriz socio-jurídico, más afín a nuestros pro-
pósitos, pretende analizar la administración de justicia del fuero de Familia y 
las voces de lxs agentes que se desempeñan en dicha administración: quiénes 
son, qué hacen, qué buscan, cuál es su proyecto laboral y sus tomas de posición 
política. Esta perspectiva se nutre de los estudios de género, perspectiva que el 
equipo ha profundizado desde los fundamentos epistemológicos, metodológi-
cos y las líneas de investigación de las becarias en sus respectivas tesis docto-
rales.

Se pretende reconstruir el proceso más dinámico de conformación del 
campo jurídico en donde intervienen agentes concretos con intereses diversos 
en relación con cómo deben resolverse las principales cuestiones.

En el caso de Bourdieu (2001-1991), ofrece una mirada que complejiza la 
relación entre el derecho y las prácticas sociales, sobre qué lugar tiene el dere-
cho en el nacimiento de dichas prácticas, incluso sobre qué estamos en con-
diciones de decir del derecho en tanto práctica social. Según este autor, para 
abordar dichos interrogantes debemos librarnos de los criterios reduccionistas 
sobre el tema: el “formalista” (para el cual existe completa independencia entre 
las reglas jurídicas y el ámbito social) y el “instrumentalista” (que considera al 
fenómeno del derecho como reflejo de las aspiraciones de la clase dominante). 
Ambos criterios desconocen la existencia de un universo social relativamente 
autónomo respecto de las demandas externas en cuyo interior se origina, ejerce 
y reconoce la autoridad jurídica. Por lo tanto, las prácticas y los discursos den-
tro de la administración de justicia del fuero de Familia deben tomarse como 
el resultado de la posición y disposición en el campo jurídico (Bourdieu, 2001, 
1991). También encontramos en este autor una teoría sobre la práctica que per-
mite aproximarse al análisis de sus conductas sin caer en la hipótesis de que 
los/as operadores/as jurídicos/as son meros títeres de la organización judicial 
del fuero de Familia o que son sus dueños. Acordamos con Bourdieu (1997, 
2007) en que las prácticas de funcionamiento de la administración de justicia 
de este fuero poseen una realidad doble que escapa a los clásicos antagonismos 
entre el objetivismo, que explica las conductas como producto de una necesi-
dad estructural, y el subjetivismo, que intenta explicarlas como resultado de 
agenciamientos individuales. 

Boltanski (2000) hace hincapié en el papel de la crítica en la vida social a 
partir de las competencias de los/as actores y de cómo esas críticas son expre-
sadas por estos últimos. Desde su perspectiva, todos tenemos habilidades para 
poder impugnar, y contamos con recursos críticos que utilizamos de forma 
permanente en la vida cotidiana. En particular, con Boltanski se pueden exa-
minar problemáticas relacionadas con la administración de justicia y la crítica, 
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de una manera innovadora. De acuerdo con este enfoque, el/la sociólogo/a 
debe observar los casos prestando atención a la manera como las personas 
despliegan sus capacidades interpretativas frente a aquello que sucede cuando 
alguien formula una demanda de injusticia. Esta observación sociológica debe 
realizarse evitando juzgar –desde el punto de vista externo y superior del cien-
tífico– el grado de validez de las interpretaciones (de los juicios y de las críticas) 
expresadas por los/as actores/as partícipes del proceso. El cientista social debe 
analizar el grado de validez que los/as agentes les otorgan a las distintas inter-
pretaciones que entran en juego y que se enfrentan cuando surge un caso. En 
este sentido, tenemos la posibilidad de especificar las competencias que los/as 
agentes judiciales y extrajudiciales desarrollan para hacer uso de la dogmática 
jurídica con perspectiva de género y con formación interdisciplinaria, y escla-
recer cómo justifican dicho uso.

En función de la complejidad de nuestro objeto de estudio, desde la pers-
pectiva interdisciplinaria de este proyecto, lo que despierta interés es la injus-
ticia del no acceso por parte de diversas categorías de personas definidas de 
varias maneras: colectivos sobrevulnerados, desventajados, excluidos, desa-
filiados (Castel, 1995; Merklen y Castel 2013) o marginados, los que de algún 
modo detentan como rasgo común: la pobreza, la precariedad económica, la 
falta de poder, la debilidad política, la falta de capital social y simbólico (Bour-
dieu, 2000; Lista, 2014). 

El concepto de acceso a la justicia se extiende hacia las instituciones e ins-
tancias públicas estatales de diferentes niveles nacionales, provinciales, muni-
cipales, a las cuales acuden los grupos sobrevulnerados con el objetivo de hacer 
exigible el cumplimiento de sus derechos. En tal sentido, no solo comprende 
la llegada a la administración de justicia sino el tránsito en la trayectoria por 
las diferentes instituciones estatales que arroja resultados disímiles, donde a 
veces se responde a la demanda, otras se duplica el conflicto y se revictimiza 
a las personas. Avalan estas afirmaciones los resultados que se desprenden de 
diferentes trabajos teóricos y empíricos que hemos estudiado, que indican que 
las personas en situación de vulnerabilidad, en especial las mujeres, tienen se-
rias dificultades para acceder a la justicia (Cappelletti y Garth, 1983; Berizonce, 
1987; Bergoglio, 1997; Lista-Begala, 2000; Fucito, 2003; González-Galletti 2015, 
2012, 2011, Salanueva-González, 2010; Gherardi, 2009; Guemureman-Daroqui, 
2005, Gargarella, 1999). La polisemia que encierra el término acceso a la justicia 
se aplica a diversas situaciones, lo que hace que su definición se haya vuelto 
necesaria. 

¿Por qué investigar el acceso a la justicia? Porque a pesar de que la admi-
nistración de justicia tiene formalmente siempre en cuenta la situación de las 
personas pobres, la realidad que se desprende a través de diferentes trabajos 
teóricos y empíricos es que los pobres tienen dificultades para acceder a ella. 
Para los pobres, la ley usualmente se expresa en un lenguaje extraño. Esto es 
cierto en dos sentidos. La ley opera en un lenguaje extraño que se suele asociar 
con la injusticia del régimen colonial, por lo que resulta doblemente ajena a 
quienes no tienen acceso a ese lenguaje. En segundo sentido, la mayoría de los 
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conceptos fundamentales de la ley, incluyendo nociones de identidad y relación 
de causalidad en sentido legal, normalmente resultan extraños a los marcos de 
referencia que utilizan las comunidades locales. 

En la primera investigación se llevó adelante un mapeo de los organismos 
judiciales tradicionales y alternativos, para actualizar y completar la informa-
ción que brinda la administración de justicia, elaborando un recurso que se 
encuentra disponible en la página del Instituto de Cultura Jurídica (14) (en esta 
tercera parte estamos actualizando los datos). En un segundo paso, se descri-
bió el tipo de funcionamiento de los servicios tradicionales y alternativos de 
la administración de justicia, como horario, recursos humanos, presupuesto 
y distribución espacio-territorial. En un plano más cualitativo, a través de un 
acercamiento con los que buscan acceder a la justicia, se trabajó sobre las re-
presentaciones sociales acerca de la atención en dichos servicios. Asimismo, se 
realizaron entrevistas a operadores jurídicos y justiciables para describir las re-
presentaciones sociales (15) que poseen acerca de las dificultades para el acceso 
que tienen los justiciables. 

En un principio, conjeturamos que hay una falta de concordancia entre lo 
que el Estado dice que administra y lo que efectivamente brinda con respecto al 
acceso a la administración de justicia de las personas pobres. 

La hipótesis que guió esta primera investigación fue de carácter descripti-
vo, entendiendo por servicios tradicionales a aquellos servicios que el Estado 
brindaba y que sigue brindando, a través de los Juzgados Civiles y Comerciales, 
Defensorías de Pobres y Ausentes, Juzgados de Paz y mecanismos previstos en 
los códigos de procedimientos como “litigar sin gastos” que facilitó/facilita el 
acceso a la justicia de personas sin recursos o con escasos recursos, pero que en 
el presente resultan insuficientes.

Los servicios alternativos son aquellas modalidades descentralizadas que 
el Estado generó a partir de la década del noventa, especialmente durante el 
gobierno de Menem, o con los que el Estado pacta algún convenio, y que tienen 
una organización interna flexible que incluye la participación interdisciplina-
ria de otros profesionales no abogadxs. 

Las Casas de Justicia son ejemplo de organismos dependientes de la admi-
nistración de justicia, es decir, son organizaciones formales, pero recientes y 
más flexibles que las tradicionales y que funcionan en los barrios pobres. 

 (14)  http://www.icj.jursoc.unlp.edu.ar/index.php/noticias/guia-judicial.

 (15)  Definimos representaciones sociales como “aspectos de la realidad o cuestiones socialmente 
significativas. No son homogéneas sino que varían según diferencias sociales y condiciones estruc-
turales. Tampoco hay una única representación social de un objeto. Las representaciones sociales 
son construidas a partir de los procesos de interacción y comunicación social, las conversaciones de 
la vida diaria, la recepción de los medios masivos –todos ellos procesos comunicacionales a las que 
también reconstruyen– y se cristalizan en prácticas sociales […]. En este sentido, la representación es 
una construcción de la realidad que una vez que está construida existe casi independientemente de 
ese aspecto de la realidad que es representado” (Petracci y Kornblit, 2004: 92-93). 
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Los consultorios jurídicos gratuitos dependientes de la UNLP son ejemplo 
de organismos “conveniados” por el Estado con otras instituciones, como la 
universidad. 

Hemos podido corroborar la existencia, en la provincia de Buenos Aires, 
de multiplicidad de leyes, organismos, planes y programas que se ocupan de 
los problemas intrafamiliares a nivel local y regional, pero son de difícil cono-
cimiento, de alcances no precisos y no suficientemente armonizados entre sí. 
Esta dispersión indica por sí sola la magnitud del problema. Se observa que las 
leyes (11.453, 12.318, 12.569, 13.634, 13.951 y otras) muestran una endeblez al 
momento de ser aplicadas, porque no incluyen en su articulado los recursos 
humanos y presupuestarios suficientes. Las personas pobres tienen mayores 
necesidades y mayores dificultades para acceder a los servicios que la adminis-
tración de justicia dice brindar, así como para sostener las demandas que in-
terponen ante los mismos. Dichas dificultades se agravan cuando los servicios 
que el Estado les ofrece están explicitados en un lenguaje que responde a un 
estrato social diferente o está a cargo de personas que no tienen una perspec-
tiva multicultural que les facilite la comunicación y comprensión del problema 
que les plantean.

En nuestro trabajo fuimos incorporando al género como categoría de aná-
lisis transversal, tanto en la revisión bibliográfica como en las estrategias e 
instrumentos metodológicos. Lo hicimos a partir de la definición de género de 
Gabriela Castellanos (2006), quien sostiene que el género supone un conjunto 
de saberes, discursos, prácticas sociales y relaciones de poder que sustentan las 
concepciones de distintos agentes en el campo jurídico. Intentamos entonces, 
de acuerdo con lo heredado de las feministas de los años noventa bajo el estan-
darte “lo personal es político”, politizar la formación del derecho, intentando 
descifrar si puede ser una herramienta para la emancipación o solo para la opre-
sión (Blanco, Ciocchini, Vértiz, 2014), ya que pretendemos que no se confunda 
la realidad con lo que postulan las normas. Consideramos al derecho no solo 
como un sistema normativo, sino también como un discurso social, como un 
proceso que construye y reproduce significaciones sociales (Bourdieu, 2000). 

El aporte de género en el discurso jurídico se evidencia en la visibilización 
de las nociones de sexismo y androcentrismo en el derecho, que nos remiten a 
prácticas, representaciones y modalidades del ejercicio de la violencia por me-
dio de marcos normativos, argumentos técnicos y respuestas institucionales 
basadas en la racionalización de la diferencia (Maffía, 2008) que atentan contra 
la igualdad en el ejercicio de la ciudadanía de las mujeres. Para definir y orga-
nizar las nociones de sexismo y androcentrismo, es necesario precisar que el 
androcentrismo refiere a la estrategia de tomar la perspectiva masculina como 
parámetro de lo humano. Alda Facio (1999) sostiene que, a pesar de que el de-
recho parte de leyes “genéricas” (que supuestamente nacen de las necesidades 
de todxs, van dirigidas a todos los seres humanos y tendría efectos similares en 
todxs), constituye un discurso androcéntrico, las leyes, en tanto las leyes, no 
son neutrales en términos de género. 
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Utilizamos la propuesta metodológica de Facio para visibilizar el género en 
el derecho que tiene como referencia tres aspectos del discurso jurídico: com-
ponente formal normativo, componente estructural y componente político cul-
tural.

En lo que respecta a la relación entre derecho y género podemos señalar lo 
expresado por Femenías (2008), en el sentido de que, si siglos de luchas fueron 
necesarios para que se reconociera a las mujeres como sujetos jurídicos, de ciu-
dadanía, de conocimientos, aun advertimos la precariedad y la insuficiencia de 
sus logros cuando penetramos en el campo jurídico. 

Partimos de la consideración de que las violencias contra las mujeres son 
un problema relacional y específicamente de acceso y uso desigual de diversos 
recursos entre varones y mujeres. La violencia contra las mujeres en razón de 
género (por ser mujeres) es la forma más brutal del ejercicio del poder que otor-
ga el sistema patriarcal a los hombres sobre las mujeres. La ley nacional 26.485 
de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar las violencias contra 
las mujeres en los ámbitos que desarrollen sus relaciones interpersonales, defi-
ne cinco tipos de violencia: física, psicológica, sexual, económica y patrimonial 
y simbólica, y seis modalidades en que se pueden desarrollar (doméstica, la-
boral, institucional, obstétrica, contra la libertad reproductiva y mediática) (16). 

Dentro de nuestro análisis de los juzgados protectorios, incluimos la com-
petencia en salud mental (17). Es importante señalar que la concepción integral 
y crítica de salud que aquí adoptamos entiende a la salud como parte de un 
proceso en el que se entrelazan dimensiones biológicas, psicológicas y socia-
les de la vida de los sujetos, grupos y comunidades. Este enfoque implica una 
concepción compleja del proceso salud/enfermedad que propone pensarla en 
el marco de procesos sociales más amplios en los que se juegan determinantes 
económicos, políticos, culturales y sociales, que incluyen el acudir a la justicia 
para legitimar o producir restricciones al ejercicio de ciertos derechos.

Nuestro objetivo es profundizar el trabajo que venimos realizando con los 
testimonios de las mujeres y las entrevistas a agentes del Poder Ejecutivo (18) y 

 (16)  Arts. 5° y 6°, ley 26.485. 

 (17)  La ley de salud mental 26.657 en su art. 3° reconoce a la salud mental como un proceso deter-
minado por componentes históricos, socio-económicos, culturales, biológicos y psicológicos, cuya 
preservación y mejoramiento implica una dinámica de construcción social vinculada a la concreción 
de los derechos humanos y sociales de toda persona. Se contemplará la definición de salud mental de 
la OMS: “un estado de bienestar en el cual el individuo se da cuenta de sus propias aptitudes, puede 
afrontar las presiones normales de la vida, puede trabajar productiva y fructíferamente y es capaz de 
hacer una contribución a su comunidad” (OMS, 2001ª, p. 1).

 (18)  En el Proyecto Violencia contra las mujeres: acceso a la justicia y discursos en juego (11J129) 
en curso de ejecución por este mismo equipo, se analizaron tres dimensiones que fueron incorpora-
das en la estrategia metodológica: los testimonios de las mujeres en situación de violencias, en tanto 
un discurso que evidencia una verdad jurídica, histórica y política; entrevistas semiestructuradas con 
referentes del Poder Ejecutivo y Poder Judicial del Sistema Integrado provincial, con el fin de anali-
zar las acciones en torno al abordaje de las violencias, y los movimientos sociales anti patriarcales 
y colectivos feministas organizados, con el objetivo de dar una respuesta territorial a las violencias 
contra las mujeres.
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del Poder Judicial. A partir de ellos, pretendemos identificar las prácticas e in-
teracciones que se desarrollan entre los dos juzgados protectorios del departa-
mento judicial La Plata, las instituciones, los agentes y las mujeres, poniendo 
énfasis en las formas de articulación. 

II. Desarrollo

En la segunda investigación nos propusimos analizar –a partir del uso del 
software Atlas.ti– las entrevistas realizadas a referentes de áreas, programas y 
direcciones de género, así como también actores del Poder Judicial, en el marco 
del sistema integrado provincial. Se identificaron cinco dimensiones analíticas 
que consideramos clave a lo largo de la investigación: los mitos/prejuicios/es-
tereotipos presentes en los equipos técnicos que intervienen en el abordaje de 
violencias contra las mujeres; la conformación interdisciplinaria de los equi-
pos; el trabajo articulado en redes con otros equipos o instituciones; la capaci-
tación o formación técnica y, por último, los registros o estadísticas elaboradas. 
Las entrevistas fueron efectuadas a personas con capacidad de definición de 
acciones y estrategias en materia de políticas públicas dado el cargo que ocu-
pan, tanto en el Poder Ejecutivo como en el Poder Judicial de la provincia de 
Buenos Aires.

Los resultados fueron publicados en González (2017); la tercera parte de la 
investigación en curso de ejecución articula con los resultados de las dos ante-
riores (19) y con un trabajo previo sobre los Tribunales de Familia. 

Asimismo, realizamos una descripción espacial y arquitectónica de los ser-
vicios de atención tradicional; los resultados arrojados en relación con la ubi-
cación y acceso en la ciudad fueron favorables, pero en algunos casos su dispo-
sición presenta espacios acotados, lo cual dificulta la comodidad en la espera, 
profundizándose en los días de turno de juzgados o días clave (como lunes o 
viernes). También con respecto a la disposición en que se encontraban los ser-
vicios, pudimos observar que algunos de ellos, como el caso de la Defensoría 
Civil, se encuentra en un lugar con poca ventilación, oscuro, ubicado en el sub-
suelo del edificio. Consideramos que los señalamientos son acordes y visibles al 
público. Con relación a la atención de lxs operadores de justicia, se demuestra 
la necesidad de un conocimiento más especializado para el acceso, lo cual di-
ficulta en algunos casos la factibilidad del servicio y la demora, principalmente 
con las personas que no asisten con un asesor letrado. También a través de las 
observaciones en las instalaciones realizamos pequeñas entrevistas a las perso-
nas no profesionalizadas (abogadxs y procuradorxs). En aquellas indagaciones 
apuntamos concretamente a consultar acerca de cómo consideraba el servicio 
a nivel general, su accesibilidad y el trato por parte de lxs agentes de justicia. 
En relación con los resultados que surgieron de las entrevistas, en primer lugar, 
queremos aclarar la dificultad en obtener respuestas muy extensas debido a la 
incomodidad que conllevan los casos relacionados con asuntos personales. La 

 (19)  “Las violencias contra las mujeres: Los discursos en juego y el acceso a la justicia”, 11/ J1291 
FCJyS-UNLP (2012-2015).
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mayor parte de las personas consultadas con relación al servicio consideraban 
que el trato era de bueno a regular. 

Con respecto a los testimonios, analizamos los de las mujeres que atravie-
san situaciones de violencia y paralelamente realizamos entrevistas semies-
tructuradas con referentes del Poder Ejecutivo y Judicial, con el fin de analizar 
las acciones en torno al abordaje de las violencias. 

La relación entre derecho y género ha experimentado transformaciones 
en gran parte por el accionar de las propias mujeres en la sociedad civil hoy, 
quienes son reconocidas como sujetos jurídicos, pero frente a las cuales, aún 
persisten desigualdades. Las violencias contra las mujeres son un problema re-
lacional y de acceso y uso desigual de diversos recursos entre las personas de 
ambos sexos. Las violencias contra las mujeres en razón de género es la forma 
más brutal del ejercicio del poder que otorga el sistema patriarcal. 

A través de la tarea de campo, pudimos responder algunos interrogantes 
que surgieron en este proceso, que se han convertido en insumos para nues-
tra investigación, y formularnos nuevos interrogantes que nos obligan a seguir 
trabajando en la temática. Buscamos describir las diferentes formas de acceso 
a la administración de justicia para los sectores en riesgo social que el Estado y 
sus operadorxs ofrecen como solución de los conflictos intrafamiliares. Reali-
zamos observaciones en Juzgados de Garantías del Joven 1, 2 y 3, consultorios 
jurídicos gratuitos de la FCJyS-UNLP y del Colegio de Abogados del Departa-
mento judicial de La Plata, Defensoría General, Juzgados de Familia 1, 2, 3. 4, 5 
y 6, y Comisarías de la mujer.

En segunda instancia, realizamos veinte entrevistas en profundidad a las ac-
toras del proceso: víctimas, funcionarixs judiciales que atienden a las mujeres, 
acompañantes de la sociedad civil y profesionales de distintas disciplinas como 
docentes, médicas, trabajadoras sociales, psicólogxs, abogadxs y periodistas.

Las dimensiones que se consideraron al momento de realizar dichas en-
trevistas fueron: obstáculos, facilitadores y causas de abandono de la demanda 
relacionadas con la administración de justicia y otras dimensiones vinculadas 
a recorridos e instancias previas o posteriores. 

El equipo interdisciplinario que participó en la tarea de campo elaboró tres 
categorías diferentes de preguntas, de manera tal de abarcar los objetivos de la 
investigación.

El objetivo general de la investigación actual es analizar y comparar las 
prácticas, articulaciones y modalidades de actuación que se desarrollan en los 
Juzgados de Familia de los departamentos judiciales de La Plata y Quilmes, so-
bre el acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencias y padecimiento 
de salud mental, profundizando las indagaciones previas desarrolladas por el 
equipo de investigación. 

Las investigaciones se estructuraron alrededor de ciertas preguntas que 
fueron orientando nuestras reflexiones e indagaciones bibliográficas e inter-
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cambios en las reuniones ¿Cómo se construyen los testimonios y qué papel 
juegan los discursos legitimados en esa construcción? ¿Cómo acompañan o 
condicionan la ruta crítica lxs profesionales y cómo incide en la subjetividad de 
las mujeres? ¿Por qué las mujeres, en algunos casos, no denuncian o retiran la 
denuncia?

Consideramos también las dificultades del acceso a la justicia de las muje-
res, que hemos detectado en los proyectos anteriores, la capacidad que los orga-
nismos del Estado tienen para llevar adelante políticas públicas vinculadas al 
acceso a la justicia con perspectiva de género y las modalidades de articulación 
entre los diversos agentes institucionales (estatales y de la sociedad civil). 

En esta etapa de la investigación, nuestras unidades de análisis son las 
prácticas que se desarrollan en las instituciones del Poder Judicial y del Poder 
Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, la más densamente poblada de la 
Argentina, con altos niveles de pobreza y de mujeres jefas de hogar.

Las preguntas fueron dirigidas a especialistas/referentes en la temática, 
profesionales que trabajan en la administración de justicia y a personas justi-
ciables; fueron elaboradas a partir de las dimensiones construidas en la inves-
tigación anterior (20); esta parte de la tarea está en pleno proceso de concreción.

Los ejes que sustentaron las preguntas son: 

- Los mitos/prejuicios/estereotipos presentes en los equipos técnicos que 
intervienen en el abordaje de violencias contra las mujeres; La conformación 
interdisciplinaria de los equipos; El trabajo articulado en redes con otros equi-
pos o instituciones; La capacitación o formación técnica, y Los registros o esta-
dísticas elaboradas.

Cada uno de estos ejes y su construcción, a partir de la mirada de quienes 
están en la problemática, nos permitirán reconstruir la trayectoria de las muje-
res víctimas de violencia y sus dinámicas de funcionamiento.

Las distintas dimensiones que ubican a las personas pobres en situación de 
vulnerabilidad han sido especialmente observadas, no solo definiendo la po-
breza desde lo económico, sino teniendo en cuenta el género, la edad, la identi-
dad cultural y la pertenencia a grupos sociales-familiares.

Como se mencionó en líneas anteriores, otro de los objetivos del presente 
trabajo es conocer las representaciones que tienen los justiciables sobre la ac-
cesibilidad a la administración de justicia y la atención que reciben en dichos 
servicios Como sugiere Rodríguez (2011:116), siguiendo a Clifford Geertz (1997), 
recuperar la mirada de lxs actorxs involucradxss implica situarse en la posición 
y en el conjunto de relaciones desde las cuales las prácticas, las evaluaciones y 

 (20)  Estos hallazgos fueron publicados en Andriola, Karina - Cano, Julieta - Colanzi, Irma - Ha-
sicic, Cintia, “Reconstruyendo los sentidos de las intervenciones situadas frente a las violencias con-
tra las mujeres”, González, Manuela G., Violencia contra las mujeres, discurso y justicia, EDULP, Co-
lección Género, La Plata, 2017. 
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las creencias sobre la resolución de conflictos son construidas e intentar com-
prenderlas desde el punto de vista de esta ubicación.

III. Conclusiones

El plan piloto puesto en funcionamiento en la capital de la provincia de 
Buenos Aires otorgó a dos, de los seis nuevos Juzgados de Familia, competen-
cia exclusiva en las causas de violencia familiar, salud mental y control de las 
medidas de abrigo (21). La Suprema Corte fundamentó esta decisión en que casi 
el 50% de las causas que debían tratar los Tribunales y Juzgados de Familia se 
debían a casos de violencia familiar, en la existencia de un incremento constan-
te de causas de “salud mental” (peticiones de internaciones, inhabilitaciones, 
curatelas e insanias) y, por último, en que se esperaba que comenzaran a ingre-
sar causas producto de las nuevas facultades de los Juzgados de Familia para 
controlar las medidas de abrigo que adoptase el Poder Ejecutivo en el marco de 
la nueva ley de Protección Integral. 

Es decir, que la decisión se fundó tanto en la necesidad de descargar al resto 
de los Juzgados de Familia de las causas que representaban la mitad de sus in-
gresos totales, como de asegurarse que haya órganos especializados en la ma-
teria que actúen con la celeridad que los casos requieren. 

Los juzgados protectorios en estos años de funcionamiento han adoptado 
una serie de prácticas judiciales novedosas que les han permitido actuar sin 
demoras otorgando medidas de protección a tiempo. La evaluación en este sen-
tido es claramente positiva. El peligro que ofrecen estas reformas es la posible 
derivación en un gerencialismo judicial.

En este sentido, coincidimos con Ciocchini (2013:262) en que esta reforma 
nos dejó la enseñanza de que la organización judicial cambia sin cambiar; así, 
se producen nuevas legislaciones que crean fueros nuevos, como el de Familia, 
o promueven cambios en los procedimientos y procesos judiciales, como los de 
la ley 13.634, que al poco tiempo de su puesta en vigencia son reescritas por la 
realidad judicial, que sin trepidar vuelve a las rutinas y convalida rituales ante-
riores y quizás la certeza de que la organización judicial no puede cambiar sus 
estructuras y funciones si no cuenta con datos de la realidad científicamente 
construidos. 

Para cambiar algo hay que conocer, y para ello no se requiere de voluntaris-
mos, de aumentos presupuestarios, ni de políticas basadas en apresuramientos 
electorales generales. Se requiere conocer la sociedad y la cultura en la que se 
vive y de la cual emanan las organizaciones. Las dudas razonables se nos pre-
sentaron cuando, una vez más, comprobamos que la organización judicial es 
autopoiética, y por lo tanto, separada del contexto social. Los cambios signifi-
cativos no se producen desde adentro, sino que vienen, se quiera o no, desde la 
ciudadanía, quien ya mostró acabadas señales de que la justicia es burocrática, 

 (21)  Resolución 3488/2010.
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lejana, desigual, y que, en una escala de valoraciones con respecto a institucio-
nes positivamente valoradas como las universidades públicas, la organización 
judicial es una de las instituciones más desprestigiadas.

Durante nuestro trabajo de campo hemos observado algunas de las etapas 
en que se despliega el acceso a la justicia de las mujeres, el cual podemos sinte-
tizar en las siguientes cuestiones: 

 - Creación normativa: se lleva a cabo en el campo legislativo, donde luchan 
por el sentido diferentes ideologías representativas de grupos con intereses 
contradictorios entre sí. A pesar de ello, logran como producto la norma que se 
impone al conjunto de la ciudadanía.

 - Interpretación jurídica: a través de las prácticas jurídicas, esa norma es 
interpretada por los operadorxs en el campo jurídico donde confrontan por de-
cir el derecho. Al decir de Haraway (1995:317), la ciencia es un texto discutible y 
un campo de poder. En algunos casos, se invisibiliza el sentido mentado por lxs 
legisladorxs por vía de la interpretación o se lo tergiversa.

- Ejecución de la resolución judicial por el órgano estatal correspondiente: 
policía, organismos del Poder Ejecutivo, nacional, provincial o municipal, to-
dos mediados por discursos que circulan con diferentes sentidos dotados de 
significados diversos en función de quiénes lo producen, quiénes lo reciben y 
en qué contexto.

En este proceso es necesario señalar la agencia de las mujeres organizadas 
y de los sectores sociales sensibles a esta problemática, que actúan sobre la pro-
ducción legislativa instalando temas en la agenda política, en la denuncia de 
las prácticas que se desvían del sentido que les dio origen, y en la observación y 
monitoreo de las políticas públicas que las contienen.

Es decir, esta organización de la sociedad civil, que adquiere diferentes 
modalidades, está transversalmente presente legitimando el testimonio de las 
mujeres.

Como ya hemos afirmado en este y otros trabajos, nadie reclama lo que no 
se conoce, y tampoco exige aquello de lo que no se siente merecedor. Esto es un 
asunto de mucha gravedad para las mujeres, pero también atenta contra la con-
vivencia democrática y el cumplimiento de los valores de respeto por la diver-
sidad y ejercicio de la ciudadanía. Sin acceso a la administración de justicia, las 
mujeres que viven en la pobreza no pueden ni reclamar ni ejercer sus derechos 
humanos, no pueden enfrentarse a los delitos, abusos o violaciones cometidos 
contra ellas por particulares o por el propio Estado, tanto en el ámbito priva-
do como en el público. Las mujeres pobres se enfrentan a graves obstáculos de 
acceso a los sistemas de justicia, que agravan sus padecimientos; detalles me-
nores para otras personas son para ellas de una gravedad tal que se convierten 
en ocasiones en obstáculos insalvables. La falta de información acerca de sus 
derechos, el analfabetismo o la existencia de barreras lingüísticas, junto con la 
infravaloración estigmatizante asociada a la pobreza, dificultan el acceso a la 
administración de justicia de mujeres pobres. 
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Es imprescindible construir un sistema de justicia inclusivo y cercano a 
ellas, tanto social como geográficamente. Asegurar el acceso a la justicia para 
las mujeres pobres requiere de leyes y sistemas judiciales que funcionen bien y 
que no solo reflejen los intereses de los grupos más ricos y poderosos, sino que 
tengan en cuenta las desigualdades de ingresos y de poder. 

Las mujeres que viven en situación de pobreza se enfrentan a problemas 
especiales en el acceso a la justicia, que las coloca en una situación de mayor 
vulnerabilidad; por lo tanto, los esfuerzos del Estado deben orientarse a com-
batir la pobreza incluyendo el empoderamiento femenino para colaborar con 
las mujeres en la búsqueda de justicia, dotándolas de seguridad social y trabajo. 
Esta es la mejor manera de asegurar que el sistema de justicia no las discrimi-
nará, otorgándoles más oportunidades de ejercicio pleno de la ciudadanía. 

El acceso a la administración de justicia de las mujeres se debería comple-
mentar con políticas públicas que involucren a todos lxs actores/as de la socie-
dad. Este acceso se ve restringido en las situaciones como las que a continua-
ción se detallan. Cuando lxs operadorxs jurídicos no consideran prioritarios 
los casos de violencia de género y descalifican a las víctimas, tildándolas de 
exageradas y asignando énfasis exclusivo a las pruebas físicas. Cuando las me-
didas cautelares no funcionan y la mujer continúa en riesgo vital. Cuando hay 
lejanía geográfica de instancias de la administración de la justicia, en zonas 
rurales, pobres y marginadas con falta de abogadxs de oficio para las víctimas 
de violencia que no cuentan con recursos económicos. Cuando falta coordina-
ción en los sistemas de información para obtener estadísticas sobre incidentes 
y casos de violencia contra las mujeres, indispensables para examinar causas y 
tendencias. Cuando hay dificultad para obtener estadísticas uniformes a nivel 
nacional sobre casos de violencia contra las mujeres, lo cual se traduce en una 
invisibilización del problema y obstaculiza el desarrollo de políticas públicas 
en el área judicial que correspondan a su gravedad y magnitud. 

Hemos analizado el caso de las mujeres pobres a través de sus relatos y de su 
participación en la construcción del testimonio y podemos decir que se ha escrito 
mucho sobre violencia contra la mujer y acceso a la justicia, pero poco en la im-
portancia que en la reconstrucción subjetiva de las mujeres tienen sus palabras. 

Se ha avanzado en la Argentina en la regulación jurídica, pero poco en las 
prácticas profesionales, que siguen atadas, en algunos casos, a estereotipos clá-
sicos de género que se siguen transmitiendo a través de las formaciones profe-
sionales en las universidades. 

En este momento, estamos realizando la tarea de actualización del diagnós-
tico sobre el acceso a la justicia para el abordaje de causas de violencias contra la 
mujer a través de un relevamiento de los organismos públicos que abordan las 
problemáticas de las violencias contra las mujeres, sitos en la ciudad de La Plata, 
describiendo y analizando los programas vigentes, la población destinataria de 
cada uno de ellos, su alcance y los circuitos institucionales de prestaciones, ya 
que los cambios políticos traen aparejados cambios en las estructuras estatales. 
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En este contexto, un factor crítico que acompaña este tipo de proyectos se 
relaciona con la falta de información en algunas dependencias y organismos 
públicos sobre los programas y recursos implementados en el marco de las po-
líticas públicas. Asimismo, otra dificultad advertida es la poca permeabilidad 
que presentan las instituciones para dar a conocer algunos aspectos de sus in-
tervenciones, lo que puede generar algunos inconvenientes para entrevistar a 
lxs funcionarixs y empleadxs públicos. 

En el caso específico de la salud mental, observamos la falta de identifica-
ción de las pacientes, la inexistencia de historias clínicas o su incompletitud, 
sumado a la eventual inexistencia de expedientes judiciales que registren su 
presencia en la institución o restrinjan su capacidad.

En lo que respecta a la responsabilidad de lxs entrevistadxs, es preciso alu-
dir a que en su mayoría son mujeres con trayectoria en colectivos feministas y 
organizaciones de la sociedad civil que han incorporado esta formación en las 
acciones y definiciones de las áreas, programas y direcciones que coordinan. 
Este aspecto también nos permite pensar que la apertura de áreas de género y 
su coordinación por mujeres no garantiza la incorporación efectiva del enfoque 
de género, así como tampoco excluye la circulación de prejuicios y mitos en 
torno a cómo se define la femineidad, las violencias y las mujeres violentadas. 

En cuanto a la dimensión de los mitos y prejuicios, a partir del análisis de los 
dichos contenidos en las entrevistas, se aprecia que definen las acciones, tanto en 
los equipos de trabajo como también en las propias mujeres que padecen violen-
cias. De acuerdo con ellos, se observa de manera preocupante el modo en que se 
responsabiliza a las mujeres en situación de violencias, no solo en las instancias 
en que las mujeres se ven obligadas a promover acciones de protección frente a 
sus agresores, sino también en los modos en que se interviene para lograr el cese 
de la violencia. En línea con lo anterior, es preciso definir que los objetivos de 
las áreas, programas y equipos de atención a mujeres en situación de violencias 
conciben estrategias en la atención en emergencia, planteando como objetivo de 
corto alcance la finalización de una situación de violencia, sin contemplar las po-
siciones subjetivas del vínculo relacional en contexto de violencia familiar. 

En cuanto a la capacitación, la importancia de implementar una cultura de 
la experticia, tanto de aspectos técnicos en el abordaje de las violencias, como 
también en lo que respecta al enfoque de género, es fundamental. El hecho de 
que sean lxs actores que cuentan con esta formación específicas quienes seña-
lan que es de suma importancia, permite entender las lógicas por las cuales la 
falta de capacitación conlleva a invisibilizar factores clave en el ejercicio de las 
violencias y, en consecuencia, conlleva a instancias de revictimización y vio-
lencia institucional. Si bien la necesidad de trabajo en red, en el abordaje de las 
violencias contra las mujeres, es señalado por las redes de profesionales y de 
mujeres como la mejor modalidad de intervención, en la labor diaria la articu-
lación aparece desdibujada y con diversas dificultades en su operatividad. En 
este sentido, la participación de las organizaciones y colectivos de mujeres du-
rante este proceso es difuso, aunque se espere de ellas una mayor colaboración 
y acompañamiento (en las entrevistas se destacan marcadas diferencias entre 
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aquellas mujeres que acuden al sistema integral sostenidas por organizaciones, 
de aquellas que lo realizan en soledad). 

En relación con las estadísticas, si bien tienen una finalidad, tanto descripti-
va como inductiva, no solo constituyen insumos a los que se apela para construir 
aspectos de la sociedad, sino que constituyen, además, una imagen en sí misma 
de la sociedad. Con base en ello, notamos una falta de información que conlleva 
a una planificación desacoplada de las necesidades y de los derechos vulnerados. 
Dichos datos constituyen una herramienta para la condena social y para cons-
truir consensos sobre ello. Las lógicas de abordaje de las violencias en el territo-
rio bonaerense requieren de estrategias de actuación en materia de prevención 
y seguimiento de los casos. Esto permitiría construir información cualitativa y 
cuantitativa sobre la problemática de las violencias, que no se limite al registro 
administrativo (que se produce en la atención en emergencia). Consideramos 
que el análisis de estas entrevistas contribuye a delimitar definiciones orientadas 
a la construcción de información compleja sobre las violencias contra las muje-
res. Asimismo, si bien este relevamiento se produce en el campo académico, es 
preciso plantear que es necesario no solo una articulación interministerial, sino 
también incorporar al campo académico en la dimensión del diseño y evaluación 
de las políticas públicas en materia de violencia familiar, a fin de generar infor-
mación rigurosa que supere la lógica de la construcción de datos administrativos 
a nivel estatal. Es de suma importancia contemplar el aporte y la posibilidad de 
transferencia y de recontextualización de esta información a nivel regional, a fin 
de caracterizar el fenómeno de las violencias y construir a través de esta informa-
ción recursos que propicien la problematización de las acciones de lxs actores en 
el ámbito de la gestión pública.

El camino de acceso a la justicia encuentra diversos obstáculos, los cuales, 
como se ha evidenciado a través de las observaciones y las entrevistas realiza-
das a lxs operadorxs jurídicos y justiciables, no se superan con el destino de 
mayores recursos (materiales y humanos) a los servicios de justicia. Si bien los 
cambios en la organización del sistema judicial han traído aparejado un acer-
camiento de los sectores vulnerables a los servicios de justicia, este mayor acce-
so expresado en datos cuantitativos no es correlato necesariamente de solución 
de conflictos. 

Las transformaciones sociales de los últimos treinta años provocaron una 
mayor fragmentación social y una complejización de los conflictos, los cuales 
requieren ser comprendidos tomando conocimiento de la posición que toman 
los sectores desventajados frente a estas problemáticas, a los efectos de que es-
tos comiencen a visualizar a la administración de justicia como un espacio para 
resolver sus problemas. 

Sin embargo, la descentralización del sistema de justicia y la proliferación 
de organizaciones de la sociedad civil dedicadas a brindar asesoramiento jurí-
dico gratuito han venido a desempeñar, por su cercanía a la población, un rol 
significativo con respecto al acceso a la justicia entre los sectores sociales más 
desfavorecidos, logrando que aquellos que no visualizaban a la justicia como 
ámbito de resolución tomen conocimiento de ellos. Sin embargo, dichos cam-
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bios no logran garantizar que estos concurran o permanezcan en el circuito 
hasta alcanzar una resolución acorde a la normativa.

La importancia de la celeridad en el caso de los juzgados protectorios surge 
del tipo de problemáticas que deben tratar. Esta urgencia por actuar implica 
que la lógica tradicional jurídica, que contemplaba un tiempo de reflexión para 
hallar la solución que logre alcanzar el más alto nivel de administración de jus-
ticia, deba ceder frente al vértigo que impone la necesidad de intervenir con 
premura a fines de evitar que la inacción judicial permita que continúen situa-
ciones de violencia, ya sea la interpersonal en casos de violencia intrafamiliar 
o la institucional en los casos de salud mental y control de medidas de abrigo. 
La lógica tradicional jurídica no solo se ve reemplazada con motivo de la urgen-
cia que requieren las intervenciones judiciales, sino también porque se busca 
fundarlas cada vez más en el saber técnico de psicólogxs, trabajadorxs sociales 
y demás profesionales. Esta tendencia lleva a que el saber técnico deje de ser 
material que utiliza el/la juez/a para tomar la decisión “justa” para ser, en defi-
nitiva, la propia decisión judicial, quedando el/la juez/a en un rol de traductor 
jurídico de estos saberes técnicos. 

Las reformas que se han realizado en los Tribunales de Familia, desde su 
creación en 1994 hasta la actualidad, han buscado reducir formalismos que 
pudieran demorar las respuestas judiciales. Ejemplo de estas nuevas prácticas 
es la notificación anticipada por vía telefónica a lxs defensorxs de las medidas 
tomadas con urgencia por los juzgados protectorios en lugar de esperar para 
hacer efectiva la medida a la tradicional notificación por escrito vía cédula ju-
dicial, o la no exigencia desde el comienzo del proceso del patrocinio letrado. 

Los juzgados protectorios reciben las denuncias e inician su intervención a 
pesar de que lxs peticionantes, usualmente víctimas de un conflicto violento, 
no tengan designado un/a abogadx que los patrocine. De esta forma, los juz-
gados protectorios evitan supeditar la intervención urgente a los tiempos que 
pueda llevar conseguir ese patrocinio, ya sea en forma privada o la mayoría de 
las veces a través de un/a defensor/a público provisto por el Estado. Por último, 
en este momento nos encontramos trabajando sobre el rol que lxs propixs acto-
res/actrices judiciales involucrados, en especial los jueces de Familia, han ocu-
pado en la promoción de las últimas reformas y evaluando si esto tiene efecto 
en la celeridad de los procesos.
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Resumen: A lo largo de los más de doscientos años de historia argentina, 
la presencia de las ciencias jurídicas y de sus letrados se torna una constata-
ción. No solamente en su vinculación con la norma y el establecimiento de 
un determinado criterio de orden, sino en la incorporación de nuevas visiones 
que explicitan la ampliación de horizontes. En este último fin, el ámbito de 
las ciencias se ha visto enriquecido por la introducción de nuevos enfoques y 
estudios que han dado las bases para la conformación de nuevas disciplinas 
científicas que con el correr del tiempo, a veces de varias décadas, otras en 
breve lapso, se han consolidado como los grandes contenidos y directrices del 
conjunto denominado “Ciencias Sociales”. En estos aportes, la familia Riva-
rola emerge con total relevancia. Del mismo modo que Enrique (2) empleó la 
ficcionalidad discursiva para retratar la sociedad argentina de finales del siglo 
XIX, y Rodolfo (3) se adentró y nos adentró en el universo que habría de derivar 
en las ciencias políticas, particularmente con su Revista Argentina de Ciencias 
Políticas, en el caso de Horacio, uno de sus mayores aciertos fue el de incluir la 
mirada sociológica desde su formación jurídica al tiempo de pensar y educar 

 (1)  Doctora de la Universidad de Buenos Aires. Facultad de Derecho. Especialización en Educa-
ción Superior y Tic. Ministerio de Educación de la Nación. Directora de los Proyectos de Investigación 
HyM02: del Programa Historia y Memoria: 200 años de la Universidad de Buenos Aires y del Proyecto 
de Investigación Decyt 1819. Facultad de Derecho. Universidad de Buenos Aires. Investigadora for-
mada Ubacyt20020130100068 BA. Investigadora adscripta al Instituto de Investigaciones Jurídicas y 
Sociales, Dr. Ambrosio L. Gioja. Facultad de Derecho. Universidad de Buenos Aires. Investigadora 
independiente. Biblioteca Nacional de Maestros. Docente regular en Teoría del Estado. Facultad de 
Derecho. Universidad de Buenos Aires. Profesora adjunta regular de Historia del Derecho. Cátedra. 
Ricardo Rabinovich- Berkman. Facultad de Derecho. Universidad de Buenos Aires.

 (2)  Enrique Rivarola, Rosario, 1863 (aprox.), La Plata, 1931. 

 (3)  Rodolfo Rivarola, Rosario, 1852 (aprox.), 1942.
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al ciudadano argentino que procuraba consolidarse en unos tipos concretos 
de Estado y Nación. 

La sociedad, los cambios, los impactos, las crisis, la conformación del actor 
social, los horizontes sociales, centrarán su atención a poco de andado su cami-
no académico y compilándose ello en una obra concreta: “Las transformacio-
nes de la sociedad argentina. Desde 1853 a nuestros días” del año 1911 y con la 
que alcanzó su título de doctor. 

La innovación del pensamiento que presenta esa obra le valdría ser consi-
derado como uno de los primeros científicos jurídicos que contribuyó al pun-
tapié inicial en el ámbito de la sociología jurídica de nuestro país desde una 
fenomenología social. 

Un breve recorrido por aquellos principales conceptos que estructuran su 
obra nos mostrará lo visionario de su apuesta. Y lo certera de su elección. En 
un siglo XXI sostenido en el conocimiento, la diversidad y la heterogeneidad, 
el corazón sociológico se torna ineludible al tiempo de abordar y reflexionar en 
torno a cualquier acontecimiento de la vida actual. 

Abstract: Along more than two hundred years of Argentine history the pres-
ence of the Juridical Sciences and of her lawyers returns a finding. Not only in 
her entail with the norm and the establishment of a certain criterion of order but 
in the incorporation of new visions that to spell out the extension of horizons. In 
the latter purpose the area of the sciences has met enriched by the introduction 
of new approaches and studies that have given the bases for the conformation 
of new scientific disciplines that with to run of the time, sometimes of several 
decades, others shortly space, have been consolidated as the big contents and 
directives of the set called “Social Sciences”. In these contributions the Family 
Rivarola, it emerges with total relevancy. In the same way that Enrique used the 
fiction discourse to portray the Argentine society of finals of the 19th century, 
and Rodolfo entered and he us entered in the universe that should derive in the 
Political Sciences, particularly with his Revista Argentina de Ciencias Políticas, 
in case of Horace one of his major successes it was of including the sociological 
look from his juridical formation to the time to think and educate the Argentine 
citizen who was trying to be consolidated in a few concrete types of State and 
nation.

The society, the changes, the impacts, the crises, the conformation of the 
social actor, the social horizons, will centre his attention to few ones of covered 
his academic way and being compiled it in a concrete work: “The transforma-
tions of the Argentine society. From 1853 to our days” of the year 1911 and with 
the one that reached his degree of doctorate.

The innovation of the thought that presents this work would be worth be-
ing considered him to be one of the first juridical scientists who gave the initial 
kick in the area of the juridical Sociology of our country from a social phenom-
enology. 
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A brief tour for those principal concepts that structure his work will show 
us the visionary of his bet. And, it accurate of his choice. In a 21st century sup-
ported in the knowledge, the diversity and the heterogeneity the sociological 
heart becomes unavoidable to the time to approach and think concerning any 
event of the current life.

I. Horacio Rivarola y la sociología

A un lustro casi de haber iniciado su docencia universitaria, nuestro ju-
rista accedió a dar clases en la materia Sociología de la entonces Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires. Al leer en su 
Legajo de profesores, encontramos, en el apartado referido a su vida docente 
en el nivel superior, que luego de haber ingresado un quince de noviembre del 
año del centenario (1910), como profesor suplente de Psicología, permaneció en 
aquel hasta el año 1914, momento en el que la cátedra fue cerrada. En paralelo, 
durante el último mismo año, un treinta de marzo fue designado profesor su-
plente de Sociología. Al año siguiente, 1915, sería nombrado como profesor su-
plente de Sociología de Doctorado y según se aclara en nota habría habido un 
cambio: “(pase de cátedra)” (4).

En ese tiempo, fue secretario general del Congreso de Ciencias Sociales de 
Tucumán (21/5/1915) (5). También, mucho tiempo después, presidió el Instituto 
de la Población (1942). 

Asimismo, tres títulos de sus publicaciones dan cuenta de un interés, a lo 
largo del tiempo, sobre la sociedad y lo social: Las transformaciones de la socie-
dad argentina y sus consecuencias constitucionales (1911); La función de la edu-
cación en la Sociedad argentina (1939), y La influencia social de la propaganda 
(1942).

II. Algunos lineamientos en los orígenes del enfoque 
sociológico del derecho

Fucito nos lleva a recorrer el camino científico que hizo la sociología jurí-
dica a partir de las obras de los grandes juristas de varias ramas del derecho en 
nuestro país, destacando que hacia fines del siglo XIX podían relevarse obras 
en las que se hallaba contenido sociológico jurídico: “Es Juan Agustín García el 
jurista que para fines del siglo pasado expresa con mayor claridad los puntos 
de vista sociológico-jurídicos. Su Introducción al estudio de las ciencias socia-
les argentinas (editado en 1899) es un manual de introducción al derecho que 
expresa la concepción historicista (Fucito, 1988: II, 333 y ss.). De este anticipo 
de construcción de una sociología nacional rescatamos su idea de considerar al 
derecho siempre como producto social y recordar esta concepción de Alberdi, 

 (4)  Ver en Legajo de Profesores. Doctor Horacio Carlos Rivarola, folio 5, en Archivo de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. 

 (5)  Ibídem, folio 6.
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no obstante las contradicciones que le atribuye y que hemos señalado antes. Su 
concepción del derecho indiano es sociológica: entiende y valora la distancia 
entre la caridad y justicia de las normas escritas y la pobreza y sordidez resul-
tante de su nula aplicación a los naturales de América. La ley escrita pierde su 
valor referencial frente al derecho que crece y se desarrolla a ras de suelo, y que 
ampara a los más hábiles y fuertes. El derecho vigente fue para García el primi-
tivo de la Conquista, por el cual las personas y los bienes de los vencidos quedan 
a merced de los vencedores”. Y sobre lo referido reflexiona Fucito: “Lo que falta 
en García es una propuesta precisa de cambio, propia del positivismo. Si bien el 
diagnóstico pesimista sobre el pasado y el presente coincide con esa tendencia, 
no se ve cómo puede cambiar el rumbo que la tradición marca, cómo se ins-
trumenta el progreso propio de la ideología de la clase intelectual argentina de 
la época. En este punto, los condicionamientos históricos tienen más peso que 
la voluntad. La fuerza sociológica de la tradición pesa en este autor más que la 
voluntad activa de cambio”. 

En esta meditación crítica de Fucito hacia el pensamiento de García es 
donde ingresaría la idea fuerte y la novedad de la propuesta de Horacio Ri-
varola, que sin ser encontrado en el grupo de los positivistas avanza hacia 
una visión integradora y agregativa de la sociedad argentina, que da una 
idea de superación muy propia de la generación de 1910 a la que perteneció 
nuestro autor. Y, en tanto su pensamiento se vincularía con mayor cercanía 
a la propuesta de Ernesto Quesada, que, en palabras de Fucito: “merece ser 
recordado como el verdadero fundador de la sociología jurídica en el país 
por la claridad de sus puntos de vista y por haberse ocupado —si bien gené-
ricamente— de la mayoría de los problemas que aquélla estudia”. Quesada 
ya diferencia el derecho de la norma al igual que la mayor parte de los inte-
grantes de la Generación del Centenario, y en ello la distinción basal para la 
construcción de un nuevo pensamiento que centra a la sociedad como hace-
dora de la realidad y recinto para la emergencia y construcción de la fenome-
nología social.

III. La sociedad argentina en continua transformación

Adentrándonos en la propuesta de Horacio Carlos Rivarola, es de atender 
cómo a lo largo de toda su vida académica dio cuenta de ser un educador cí-
vico, un analista y operador político y un reformador social. En el primer sen-
tido, su labor se orientó a crear conciencia, a través de la educación, del valor 
democrático como modo pleno del pueblo soberano (en términos rousseau-
nianos). En el orden político, como un operador que, inscripto en su contexto 
socio-institucional (la Argentina entre los años 1910 y 1965), aportó diferentes 
ideas para una reforma político-educativa tendiente a fortalecer los vínculos 
entre las instituciones y la Constitución Nacional. Y como reformador social, 
en tanto que fue una constante de su pensamiento la persecución de un fin co-
mún: generar reformas socio-institucionales que consolidaran un tipo concre-
to de sociedad republicana y democrática sustentada en la educación cívica, 
intelectual y cultural. 
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IV. Antecedente de interacciones entre conocimientos: 
Rodolfo Rivarola

Hijo del jurista argentino Rodolfo Rivarola, habría de dar continuidad me-
diante su pensamiento a una idea central de su padre, que fue la posibilidad 
de concebir al derecho en interacción con otras áreas del saber. En tal sentido, 
en 1910, un año antes que se publicara el ensayo motivo de análisis, Rodolfo 
Rivarola habría de proponer la vinculación entre ciencia y política generando 
un nuevo ámbito científico, el de las ciencias políticas, cuyo eje de estudio lo 
darían los acontecimientos y tensiones provenientes de la política en el sentido 
de la fenomenología del poder (6). Hecho no al margen es la Revista Argentina de 
Ciencias Políticas bajo la dirección de Rodolfo Rivarola y la participación de sus 
hijos Horacio Carlos y Mario. Las diferentes secciones de la publicación habrán 
de dar una idea de los intereses de los tres juristas y de la concepción de interac-
ción entre derecho, política y sociedad.

La publicación apareció por primera vez en octubre de 1910. Durante el año 
1918 y hasta el año 1921, la dirección de la revista recaerá en cabezas de Horacio 
y Mario Rivarola. El primero, al no estar ejerciendo ningún cargo político, pue-
de mantener una distancia prudencial de los hechos que le permitirían llevar 
adelante la labor de las crónicas políticas y los meollos que a su interior normas, 
gestión pública y sociedad producen (7). Bajo la dirección de Horacio C. Rivaro-
la se publican los Tomos XXII a XXIV. La publicación consta de tres secciones: 
Crónicas y documentos (análisis político), Legislación y jurisprudencia (material 
de derecho) e Ideas y libros (área bibliográfica) (8).

V. Las transformaciones sociales en relación con la 
política y el derecho

En el ensayo Las transformaciones de la sociedad argentina y sus consecuen-
cias institucionales (1853 a 1910) (9), el autor se hace una pregunta que centra su 
obra: al tiempo de sancionar la Constitución Nacional en el año 1853, ¿en qué 
sociedad se estaba pensando? Y, más aún, ¿cuál era la sociedad proyectada por 
aquella Suprema Norma?

A través de estos interrogantes ingresamos en su propuesta, que es la rela-
ción posible entre política y derecho. ¿Pueden ser pensadas por separado? En-

 (6)  En “Prólogo” de “Homenaje a su fundador Dr. Rodolfo Rivarola en su sesquicentenario. Revista 
argentina de Ciencias políticas. Estudio e Índice general. 1910-1920”, en Anales de la Academia Nacio-
nal de Ciencias Morales y Políticas, 2007-13, doctrina.

 (7)  “Homenaje a su fundador Dr. Rodolfo Rivarola en su sesquicentenario. Revista argentina de 
Ciencias políticas. Estudio e Índice general. 1910-1920”, cit., ps. 43-44.

 (8)  “Homenaje a su fundador Dr. Rodolfo Rivarola en su sesquicentenario. Revista argentina de 
Ciencias políticas. Estudio e Índice general. 1910-1920”, cit., p. 47.

 (9)  Rivarola, Horacio C., Las transformaciones de la sociedad argentina y sus consecuencias insti-
tucionales (1853 a 1910), Imprenta de Coni hermanos, Buenos Aires, 1911.
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contramos que nuestra Norma Fundamental es en sí misma una respuesta, en 
tanto reúne dos calidades: la política y el derecho.

Desde el primer punto de vista, es un instrumento político. En nuestra his-
toria argentina, la Constitución fue sancionada en un contexto de organización 
socio-político determinado. Refiere a su contexto: la batalla de Caseros en 1852 
y, con ello, la consiguiente Confederación Argentina II, la de Urquiza. En este 
marco, la Norma Fundamental ingresará para dar base y fundamento al nuevo 
orden político. Sabido es que ya habían existido precedentes de normas supre-
mas como fueron las de 1815, 1817, 1819, 1826. Sin embargo, las décadas que fue-
ron desde 1830 a 1850 estuvieron signadas por una cuestión concreta referente 
a cómo había sido posible la convivencia entre el autoritarismo y la democracia.

Un país nacido al calor de una propuesta que habría de consolidarse a tra-
vés de la Norma Fundamental en democracia y de la protección de los derechos 
individuales habría de transitar una gestión de gobierno de concentración per-
sonalista, cuyo máximo exponente fue el gobierno en Buenos Aires de Rosas, 
en quien concurrirían todas las funciones posibles del ejercicio del poder (10). 
Finalizada la Confederación Argentina rosista, la clase dirigente tenía que deci-
dir hacer una síntesis entre democracia y autoritarismo (11), o bien dejar de lado 
todo ello y trabajar por una Constitución que cerrara el ciclo de concurrencia 
del poder en un solo individuo. La Constitución de 1853 habría de ser la res-
puesta.

El desarrollo constitucionalista tuvo en el siglo XIX un fuerte despliegue. 
En ese momento, y precedido por la aparición de la máquina a vapor y la consi-
guiente eclosión del industrialismo que catapultó a Inglaterra como el líder del 
decimonónico y la producción de las revoluciones francesa y norteamericana, 
en su conjunto, todos estos acontecimientos convertidos en hitos marcaron la 
tendencia de la modernidad en la faz de organización político-normativa basa-
da en el asentamiento de los principios democráticos y constitucionalistas en la 
mayoría de nuevos Estados modernos que iban viendo la luz.

El principio de los Estados nacionales se expandía por todo el mundo sus-
tentado en las garantías explícitas y escritas en un cuerpo con rango funda-
mental y superior a toda norma estatal, la Constitución, que, de esta forma, se 
convertía en la manifestación racional por antonomasia que regía el ejercicio 
del poder y protegía al pueblo soberano (12). La sanción de la Constitución Na-
cional de 1853, como garante de una serie de derechos fundamentales de los 
individuos, dio lugar al entendimiento de que un pueblo soberano habría de 
elegir a quienes lo representaran para la toma de decisiones. Todo esto en su 
conjunto se nutrió de una diversidad de grupos sociales con una amplia gama 

 (10)  Halperin Donghi, Tulio, Proyecto y construcción de una Nación (1846-1880), Emecé, biblio-
teca del pensamiento argentino 2, Buenos Aires, 2007.

 (11)  Halperin Donghi, Tulio, Proyecto y construcción de una Nación (1846-1880), cit.

 (12)  López, Mario J., Vivir para la República, Circulo Carpetas. Buenos Aires. 1986, ps. 258-263.
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de etnias y nacionalidades. Cada una de estas últimas a su interior con idioma, 
creencia, historia, etc., propias.

Al cerrarse el ciclo de búsqueda con la forma de Estado federal que, a pesar 
de plasmarse, normativamente, en 1853, se selló en el año 1862 con el ingreso 
de Buenos Aires (y, para ser sutiles, la federalización de Buenos Aires fue la que 
terminó de pulir asperezas a nivel de la convivencia política) culminó, enton-
ces, el trazado institucional.

Con lo sostenido, la conformación de acto político de nuestra Constitución 
habría de quedar manifiesta. A su vez, presenta, en su aspecto político y social, 
el carácter de organizadora de las instituciones estructurantes del país. A este 
respecto, el académico trae a colación un Oficio que reza lo siguiente:

… En el oficio que con fecha 9 de mayo de aquel año, el congreso comuni-
caba al excelentísimo señor director, la constitución y las leyes orgánicas 
que había sancionado, se decía: “El congreso prevé que la sabiduría del 
mal consejo y la prudencia que disfraza á la debilidad, han de reprochar 
á la constitución los defectos de su mérito. Poniendo en contraste la ig-
norancia, la escasez de población, y de riqueza, y hasta la corrupción de 
los pueblos y provincias que componen la Confederación con las exigen-
cias de la constitución, deducirán de aquí su inoportunidad y su imperti-
nencia, y muy listos la condenarán como inadecuada. El tirano ponderó 
y exageró estos mismos pretextos; y por ventura, él con su omnipotente 
mano de hierro, ha devuelto á los pueblos mejorados, después de veinte 
años de horribles martirios? ¡Decepción y escándalo! Aun cuando esta 
desgraciada y mísera situación fuera natural á estos pueblos, aun cuando 
tuviéramos á la vista la especie social que se supone desgraciada é inedu-
cable, el legislador no podía ni debía emplear su ciencia para disimular 
y confirmar este monstruo social; antes debería consagrar el arte contra 
la misma naturaleza para corregirlo, ¡Decepción y escándalo, señor! Dios 
creó al hombre bueno y sociable bajo todas las latitudes. El argentino lo 
es y por serlo, su sangre generosa ha corrido á torrentes. El sentimiento 
de los justos ha hecho reclamar, tal vez con exageración, la justicia; el 
sentimiento de su dignidad, los derechos de libertad, seguridad y propie-
dad. Sus instintos de progreso lo hacen reclamar con impaciencia, todas 
las mejoras y todas las relaciones morales, intelectuales y comerciales. La 
constitución llena estos conatos”... (13).

El otro rasgo que conlleva es ser la columna vertebral del ordenamiento 
socio jurídico-normativo del Estado argentino. Ser la gran Norma por antono-
masia la convierte en contenedora de todos los derechos y garantías que refie-
ren al aseguramiento de los individuos en sociedad. Para que una comunidad 
pueda estar organizada, debe consentir el cómo será la convivencia y, para ello, 
la limitación de la conducta se torna una consideración ineludible al tiempo de 
normar. De esta forma, las ideas de Horacio Rivarola habrán de avalar que la 

 (13)  Rivarola, Horacio C., nota en Registro Nacional de la República Argentina, I. III, número 
30:51; Rivarola, Horacio C., Las transformaciones de la sociedad argentina y sus consecuencias insti-
tucionales (1853 a 1910), cit., ps. 43-45.
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Constitución Nacional en sí misma comporta una intrínseca interacción de la 
política y el derecho para pensar y tornar activa la sociedad.

VI. El valor de la historia política en un análisis social

Horacio C. Rivarola, en el ensayo precedentemente mencionado, y para po-
der llevar a cabo su estudio, incluía un concepto que refería a un rasgo saliente 
del colectivo argentino, la transformación y su posibilidad de relación con la 
adaptación. Para ello, afirma que los cambios en una sociedad como la nuestra 
son continuos y permanentes y que, por eso, para que las instituciones puedan 
acometer sus objetivos, deben ser flexibles y adaptativas. La historia política 
habrá de estatuirse, dentro de la sociedad, como un referente de realidad. Sin 
despreciar a otras manifestaciones humanas, como las que producen el arte, 
los hábitos o las creencias religiosas, el autor entiende que todas ellas portan 
un mismo rasgo: que los cambios a detectar se realizan de un modo paulatino y 
pausado, por lo que, para tomarlos como mojones de la transformación de fon-
do, dificultan el análisis concreto. A diferencia, la historia política se alimenta 
de impactos, emergencias y reacciones vertiginosas que, por irrumpir en un 
estado dado, conllevan una capacidad propia de alcance y certeza aportando 
mayor precisión temporal. Asimismo, presenta la posibilidad de ampliar y pro-
fundizar el contexto incluyendo a las expresiones consuetudinarias, artísticas 
o credenciales sin dejar de perder su característica propia.

… Sociedad é instituciones deben acordar y su acuerdo es una ley invo-
lucrada en otra más general que desde Comte, la historia y la sociología 
aceptan: “Es que en el fondo de la evolución social, un análisis prolijo 
descubre una ley de relación y solidaridad, base indiscutible de todo 
concepto científico de las sociedades, un vínculo poderoso que une á las 
instituciones, usos, costumbres, ciencias, artes, derecho, religión... de tal 
manera que conociendo una de ellas podrá el sociólogo inducir sobre 
las demás; que la modificación sufrida por cualquiera de los fenómenos 
repercute en todos, variando su intensidad según los casos…

… De ahí el débil poder de los gobiernos para alterar el curso de los fe-
nómenos sociales, la ineficacia de las leyes, de los congresos, y de todo el 
aparato constitucional contemporáneo, que cuando no condice con las 
aspiraciones y sentimientos de los gobernados, se apolilla en los archivos 
de las oficinas públicas” (14).

Y, en tal sentido, su argumento concluye del siguiente modo:

… Colorario de semejante principio y deducción implícita, es el recono-
cimiento de que los cambios que determinada sociedad sufra en sus ele-
mentos componentes, en sus costumbres, en la forma de su desarrollo, 
deben llevar como acompañamiento, cambios correspondientes en sus 
instituciones, á menos que éstas por su elasticidad, sigan respondiendo.

 (14)  En Rivarola, Horacio C., cita tomada de García, Juan A., Introducción al estudio de las cien-
cias sociales argentinas, P. Igón, Buenos Aires, 1899; Rivarola, Horacio C., Las transformaciones de la 
sociedad argentina y sus consecuencias institucionales (1853 a 1910), cit., ps. 2 y ss.
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Es por esta dinámica que generan las transformaciones en la vida de una 
sociedad que Horacio C. Rivarola le asigna valor a la historia como aquel ámbi-
to en el que concurren las metas, expectativas, acontecimientos y frustraciones 
de los ciudadanos que nos precedieron, constituyéndose, todo ese material, en 
la infinidad de explicitaciones de la existencia de los cambios de fondo suce-
didos. El pasado lo enlaza con un presente proyectivo que marca la impronta 
de su idea: la ampliación de horizontes el fin mismo de la dinámica interna de 
nuestra sociedad. Y ello enriquecido por la hibridación multicultural. 

Por su parte, la sociología también tiene, en el análisis del jurista, un rol sig-
nificativo como área de la ciencia que se aboca a un particular tipo de estudio: 
la fenomenología social y sus regularidades. Por ende, la normativa (derecho) y 
la institucionalidad (política) no pueden excluir de sus diversas interacciones a 
la historia política ni a la sociología (15).

La conformación de los marcos normativos y el sentido de la construcción 
institucional dependen del juego que se dé entre la capacidad de extensión ins-
titucional y la ampliación de horizontes de la sociedad.

VII. Composición étnica de la sociedad argentina del 
siglo XIX

Un factor que el romanista incorpora en su análisis, para dar mayor clari-
dad a las dinámicas permanentes de transformaciones de la sociedad argenti-
na, es el de composición histórica étnica de la población. A este respecto, ras-
treó las proveniencias étnicas en el tiempo precolonial, colonial, tardío colonial 
hasta 1853. Si bien se podría entender como un subestudio antroposociológico, 
la mirada de Horacio Rivarola vira hacia otro lado: el político. Entendiendo el 
autor que la decisión de composición étnica se refiere a una estrategia política 
que, incluso mucho antes de la Constitución, ya había sido implementada en las 
tierras sudamericanas.

… Pero aquellas mismas tres razas históricas estaban formadas de las 
más diversas. Los españoles tenían en su sangre la de celtas, iberos, fe-
nicios, cartagineses, griegos, romanos, godos, árabes. Los indios, aunque 
comprendidos en esa denominación general, pertenecían á tantas razas 
y subrazas cuantas poblaban estas regiones, desde los guaraníes y tobas 
del norte á los yaganes del sur y desde los querandíes y charrúas del este 
á los araucanos del oeste; indios distintos en sus caracteres físicos, en sus 
idiomas, en sus costumbres. Y los negros traídos como esclavos, perte-
necían también á distintas regiones. De modo que el pueblo que ocupó 
esta región sur de América estaba formado por descendientes de mu-
chos otros diversos en caracteres físicos, morales é intelectuales. Aparte 
de los españoles, en la época colonial pocos europeos llegaron á nuestra 
región: portugueses, por la proximidad de sus dominios, y algunos ingle-
ses; mas sabido es que su entrada estaba prohibida. Por otra parte, no 

 (15)  Rivarola, Horacio C., Las transformaciones de la sociedad argentina y sus consecuencias ins-
titucionales (1853 a 1910), cit., ps. 25 y ss.
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predominó de una manera exclusiva una raza en toda esta parte del con-
tinente; la distribución de individuos no fué semejante en todo el país, 
pues mientras en el norte de Santa Fe y en el Chaco, por ejemplo, siguió 
dominando el indio, en algunas provincias del centro predominaron los 
mestizos y en la cabeza ciudad como asimismo en las ciudades impor-
tantes, la raza española. Tal sociedad pasó de la colonia á la nación nueva 
y con pocos cambios llegó hasta la fecha de que trata este capítulo, en 
que aun no había comenzado la gran corriente de la inmigración trans-
formadora….

…Más, la necesidad de sangre nueva y la conveniencia de la inmigración 
no fueron novedades que descubrieran los constituyentes del 53. Desde 
mucho antes se hablaba de esa necesidad y conveniencia como asimis-
mo se tenía la visión precisa de los adelantos que el factor población pue-
de traer á un pueblo, cuando se elige bien (16).

La conclusión a la que arriba el ensayista sobre los resultados de las hibri-
daciones étnicas en estos suelos:

… Indudablemente son argentinos, pero distintos de los otros: no son ni 
parecidos á los primitivos argentinos ni á los compatriotas de sus padres; 
tienen de uno y de otro; el medio los modifica: los cruces los modifican 
más: no son, serán; son argentinos en un sentido; tienden á ser, en otro: 
su unidad como raza no está hecha, será, está en el futuro (17).

Con ello, la hibridación también sería, en la concepción de Rivarola, parte 
del componente de dinámica transformadora de la sociedad argentina.

Finaliza el ensayo con algunas cuestiones en las que genera su aporte:

… Las premisas del problema son las siguientes:

a) Las instituciones deben acordar con el modo de ser y con la vida del 
pueblo al que se destinan:

b) El pueblo argentino, varía continuamente en la formación de su raza 
histórica, en el estado de su industria y comercio; la rapidez de la varia-
ción es distinta en una región que en otra.

El problema: ¿pueden dictarse constituciones y leyes más ó menos per-
manentes para un pueblo en tales condiciones? ¿Se debe dejarlo con el 
menor número de ellas?, ¿ó sin ellas? ¿Se puede imponer á todo habitan-
te natural ó extranjero una conducta determinada? ¿Cuál puede ser la 
solución para la Argentina?

Entiendo que la cuestión exige varias cosas: En primer lugar, que se re-
cuerde, que no es el pueblo el que debe adaptarse á las instituciones; 
siendo las instituciones limitación de derechos ó preservativos contra 

 (16)  Rivarola, Horacio C., Las transformaciones de la sociedad argentina y sus consecuencias ins-
titucionales (1853 a 1910), ps. 33-48.

 (17)  Rivarola, Horacio C., Las transformaciones de la sociedad argentina y sus consecuencias ins-
titucionales (1853 a 1910), p. 108.
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limitaciones traídas por otros individuos, deben ser las precisamente ne-
cesarias y nada más. En segundo lugar, que ocurre una distinción: unas 
disposiciones constitucionales ó legales, responden á modos de ser ge-
nerales del individuo humano…

… Leyes y constituciones argentinas deben mantener aquellos principios 
de libertad y justicia, que no son argentinos, son humanos, y estarán en 
su lugar en cualquier nación... Las segundas, las que se refieren á nuestro 
modo propio de ser, á un momento de la vida argentina, no pueden tener 
sino carácter de transitorias… (18).

VIII. Conclusiones

Horacio C. Rivarola ingresó en el escenario conceptual argentino las ideas 
de adaptación y de interacción interna entre instituciones políticas y leyes de 
cara a la sociedad en estado de consolidación primero y consolidado luego. La 
regulación de las instituciones se enlaza, intrínsecamente, con la vida misma 
de aquellas. La vigencia de normas e instituciones, como factores estructuran-
tes de la sociedad, depende de la posibilidad de generar respuestas concretas 
ante la realidad que las interpela. De esta forma, la Norma Fundamental es el 
cuerpo que brinda los elementos para que derecho y política interactúen en so-
ciedad. Y en ello está la exteriorización e imagen de un entramado social con-
creto: el argentino. 

En un momento dado de la historia de nuestra emergente vida institucio-
nal se conformó un conjunto de decisiones políticas que concurrieron para un 
resultado concreto: la sanción de la Constitución Nacional en el año 1853. Un 
ensamble de derechos y garantías que habían aflorado en tiempos precedentes 
a mayo, pero que se consolidaron en la gran semana, llevaron a definir una 
elección que refería a la forma política con la que se quería vivir en sociedad. La 
retroalimentación generada entre política y derecho da cuenta de lo intrínseca 
que viene siendo su relación. Y, en ello, la sociedad argentina se presenta como 
el sostén para que aquellas vinculaciones fluyan. Adaptación y flexibilidad ha-
brían de ser en el pensamiento de Rivarola aquellos rasgos salientes detectados 
para que, al tiempo de analizar las instituciones en ciclos críticos, se dilucide 
si ello habrá de implicar transformaciones o no que comporten ampliación o 
estancamiento de horizontes.
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